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A D V E R T E N C I A A L L E C T O R 
Esta Monografía fué terminada de escribir en el año 
de 1921. La movilización a que dio lugar el desastre de 
Annual llevó al autor a Marruecos, como soldado de las 
tropas expedicionarias. Ello hizo que no pudiera ser 
publicado antes este trabajo, ni que el autor pudiera 
presentar en la Universidad Central la mayor parte del 
mismo, que integró su tesis doctoral, leída a su regreso 
de África, en 30 de mayo de 1923. 
Cuando iban a dar comienzo los trabajos de impre-
sión, sobrevino el golpe de Estado de 13 de septiembre, 
e inmediatamente se anunció la reforma de nuestra 
legislación local, llevada a cabo por el Decreto-Ley 
de 8 de marzo de 1924, lo que obligó a un nuevo apla-
zamiento; pero, publicado el Estatuto, y conteniendo éste 
tantas deficiencias respecto a la situación jurídica de los 
pueblos agregados a un término municipal, creyó el 
autor tan necesaria como antes la publicación de esta 
Monografía, como demostración de la capacidad plena 
que tienen de hecho las Entidades locales menores y 
para sustentar que, en las disposiciones aclaratorias 
que forzosamente han de dictarse a fin de salvar, dentro 
de lo posible, las confusiones lamentables que existen 
en el texto legal y en sus Reglamentos, se respete la 
constitución interna de estas Entidades y sean redacta-
vm 
das con conocimiento del Derecho consuetudinario leo-
nés, fuente la más clara para la resolución del problema 
municipal en los distritos rurales. 
Creemos necesarias estas advertencias para explicar 
el método seguido y el por qué de haberse incluido el 
estudio del Estatuto municipal en el Apéndice — el cual 
fué revisado por la censura militar —, así como para 
advertir al lector que nosotros atacábamos al caciquismo 
en la época de su pujanza y no hoy, en que oficialmente 
ha desaparecido y en que tan de moda se ha puesto el 
hablar de él, hasta por muchos que nunca han sentido 
sus efectos, pues siempre vivieron en las grandes pobla-
ciones, y en frases llenas de retórica abogan por su 
exterminio, sin proponer soluciones concretas y sin 
saber que no es el cacique el único culpable, sino que lo 
son mucho más las leyes que lo han protegido y los 
pueblos que, con paciencia bovina, lo soportaron. 
P R Ó L O G O 

Es este libro un estudio acerca del estado jurídico, 
organización y vida administrativa de los pueblos 
que integran un término municipal. Es un trabajo de 
no corta, asidua y escrupulosa preparación, muy 
pensado, bien y claramente planteado el problema y 
escrito con gran entusiasmo y encariñado con el 
asunto. 
El autor es todavía un joven, pero su obra no es 
ya una esperanza, sino una demostración de que está 
en buen camino. 
El autor, con un método claro y preciso, hace pri-
mero la historia del régimen municipal español en 
general, especialmente de los concejos rurales, apro-
vechando bien y con observaciones penetrantes los 
datos de los escritores, y sobre todo, las fuentes histó-
ricas mismas, después estudia la evolución previa y pre-
paratoria de la legislación actual, y por último, 
los proyectos de reforma, tan numerosos como inefi-
caces, que se han intentado de la Ley de 1877. Ana-
liza técnicamente las disposiciones de ésta, que se 
refieren a la organización y situación legal de los 
pueblos agregados a un término municipal, que es 
objeto principal del trabajo. Buscando la solución, 
dedica gran parte de aquél al estudio de la vida del 
Concejo rural en el derecho consuetudinario leonés, 
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y esta es para mí la parte más interesante y suges-
tiva, y desde luego la más completa y redonda, de 
la obra del Sr. Flórez de Quiñones. No puede ne-
garse que en la parte consagrada al estudio de la 
formación del régimen vigente hay consideraciones 
interesantes, aspectos muy bien vistos, y están bien 
notadas las influencias en ella de las ideas políticas 
reinantes, así como puntos de vista críticos acertados 
al juzgar la condición precaria y la falta de perso-
nalidad en que el derecho positivo ha encerrado y 
asfixiado la vida de tales pueblos; pero, tanto para 
el estudio de la psicología colectiva española, como 
para la comprensión de la historia jurídica, y para 
llevar a cabo un intento de reconstrucción de la 
organización municipal eficaz y seria, tienen un gran 
valor estos estudios del derecho consuetudinario, y 
el llevado a cabo por el autor nos da un conoci-
miento de él claro, preciso, lleno de vida y de ex-
presión. 
Para la historia del Derecho tiene un gran valor 
el conocimiento de esta vida consuetudinaria, pues 
es como un corte en la estructura social que nos 
presenta al descubierto las distintas capas de su for-
mación. Además, nos muestra, viviendo, superviven-
cias de otras épocas, que nos hacen comprensibles 
las disposiciones del derecho pasado, redactado en 
general, como sucede en los fueros municipales, de 
un modo fragmentario, en prescripciones tan lacóni-
cas, que su sentido no siempre viene a aclarar los 
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documentos de aplicación del Derecho de aquellas 
épocas, escritos para gentes que las vivían y para 
quienes eran claras cláusulas, para nosotros ininteli-
gibles. 
El derecho consuetudinario no está formado por 
una masa homogénea, ni siempre en adecuación con 
la vida actual. Hay una parte nacida para resolver 
los problemas que se van presentando en la vida y, 
por tanto, en perfecta consonancia con ella; pero 
hay otra que es resto y residuo que han dejado las 
generaciones pasadas, que unas veces se repiten por 
una especie de psitacismo, materia inorgánica muer-
ta en medio de la vida, sin relación con ella, y que 
nos sirven como datos para inferir una civilización 
distinta y contraria a la actual; otras, nacidas para 
necesidades pasadas y adaptadas a las presentes, y, 
por fin, hay muchas reglas y costumbres que, por 
una especie de mimetismo, toman la forma y apa-
riencia de las prescripciones legales vigentes para 
vivir a pesar de ellas y defenderse contra ellas, como 
esos insectos que toman el color de la planta en que 
se posan y evitan la agresión de sus enemigos. 
Por otra parte, la reorganización de los munici-
pios rurales y el resurgimiento de su vida natural 
y espontánea sólo puede hacerse, como el autor 
atinadamente cree, sobre la base de estas costum-
bres. 
No se trata aquí de una reconstrucción arqueo-
lógica, ni de mantener la continuidad y evitar la des-
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aparición de aspectos típicos y pintorescos de las 
aldeas, como cuando se lamentan los turistas de que 
desaparezcan trajes, bailes y fiestas de gran valor 
estético, pero que pasan porque deben pasar, porque 
la vida no es una exposición artística ni se detiene 
en sus mudanzas y adaptación a los tiempos. Es que 
que las reglas e instituciones del derecho consuetu-
dinario, además de ser un efecto de la experiencia 
de la vida común, son para los pueblos que la viven, 
claras y perfectamente comprendidas e interpretadas, 
aprendiéndolas y aplicándolas a los casos que la 
realidad presenta, con la misma naturalidad con que 
aprenden y aplican, al hablar, las reglas de su pro-
pio dialecto. De esta manera se podrá llegar a una 
organización y a una vida municipal sincera, que 
sea verdad y no zstz sólo en las ordenanzas. Y, 
porque viven este derecho, le modifican y le adap-
tan con precisión a las nuevas situaciones que trae 
el andar de los tiempos. Que no es tan rutinario ni 
tan rígido como muchos creen y tiene ductilidad y 
capacidad de adaptación, por lo mismo que está 
vivo y claro en la conciencia de los montañeses, lo 
demuestran casos como el de Canseco, en el Ayun-
tamiento de Cármenes, aprovechando un salto de 
agua y haciendo una instalación de luz eléctrica para 
los vecinos, como cosa de pueblo, que no hubieran 
hecho si no tuvieran este ángulo visual, acostumbra-
dos a los molinos comunales, etc. 
E l autor hace este trabajo sobre las costumbres 
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de unos concejos del partido de Murías, aunque re-
lacionándolo y comparándolo con datos de otros 
lugares y con numerosas citas de los antiguos fue-
ros municipales; pero esto, lejos de ser un defecto, 
avalora su trabajo porque gana en concrección y 
realidad; le hace más vivo y detallado, y pierde ese 
carácter abstracto que resulta siempre de una gene-
ralización. Además, resulta siempre más interesante 
un estudio como este, hecho en presencia y partici-
pando de la vida misma del territorio por un hom-
bre que sabe observar y lo hace con todo amor. 
Esto, en cuanto a la estructura y forma del libro, 
da un gran interés a su lectura, y aparece escrito 
con el nervio y la piadosa escrupulosidad en los 
detalles de quien está enamorado de la vida y de las 
costumbres que estudia. 
Es, en suma, una buena monografía del derecho 
consuetudinario leonés, o de una forma dialectal de 
él, formando parte de un trabajo bien planeado y 
desarrollado de un punto tan capital del derecho 
administrativo como es la organización municipal de 
los concejos rurales, y sólo deseamos que su autor 
siga trabajando por tan buen camino y con tanto 
acierto como revela esta obra. 
L. DÍEZ DE CANSECO 
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I. El problema municipal: su importancia.—Los errores de la moder-
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II. Los pueblos agregados por la ley a un término municipal. — El 
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necesarias. — ¿Reúnen estas condiciones y estos caracteres los pueblos 
pequeños que actualmente no constituyen Municipios? — El Municipio en 
las grandes poblaciones. — Los Municipios rurales. — El Municipio en la 
Legislación vigente. — El absurdo uniformismo. 
III. La solución del problema. — El Derecho consuetudinario y la 
Historia. 
Uno de los problemas que han preocupado y preocu-
pan más intensamente a todos los legisladores y a todos 
los tratadistas del Derecho administrativo, es el referente 
a la organización municipal. Con dificultad se encuentra 
un libro moderno consagrado al estudio de esta impor-
tantísima rama del Derecho; se hojean los Diarios de 
Sesiones de las Cortes o la colección de cualquier perió-
dico importante, sin encontrar, en los primeros, un estu-
dio detenido sobre la personalidad inherente al Munici-
pio, dando normas para su organización; en los segun-
dos, proyectos y proposiciones de ley, acompañados de 
algún discurso generalmente extenso y huero, guiado 
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por un prurito efectista, y los últimos, llenos de artículos 
y de polémicas, de las que son base las opiniones cen-
tralizadoras o descentralizadoras sustentadas por perio-
distas y escritores, puestas también de manifiesto en 
documentadas monografías, en eruditísimas conferen-
cias. Con ello se demuestra la importancia enorme que 
entraña el problema municipal, importancia reconocida 
por todos los que estudian el Derecho público, preocu-
pándose por encontrar una organización perfecta del 
Estado, afirmando que, en todo caso, el Municipio se 
presenta frente al Estado como la primera y más expon-
tánea energía social, de donde debe derivar su fuerza 
elemental, como el embrión que contiene todas las expre-
siones más complicadas que constituyen la vida del 
Estado, el cual, a pesar de las apariencias opuestas de 
la moderna organización, es la resultante orgánica y 
policéntrica en que se condensan los elementos y ener-
gías constitutivos de los Municipios dispersos en un 
territorio (1). 
Esta importancia del Municipio dentro del Estado se 
exalta por insignes escritores: «El hombre, exclama 
Tocqueville, es quien constituye los reinos y crea las 
repúblicas, pero el Municipio parece que ha salido direc-
tamente de las manos de Dios». «El Municipio, escribe 
Sismonde de Sismondi, no es un ser ideal o fantástico; 
es la verdadera patria, la que vemos, la que conocemos 
en todos sus pormenores, la que habla a todos nuestros 
sentidos». «El problema municipal, decía Henríou de 
Pansey en los tiempos de la restauración por él apoyada 
no es creación de la ley; existe por la fuerza misma de 
las cosas; es, porque no puede menos de ser» (2). «Una 
robusta vida municipal, sostiene Fusinato, es el mejor 
[i] Guenechea (P. José Nemesio); «Ensayo de Derecho administrati-
vo». Bilbao, 1915.1001. I., pág. 456. 
[2] Azcárate (Gumersindo de); «Discurso pronunciado en el Ateneo de 
Madrid sobre administración local y provincial». Madrid, 1891, pág. 52-. 
elemento de toda nacionalidad, la más preciada garan-
tía de toda democracia». Para Royer Collard, el Munici-
pio, como la familia, existieron antes que el Estado. La 
ley política lo ha encontrado de hecho constituido y no 
le ha formado; y según M . Castadot, el Municipio es la 
entidad primordial del territorio. Tanto vale, tanto vale 
la nación. Savigny escribe: «Si se analizan y descompo-
nen los elementos orgánicos de un Estado, encontramos 
en todas partes el Municipio» (1), que constituye, para 
Laurent, «el primer elemento de las naciones (2).» 
Pero esta importancia de las organizaciones locales, 
sostenida por los hombres de estudio de las más opuestas 
tendencias y reconocida por la mayoría de las legisla-
ciones extranjeras, no lo es así por el legislador español, 
a pesar de tener motivos para saber que es el Munici-
pio la única y verdadera célula social. Si esta célula 
vive vigorosa, engendra igual vigor en todo el organismo, 
como sucede en Inglaterra, como nos sucedió a nosotros 
en la Edad Media. Si, por el contrario, esa célula enferma 
y se debilita, comunica también su debilidad y su dolen-
cia a todo el cuerpo social, como desgraciadamente nos 
sucede ahora (3); que no hay duda que la vida del Estado 
aparece siempre muy estrechamente relacionada con la 
municipal, hasta el punto de que los caracteres, los 
engrandecimientos, las menguas y vicisitudes todas de 
la segunda, se reflejan poderosamente en la primera (4). 
Mas en España, desgraciadamente, todas las leyes han 
sido dictadas por una gran desconfianza hacia el Muni-
cipio, propia de un nefando centralismo, y cuando en 
alguna, como la de 1877, se le reconocen combadísimas 
[i] Cits. por Rodríguez Martin (Antonio); «Régimen de Autonomía 
municipal». Madrid, 1919, págs. 47 y sigts. 
[2] «Estudios sobre la historia de la humanidad». Madrid, 1876, 
pág. 463. 
[3] Gómez de la Serna (J.); «Derecho Municipal»; Conferencia. Madrid, 
tom. VII, 1916, pág. 6. 
[4J Guenechea. Ob. cit., tom. I, pág. 456. 
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atribuciones, pronto es reformada por un fárrago enorme 
de Reales Decretos y Reales Ordenes que recaban todas 
esas atribuciones para el Poder central, convirtiendo los 
Municipios en simples juguetes del Gobierno, siempre 
propicio a los manejos de un funesto caciquismo. 
Así ocurre que la organización política y administrativa 
de nuestro país está basada, no en la dependencia armó-
nica, precisa y saludable para el buen funcionamiento 
del engranaje administrativo, sino en la supremacía, en 
el predominio hereditario de mayor a menor; el Gobier-
no, sobre las Cortes; los gobernadores, hechura del Go-
bierno, sobre los individuos (1), destruyendo en la prác-
tica, merced a esta cadena de bien soldados eslabones, 
el principio del self-government reconocido por la ley, y 
moviendo a su gusto los ministros, desde las poltronas 
de sus despachos oficiales, todo el organismo adminis-
trativo para hacer triunfar sus combinaciones políticas, 
creando las mayorías del Congreso que, sin obstáculo, 
convierten en ley los proyectos elaborados por el Go-
bierno que les otorgó la ficticia representación que 
ostentan. 
Tan funesta organización política ha hecho que en Es-
paña los Gobiernos lo sean todo,y el pueblo ylas corpora-
ciones, nada (2), destruyendo en lo posible los gérmenes 
de nuestro asombroso Municipio histórico, tan admira-
do por su vitalidad y por su fuerza, y consiguiendo que 
sea de un realismo vergonzoso y cierto la afirmación 
del Sr. Isern, al describir nuestra actual organización 
municipal, que es, dice, en mano de los caciques y sus 
representantes, profundamente inmoral, en el ochenta 
por ciento de los casos; pero de estas inmoralidades, que 
se traducen en familias enteras que no pagan o que ape-
nas satisfacen impuestos y contribuciones; en Alcaldes y 
[i] Romera (Elias); «La administración local», Almazán, 1896, pág. 4. 
[2] Ibid.; pág. 3. 
Concejales que, sin oficio ni beneficio, viven magnífica-
mente a costa del común; en políticos que, por amparar 
a esas familias y a esos Alcaldes, perciben subvenciones 
más o menos considerables; de esas inmoralidades soto 
se enteran las autoridades provinciales y los Tribunales 
y Juzgados en vísperas de elecciones (1). Así se ha logra-
do también que la organizacicn del Estado sea comple-
tamente ficticia, ya que las Cortes están en manos de los 
Gobiernos, son integradas por amigos de éstos, a los que 
tienen que agradecer la limosna de su acta, que han 
conseguido porque los candidatos encasillados son los 
que triunfan, por lo que nunca llegan a la dirección del 
Estado los latidos de la conciencia nacional, las aspira-
ciones públicas, ahogadas por «esta funesta centraliza-
ción importada de Francia, que nos ha hecho más daño 
que los ejércitos de Napoleón y del Duque de Angu-
lema» (2). 
Este ha sido el principal resultado del centralismo es-
pañol, sufrido por el pueblo con paciencia evangélica 
durante muchos años: convertir el poder en instrumento 
de medro de los que gobiernan (3), y como para ello las 
instituciones locales eran un estorbo, fueron aniquiladas, 
quedando así libre el paso a todas las concupiscencias. 
Y así han continuado; afirmando con gran certeza un 
erudito defensor de las viejas costumbres: «funesto, muy 
funesto fué para el Gobierno local el absolutismo de los 
reyes; pero pienso que lo es mucho más este sistema doc-
[i] «Del desastre nacional y sus causas», cit. por Costa, (Joaquín,) en 
«Oligarquía y caciquismo». Madrid, 1902, pág. 34. 
[2] Silvela (F); «Discurso sobre Administración local», pronunciado 
1891, cit. por Romera, ob. cit. pág. 22. 
[3] Pudieran hoy repetirse las coplas famosas de Mingo Revulgo: 
E aunque el provervio lo cuente, 
Que las leyes allá van 
Do quieren Reyes, 
Dígole esta vez que miente, 
Ca donde los grandes están 
Se fan las leyes. 
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trinario que ahoga las libertades más preciadas y mata 
en flor las iniciativas más vigorosas » (1). 
Este es el sentir y el obrar de nuestros gobernantes. Por 
fortuna, no se parece en nada, ya lo hemos visto, al de 
nuestros escritores, y es el polo opuesto al pensar de la 
opinión, ya que podemos afirmar, con un docto catedrá-
tico de la Universidad Central, que existe actualmente 
una opinión favorable a la autonomía local, más concre-
tamente a la autonomía municipal (2); y esta opinión, 
ha de llegar forzosamente un día en que cristalice en 
normas legislativas—ya intentadas varias veces en for-
mas de proyectos de ley, como él discutido por las Cor-
tes en 1907—, ayudada por las ciencias sociales, que han 
puesto claramente de manifiesto que el Municipio es una 
sociedad necesaria de fines totales, y, como todas las 
entidades del mismo género, necesita el reconocimiento 
de su autonomía para el cumplimiento de sus fines (3)5 
reconociendo que el Municipio se nos presenta como 
uno de los factores de la organización social, uno de los 
elementos constituyentes de la administración pública y 
no como una institución artificial, una ensambladura del 
Gobierno que se haya ideado por razones de oportuni-
dad y para administrar más fácilmente (4), que es lo que 
han sido y lo que los profesionales y logreros de la polí-
tica quieren que sigan siendo las instituciones locales, 
porque el día en que sean reconocidos cambiará por 
completo el régimen político, y aquellos organismos que 
disponen de fuerzas que les son propias y derechos que 
[i] López Moran (Elias); «Derecho consuetudinario y Economía popular 
de la provincia de León», en «Derecho consuetudinario», de Costa. Barce-
lona, 1902, tora. II, pág. 272. 
[2] Gascón y Marín (José); «Tratado elemental de Derecho administra-
tivo». Madrid, 1917, pág. 504. 
[3] Elorrieta y Artaza (Tomás); «Problemasde organización municipal». 
Madrid, 1911, pág. 4. 
[4] Caraevali, cit. por Azcárate. Discurso, cit., pág. 55. 
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les son inherentes (1), que constituyen el fundamento y 
sostén del Estado (2), pasarán a desempeñar las funcio-
nes que constituyen su principal característica, a cum-
plir su importantísima misión. Para esto es necesario 
también que donde sea posible—y, como veremos más 
adelante, lo es en la mayoría de los distritos rurales— 
intervengan en la administración municipal todos los 
vecinos, cerrando de <¿ste modo el paso a los agiotistas 
que monopolizan hoy el gobierno del Estado, de la pro-
vincia y del Municipio, y donde no, interviniendo en las 
más importantes decisiones municipales, por una espe-
cie de referendum, o sea la sumisión al voto de los elec-
tores, para su aprobación o desaprobación, de las dis-
posiciones constitucionales o administrativas aprobadas 
por las asambleas legislativas (3). 
Mediante el constante influjo de los hombres de estu-
dio, la opinión pública va conociendo paulatinamente 
nuestra brillantísima historia comunal, que todavía se 
conserva en las costumbres de algunas regiones, conven-
ciéndose cada vez más de que cuanto en España se 
constituya con carácter nacional, debe serlo sobre los 
sillares de la tradición (4), pues la asociación comunal 
de vecinos es la verdadera base de un estado libre, base 
que hasta ahora se ha buscado en las capacidades y en 
las formas parlamentarias (5); y se tiende a que des-
aparezca como base fundamental de los organismos 
locales, especialmente en los Municipios pequeños, el 
sistema representativo, volviendo al más práctico de la 
democracia directa. E l ideal que preconiza hoy la cien-
[ i] Posada de Herrera (José); «Lecciones de Administración». Ma-
drid, 1843; tom. I. pág. 331. 
[2] «Cuando el "Estado niega la existencia de esas grandes personalida-
des, no obstante su realidad, incurre en el mismo grave error que implica, 
respecto de los individuos, la muerte civil». Azcárate. Disc. cit., pág. 55. 
[3] Oberholtzer, cit. por Posada (Adolfo G.); «El sufragio». Barcelona, 
pág. 68. 
[4] Ganivet (Ángel); «Idearium español". Granada, 1906, pág. 27. 
[5] Rodolphe Gneist, cit. por Azcárate. Disc. cit., pág. 9. 
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cia política consiste en hacer partícipes, de un modo 
directo o indirecto, a todos los ciudadanos en las funcio-
nes públicas, interviniendo en la dirección de lo que es 
suyo (l).-El proyecto de Ley municipal de 1907 (2) reco-
gió la modalidad del clásico Concejo abierto, pero aquel 
intento legislativo fué olvidado rápidamente, y entre-
tanto las entidades locales vienen siendo meros juguetes 
del Gobierno, ahogadas por el centralismo que les 
niega toda libertad, que les impide el ejerció de todas 
las funciones necesarias para que puedan cumplir sus 
fines, porque la autonomía es al Municipio lo que la 
libertad al individuo: medio para realizar la propia vida; 
no es fondo, es poder formal, canal por el que la vida 
discurre; es algo tan inseparable de la personalidad 
municipal, que sin aquélla no se concibe la existencia de 
ésta. Ningún Municipio ha podido existir, como tal, sin 
una cierta autonomía, sin aquel mínimum de libertad 
necesario para revelar parte, por lo menos de su vida, 
ya que lo contrario sería agencia de un poder superior, 
pero no Municipio (3), y es también forzoso reconocer 
que en materia municipal cabe una gran descentraliza-
ción, y que el Gobierno debe emplear para los pueblos, 
más bien que una acción directora, una acción inspec-
tora (4). 
[ i ] Pérez Díaz (P.); «La cuestión regional y la autonomía». Madrid, 
1908, pág. 99. 
[2] Vid. infra. cap. VII de la primera parte. 
[3] Pérez Díaz. Ob. cit., págs. 89 y 91. 
[4] Mellado (Andrés); «Tratado elemental de Derecho administrati-
vo». Madrid, 1894, pág. 202. 
II 
Dentro de ese problema municipal, estudiado tan dete-
nida y apasionadamente, existe un extremo importantí-
simo olvidado siempre por escritores y políticos: el 
derecho que tienen los pueblos a un término municipal, 
a que se reconozca su propia personalidad, a que se les 
permita ejercitar su gobierno interior, esa facultad que 
por derecho natural pertenece a los pueblos mismos (1), 
de un modo independiente de los Ayuntamientos a que 
fueron unidos arbitrariamente. Puede haber sido causa 
de este olvido imperdonable el desconocimiento que se 
tiene de lo que es pueblo como entidad primordial, como 
primera fase de la asociación de familias, que luego, 
formando un organismo más complicado al asociarse 
los pueblos, constituye el Estado; y también el influjo de 
las doctrinas triunfantes con la Revolución francesa y 
extendidas por los ejércitos de Napoleón, que sirvieron 
de base a nuestras leyes modernas, sin que hayan podi-
do desprenderse de su influjo los legisladores actuales, 
que siguen considerando a los Municipios no como 
sociedades naturales con vida propia, distintas del Es-
tado aunque subordinadas a él, como la parte al todo, 
sino como negociados cuyo único objeto es ayudar al 
Poder central en el desempeño de ciertas funciones pura-
mente administrativas. 
Pero el Municipio no es esto; es algo independiente por 
completo a la voluntad, al capricho del legislador. Exis -
tí] Santayana (Lorenzo); «Govierno político de los pueblos de España». 
Zaragoza, 1742, pág. 1. 
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te siempre, aunque las leyes, cometiendo un absurdo in-
calificable, no quisieran reconocerlo, porque es una so-
ciedad de familias e individuos sui juris, unidos por los 
vínculos de la contigüedad de domicilio o habitación 
permanente y por las relaciones y necesidades comunes 
que de la misma se derivan (1), y reviste los siguientes 
caracteres primordiales: 
1.° Es un organismo natural que no debe su existen-
cia al Estado, sino únicamente al espíritu de asocia-
ción del hombre. 
2.° El Municipio tiene un poder propio, connatural, 
necesario y suficiente para la consecución de sus fines 
privativos, sin necesidad de ninguna delegación del 
Estado. 
3.° Es una sociedad permanente, porque así lo recla-
man de consuno las necesidades para cuyo remedio se 
instituye y los fines a que se endereza. 
4.° Es una comunidad territorial, porque ordinaria-
mente se halla enclavada en territorio definido, y, en 
razón de la estancia o nacimiento en él, se establecen 
los derechos y deberes comunales de los vecinos. 
5.° El Municipio es comunidad pública, en cuanto no 
mira directamente al bien particular de cada uno de los 
subditos, sino al general de todos. 
Para su existencia ha de reunir las siguientes condicio-
nes de viabilidad: 
1 . a La residencia permanente de los individuos que los 
forman, sin que una reunión de familia, casual o inten-
tada, pero transitoria, baste para que el Estado tenga 
que admitirla como organismo público y parte inte-
grante de su ser. 
2.a Compatibilidad de la convivencia, esto es, que sea 
posible y fácil vivir pacíficamente unos con otros, 
cediendo cada uno de la parte de derechos que exige el 
[i] Cuesta, cit. por Guenechea. Ob. cit. tom. L , pág. 460. 
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bienestar general, sujetándose a las servidumbres públi-
cas que se impongan por autoridad competente. 
3.a Fuerza propia suficiente para sostener el orden y 
la moralidad en circunstancias ordinarias, obteniéndose 
de otros organismos superiores o del Estado para las 
extraordinarias. 
4.a Autoridad propia y debidamente organizada en 
mayor o menor jerarquía para dirigir a los habitantes 
hacia la realización del bien común, por órdenes, im-
puestos, ya reales, ya personales, correcciones, etc. 
5.a Recursos materiales en relación con los gastos. 
6.a Suficiente número de habitantes para sufragar 
las cargas públicas. (1). 
Todas estas condiciones de viabilidad, todos estos ca-
racteres, requeridos para que el Municipio exista, los po-
seen la inmensa mayoría de los pueblos pequeños, 
actualmente agregados unos a otros para formar un tér-
mino municipal, y demostraron ya antiguamente su 
aptitud para regirse por sí mismos, y lo demuestran hoy 
con su Dereho consuetudinario, conservado y utilizado 
aun a pesar de las leyes modernas, que los miran con tan 
notoria indiferencia, con un desconocimiento inexcusa-
ble de sus necesidades, de su organización y de su exis-
tencia, esclavas de un absurdo uníformismo, que no pue-
de tener, que no tiene verdadera aplicación práctica. 
Ellos revisten el carácter inconfundible de organismos 
naturales; son sociedades permanentes, tanto, que algu-
nos conservan restos de la primitiva organización gen-
tilicia, que por el modo especial de realizar el aprove-
chamiento de los bienes propios, no puede dudarse que 
son comunidades territoriales y públicas; existen, es for-
zoso que existan, porque son una reunión de familias 
unidas por estrechos vínculos, por una íntima conviven-
cia; y estudiando sus costumbres demuestran, de un 
[i] Guenechea, Ob. cit. tom. I. págs. 463 y 472. 
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modo tan claro como evidente, que reúnen las demás 
condiciones de viabilidad exigidas por los tratadistas, 
ya que, acudiendo a la prestación personal denominada 
la velanda, y bajo la salvaguardia de la característica 
buena fe que allí reina, disponen de fuerza suficiente 
para mantener el orden en circunstancias normales; que, 
conforme ocurrió en tiempos no muy lejanos, pueden 
tener, tan sólo con permitírselo, autoridad propia con 
una jerarquía admirable y con una reglamentación deta-
lladísima respecto a los derechos y obligaciones de los 
elegidos para desempeñar los cargos concejiles; que, ha-
ciendo uso de las prestaciones personales y dejándoles 
la propiedad de sus montes—hoy usurpada en cierto 
modo por el Estado—y de sus bienes propios, no sólo 
poseen recursos materiales suficientes en relación con 
sus gastos, sino que, como ocurría antiguamente, toda-
vía les sobra, y de este modo podrían repartir algunos 
años cierta cantidad entre los vecinos. 
Son en efecto, estos pueblos los que revisten caracte-
res mejor definidos de entidad llamada a cumplir todos 
los fines de la vida suprafamiliar, que es, en suma, el Mu-
nicipio, mucho más que las grandes poblaciones, donde 
la vida social de sus habitantes es tan diferente, tan dis-
tintos sus intereses. En una población mayor de sesenta 
mil habitantes, los vecinos tienen unos fines muy distin-
tos que cumplir, aun reuniendo una condición esencial 
en todo Municipio: la contigüidad de domicilio. En ellas 
es muy escasa la ayuda que se prestan unos poblado-
res a otros para el cumplimiento de la vida suprafami-
liar, porque son muy superficiales las relaciones que 
entre ellos existen. Si se hiciera desaparecer el Ayunta-
miento, trocándolo por un negociado que desempeñara 
las funciones administrativas; si sus ordenanzas fueran 
sustituidas por un Reglamento emanado del Poder cen-
tral, análogo para todas las poblaciones constituidas 
por un número parecido de habitantes, su vida interior 
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no habría de resentirse, no podría alterarse su existen-
cía normal; sería añadir un eslabón más a la cadena que 
constituye el régimen administrativo. Y si esta medida se 
aplicara a los pueblos que tienen una vida peculiar, unas 
necesidades y unas costumbres diferentes, privativas de 
cada región, y muchas veces de cada valle, si la norma 
era acatada estrictamente, desaparecerían muchas de 
ellas. Por zso no pueden admitirse leyes que, como la 
de 1877 o la francesa, de que aquella es copia servil, son 
esclavas de un uniformismo inexplicable. 
Pero no es esta.la mayor torpeza cometida por nues-
tros modernos legisladores. Sin hacer caso alguno de las 
costumbres comunales, conservadas siempre por los pue-
blos con grande cariño y esmero, reunieron en forma 
generalmente arbitraria varios pueblos pequeños, verda-
deros Municipios, formando de este modo un conglome-
rado en el que la mayoría de las veces existen los más 
opuestos intereses, y al que sólo puede nombrarse Muni-
cipio usando de la terminología legal, pues científica-
mente, socialmente, no lo constituyen, no pueden cons-
tituirlo. El mal es menor porque, afortunadamente, cada 
uno sigue conservando sus formas peculiares de gobierno 
interior, prescindiendo de la ley para subvenir las nece-
sidades propias de la vida comunal. Como gráficamente 
escribió el insigne Costa, las piezas escuchan la orde-
nanza, como pudieran escuchar el estómago o el corazón 
las reglas que quiera dictarle cualquier sabio filósofo 
para que verificasen la digestión y la circulación en esta 
o aquella forma. Parece que bajan la cabeza, pero es 
para mejor esconder la risa que les causa la pueril vani-
dad de quien así toma en serio su papel de creador. Su 
recurso es el mismo que inventaron en otro tiempo para 
defender su soberanía contra el poder absoluto de los 
reyes: se obedece, pero no se cumple (1), y gracias a esto 
[i] «Derecho consuetudinario y economía popular de España». Barce-
lona, 1902, tom. I., pág. VIL 
- t ó -
pueden atender debidamente a las necesidades de la 
comunidad, necesidades que son desconocidas por la 
ley antes citada, que parece creer que toda España es 
Madrid. Estas costumbres, tan arraigadas están en el 
pueblo que se conservan intactas, esperando una época 
propicia, unas condiciones favorables—como las ocurri-
das en los primeros siglos de la Reconquista—para mos-
trar su pujanza. Y cuando llegue ese día desaparecerá 
el caciquismo, falto de los medios que tiene para impo-
nerse, como actualmente, por el terror o por la dádiva. 
Estos conglomerados, repetimos, no son Municipios. 
Ya lo afirmó en el Congreso de los Diputados el maes-
tro Azcárate: «El Municipio — decía el inolvidable Pí y 
Margall — que era el tipo perfecto y esencial del Esta-
do, la verdadera patria. Es verdad cuando se trata de 
Municipios urbanos y de ciertos Municipios rurales, pero 
hay otra en que ya no sería tan fácil declarar esa natu-
raleza... Será natural el Municipio rural encerrado en un 
valle que tenga nombre y tradiciones comunes y la mis-
ma vida económica, como hay muchos, sobre todo en 
mi país, en la montaña; pero puede haber un páramo 
salpicado de pequeños pueblos y, en este caso, hay que 
pensarlo mucho más» (1), y aun esos Municipios ence-
rrados en un valle, que citaba el insigne jurisconsulto, 
en muchos casos cada pueblo tiene una vida y unas 
costumbres diferentes, como son distintos los productos 
que en él se crían; sus necesidades no son idénticas, y 
algunas veces, en cambio, sus intereses propios son 
opuestos o existen entre ellos enconadas animadversio-
nes que hacen imposible toda unión. 
En cambio, dentro de cada pueblo sucede todo lo con-
trario. La mayor parte de las familias que los componen 
parecen tener una ascendencia común y, como demos-
traremos al ocuparnos de su Derecho consuetudinario, 
[i] Discurso pronunciado en el Congreso en 5 de noviembre de 1907. 
«Diario de Sesiones». Tom. VI; pág. 2.251. 
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unos mismos intereses, unos mismos medios de vida, 
tanto, que difícilmente podrían subsistir sin auxiliarse 
mutuamente; una organización interna que recuerda las 
instituciones gentilicias, y los vecinos todos se encuen-
tran unidos por los lazos de la convivencia dentro de un 
estrecho círculo. Este es el verdadero Municipio, que 
existe independientemente de lo que disponga cualquiera 
norma legal; porque, donde quiera que los hombres se 
reúnan en un pueblo, tienen intereses comunes y es nece-
sario que de ellos cuiden y es natural que encarguen de 
este cuidado a personas de la misma comunidad (1); 
pero como ocurre hoy, en muchas ocasiones, que los ele-
gidos son de distinto pueblo que el elector, y, además, 
ellos mismos son los llamados a recopilar sus costum-
bres como hacían antiguamente, el legislador debe res-
petarlas, si bien cuidando siempre de que en ningún caso 
pueda peligrar el orden ni la integridad del Estado. 
Todo lo contrario es lo que dispone la ley municipal 
de 1877. Para ella no es el Municipio una entidad natu-
ral, sino, por el contrarío, puramente artificial y creada 
por ella misma. Bien resalta en su definición, subordi-
nando el elemento principal a uno secundario aunque 
sea muy importante: la residencia de los individuos que 
los forman dentro de un espacio determinado: es Muni-
cipio la asociación legal de todas las personas que resi-
den en un término municipal, o sea el territorio a que se 
extiende la acción administrativa de un Ayuntamiento (2). 
Para la existencia de un término municipal requiere 
dicha ley: 
1.° Que no baje de dos mil el número de sus habi-
tantes residentes. 
2° Que tenga o se le pueda señalar un territorio 
proporcionado a su población. 
[i] Posada de Herrera (José); «Lecciones de administración)). Madrid, 
1843, tom. I, pág. 353. 
[2] Arts. i .°y 2. 0. 
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3.° Que pueda sufragar los gastos municipales obli-
gatorios con los recursos que las leyes autorizan (1). 
De esta manera se subordina la existencia del Muni-
cipio a la del Ayuntamiento, el efecto accidental a la 
causa, sin que hayan notado que el segundo, como ins-
trumento de gobierno que es del primero, sólo es impres-
cindible en las grandes poblaciones, pero en los distritos 
rurales es un organismo tan caro como inútil, porque 
en éstos puede y debe implantarse el régimen de demo-
cracia directa, con la que todas las agrupaciones pueden 
sufragar los gastos municipales con sus recursos pro-
pios- Mas en España, igual que en Francia, para la ley 
el Municipio es a la vez una circunscripción, una unidad 
administrativa y una persona jurídica (civile) (2). 
El cumplimiento del precepto legal es muchas veces 
imposible, pues aunque en algunas ocasiones la existen-
cia de un Municipio se destaca de tal suerte que nadie 
puede ponerla en duda, como acontece con todos los 
urbanos y con los rurales que tienen un sólo centro de 
población, en otras ofrece alguna dificultad, como sucede 
en los rurales formados por varios pueblos, lugares, 
aldeas o parroquias. Aun estos mismos, en ocasiones 
tienen una personalidad saliente y bien definida... En 
cambio, cuando se contempla un páramo inmenso salpi-
cado de pueblecitos, parece a primera vista que se puede 
cortar por cualquier parte... Sin embargo, el que lo mire, 
no de lejos, sino de cerca, y estudie la vida de estos 
pueblos, hallará que, atendiendo a la frecuencia de las 
comunicaciones, a las comentes que en su seno ha 
determinado la tradición, hay en medio de lo que se nos 
presenta, como igual y uniforme, varios centros de 
población, que lo son de cierta comunidad de espíritu y 
de vida...; esta dificultad se salva reconociendo la per-
[i] Ibid. 
[2] Ducrocq(Th); «Cours de Droit administratif».París, 1905, tom. VI. 
pág. 178. 
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sonalidad de esos lugares, aldeas o parroquias, y sus 
funciones propias, que son distintas de las municipales, 
en vez de incurrir en el extraño e incomprensible error 
de confundir esos que son organismos vivos con los 
distritos, cuarteles y barrios en que dividen las villas y 
ciudades para su mejor administración. De ese modo 
podría resolverse el problema grave de los Municipios 
excesivamente pequeños, aplicando al caso el principio 
de asociación necesaria o voluntaria, según las circuns-
tancias. Por lo demás, la personalidad real de estos 
pueblecitos, lugares o aldeas, se revela bien claramente 
en la circunstancia de ser sujetos en la relación de la 
propiedad, con absoluta independencia del Municipio, 
por más que con alta frecuencia lo olvide el legisla-
dor (1), que, con ignorancia inexcusable, no paró mientes 
en estas distinciones fundamentales, negando a las 
aldeas la mayor parte de sus derechos — no permitién-
doles siquiera el libre goce de muchos de los que reco-
noce la ley francesa a las sections de communes (2)—, y, 
esclava del uniformismo, cortó el nudo del modo más 
arbitrario, mas contra la realidad. 
Menos mal que, como ya dijimos, subsiste latente la 
antigua organización; porque, ¿qué razones podrán con-
vencerles de la justicia o siquiera de la conveniencia de 
una centralización ciegamente niveladora, que pretende 
moldear, según cuadre al arbitrio de supremos poderes 
del Estado, las más íntimas manifestaciones de la perso-
nalidad social, nacida espontáneamente por la natural 
cohesión de individuos afines y arraigada en el tiempo 
[i] Azcárate. «Discurso», cit. págs. 56 y 57. 
[2] No son una circunscripción administrativa, ni una unidad adminis-
trativa provista de un cuerpo de administración propia. Pero es una perso-
na civil, capaz de poseer, de recibir y de comparecer en juicio. Es una 
comunidad territorial, correspondiente a un grupo de habitantes compren-
didos en la población, y un grupo de bienes situados en la jurisdicción del 
Municipio. Las sections de commune pueden ser definidas: fracciones 
municipales que poseen bienes y derechos exclusivamente comunes a sus 
habitantes. Ducrocq. ob. cit. tom. VI . pág. 437. 
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por la viviente robustez de una historia propia, que se ha 
elaborado con impulsos y energías peculiares y debe 
continuar sin presiones de violencia, desarrollándose 
Ubérrimamente en el curso de las edades...? (1). 
Los redactores de la ley de 1877, sin duda pensando 
en lo imposible de sus pretensiones, en que no podía 
hacerse desaparecer de un golpe, como no habían podido 
conseguirlo las leyes anteriores, los numerosos Munici-
pios que no contaban con las condiciones por ella exi-
gidos, dispuso que subsistan también «los actuales tér-
minos municipales que tengan Ayuntamiento, aun cuan-
do no reúnan las circunstancias anteriores» (2), o sea las 
que hemos citado. 
De esta forma, sólo considera como persona social al 
Ayuntamiento, no al Municipio, y aquél, si no cuenta con 
un número suficiente de vecinos, además de ser innece-
sario, es un organismo inútil, que no puede subsistir con 
la debida independencia, al contrario de las instituciones 
antiguas, del Concejo o Asamblea general de vecinos, 
de la democracia directa, que allí tendría una exacta 
aplicación. 
Validos de esta disposición legal, arrastran una vida 
miserable, como institución que carece de ambiente pro-
picio, gran número de Ayuntamientos, la mayoría de los 
que existen en España. Según el censo de 1910, hay en 
nuestra Patria 9.261 Municipios, de los que tienen 14 una 
población menor de 100 habitantes; 2.929, de 101 a 500; 
2.363, de 501 a 1.000; 1.764, de 1.001 a 2.000; 1.444, de 2.001 
a 5.000; 516, de 5.001 a 10.000; 181, de 10.001 a 20.000; 
54, de 20.001 a 40.000; 18, de 40.001 a 100.000, y 8, más 
de 100.000 (3); de modo que 7.070 Ayuntamientos no 
reúnen las condiciones exigidas por la ley, y 2.943 no 
[i] Aramburu (Mariano); «El regionalismo jurídico». Discurso pronun-
ciado en 23 de abril de 1898 en la R. A. de Jurisprudencia y Legislación. 
Revista contemporánea. Tom. CX, pág. 382. 
[2] Art. 2.0. 
[3] Gascón y Marín. Ob. cit. tom. I, pág. 488. 
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cuentan siquiera con 500 habitaníes,y,en cambio, muchos 
pueblos agregados a un término municipal pasan de este 
número (1); y si nos fijamos en la provincia de León, 
poblada según el censo de 1910 por 395.430 personas, 
repartidas en 1.400 centros de población (2), que consti-
tuyen 234 Municipios, se ve que la mayoría de los pue-
blos carecen de este organismo, formando en cambio 
ese abominable conglomerado administrativo que legal-
mente es un Municipio rural. 
Por ello era de toda necesidad una reforma de la ley 
municipal de 1877, pero no sirviendo de disculpa para 
que en las Cortes se pronuncien vacuos discursos, sino 
conforme a los consejos del gran Costa: «Es sabido que, 
para ponerse en cura, lo primero que hace falta es co-
nocer la enfermedad. De lo contrario, seguirá aplicán-
dose al malestar sentido, pero no definido, específicos 
incongruentes, reforma de la ley electoral, expulsión de 
comunidades, cultivo de cuarteles, revisión constitucio-
nal, crisis ministeriales o de gobierno, represión de la 
reacción, milicia nacional, himno de Riego, etc., etc., sin 
hacerse cargo de que por algo han resultado inefica-
ces para el efecto de hacer libre al pueblo en los ochen-
ta años que llevan de ser conocidos y aplicados» (3). 
Para esto es necesario conocer las costumbres y ne-
cesidades del país, cómo viven y cómo se gobiernan 
nuestras aldeas, sin hacer caso de la norma legal, te-
niendo en cuenta tan sólo las supervivencias jurídicas. 
Este es el principal objeto del presente humilde trabajo: 
demostrar la necesidad que sienten estas minúsculas 
poblaciones de que se les dote de una organización 
[i] En Francia también ocurre lo mismo. Existen en total 37.192 Muni-
cipios, y la mayoría, 18.502, so nmenores de 500 habitantes, y de éstos 137 
menores de 200. Hauriou (Maurice); «Précis de Droit administratif». París, 
1914, pág. 290. 
[2] Según López Moran (Elias); «Derecho consuetudinario y Economía 
popular de la provincia de León». Madrid, 1900, pág. 22. 
[3] Costa. «Oligarquía...», ya cit. pág. 14. 
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apropiada, y demostrar, también, que esta organización 
debe estar basada en la tradición, impidiendo siempre 
que ocurra en España lo que ocurre en Francia (1): que 
tengan el mismo régimen los Municipios mayores de 
200.000 habitantes que los menores de 500; teniendo 
siempre en cuenta que la morfología jurídica no se dife-
rencia en nada de la morfología natural: a tal sistema 
de condiciones, tal sistema de organización y tal forma 
de funcionar (2). 
[i] Hauriou. Ob. y pág. cits. 
[2] Costa; «Derecho consuetudinario...», ya cit. tom. II, pág. 7. 
III 
La solución de este problema, de tan vital interés para 
la organización de los Municipios rurales, sólo puede 
encontrarse en el estudio de las costumbres comunales 
que aún subsisten como una continuación del Derecho 
medioeval, bien a pesar del movimiento de unificación 
legislativa del siglo xix, y que demuestran el predominio 
del elemento espontáneo y de las formas consuetudina-
rias populares en la psicología y en la historia jurídica 
del pueblo español (1). Esta espontaneidad jurídica no 
se agota nunca, y, por lo mismo, al lado de los elemen-
tos tradicionales, hay siempre otros propios, dependien-
do el predominio de unos o de otros del carácter de 
cada época (2); y el gran número de supervivencias con-
suetudinarias que hoy conocemos nos dice que el espí-
ritu colectivo no ha perdido la fuerza de la espontanei-
dad y que está dispuesto a seguir proveyendo por sí pro-
pio a sus necesidades jurídicas (3), verificando un tra-
bajo sordo del precepto legal por el influjo de la acción 
consuetudinaria (4) y cristalizando en normas que, como 
las ordenanzas de los pueblos hoy agregados a un tér-
mino municipal, son siempre seguidas, aun contra ley, y 
tienen un valor positivo, porque revelan verdaderas ne-
cesidades jurídicas y, por tanto, son una verdadera fuen-
[i] Altamira (Rafael); «Historia del Derecho español. Cuestiones pre-
liminares». Madrid, 1903, pág. 84. 
[2] Azcárate (Gumersindo de); «Estudios filosóficos y políticos». Ma-
drid, 1877, pág. 188 & 1. 
[3] Altamira. Ibid. pág. 98. 
[4] Posada (Adolfo G.); «Tratado de Derecho administrativo, según 
las teorías filosóficas y la legislación positiva». Madrid, 1897, t. 1. p. 143. 
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te de Derecho administrativo (1); y aunque hayan sido 
creadas por gentes sin cultura, son dignas de tenerse en 
cuenta, ya que, al decir de un ilustre historiador: «como 
el humilde trabajador que la habita, la aldea es un actor 
anónimo de la Historia» (2); y podemos añadir: del De-
recho. 
Y para una mejor compresión de estas costumbres co-
munales que tan curiosas y acertadas disposiciones con-
tienen, incluímos también una ligera reseña histórica 
del Municipio español, cuya importancia no hemos de 
recalcar—que con sobrado acierto lo han hecho ilustres 
escritores (3)—, así como de la situación jurídica de los 
pueblos agregados en la evolución legislativa del régi-
men local vigente, de la que tienen en la actualidad y de 
la que les quisieron colocar en los proyectos de refor-
ma, no aprobados, de la legislación contemporánea. 
[i] Ibid., pág. 150. 
[2] Flach (Jacques); «Les origines de l'ancienne France», París, 1893, 
tom, II, pág. 32. 
[3] Hinojosa (Eduardo); «Historia general del Derecho español». Ma-
drid, 1887, tom. I, pág. 4. Flórez (P. Henrique); «Clave historial», Ma-
drid, 1769, pág. 4. Pidal (Pedro José); «Lecciones sobre el gobierno y le-
gislación de España», Madrid, 1880, pág. 1. Jovellanos (Melchor Gaspar); 
«Discurso pronunciado para su recepción en la R. A. de la Historia», Bar-
celona, 1884, pág. 23. 
P R I M E R A P A R T E 
Los pueblos agregados a un término municipal en 
la historia y en la legislación vigente* 

CAPITULO I 
E L MUNICIPIO EN L A EDAD ANTIGUA 
I.-La "gens".-La tribu.-El "Senatum" y el "Conclllum" iberos.-El 
Municipio romano en España.—Supervivencia de la organización y cos-
tumbres primitivas en las montanas del Norte de la Península.—La 
invasión germana.—Agrupaciones campesinas.—El "conventos públicus 
vicinorum". 
Ya entre iberos y celtas se encuentran rudimentarios 
vestigios de nuestra institución municipal. Hemos de 
hacerles una ligera referencia, ya que este es el verdade-
ro punto de partida de nuestro trabajo, y ella nos per-
mitirá explicar el origen de muchas de las instituciones 
posteriores, para que no nos suceda lo que a aquellos 
escritores que negaron toda clase de importancia a la 
historia social y política de la España anterior a la Do-
minación Romana, desentendiéndose de su estudio por 
considerarlo desprovisto de valor (1), y que luego, como 
advierte el ilustre Costa, privados de esta base, al pene-
trar en la Edad Media, todo se les vuelve divagar y dar 
traspiés y caídas, dejando sin solución los problemas 
históricos de más trascendencia (2); pero sin fiarnos 
tampoco de aquellos autores que detallan minuciosa-
[i] «En la historia del Derecho Español sería trabajo ocioso el remon-
tarse a los tiempos más remotos de los primitivos habitantes independien-
tes de la Península Ibérica...» (Domingo de Morató. «Estudios de am-
pliación de ¡a Historia de los Códigos españoles». Valladolid, 1856, 
Pág- 5)-
[2] «La religión de los celtíberos». Madrid, 1917, pág. 86. 
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mente lo sucedido en remotos tiempos, creando, con una 
imaginación envidiable, los nombres de los reyes, los 
sucesos acaecidos entonces, tanto las guerras que sos-
tuvieron, como sus actos de gobierno (1), con tanta pro-
lijidad como pudiera hacerlo un moderno historiador de 
lo acaecido en el pasado siglo. 
Entre los primitivos habitantes de España se encuen-
tra, como en todos los países poblados por la raza aria, 
un círculo social superior a la familia, la gentilitas, el 
clan (2), llamado en nuestra Patria cum, como sostiene 
el sabio escritor más arriba citado (3), o reunión de 
todas las familias colaterales que proceden de un mismo 
ascendiente, agrupadas en torno de un mismo jefe común, 
primer embrión de las instituciones políticas (4); unida 
por la conexión del parentesco, por los lazos que engen-
dra una misma religión, unos mismos intereses, un mis-
mo nombre, la misma necesidad de defenderse y auxi-
liarse (5). Ocupaba la gens una misma villa o behetría 
denominada vest-cum (villa del clan) (6)—probablemen-
te nuestras aldeas actuales—, y para defenderse durante 
las luchas continuadas que sostenían aquellas agrupa-
ciones esencialmente guerreras — hasta el punto de ser 
[i] Tutor y Malo (Pedro); «Compendio historial de las dos Numan-
cias, sus grandezas y trofeos reducidos a concordia». Año de 1690. 
[2] «Quanto al grado della aglomerazione, essa (la gens) corrisponde 
al vicus dei popoli gerraanici, secondo la denominazione de Tácito (nelle 
denominazione nazionali il Kin, o cyn, clan, il (thorpe) (dorf), la fara 
dei Longabardi, mark) al clan céltico, perdurante negli ¡iig/anders 
scozzesi, al vic iranio... al villagio indiano (grama, janmana) é slavo 
(gmind, é la gemeinde, 6 communita tedesca rodu; il mir in Russia). 
(Pietro Bonfante. «Sforía del Diritto Romano». Milano, 1909, pág. 78). 
[3] «La religión...» pág. 61. 
W Organizazioni di simil genere constituendi come la gens il piu mi-
núsculo organismo político-nazionale presso le respettive stirpe si ricontra-
no del resto presso i popoli barbari in tutta la faccia della térra, é col nome 
di ordinamento gentilizio gli etnologi designano oramai non soltanto la 
primitiva constituzione degli Arii masima fase genérale deH'umanitá... 
(Bonfapte. Ob. cit., pág. yy). 
[5] Hinojosa (Eduardo); «Historia general del Derecho Español». Ma-
drid, 1887. Tom. I, pág. 72. 
[6J Costa. «La religión.,.» pág. 75.J 
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en la mayoría de ellas, la principal ocupación de los 
hombres la guerra y la caza, ocupando su tiempo en 
adiestrarse en la carrera y en el manejo de las armas (1), 
dejando los trabajos del campo a las mujeres (2), que 
también estaban encargadas de los quehaceres domésti-
cos, así como de hilar y tejer las telas con que se ves-
tían (3)—construía un recinto fortificado, colocado siem-
pre en una altura o en un lugar estratégico, castro, croa, 
camp, a cuyas ruinas nadie niega hoy el carácter de for-
taleza (4), tan conforme con su estructura; que, según 
las opiniones de Murguia (5) y de Philipon, es el mismo 
oppidum de los galos (6), donde en los momentos de 
peligro se refugiaban, llevando consigo todos sus ense-
res, y el cual constituía el verdadero centro del clan (7). 
La reunión de varias gentilidades constituía la tribu, 
[ i ] Ibid. pág. I O I . Philipon (Eduard). «Les Ibéres». París, 1909, pági-
na 224. Todavía se conservan hoy las carreras de roscas y los luches, In-
dudables supervivencias de aquellas costumbres. 
[2] Hinojosa. «Historia. . .» cit. pág. 58. 
[3] Philipon. Ob. cit. pág. 221. Hasta hace muy pocos años subsistía 
esta costumbre entre los habíanos. (Distrito de Murías de Paredes, pro-
vincia de León). 
[4] Menéndez y Pelayo (Marcelino); «Historia de los Heterodoxos es-
pañoles». Madrid. Tom. I, pág. 124. 
[5] «Galicia» en «España: Sus monumentos y artes». Barcelona 1888, 
pág. 55, Ob. cit. pág. 234. 
[6] «Nous savons par César que les Galois au temps de leur indepen-
dence habitaient des villes, oppida, urbes, des bourgs fortines, castella, 
des villages vici, des maisons isolées asdificia. Les villages étaient nom-
breux, ils étaient en predominance... leurs habitants étaient des pagani, 
(le mot a survécu dans la langue usuelle sous la forme de paysan, et dans 
le parler des campagnes sour la forme de pays, significant viüage) des 
habitants du pagus, par opposition aux oppidani, aux habitants de la 
ville. Le pagus est comme une grande commune rurale (aussi le voit-on 
assumilé sans cesse au vicus) done les petits villages et les hameaux sera-
ient les sections... Vici etpagi sont done vraiment des petites républiques 
subordonnes á la civitas» (Flach (Jacques) «Les origines de l'ancienne 
France». París, 1893. Tom. II, pág. 31 y 39. Como se ve por estas refe-
rencias del ilustre historiadoi francés, el oppidum, más que el recinto for-
tificado del clan, era el de la tribu, la contrebia. 
[7] «Allí estaba el santuario consagrado a los lares de la gentilidad, 
allí el granero público; allí el lugar donde se -congregaba la asamblea de 
los padres de familia, primer embrión del Concejo . . .» Costa (Joaquín). 
«Poesía popular española y mitología y literatura celto-hispanas». Madrid 
1888, pág. 24a. 
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que disponía siempre de una fortificación poderosa, si-
tuada en el lugar más apropiado para la defensa del te-
rritorio y a la vez sirviendo de centro a los castros por 
él diseminados, donde se refugiaban los moradores de 
estos últimos cuando amenazaba un ataque tan intenso 
que no podían resistirlo en los pequeños fuertes. Acaso 
esta fortaleza central de la tribu se denominaba contre-
bia (1), y de la firmeza de sus muros, así como del 
valor heroico de sus habitantes, nos suministra una 
muestra bien clara la furiosa resistencia que opusieron 
a las legiones romanas, llegando a constituir una de las 
más grandes preocupaciones de aquel Senado, acostum-
brado a ver su ejército, siempre victorioso, dominar el 
mundo conocido, y derrotado en España primero, y ven-
cedor después, no por su fuerza, sino mediante una 
hábil diplomacia, que empujó unas tribus contra otras, 
pero sin dominar nunca a los habitantes de las monta-
ñas situadas al Norte de la Península, que, aun someti-
dos después de 200 años de encarnizada guerra (2), con-
servaron una verdadera independencia, y con ella la pu-
reza de sus costumbres y de su organización (3), que 
dejaron impresas de un modo endeleble huellas de su 
carácter en la organización española; llegando muchas 
de sus instituciones hasta nuestros días modificadas 
según la evolución natural a que toda organización está 
sujeta, adaptadas a las necesidades propias de cada épo-
ca, influyendo siempre en nuestro Derecho de una ma-
nera tenaz, hasta hace pocos años casi ignorada (4), y 
[i] Aramburo y Zuloaga (Félix); «Monografía de Asturias», Oviedo, 
1889, pág. 21, &. 
[2] Algunos autores sostienen que los astures trasmontanos no se so-
metieron nunca. Vid. Acevedo y Huelves (Bernardo); «Los vaqueiros de 
alzada en Asturias». Oviedo, 1893, P^g- 123. 
_ [3] Pérez Pujol (Eduardo); «Historia de las Instituciones sociales de la 
España goda». Valencia, 1896. Tomo I, pág. 183. 
[4] De ellas son de notar: «La elevada consideración que gozaba la mu-
jer en la familia ibérica, la comunidad doméstica de que quedan vestigios 
en las costumbres civiles, la propiedad comunal de los pueblos y el espíri-
tu de la vida municipal, que si bien recibió nueva forma en el Municipio 
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subsistiendo algunas actualmente, aunque en su mayo-
ría sin carácter legal, pero imponiéndose con la fuerza 
inquebrantable que les prestan su vigencia desde tiempo 
inmemorial y el carácter montañés, tan amante de sus 
tradiciones. 
Entonces parece demostrado — ya lo vimos en las 
notas anteriores — que existían en embrión las institu-
ciones municipales (1), la existencia entre los ibero-
celtas de dos clases de asambleas: una, aristocrática, 
senatum; otra, popular, concilium (2). La falta absoluta 
urbano reorganizado por Roma, ha sobrevivido con sus formas y con su 
espíritu en los Concejos rurales, a pesar de las radicales mudanzas de la 
historia». Pérez Pujol. Ob. cit. pág. 84 del tomo I. 
Para Sales y Ferré («Tratado de Sociología», Madrid, 1895, Tomo II, 
pág. 84), «la actual comunidad de aldea es la continuación de la gens pri-
mitiva; una y otra representan estados o edades distintas de un mismo sis-
tema social, y no pueden menos de parecerse entre sí, del mismo modo 
que se parece el individuo en dos edades de su vida, por extremas que éstas 
sean». 
«Don Joaquín Costa considera de procedencia ibero-celta, entre otras 
instituciones de nuestro Derecho medioeval y moderno: la servidumbre 
adscripíicia; las behetrías; las Universidades de tierra de Avila y 
Soria; las comunidades de pastos del Ampurdan, etc.; la propiedad 
colectiva de determinadas comarcas de León, Zamora, Salamanca, etc.; las 
facerías en Burgos, Asturias, Navarra, etc.; la aparcería pecuaria; la 
ley del ósculo; la dote de la mujer; el derecho de vecindad; el 
símbolo de ¡a adopción en Castilla y Navarra; el consejo de familia 
del derecho aragonés; la comunidad doméstica de Galicia, Portugal y 
Aragón; el retracto gentilicio; el heredamiento de un hijo y la su-
cesión troncal. Y aunque no podemos estar conformes con todas las in-
geniosas y atrevidas hipótesis históricas del ilustre jurisconsulto aragonés, 
hemos de reconocer y confesar que, a partir de sus estudios, se ha comen-
zado a distinguir ciertos elementos que hasta entonces, o no se estimaban 
en su justo y verdadero valor, o aparecían confundidos con los anteceden-
tes germanos». Ureña (Rafael de); «Historia de la Literatura Jurídica Es-
pañola», Madrid, 1916, V o l . I del tomo I, pág. 206). También para don 
Ángel de los Ríos (Noticia histórica de las behetrías, Madrid, 1876, pági-
na 41), las behetrías son una supervivencia de la organización gentilicia. 
[1] Dans l'Iberie propre, comme en Gréce, comme en Italie, la premié-
re organizatión politique qui se montre á nous c'est l'organization munici-
pale: la ville est comme le centre et le symbole de la vie nationale... Nous 
connaisons par les auteurs anciens le developpement véritablemente prodi-
gieux que la vie municipale avait prise en Espagne des le III e siécle avent 
notre ere au plus tard». Philipon. Ob. cit. pág. 235. 
[2] Antequera (José María). «Historia de la Legislación Española». 
Madrid, 1890, pág. 15. 
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de documentos que detallen los hechos ocurridos en tan 
lejana época, nos impide conocer, con la debida certeza, 
la constitución y atribuciones de cada una de estas 
asambleas. En determinar algunas de estas últimas sí 
están conformes todos los historiadores, como la facul-
tad de declarar la guerra, elegir jefe para el ejército y 
proponer y aceptar los trabajos de paz y de alianza (1). 
Parece ser que el senatum era la reunión de los jefes de 
las varías gentilidades y linajes que constituían la tribu, 
y es lógico suponer que en esta asamblea fuera donde 
se tomaran los acuerdos más arriba expresados y que 
interesaban a todos los clanes por igual. En cambio, el 
concilium, asamblea revestida de un carácter eminente-
mente popular, es lógico suponer, también, que se cele-
brara en cada vico o aldea, para tratar sus asuntos 
particulares, tales como la vigilancia de sus montes, 
policía de los ganados, etc., algo así como el Concejo 
campesino subsistente en la montaña de León, que, 
según nuestro modesto parecer—que más adelante será 
expuesto con la debida detención —, es solamente una 
supervivencia de aquél, y que constituiría el gobierno de 
las familias asociadas, con esa asociación compacía 
formada por el parentesco y que integraba el cum. 
Esta organización de los indígenas subsistió durante 
la dominación romana, porque estos conquistadores, 
siguiendo su costumbre, no impusieron sus leyes a las 
vencidas tribus ibero-celtas, sino que respetaron (2) su 
régimen peculiar, contentándose con asegurar su con-
quista merced a una tan hábil como prudente política. 
Únicamente se preocupó Roma de consolidar su prepon-
[i] Hinojosa. «Historia...», cit. tomo I, pág.^64. Altamira(Rafael de); 
«Historia de España y de la Civilización Española». Barcelona, 1913, 
tomo I, pág. 67. 
[2] No lo hicieron porque «no estaba en humano poder el destruirlo ni 
entraba en sus miras... El criterio fundamental de los edictos provinciales 
era el respeto al Desecho consuetudinario y a las leyes locales». Costa; «La 
religión...», cit. pág. 65. 
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derancia, en los países ya dominados, por medio de una 
organización administrativa adecuada a este fin, estable-
ciendo colonias de veteranos; formando una verdadera 
red de fortalezas y vías militares, construidas por sus 
legiones; acudiendo siempre que lo creía necesario—y lo 
creía frecuentemente—, con una crueldad sin límites, a 
las traslaciones y levas de aquellos pueblos que habían 
defendido su independencia con más encarnizada valen-
tía; pero, como ya dijimos, respetando las instituciones 
indígenas, que subsistieron al lado de las leyes y de la 
civilización romana, hasta que la superioridad de éstas 
se sobrepuso por completo en los lugares mejor domi-
nados, mientras que las tribus del Norte, siempre refrac-
tarias a los usos extranjeros, opusieron a la ola de 
romanización una tan larga como tenaz resistencia, que 
fué la salvadora de muchas de sus costumbres jurí-
dicas (1). 
Las leyes del Imperio reconocían las reuniones de los 
rústicos en las encrucijadas de los caminos, compita, 
donde se reunían periódicamente para comprar y ven-
der, y eran, además, el lugar consagrado a los lares 
Compitaliee, los dioses de la comarca (2). De esta mane-
ra, el culto pagano y gran parte de la idolatría ibérica 
atravesó el período romano, llegando hasta la España 
goda (3). 
Pero, a pesar de todo, en la mayor parte de la Pen-
ínsula los esfuerzos romanizadores obtuvieron un éxito 
rotundo, y fué instituido el Municipio provincial roma-
no, con su carácter exclusivamente administrativo, cuyas 
funciones estaban encomendadas al Consejo municipal, 
designado indistintamente con los nombres de Senatus, 
[i] Vid. Sangrador y Vítores (Matías); «Historia de la Administración 
de justicia y del antiguo Gobierno del Principado de Asturias». Ovie-
do, 1864, pág. 28. 
[2] Pérez Pujol; «Historia...», cit. Tom. I, págs. 311-312. 
[3] Menéndez y Pelayo; Ob. cit. Tom. I, pág. 103. 
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Ordo y Curia, con una organización calcada sobre la del 
Senado romano (1). Constaba la Curia de un número 
considerable de miembros, distinto según las ciudades 
y fijado terminantemente en los respectivos estatutos 
municipales, aunque de ordinario eran ciento, llamados 
decuriones, hasta los tiempos del Imperio, en que les fué 
cambiado este nombre por el de curiales. 
En general, los Magistrados supremos de la ciudad 
renovaban la Curia cada cinco años, consignando el 
resultado por escrito en una lista denominada Álbum 
Decurionum (2). E l Consejo municipal era convocado y 
presidido por los Duumviros, que proponían los asuntos 
de que había de tratarse, los cuales eran votados nomi-
nalmente y, en algunos casos, por votaciones secretas, 
per tabellara. 
Muchas eran las atribuciones de esta asamblea. Entre 
las más principales, se contaban: el nombramiento de 
custodio de los templos; la designación de los días festi-
vos; la formación del presupuesto del culto público; el 
nombramiento de patronos y legados de la ciudad; la 
formación del presupuesto y el cobro de las cantidades 
que habían de ingresar en el erario municipal; la manu-
misión de los esclavos hecha por ciudadanos menores 
de veinte años; decidir en las apelaciones contra las 
multas impuestas por los duumviros y ediles; autorizar 
la demolición de edificios en la ciudad; decidir cómo 
habían de utilizarse los acueductos; fijar las obras con 
que había de contribuir cada ciudadano en la reparación 
y construcción de los edificios públicos, y organizar la 
[i] Momnsen (Teodoro); «Historia de Roma». Madrid, 1876. Tom. IV. 
pág. 149. 
[2] «Era la Curia una asamblea consultiva, deliberante y legislativa, y 
sus discusiones eran obligatorias para los Magistrados — órganos del poder 
ejecutivo del Municipio—siendo su inobservancia penada con fuertes multas. 
Para que los acuerdos de la Curia fuesen válidos, era necesaria, según 
los casos, la conformidad de las dos terceras partes, mayor parte o mitad 
de los miembros que la componían». Hinojosa. «Historia...», cit. Tom. I, 
págs. 252 y sigts. 
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defensa del territorio municipal, siendo investido en este 
caso el duumviro, o persona en quien delegare sus atri-
buciones, del carácter de tribuno militar (1). 
Los municipios romanos estaban constituidos gene-
ralmente por grandes núcleos de población, y formaban 
parte de ellos los distritos rurales (pagi, vici), que tenían 
también su organización propia (2), constituyendo algo 
así como lo que más tarde se llamó el alfoz, que eran 
personas morales, capaces de poseer bienes, de recibir 
donaciones y legados, administrar sus bienes y ejecutar 
trabajos públicos. Tenían también sus asambleas popu-
lares—una forma de Concejo—, donde elegían sus Magis-
trados locales, ediles o cuestores. 
Estas municipalidades se diferenciaban de las que con 
tanta vitalidad y poderío existieron en la Edad Media, 
en que aquéllas eran simplemente administrativas y éstas 
gozaban de poder político. Por eso se parecen, en cierto 
modo, a las actuales, que sólo tienen una función admi-
nistrativa (3). 
Como toda la organización del Imperio, las municipa-
lidades fueron decayendo, llegando a convertirse, en el 
siglo v, en simples máquinas de sacar dinero, según la 
feliz expresión de Laurent (4), hasta que el Emperador 
León las abolió como entidades inútiles que no cumplían 
ninguno de los fines para que fueron creadas y que de 
hecho habían desaparecido, aunque existieran en unas 
leyes inobservadas por completo. El empleo de curial, 
antes tan solicitado, llegó a hacerse odioso, hasta el 
punto de que fueron dictadas leyes declarándolo obliga-
torio. A pesar de ello, procuraban por todos los medios 
[i] Ibid. Ob. cit,, pág. 255. 
[2] Pedregal. Discurso preliminar a la «Colección histórico-diplomática 
del Ayuntamiento de Oviedo», por C. M. Vigil. Oviedo, 1889, pá-
gina XII. 
[3] Pidal (Pedro José). Ob. cit. pág. 133. 
[4] Ob. cit. tom. VII, pág. 471. 
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posiblcs rehuirlo, como una carga altamente embarazosa 
y llena de grandes responsabilidades y peligros (1). 
En este deplorable estado encontraron los Municipios 
las tribus germánicas al invadir nuestra Península. De 
todos los pueblos invasores solamente dos, los suevos y 
los godos, fundaron estados permanentes. Unos y otros 
procedían de la gran familia germánica, siendo los últi-
mos una rama del tronco escandinavo, y habitando los 
primeros, antes de la invasión, en los territorios compren-
didos entre el Elba y el Oder y las orillas del Báltico. 
De los dos pueblos, los godos eran los que poseían un 
grado superior de civilización, porque, dueños de la Dacia 
de Trajano desde el siglo m, habían modificado, dulcifi-
cándolas, sus antiguas costumbres, influidos por la cul-
tura romana y por las predicaciones del obispo Ulfila, en 
el siglo iv, que les inició en las doctrinas propagadas 
por el cristianismo, aunque afiliándoles a la secta ama-
na, influencias que dieron a los godos cierta superiori-
dad sobre los demás pueblos bárbaros. 
Con gran rapidez conquistaron la mayor parte de la 
Península, toda aquella que antes dominaron por com-
pleto las legiones romanas; pero, igual que a ellas, los 
montañeses del Norte les ofrecieron una resistencia en-
carnizada, y, no contentos con luchar entre los riscos, 
con defender y gozar de su independencia en las cum-
bres, bajaron al llano, molestando continuamente a los 
godos en audaces correrías, causándoles grandes pérdi-
das y apoderándose de rico botín. Estas continuas luchas, 
esta amenaza constante a las poblaciones del llano, 
obligó al rey Sisebuto a enviar contra los astures al 
general Rechila (612) y contra los cántabros a Rechiliano 
y Suintila, los que, después de grandes luchas, lograron 
al fin someterlos cuando los godos llevaban doscientos 
años establecidos en la Península; pero tampoco llega-
[ i l La Serna (Pedro) y Montalbán (Juan-Manuel); «Elementos de Dere-
cho Civil de España». Madrid, 1874, tom. I, pág. 16. 
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ron a dominarlos por completo, ya que siguieron apro-
vechando todos los momentos propicios para demostrar 
su hostilidad (1). 
Las costumbres celto-íberas, que, como ya hicimos 
notar, se conservaron durante el largo período de la 
dominación romana, encontraron nuevas fuerzas con la 
invasión de los germanos, agrupados también en asocia-
ciones de carácter familiar semejantes a las gentilidades 
españolas y en las que se ven claramente los gérmenes 
del Municipio rural (2). Estas agrupaciones campesinas 
(pagi, vici) adquieren con la invasión germana una 
nueva vitalidad, que restaura su antigua fuerza de 
cohesión y resistencia (3), recobrando su antiguo aspecto 
de primitiva vida municipal. Claro es que no fué nece-
saria esta ayuda espiritual a las tribus pobladoras de 
las montañas del Norte, Centro y Mediodía de España, 
que conservaban intactas sus costumbres y tradicio-
nes (4). 
Por eso, en esta época, San Isidoro sigue reconociendo 
los compita como conventos publicus rusticorum, donde 
se celebraban los mercados (5) y resistía el paganismo 
la persistente acción de la Iglesia, que,aunque vencedora, 
tuvo que luchar durante muchos siglos contra las su-
persticiones procedentes de las antiguas creencias. 
Existieron durante la dominación goda dos clases de 
Municipios: el urbano y el rural. El primero conservó la 
organización y las pocas atribuciones de que gozaba en 
la última época del Imperio, subsistiendo la Curia, con-
[i] Aramburo. Ob. cit. pág. 136. Sangrador y Vítores. Ob. cit. pági-
na 41. 
[2] Flach. Ob. cit., tom. II, pág. 44. 
[3] Ibid., pág. 56. 
[4] Ureña. «Historia...», cit., tom. I, vol. I, pág. 308. 
[5] «La invasión germana dio nueva vida a los conventos rusticorum, 
reconstituyéndolos para el reparto de tierras, y dejando establecidos como 
Municipios rural, como conventos vicinorum, sin romper por esto su 
dependencia de la metrocomia, como decía el código Teodosiano». Pérez 
Pujol. Ob. cit., tom. I, pág. 312. 
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signándose en sus actas las donaciones y los testamen-
tos, considerándolas a modo de registro. Los curiales 
continuaban sujetos a las mismas trabas, y en la elección 
de los funcionarios municipales intervenían el clero y 
el pueblo (1). 
El Municipio rural, conventospublicus vicinorum,qm, 
según Hinojosa (2), era una institución genuinamente 
germánica y no privativa de los campos, sino que tam-
bién existía en las ciudades, estaba constituido por todos 
los vecinos, hombres libres, habitantes del campo o de 
las aldeas, y se reunían en lugares ya determinados, ubi 
cunctorum constat adesse conventos, según una ley de 
Ervigio (3). 
Tenía a su cargo el conventos publicus vicinorum la 
vida pública rural, interviniendo en todas las medidas de 
policía y los acuerdos referentes al aprovechamiento de 
las selvas comunes, para distribuir el producto de las 
décimas del ganado cebado en ellas, para nombrar los 
pastores y guardas de los pastos, pascuarios, de las 
hierbas comunales (4), etc., y también se reunían para 
presenciar la ejecución de ciertas penas. 
Muchas de estas atribuciones las conserva hoy en el 
Derecho consuetudinario el Concejo aldeano. Pero, en la 
región que estudiamos, es más fácil, como veremos des-
pués, que sea una supervivencia del concilium ibero-
celta, que se reunía en las calles o plazas del vico habi-
tado por la gentilidad, ya que en esta tierra es más pal-
pable su influencia que la importada por los godos. 
[i] Hinojosa. «Estudios sobre la Historia del Derecho español». Madrid, 
I903,pág. 7-
[2] Ibid.,pág. 8. 
[3] Ley 8, tit. I del lib. IX del Fuero Juzgo. «De susceptione fugttívo-
ram, si dominis servus suscipiat alterius fugitivum». 
[4] Pérez Pujol. Ob. cit. tom. I, pág. 313. 
CAPITULO II 
EL ORIGEN DEL MUNICIPIO MEDIOEVAL 
Teorías que intentan explicar el origen del Municipio medioeval,—La 
supervivencia romana.—El pacto.—Las supervivencias visigodas.—Teoría 
ecléctica.—Las supervivencias primitivas. 
Antes de continuar esta sumaria exposición del Muni-
cipio histórico, base para una mejor comprensión del 
Derecho consuetudinario leonés, que nos presenta una 
organización perfecta del Municipio rural, hemos de 
apuntar unas ligeras notas sobre las teorías con que los 
historiadores han querido explicar el nacimiento del 
Municipio medioeval, cuyo origen está sumido, en todos 
los países, en sombras tan impenetrables como las pri-
meras vicisitudes por que atravesaron las monarquías 
españolas de la Reconquista (1). 
Agustín Tíerry, Guizot, Raynouard, Leber, Savigny, 
Kuníze y otros, en el extranjero (2); Herculano (3) y 
López Ferreíro (4), en la Península, han querido demos-
trar la subsistencia del Municipio romano durante la 
Edad Media, buscando allí su origen, teoría victoriosa-
mente refutada por muchos ilustres historiadores, como 
[i] Muñoz Romero (Tomás); «Discurso pronunciado en su recepción 
a la Real Academia de la Historia». Madrid, 1860, pág. 8. 
[2] Vid Flach. Ob. cit. tom. II, págs. 215-255. 
[3] «Historia de Portugal», 3. a edic, tom. IV, págs. 4 y sigtes. 
[4] «Fueros Municipales de Santiago y su tierra». Santiago, 1895, t o m < IJ 
págs. 46 y sigtes. 
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Eichhorn, Arnold, Hcnsler, Vitzsch, Maurer, Richard-
Schrader, Sohm, en Alemania; Flach (1) y Lucháis (2), 
en Francia; Azcárate, Pérez Pujol, Hinojosa, Muñoz 
Romero y otros, en España; presentando la mayor parte 
de ellos distintas teorías, con las que intentaron esclare-
cer el oscurísimo problema que plantea el origen de la 
institución municipal. 
Sostienen los primeros que los Municipios medioeva-
les son los sucesores directos de los romanos, merced a 
los mozárabes, que conservaron esta institución, igual 
que con cierta amplitud sus derechos civiles y políticos, 
así como parte de su gobierno propio y su antigua legis-
lación, rigiéndose por ella en todo lo que no se relacio-
naba con las leyes y policía muslímicas (3). Y aunque 
está plenamente demostrado que, posteriormente, cuan-
do el apogeo del Derecho romano, por su influencia, los 
Municipios medioevales aceptaron bastante nomencla-
tura suya y algunas de sus costumbres, Hinojosa (4) y 
otros autores han demostrado cumplidamente que el 
municipio medioeval nada tiene que ver con aquél, refu-
tando uno a uno los argumentos base de esta teoría, 
defendida también tibiamente por algunos ilustres auto-
res, que, en otras ocasiones se contradicen (5), y demos-
trando que en los primeros siglos de la Reconquista no 
existía resto alguno de la civilización romana (6). Para 
apreciar bien la refutación del ilustre catedrático, basta 
[ i ] Ob. cit., tom. II, págs. 237 y sigtes. 
[2] «Les comunes francaises a l'epoque des capétiens directs». París, 
1911, págs. 14 y sigtes. 
[3] Simonet (Francisco Javier); «Historia de los Mozárabes de España». 
Madrid, 1897-1903, pág. 106. 
[4] «Estudios...» cit. págs. 9-14. 
[5] «Puede afirmarse que el Municipio romano, aunque decaído en ver-
dad de su antigua grandeza, transformado y unido a otros nuevos elemen-
tos, no desapareció, sino que subsistió después de la invasión hasta la Re-
volución comunal de la Edad Media». Azcárate; «Estudios..», cit. pág. 176. 
[6] «Es indudable que los restos de la organización romana, conserva-
dos por los visigodos, no sobrevivieron a la invasión árabe, como incom-
patibles con el género de vida militar y seminómada de los cristianos en 
los primeros siglos de la Reconquista, y con el predominio de la vida rural 
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recordar que los Municipios romanos eran única y esen-
cialmente administrativos, que debían su existencia a 
una concesión del Senado romano, mientras que los que 
escribieron tan brillantes páginas en la historia de la 
Edad Media eran entidades semi-independientes, que 
gozaban de un tan verdadero como temible poder polí-
tico (1); que disponían de fuertes milicias para defender 
con las armas sus derechos; siendo sus fueros, muchas ve-
ces arrancados por el temor (2), más que una concesión 
de los reyes o de los señores feudales, verdaderos 
pactos, en los que, bajo la capa de una merced, se encu-
brían mutuas condiciones, que obligaban en la forma 
estipulada, tanto a uno como a otro, de los que pudiéra-
mos llamar contratantes (3). 
sobre la vida urbana. Por otra parte, en las fragosidades donde se refugia-
ron los cristianos no existían ciudades populosas donde pudieran continuar 
funcionando las instituciones municipales del período anterior, que, con-
servándose, sirvieron de pauta para las poblaciones que se fundaron de 
nuevo. Precisamente, los territorios que fueron cuna de la Reconquista 
eran aquellos en que la vida municipal había tenido menos desarrollo du-
rante el período romano y visigótico. Entonces y ahora, todavía impera-
ban en Asturias, León y Galicia los pequeños núcleos de población, tan 
favorables al régimen de la democracia directa, representado por la asam-
blea general de vecinos. Hinojosa. «Estudios . . .» , cit., pág. 13. 
[1] «El Municipio romano es esencialmente administrativo, mientras 
que el de los siglos medios es político; porque afirmando Roma siempre 
su poder, el jwperiurn, no podía conceder a los Municipios independencia 
política, mientras que en la Edad Media se constituyen a veces con el sólo 
fin de conseguir ésta, aunque gozaran ya de la libertad civil, aspirando a 
constituirse en Estados independientes o Repúblicas en muchas partes y 
consiguiéndolo en algunas». Azcárate (Gumersindo de); «El Self-goverment 
y la monarquía doctrinaría». Madrid, 1887. 
[2] Los privilegios municipales «en la Edad Media, o se arrancaban por 
la fuerza o eran obtenidos por motivos a todos comunes; de aquí el carác-
ter de proselitismo del movimiento comunal». Id. «Discurso pronunciado 
en el A teneo . . . » , ya cit. Madrid, pág. 31. Estas mismas ideas fueron de 
nuevo expuestas en un discurso que pronunció en el Congreso de los Dipu-
tados en noviembre de 1907». «Diario de Sesiones», tom. VI , pág. 2.246. 
[3] Además de estas diferencias, Lauret hace notar acertadamente 
(ob. cit. tom. VII, pág. 478) que «en todas partes donde domina el ele-
mento romano.. . los Municipios vegetan en la atonía o en la nulidad; no 
tienen vida más que allí donde no ha habido ni nombre de la influencia 
romana. No se debe atribuir, pues,—añade—a Roma, aun suponiendo que 
sus instituciones se hayan perpetuado a través de la Edad Media, el honor 
del bien que encierra la Revolución Comunal». 
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De aquí la teoría del pacto, sostenida por el Sr. Azcá-
rate, según la cual, «el Municipio de la Edad Media 
tiene un origen, la defensa, y un modo de constituirse, el 
pacto, que son un mero efecto de las circunstancias» (1); 
teoría que tiene grandes visos de realidad, como expli-
cación del estado general de la época, y que, ya fundado 
el Municipio, con un poder temido, tanto por los nobles 
como por los reyes, determinó un período de mutuas 
transacciones, que dieron lugar a muchos fueros. Enton-
ces, las ciudades sintieron la necesidad de alcanzar la 
libertad política, y, apoyándose también en los gremios, 
arrancaron a los reyes y señores cartas de concesión, 
variados privilegios, y celebraron pactos de concordia, 
institutiones pacis (2). Pero en la España de esta época, 
como demostraremos después, el Municipio no fué fun-
dado en esta forma; existía ya cuando se celebraron 
estos pactos, que consolidaron su poder. En otros 
países, ya es distinto, pues los accidentes del movimiento 
comunal del siglo xn varían hasta lo infinito y es com-
pletamente diversa la organización municipal (3). 
Más verosímil es la teoría, sostenida por otros ilustres 
escritores, de que el Municipio español de los siglos 
[ i ] «Si se exceptúan los que se constituyeron sobre los existentes, los 
demás se forman por yuxtaposición y mediante el pacto. Siervos emanci-
pados, colonos, villanos e industriales, en una palabra, los plebeyos o el 
tercer estado, establecieron estas sociedades y crearon estas relaciones, 
como entre siervos y vasallos; el pacto es el fundamento de la sociedad 
política de la Edad Media. 
No es entonces el Municipio la asociación natural, que es anterior al Esta-
do y que éste reconoce; es la asociación que se constituye libremente por 
la voluntad arbitraria de sus miembros, los cuales arrancan su reconoci-
miento del rey, emperador o señor, representantes entonces del Estado, 
atendiendo tan sólo a su propio interés y sin acordarse de los demás ele-
mentos de la vida local; resultando de aquí el carácter privilegiado, particu-
lar e independiente que tiene a la sazón el Municipio, tan conforme con el 
modo de ser de aquella época. La organización municipal no es entonces 
determinada ni regulada por el Estado superior, el cual o no existe o care-
ce de fuerza y energía, sino que se produce de abajo a arriba y, por tanto, 
en^medio de una anárquica variedad». Azcárate. «Estudios...», cit. p. 181. 
[2] Azcárate. «Discurso.. .», cit. pág. 30. 
[3] Laurent. Ob. cit., tom.VII, pág. 438. 
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medios tuvo su origen en el conventos publicus vicino-
rum gótico (1). Para ellos, esta institución traída a Espa-
ña por los visigodos, subsistió siempre, fundiéndose con 
el concilium o asamblea judicial, por ser idénticas las 
personas que intervenían en ambas reuniones y, proba-
blemente, el tiempo y lugar en que se celebraban (2). 
Muy parecida, sobre todo en lo que respecta a esta 
última parte, es la opinión del Sr. Muñoz y Romero. 
Para el ilustre recopilador de nuestros fueros y cartas 
de población, el Municipio medioeval, en sus primeros 
tiempos, fué eclesiástico, siendo los clérigos los que 
desempeñaban las magistraturas municipales, convir-
tiéndose después en una aplicación del Placitum germá-
nico; ejerciendo también las funciones judiciales, que 
anteriormente incumbían a aquella asamblea; añadién-
doseles también todas las múltiples atribuciones que les 
eran necesarias para el buen gobierno de la entidad 
municipal (3). 
[i] «Las tradiciones del Gremio y de la Curia del Municipio hispano-
gótico se quebrantaron, si no llegaron del todo a interrumpirse; el Munici-
pio se reconstituyó en las pequeñas poblaciones y tomó como base el con-
ventos vicinorum. Por eso, cuando un siglo después de empezada la 
Reconquista, empiezan a aparecer los fueros y cartas pueblas, en la de 
Brañosera, en 824, los pactos de la nueva población se establecen entre 
el Conde Muño Núñez y todos los pobladores, el Convento de vecinos, 
Ornes de Villa Brannia Ossaria, y cuando el Concejo inorgánico toma 
la forma orgánica y representativa, se constituye, no sobre la base de los 
gremios, sino por la elección de las collationes o parroquias, pero con-
servando siempre el carácter popular del conventus, después concilium, 
de vecinos, que hace del Municipio castellano el más democrático de la 
Edad Media». Pérez Pujol. Ob. cit. tom. II, pág. 317. 
[2] «El Concejo o Municipio medioeval no fué sino la aplicación al 
territorio de la villa o ciudad, segregada del condado o del territorio seño-
rial, de las instituciones judiciales y administrativas vigentes en estas cir-
cunscripciones de que antes habían formado parte. A l comes o Judex 
electas a rege, presidente de la Asamblea judicial, sucede, dentro de los 
términos del Municipio, el judex elegido por la Asamblea de vecinos. A 
los júdices nombrados para cada caso particular por el Conde o su Vica-
rio de entre los hombres libres de la circunscripción, los alcaldes de elec-
ción popular, investidos durante un año de las funciones judiciales». Hino-
josa. «Estudios. . .» , cit. pág. 20. 
[3] «Los obispos ejercen, después de la invasión sarracena, funciones 
judiciales que indican que el clero conservó las atribuciones de algunos 
magistrados municipales. El Municipio, si existió, fué eclesiástico. Pero el 
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Finalmente, el Sr. Sacristán cree que, aun en los pri-
meros tiempos de la Reconquista, los Municipios presen-
tan caracteres bastante definidos para reconocerlos 
como fruto de la fusión efectuada entre la libertad y el 
individualismo germánicos y la tradición romana con-
vertida en ley española por Alarico (1); sistema mixto 
entre los que sostienen la supervivencia del Municipio 
romano en los Concejos de la Edad Media y los que le 
asignan un origen puramente godo. 
Nosotros, convencidos, como el Sr. Pedregal, de que 
«el Derecho municipal más antiguo en determinado 
período de la historia es el de la primera ciudad, villa o 
grupo de población que se constituye o toma forma pro-
pia, para cumplimiento de cualquiera de los fines esen-
ciales de todo Municipio» (2), no creemos que la institu-
ción que nos ocupa fuera una supervivencia romana en 
la Edad Media, ni tampoco que tuviera su origen exclu-
sivamente en las costumbres germánicas, importadas a 
España por los visigodos, aunque más adelante asimi-
que existió en el siglo x, ni es el romano conservado por los godos, ni 
tiene que ver nada con las atribuciones municipales del clero; es cosa dis-
tinta. El antiguo Concejo era, por su esencia, aristocrático, y los Concejos 
participan del elemento contrario, porque todos sus vecinos son iguales en 
sus derechos, y todos pueden optar a las magistraturas y cargos de Con-
cejo . . . el Municipio que se crea en los Reinos de León y Castilla no es 
más que la aplicación a la villa o ciudad del Placitutn germánico, que, 
como he dicho, sobrevivió a la ruina del imperio de los godos... Al aco-
modar el Placitum al gobierno de los pueblos, perdió su forma, y como 
además en el Concejo el número de vecinos era mucho mayor que el de 
individuos que concurrían a aquella asamblea, no era posible que en aquél 
se desempeñasen con acierto las funciones judiciales. Por esta razón, aun-
que las apelaciones se hacían en Concejo, solían entender sólo en ellas sus 
magistrados. Los asuntos de interés común se decidían en la Junta general 
de vecinos, en la cual intervenían y votaban todos los que tenían derecho 
de vecindad». «Discurso...», cit. pág. 39. 
j M «Asimiláronse, del primer origen, el principio de autonomía colectiva 
e individual, que formaba el principio más vital de los Concejos, y del se-
gundo, la idea del derecho y la estructura del gobierno, impresas de un mo-
do indeleble en las costumbres comunales por el poderoso influjo de Ro-
ma». Ob. cit. pág. 108. 
[2] «Discurso preliminar a la Colección... recopilada por Vigil»; ya 
cit. pag. XI. 
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laran, entre otros, estos elementos, que fueron los más 
importantes, los que dejaron sentir con mayor fuerza su 
influjo en la época del mayor esplendor municipal. 
Lógicamente se deduce que no fué el origen del Muni-
cipio de la Reconquista ninguno de los citados anterior-
mente. Los nassarii de Al-duf, que contuvieron la inva-
sión árabe y fundaron los Reinos de Castilla y de León, 
eran los descendientes de aquellos que resistieron a 
romanos y bárbaros hasta los días de Augusto y Sise-
buto, esto es, hasta que transcurrieron dos siglos desde 
el comienzo de las respectivas conquistas (1), y aislados 
en sus montañas, sin roce alguno con los invasores, a 
los que hasta los últimos tiempos consideraron como 
enemigos, conservaban la primitiva organización de sus 
antepasados (2), allá en sus aldeas casi inaccesibles, en 
las que, como ya hicimos notar anteriormente, al par 
que otras instituciones que han llegado a nuestros días, 
existía una vida social llena de vigor. No hay duda de que 
* [i] Aramburo y Zuloaga. Ob. cit. pág. 142. 
[2] La aldea céltica o ibérica conservó su existencia y su independencia 
dentro del Municipio romano, aun bajo el régimen de la Roma imperial; 
y aunque muchos vicos o aldeas fueron transformándose bajo el influjo de 
los derechos civiles romanos, principalmente bajo la propiedad individual, 
otros Concejos rurales, por su aislamiento en lugares apartados de los 
medios de comunicación, conservaron mejor los restos de sus instituciones 
primitivas, que han llegado a nuestros tiempos como supervivencias histó-
ricas. . . La independencia económica de los Concejos rurales, atribuyén-
doles el derecho de disponer de sus bienes y en tal concepto de los montes 
y pastos comunes, les permitió mantener en estos aprovechamientos el an-
tiguo régimen colectivo. E l vico o aldea, agrupamiento de la gentilitas, 
del clan, de la familia asociada, pudo mantener también el principio del 
reparto por familias y de comunión familiar de tierras laborables, que en 
algún caso han llegado hasta nosotros. A los lugares apartados de los cen-
tros de autoridad romana, sólo llegaba la acción del impuesto, y satisfecho 
éste por el propietario individual o por el jefe de la familia asociada, nada 
importaba lo demás al fisco. E l Derecho Romano, común a todos los es-
pañoles, era en verdad todo conforme con aquella constitución territorial; 
pero en los pueblos que por su aislamiento arraigaban las antiguas institu-
ciones y se imponían costumbres tradicionales, la ley resultaba letra muer-
ta, porque no había quien la invocara. Así se mantiene en nuestro tiempo, 
al par que alguna de esas costumbres y de esas instituciones, en medio de 
leyes que les son contrarias, y así pudieron atravesar, sin quebrantar su 
vida local, la aparente unidad civil y política del imperio romano». Pérez 
Pujol. Üb. cit. tom. I, pág. 182. 
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lagens tenía carácter político, y, como resto de la antigua 
organización patriarcal, ha sido el elemento primordial, 
la base jurídica del Estado, constituyendo una asocia-
ción política sin perder la autonomía en su gobierno 
interior (1). Nadie había podido sojuzgar completamente 
aquellas tribus, que en lo abrupto de sus montañas, en 
sus montes inextricables, cruzados por barrancos pro-
fundísimos, llenos de precipicios, tenían su mejor defen-
sa. Los romanos sólo tuvieron allí fuertes destacamen-
tos, situados generalmente en las márgenes de los ríos, 
que defendían sus calzadas, así como los trabajos de los 
buscadores de oro que removieron verdaderas monta-
ñas, pero sin adentrarse demasiado, temerosos de las 
pérdidas que les pudieran ocasionar, y sin influir, por 
tanto, gran cosa en las costumbres de los indígenas. Y 
los godos, que tanto tiempo tardaron en dominarlos, 
poco habían de dejar sentir su influencia, pues forzosa-
mente, a causa de esto, tuvo que quedar un fuerte senti-
miento de odio entre vencedores y vencidos. 
Son numerosísimas las supervivencias de las costum-
bres primitivas que han llegado a nuestros días. Y pare-
ce probado que, durante la invasión musulmana, volvie-
ron a su antigua expresión el carácter y las costumbres 
de los cántabros, llevando a la Edad Medía institucio-
nes procedentes de su organización gentilicia, como las 
behetrías (2). 
Además se ha demostrado que el modo primitivo de 
la vida comunal tiene expresión en las aldeas, vid, don-
de existe una pequeña reunión de familias que tienen 
su Concejo (3). 
Nacieron durante los primeros siglos de la Recon-
quista instituciones nuevas, pero fueron obra, más que 
i] Hinojosa. «Historia...» cit. tom. I, pág. 72. 
2] Ríos y Ríos. Ob. cit., pág. 41 y siguientes. 
.3] Shulte (Frédéric de); «Histoire du Droit é des institutions de l'Alle-
magne». París, 1892, pág. 25. 
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de la ley, de la costumbre (1); la costumbre, que en 
aquella época tenía más fuerza que la misma ley, y que 
fué defendida con gran tesón durante toda la Edad 
Media. Lo primero que nos encontramos al examinar 
los diplomas es el reconocimiento del usu terree (2); y 
su quebrantamiento fué causa de muy cruentas luchas. 
Precisamente, uno de los objetos de las poderosas her-
mandades fué la defensa de sus usos y costumbres (3), 
pues el carácter de la época era eminentemente tradi-
cional. 
Es muy probable—lógicamente, y apoyados además 
en las investigaciones de muchos sabios historiadores, 
[i] López de Ayala (Jerónimo), Conde de Cedillo; «Contribuciones e 
impuestos en León y Castilla durante la Edad Media». Madrid, 1896. 
[2] «Si autem percusserit ibi hominem aut plagaverit, persolvat calum-
niam propter illas percussiones aut plagas, usu térras». Fueros de Oviedo 
de 857. Fernández Guerra (Aureliano); «El Fuero de Aviles», Madrid, 
1865, pág. 65, & 36. Y esta confirmación de los usos y costumbres se 
encuentra en los documentos de aquellos siglos, hasta época muy poste-
rior: «Confirmamos todos sus Fueros, e sus usos, e sus costumbres...» 
Privilegio de Hellín e Isso de 20 de junio de 1305... «les confirmo to-
dos sus privilegios... é buenos usos, e buenas costumbres. . .» Privile-
gio de Alfaro de 10 de julio de 1465. (González (Tomás); «Colec-
ción de privilegios, franquezas, exenciones y fueros concedidos a varios 
pueblos de la Corona de Castilla». Madrid, 1833. Tomo VI , pág. 229 y V , 
pág. 566). Además, durante la Edad Media, los jueces estaban obligados a 
dar en sus sentencias un puesto preferente a la custumbre: «que juzguen 
por los usos et por los costumbres que usaron et que ovieron en tiempo 
del Rey D . Alfonso mió avolo et de myo padre sen leyes de Roma et sen 
decretales, et ho falieren los custumbres et los usos, juzguen por lo libro 
juzgo. Et esto mando yo que sea assy fasta que yo sepa los usos et los 
custumbres et mande como sea... A la otra querella que facen los perso-
neros del conceio que los yuices no querien iuzgar segunt uso et costum-
bre de la villa et que iuzgan por sus leys romanas. Mandamos et tenemos 
por bien que en los pleytos segrares que iuzguen por los buenos usos et 
por las buenas costumbres que usaron et que ovieron... et ó non fallaren 
las costumbres et los usos que yuzguen por el libro yuzgo fasta que nos 
les demos fueros por que se iuzguen». Sentencias dadas e n i 2 5 2 y 1261 
por Alfonso X en los pleitos sostenidos entre el Obispo y el Cabildo de 
Santiago de Compostela y el Concejo de aquella ciudad. Querellas X y 
X X V I , respectivamente (López Ferreiro; «Fueros municipales de Santiago 
y su tierra»; Santiago, 1895, tom. I, págs. 240 y 258). 
[3] «que tuvo por bien de nos otorgar é confirmar todos nuestros fue-
ros, e buenos usos, e buenas costumbres...» Carta de Hermandad entre los 
concejos de León y Galicia. Año de 1293 («España Sagrada», íom. X X X V I , 
Ap. 72). 
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podríamos darlo como seguro—que en las gentilidades 
subsistentes en la época romana y goda, en las monta-
ñas del Norte de España, predominase el territorio 
sobre el parentesco, siguiendo la evolución natural de 
estas instituciones. De este modo, tenemos ya en sus 
clanes una sociedad suprafamiliar, constituida,no a base 
de una misma ascendencia, sino de una comunidad de 
intereses, aunque dejándose notar todavía la influencia 
de la sangre; sociedad que ha debido ser el origen del 
Municipio medioeval en España. Aun hoy mismo, en 
medio de leyes que les son contrarias, subsisten todavía 
sus Concejos, compactas agrupaciones que forman ver-
daderas gentilidades sin la base del parentesco, pero 
con una unión tal, que hacen pensar en una sola familia 
fundadora, con sus sirvientes de la aldea, y ya sobre la 
base, no de la misma ascendencia y de la propiedad 
común, de la que aún subsisten restos muy notables, 
sino de la propiedad particular. 
Y, seguramente, los cristianos que durante la invasión 
sarracena se refugiaron en aquellas montañas, tuvieron 
que formar parte de las aldeas, de las comunidades allí 
situadas y cuyos habitantes les protegían, luchando 
todos contra el enemigo común. Con ellos llegarían a la 
montaña las costumbres germánicas y la supervivencia 
romana, que debieron ser asimiladas por las organiza-
ciones indígenas en todo lo que fueran compatibles con 
su esencia. De esta forma se creó el Concejo medioeval, 
integrado por todos los habitantes de la aldea, y que 
más adelante, en los grandes burgos, por el número de 
su población, por las distintas necesidades, por.las nue-
vas costumbres y por la influencia del Derecho romano, 
fué convirtiéndose de Concejo abierto primitivo—que era 
ya difícilmente aplicable,—en una corporación represen-
tativa, pero en la que, hasta la época del derrumbamien-
to de las municipalidades, tomaba gran parte el pueblo, 
fiscalizando sus actos, así como los de sus procurado-
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res en Cortes, cuando alcanzaban el honor de poder 
enviarlos. 
Ese debió siv el origen del Municipio medioeval, cuya 
institución, supervivencia del derecho ibero-celta, apo-
yada por las costumbres germanas, por el recuerdo 
entre los godos de su antigua aldea comunal y por las 
organizaciones que ellos importaron, llegó a un alto 
grado de poderío, arrebatando a la nobleza sus más 
preciadas prerrogativas, siempre apoyada por los reyes, 
de los que fué el más firme sostén, alcanzando para el 
pueblo la libertad, impidiendo las vejaciones de los no-
bles, acabando con los abusos del feudalismo. 

CAPITULO III 
EL MUNICIPIO MEDIOEVAL 
I.—Formación del Municipio medioeval.—Los fueros.—El esplendor co-
munal.—Las Hermandades.—Gobierno del Municipio.—La Asamblea gene-
ral de vecinos: sus atribuciones.—Los funcionarios municipales.—Deca-
dencia del poder municipal. 
II.—El Alfoz.—Situación jurídica de las aldeas que lo componían. 
III.—Edad Moderna.—Decadencia definitiva de las municipalidades. 
Por eso, por existir ya el Concejo como supervivencia 
del derecho íbero-celta en las montañas que sirvieron de . 
refugio a los cristianos en sus primeros años de lucha 
contra los árabes, lo encontramos citado en los más an-
tiguos documentos de los reinos de Castilla y de León, 
y su existencia fué independiente de la voluntad de los 
príncipes y de los acuerdos de los elementos que los inte-
graban, pues las cartas forales no indican su adveni-
miento a la vida pública, sino un período de su desarro-
llo, señalado por el reconocimiento auténtico de la lega-
lidad de la institución (1). En las más antiguas de las 
que han llegado a nuestros días, como el fuero de Bra-
[i] Sacristán. Op. cit., pág. no . 
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ñosera, otorgado en el año 824 (1); en el de Melgar de 
Suso, de 950; en los de San Zadornín, Berbeja y Barrios, 
en 955, donde el Concejo se presenta, no sólo constituí-
do, sino deliberando y resolviendo una cuestión tan 
importante como la de establecer las leyes por las que 
han de regirse sus vecinos (2), y en otros varios docu-
mentos otorgados por el Conde Fernán González, a 
mediados del siglo x, encontramos, primero, una comu-
nidad (homines), aún no bien definida, pero que poco 
después va tomando forma y un nombre que, modifi-
cado, llega a nuestros días (concilio) (3), jugando un 
importantísimo papel en la formación de los reinos cris-
tianos de la Península. Ya entonces el Municipio es una 
corporación que tiene una fuerza relativamente grande, 
y aunque carecemos de noticias acerca de su funciona-
miento, es indudable que, aun sin el vigor que llegó a 
tener en los siglos posteriores, dentro de él se gozaban 
algunas libertades que, sancionadas posteriormente, 
constituyeron la parte más brillante de su historia, crean-
do una personalidad jurídica reconocida por la costum-
[ i ] «ornes de villa Brania Ossaria prehendant montaticum, et de ipsam 
rem quam invenerint ínter suos términos habeant foro illa medietate ad 
comité, altera medietate a-d ornes de villa Brania Ossaria...» (Muñoz y Ro-
mero. «Colección...», cit., tom. I, pág. 17); y en su confirmación, en 912, 
por el Conde Fernán González: «Gundisalvo Fernández comité, vide carta 
scripta de universis plebibus de ornes de villa Brannia Ossaria... (Ibid.) 
[2] «In presentiam de comité Fredinando Gondisalbez et de comitissa 
domna Urraca et domno Didaco episcopo de Sancta Maria de Valleposita 
et de aliorum multorum bonorum hominum, ecce nos ornes qui sumus de 
concilio de Berbeia et de Barrio, et de San ti Saturnino, varones et mulieres, 
senices et iuvenes, máximos et minimos, totos una pariter que sumus 
habitantes, villanos et infanzones de Berbeia et de Barrio, et de Santi 
Saturnini, tan donna Iusta de Maturana, quam Alvaro Sarracinez et Oveco 
Didaz et Garcia Alvarez de Rábanos, qui sunt hereditarios in Barrio, notum 
sit ab ómnibus quia non habuimos fuero de pectare...» (Muñoz y Romero. 
«Colección...», cit. Tom. I, pág. 31). 
[3] Colmeiro: «Curso de Derecho político según la Historia de los rei-
nos de León y Castilla». Madrid, 1873, pág. 473. «Ut in providentia Dni 
Ferdinandi comités, et omnium judicem et seniorum turbam, et concilio de 
Burgos». Sentencia pronunciada por Fernán González en 941. (Berganza: 
«Antigüedades de España». Tom. II, escrip. 28). 
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bre que, como antes dijimos, en aquella época tenía más 
valor que la misma ley (1). 
Los Municipios que se fundaron en el llano al avan-
zar la reconquista del territorio invadido, defendidos por 
poderosas fortalezas, en las que pudieran resistir los 
contraataques de los moros, ya no son únicamente, 
como aquéllos, los ibero-celtas que habían conservado 
en el aislamiento de las montañas la pureza de su raza, 
que supo resistir las anteriores invasiones. Por la 
influencia de la religión recibieron fraternalmente a 
todos los cristianos que llegaron allí buscando un refu-
gio, huyendo de las vencedoras hordas africanas. 
Entonces se transformaron los restos de la antigua 
organización gentilicia, subsistentes todavía. Las ciuda-
des reconquistadas se poblaban rápidamente, merced a 
una constante inmigración que llevaba a los nacientes 
Municipios los más diversos elementos, llegados allí en 
busca de un poco de libertad, de un seguro para su per-
sona, tan vejada y oprimida en los campos. Libertos que 
habían adquirido la facultad de trasladar su domicilio 
donde quisieran; siervos, en toda la escala, en todas las 
variantes que en aquella época tenía la servidumbre, 
fugitivos de la tierra a que estaban adscritos; mercade-
res que abandonaban su profesión o que buscaban ciu-
dades más prósperas; artífices que allí encontraban 
libertad para ejercer sus oficios; delincuentes que se 
acogían al derecho de asilo, concedido de una manera 
amplia en muchos fueros municipales, con objeto de 
poblar con gentes decididas las ciudades fronterizas (2); 
[i] «Nos totos omnes concilio pleno de Agusyn... donamus atque 
roboramus ab tibi domino nostro comité García Fredinandiz illa defesa de 
Lomba... «Donación en 28 de mayo de 972». (Serrano, «Becerro gótico 
de Cárdena». Valladolid, 1910, pág. 6). 
[2] «Cualquier qi*s incurriere la ira del Rey, de manera que el Rey le 
exherede, o le mande salir del Reino, sacando aquellos que quisieren poseer 
é usurpar honras Reales si quisiere venir a ser poblador de oreja, venga 
seguro... é la heredad del que ansí vino á poblar á oreja, con la ira dsl 
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muzárabes que huían de la dominación mahometana, y 
en un principio aumentó también el número de pobla-
dores; la transplantación en masa, llevada a cabo por 
los reyes de Asturias, a contar de Alfonso el Católico 
hasta Ordoño II, singularmente de los pobladores, así 
cristianos como árabes, de las ciudades y fortalezas 
conquistadas a éstos y cuyo dominio no podían conser-
var por entonces los monarcas cristianos (1). 
Durante el siglo xi sigue en aumento el poder de las 
comunidades, y su derecho, antes únicamente consue-
tudinario, se convierte en escrito, aumentando sus cua-
dernos de leyes en importancia y extensión a partir de 
los Concilios de León de 1.020 y de Coyanza de 1.050; 
pero dejando siempre todos ellos en vigor las costum-
bres que allí no se escribían: el usu terrae. Desde esta 
época las franquicias populares y el gobierno municipal 
Rey, quédele salva é l ibre. . . Ningún traidor venga a Oreja, aunque sea 
para poblar... E allende desto cualquiera que viniere á Oreja, para poblar, 
con su mujer que no la haya sacado contra su voluntad, ni sea casado, ni 
su pariente. . . esté seguro... é no responda por este fecho á ningún pa-
riente de la mujer . . .» Fuero de Oreja de 1129.(González. Ob. cit., tom. V , 
pág. 37). « . . .tenemos por bien que todos los ornes de cualquier estado é 
condición que sea, que fueren servir al dicho castillo de Alcabdete, é mo-
raren hi un año é un dia continuadamente por sus cuerpos mesmos, que 
sean quitos é perdonados de la Nuestra justicia que nos habernos é po-
dríamos haber contra ellos por cualesquier maleficios en que se hayan 
acaecido, salvo aleve traición. . .» Carta puebla del Castillo de Alcaudete 
en 1237. (Id., tom. VI , pág. 237). « . . .tengo por bien perdonar á todos 
los homicidas, é á todos los otros que allí fueren á morar cuatro años, que 
han miedo y recelo de la mi justicia por todo lo que ficieren fasta aquí así 
por acusación de muerte de hombres, así como por acusación de otra cosa 
cualquier que les fue fecha é que les quisieren facer, é si por cualquier cosa 
que sea, que á la mi justicia taña de que hayan temor é recelo según dicho 
es, perdonóles la mi justicia, é toda pena, é toda calumnia que Yo hy 
podría haber contra ellos en cualquier manera, salvo ende aleve traición 
sola facieron; é si acusación les fuere fecha por razón de traición ó aleve, 
mando que sean oidos ellos y cualesquier dellos se salvar, é que sean 
guardados en la acusación forma de fuero é de derecho, asi que sin ser 
ellos primeramente oidos non pasen contra ellos, nin contra ninguno dellos, 
nin contra sus bienes, nin contra parte dellos». Id de 8 de febrero de 1328. 
(Ibid., tom. VI , pág. 240). 
[1] Hinojosa. «Estudios.. .» cit., pág. 23. Ríos y Ríos. «Noticia histó-
r i c a . . . » cit., pág. 92. 
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son reconocidos legalmente,y este último, como institu-
ción fundamental del Estado, que le permite más tarde, 
en muchas ocasiones, la facultad de redactar sus fueros. 
Por eso, los extensos contienen una parte constituida por 
verdaderas ordenanzas municipales. 
Y aquí hemos de decir dos palabras respecto a estos 
cuadernos legales que, según un ilustre escritor, no fue-
ron una creación original, sino una juris contínuatio del 
primitivo derecho indígena (1), igual que los Municipios, 
como apuntamos anteriormente, y cuyo principal funda-
mento y origen fué la costumbre (2). Su estudio es indis-
pensable para el conocimiento de la historia legal, civil 
y administrativa de la Edad Media, así como para com-
prender sus costumbres y vida íntima, de que apenas dan 
noticia sus cronistas (3). El eje fundamental de aque-
llos documentos era el deseo de repoblar territorios 
desiertos y desvastados mediante la donación de todos 
los medios necesarios de subsistencias, de privilegios y 
exenciones sociales y fiscales (4), y en los que se con-
tiene una parte del Derecho antiguo, nacido en la misma 
cuna, viniendo a satisfacer las ansias de los pueblos 
de regirse cada uno por sus leyes propias (5), que no 
son, en la mayoría de los casos, repetimos, creación 
arbitraria, sino derivaciones del Derecho vigente de su 
territorio y que casi siempre presuponen como Derecho 
común el visigótico al lado del consuetudinario de la 
comarca (6). 
Estas colecciones legales, donde se encuentran las 
[i] Costa. «La Rel igión. . .» cit., pág. 65, &. 
[2] Lo demuestran posteriormente y con toda claridad las Partidas al 
definirlo. Ley 7. a, tít. 2. 0 , Partida i . a . 
[3] Real Academia de la Historia. «Colección de Fueros y Cartas pue-
blas de España». (Catálogo). Madrid, 1852, pág. IV. 
[4] Redonet y López Dóriga (Luis). «Historia jurídica del cultivo y de 
la industria ganadera en España». Madrid, 1911, pág. 310. 
[5] Jovellanos (Gaspar Melchor). «Discurso en su recepción a la Real 
Academia de la Historia». Barcelona, 1884, pág. 37, 
[6] Hinojosa. «Estudios, . .» cit., pág. 33. 
- 5 6 -
franquicias y libertades de que gozaban los Municipios, 
se promulgaron en España antes que en ningún otro 
país (1), a pesar de la afirmación de algunos historiado-
res extranjeros (2), y aquí fué también donde tuvieron 
más grande desarrollo (3). 
Martínez Marina fija hasta cinco significaciones dis-
tintas de la palabra fuero (4), pero sólo merecen <¿ste sig-
nificado para el jurista «aquellas cartas expedidas por 
los reyes o por los señores en virtud del privilegio dima-
nado de la soberanía, en que se contienen constitucio-
nes, ordenanzas y leyes civiles y criminales ordenadas 
a establecer con solidez los comunes de villas y ciuda-
des,y asegurar en ellas un gobierno templadoy justo» (5). 
Estos fueros inician su formación en el siglo vm como 
Derecho consuetudinario, y como Derecho escrito apare-
cen en el siglo ix con los de Melgar de Suso y de Cas-
trojeriz, gozando de mayor importancia—pues entonces 
entran a reemplazar la legislación anterior—en el siglo xi, 
con los ya citados de León y Coyanza, y alcanzan su 
mayor apogeo en los siglos xn y xm, igual que las muni-
cipalidades que por ellos se regían. 
La facultad de conceder los fueros la tenían, no sólo 
el rey, sino también los señores, tanto eclesiásticos 
como seculares, aunque estos últimos solamente podían 
otorgarlos a los pueblos situados dentro de su territorio 
[ i ] Martínez Marina. «Ensayo. . .» cit. tom. I, pág. 116. La Serna y 
Montalbán. Ob. cit. tom. I, pág. >]$. Sánchez Román (Felipe). «Estudios 
de Derecho Civil e Historia general de la Legislación española». Madrid, 
1899, tom. I, pág. 218. Vid, también Masdeu (Juan Francisco). «Historia 
crítica de España». Madrid, 1784, tom. XIII, pág. 68, que demuestra este 
aserto respecto a Italia, Francia y Alemania, con el testimonio de Forstero 
(De historia juris civilis) y de Tiraboschi (Storia della literatura italiana). 
[2] Entre otros, Schulte (ob. cit., pág. 159), que sostiene que el Dere-
cho Municipal más antiguo conocido es el de Strasburgo, que se remonta al 
siglo XI. 
[3] Vid. Desdevises du Décert (G.), «L'Espagne de l'ancien régime». 
Fans, 1899, pág. 164, que reconoce ésto. 
[4] «Ensayo. . .» cit., tom. I, págs. 118 a 123, núms. 1 al Í . 
[Sj Ibid., pág. 122. 
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jurisdiccional, en virtud del reconocimiento tácito de 
aquella facultad por el soberano. Muchas veces se nos 
presentan como verdaderos convenios entre el señor y 
el Municipio, por cuya virtud el señor otorgaba la pro-
piedad de la villa a sus moradores, y éstos y aquél se 
comprometían a guardar las cláusulas del fuero (1). 
No siempre se redactaban los fueros de una vez; espe-
cialmente en los extensos, es frecuente la superposición 
de capas distintas, acumuladas gracias a una incesante 
labor legislativa municipal, pues los pueblos procuraban 
ampliar y mejorar sus fueros por todos los medios (2); 
por eso no todos los capítulos provienen de concesiones 
regias o señoriales, sino que se forman muchos de 
ellos de establecimientos, ordenanzas y acuerdos del 
mismo Concejo, que a los Municipios se les permitía 
entonces esta autoridad (3). 
Ayudados por estas concesiones, que muchas veces 
eran arrancadas por la fuerza o por el miedo, siguieron 
prosperando los Municipios en los siglos xn y xm, lle-
gando muchos de ellos a convertirse en verdaderas 
repúblicas (4), siempre prontas a defender sus intere-
ses por medio de las armas, y disponiendo de fuertes 
milicias para librarse de los excesos del feudalismo. 
Entonces se hace cada Concejo independiente de los 
demás y sujeto apenas a un centro común (5). Contri-
buyó también a aumentar el poder e independencia su 
entrada en las Cortes, mediante la autorización real que 
llegó a concederles este honor, que no era considerado 
como un derecho común, sino como privilegio de ciertas 
[i] Hinojosa. «Estudios. . .» cit., págs. 29-31. 
[2] Sánchez (Galo). «Fueros Castellanos de Soria y Alcalá de Hena-
res». Madrid, 1919, pág. 242. 
[3] Floranes. Cit. por Castro (A.) y Onís (F.) «Fueros Leoneses de 
Zamora, Salamanca, Ledesma y Alba de Tormes». Madrid, 1916, tom. I, 
Pág- 3-
[4] Martínez Marina (Francisco). «Teoría de las Cortes». Madrid, 1813, 
tom. I, pág. 86. 
[5] Fernández Guerra. «El fuero de Aviles», ya cit. 
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ciudades y villas que, por merced de los reyes, por su 
importancia o por costumbre, gozaban de aquella honra 
y preeminencia (1). 
Fué España el primer país de Europa que admitió en 
las Cortes la representación de algunos pueblos en el 
siglo XII (2). Ya antes de esta concesión que marca la 
época en que los Municipios alcanzan la plenitud de su 
personalidad, los reyes les consultaban por medio de 
cartas o mandaderos contestadas por aquéllos, enviando 
personas que expusiesen sus necesidades e hiciesen cier-
tas peticiones (3). 
Esta es la época de la revolución comunal, que tuvo 
lugar en toda Europa con caracteres verdaderamente 
sangrientos durante los siglos xn, xm y xiv; en España, 
salvo algunas excepciones, no fué necesaria, ni existió 
tan cruenta lucha, porque el feudalismo no llegó tampo-
co a gozar del omnímodo poderío de que disfrutaba en 
el extranjero (4). Pero en el resto de Europa, los seño-
res feudales eran reyezuelos despóticos, y el estado llano 
sólo logró dominarles después de encarnizadas luchas, 
en que se vertieron ríos de sangre, y de las que resultó 
vencedor gracias a su espíritu de asociación (5), que le 
hizo poderoso e invencible. Por eso los reyes se vieron 
obligados a concederles franquicias y libertades, bien a 
pesar de los señores, que por todos los medios intenta-
[ i] Colmeiro. Ob. cit., pág. 228. 
[2] Martínez Marina. «Teoría de las Cortes» cit., tom. I, pág. 97. Sa-
cristán. Ob. cit., pág. 141. Azcárate. «Estudios filosóficos y políticos». 
Madrid, 1877, pág. 199 & i . a , donde dice que en Aragón fué en 1134; en 
Castilla, en 1188; en Alemania, en 1237; en Inglaterra, en 1264; en Fran-
cia, en 1303. 
[3] Colmeiro. Ob. cit., pág. 283. 
( W Bechard reconoce «que la libertad, ahogada en otras partes por el 
régimen feudal, se conserva en el espíritu altivo y generoso de los espa-
ñoles, y todos sus pequeños estados tienen Concejos, Ayuntamientos, 
Juntas, Fueros..., es el orden municipal menos imperfecto de Europa». 
Azcárate. «Discurso...» cit., pág. 31. 
[5] Azcárate. «Historia del Derecho de la propiedad» ya cit., tom. II, 
pág. 30. * 
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ron destruirlas (1), pero que los burgueses defendieron 
con tesón heroico, amparados por las altas murallas de 
sus ciudades. Para ellos no hay más poder que el Muni-
cipio, ni más autoridad que las elegidas por sí mismos, y 
para sostenerlo viven en una continua lucha, en conti-
nuo sobresalto, como describe Guizot, con admirable 
justeza y fuerte colorido, al comparar un plebeyo me-
dioeval imaginario la vida de las ciudades de su época 
con la quieta y pacífica de la actualidad (2). 
A este desarrollo del poder municipal contribuyó 
grandemente la creación de las poderosas Hermanda-
des, que surgieron unas veces para hacer frente a los 
monarcas y otras para poner coto a los desmanes de los 
nobles. 
Era en un principio la Hermandad un pacto o alianza 
defensiva y ofensiva otorgado entre algunos Concejos 
contra todo aquel que los inquietaba abusando de su 
fuerza, pero más adelante se formaban contra cualquier 
persona poderosa que tratase de atacarles (3), aunque 
fuera el mismo rey o sus oficiales (4), y de ellas forma-
[ i] Estas franquicias eran las que constituían en cierto modo la esencia 
dd Municipio y suscitaban la cólera e indignación de los señores feudales; 
escuchemos a Guilberto, abad de Nogent: «Municipio es un nombre nuevo 
y detestable, que significa lo siguiente: las gentes ínfimas no pagan a su 
señor más que una vez al año la renta que le deben. Si cometen algún deli-
to, quedan en salvo con una multa fijada legalmente y en cuanto a las 
exacciones de dinero que se acostumbran a imponer a los siervos están 
completamente exentos...» Laurent; ob. cit. tom. VII, pág. 497. Luchaire; 
ob. cit., pág. 14. 
[2] «Historia General de la Civilización de Europa». Madrid, 1847, 
pág. 178. 
[3] Colmeiro. Ob. cit., pág. 479. 
[4] «Otrosí ponemos que si algún alcalde ó merino ó alguacil ó otro 
juez ó justicia cualquier de todo el señorío de nuestro señor el rei, matare 
ó lisiare algún orne ó muger desta hermandat por carta desaforada de 
nuestro señor el rei ó de sus tutores ó de alguno dellos, ó lo matare por 
sí ó por otro mandamiento sin fuero é sin derecho, quel maten por ello. 
Otrosí que ornes de los que non son oficiales del rei ó de los sus tutores, 
ó de los sus Concejos, que no maten ninguno de los qui son en esta her-
mandat por carta ni por mandamiento que hayan del rei ó de los tutores; 
é si le mataren, que le maten por ello». Carta de hermandad entre los hi-
dalgos y Concejos de Castilla y León de 1315. (Martínez Marina; «Teoría 
de las Cortes», cit., tom. III, pág. 29). 
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ban parte no sólo los Municipios, sino todos los «homes 
caballeros, é fijosdalgo, cibdadanos, é labradores deseo-
sos de paz é sosiego del reino» dispuestos a todo (1); y 
las principales bases de su constitución tenían por objeto 
«hacer guardar nuestros fueros, usos, costumbres, pri-
vilegios y cartas; y todos nuestros derechos, libertades 
y franquezas para siempre jamás: que se proceda con 
energía contra todos los malhechores del orden social: 
que los Magistrados públicos no abusen de su autori-
dad, que celen la observancia de las leyes, que arreglen 
a ellas su conducta y no pronuncien sentencia contra 
fuero, en cuyo caso la Hermandad tomará justa vengan-
za y procederá contra ellos: que no se consientan inqui-
siciones políticas o pesquisas generales ni especiales: 
que ningún hombre poderoso, infanzón o caballero, ni el 
rei mismo ofenda ni inquiete al ciudadano en su perso-
na o bienes, ni le despoje de su haber o propiedad.en 
todo y en parte, y que nadie sea insultado, preso o en-
carcelado, ni sujeto a pena aflictiva, salvo judicialmente 
y después de haber sido convencido ante juez competen-
te por fuero y por derecho» (2). 
Las Hermandades eran una verdadera necesidad en 
aquellos tiempos de continuas revueltas y en los que 
hubo períodos de tan grande desorden, que los malhe-
chores saqueaban a los pasajeros, asolaban los campos 
y asaltaban los lugares abiertos, sin que nunca se dejara 
sentir la acción de la justicia (3). A esto hay que añadir 
las minorías de los reyes, en las que los nobles, sin freno 
alguno, dejaban correr a rienda suelta su ambición, 
siendo, generalmente, los tutores los que levantaban 
bandos que luchaban encarnizadamente unos con otros, 
[ i ] «...é ansimismo que sabéis seguir la guerra quando conviene, é pro-
curar la paz quando comple». Discurso de Alfonso de Quintanilla, en Due-
ñas (año de 1476), para reunir y fundar Hermandad. (Hernando del Pul-
gar; «Crónica délos Reyes Católicos». Valencia, 1780, pág. 96.) 
[2] Martínez Marina. «Teoría de las Cortes», cit. tom. II, pág. 474. 
[3] Colmeiro. Ob. cit.,pág. 511. ' V 6 4 / 4 
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así como algunos reinados en que se quisieron abolir 
las libertades concejiles, alcanzadas tan costosamente. 
Por eso, uno de los principales fundamentos de la Her-
mandad era la defensa de los usos, costumbres y fueros 
de cada asociado, aun contra el mismo rey, poder el 
más respetado y despótico de la época (1). Y esta confu-
sión y desorden continuaron también en el siglo xiv (2); 
por ^so, durante toda esta época son muy frecuentes 
aquellas juntas en que no tomaban parte más que los 
pueblos de realengo, pues «los lugares e tierras de se-
ñorío no entraron luego por los impedimentos que los 
señores dellas le ponían» (3). 
Del poder enorme que disfrutaban las Hermandades 
nos da una idea la petición que los reyes hicieron a la 
[i] «Otro si que nos los Conceios guardemos todos nuestros fueros, é 
buenos usos, é costumbres, é franquezas, é Previllegios, é Cartas, é liberta-
des siempre en tal manera que si el Rey D. Fernando nuestro Señor o los 
otros Reis que vernan después del, ó otros cualesquier Señores, ó Alcal-
des, ó Merinos, ó otros ornes cualesquier nos quisieren pasar contra ellos 
en todo, ó en parte de ello, ni qualquiera manera, ó en cualquier tiempo, 
que seamos todos unos á enviarlo mostrar a nuestro Señor el Rey, ó á los 
Reys que vernan después del, aquello que nos fizieren agraviamiento, y si 
ellos lo quisieren enderezar y corregir, y si non que seamos todos unos a 
defendernos y ampararnos...» Carta de Hermandad de 1295 que los Con-
cejos de León y Galicia hicieron en las Cortes de Valladolid de 1293. (Es-
paña Sagrada, tom. XXXVI, ap. 72). «...para guarda de nuestros cuerpos 
é de lo que habernos, é de todos los nuestros fueros, franquezas y liberta-
des, é para que se cumpla é faga la justicia é vivamos en paz é en sosiego». 
Id. de Burgos de 1315. (Martínez Marina. Teoría de las Cortes, cit., tom. II, 
pág. 472). «E luego todos estos procuradores que allí vinieron con poderes 
bastantes cada uno de sus cibdades é villas é pueblos, fizieron é instituye-
ron una Hermandad que durase tres años, para responder unos a otros é se 
ayudar contra los tiranos é robadores: é diputaron ciertos caballeros y le-
trados, los quales fizieron é ordenaron cinco casos de Hermandad. Y el pri-
mero caso era: toda fuerza, ó robo, ó furto, ó ferida fecha en el campo. 
El segundo todo robo, ó fuerza, ó furto fecho en poblado, quando el 
malfechor se fuere fuera del poblado do lo fizo, ó á otro lugar. El tercero, 
todo quebrantamiento de casa. El quarto toda fuerza de muger. El quinto 
quando alguno fuere contra la justicia e la desobedeciere. E instituyeron 
que oviese en cada cibdad, villa, ó lugar dos Alcaldes de hermandad, que 
toviesen plenaria jurisdicción para juzgar é determinar de estos cinco casos 
de hermandad cada que acaesciese». Fundación déla de 1476. (Hernando 
del Pulgar. Ob. cit., pág. 98). 
[2] Bien claramente lo describe Hernando del Pulgar. Ob. cit., pág. 95. 
[3] Ibid., pág. 99. 
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junía por ellas celebrada en 1483, en la villa de Pinto, 
en la que solicitaron de ésta «diez é seis mil bestias, é 
ocho mil hombres que fuesen con ellas para abastecer 
de mantenimiento a'Alhama (1). 
Y en todas partes, dentro de los Municipios, sus miem-
bros se consideran como compañeros o asociados para 
defender sus intereses sujetos por la jurisdicción del 
Concejo que apuntamos anteriormente; aparece recono-
cida en muchos diplomas del siglo x, dando muestras 
bien pronto, en sus luchas frecuentes, de gran cohesión y 
virilidad. 
En los fueros se hacían constar algunos de sus dere-
chos, tales como la seguridad personal de los habitan-
tes, prohibiéndose, igual que en las legislaciones mo-
dernas, que ninguno fuera castigado sin proceso, ni aun 
por orden del mismo rey, ni ser preso sin mandato del 
juez, y ni aun de esta forma si daba fiadores suficien-
tes (2). Y para que los nobles no pudieran engrandecer-
se a costa del estado llano, nadie podía vender su pro-
piedad a vecinos de otras ciudades, ni a hombres pode-
rosos, ni se podía edificar en los egidos del Concejo sin 
permiso de él (3). 
En la mayor parte de las ciudades habitaba un cre-
cido número de judíos y mudejares. Unos y otros se re-
gían por leyes especiales, y vivían, en los siglos xiv y xv, 
en barrios aparte, gobernados por funcionarios pro-
pios (4); pero nos interesa hacer constar que el régimen 
municipal de la Edad Media nada les debe en razón de 
su existencia (5). 
[i] Ibid.,pág. 195. 
[2] En algunos fueros hasta se garantizaban comodidades: «Quien souier 
asu mesa comiendo=Todo orne que á su mesa cobierta estouier comjendo, 
ó su cabeza lauando, non le prinde nadie, nen elle non de prinde, njn aya 
calonja». Art. 239 del Fuero de Ledesma. (Ed. Castro y Onís). 
[3] Martínez Marina. «Ensayo...» cit., tom. I, págs. 122-124. 
[4] Martínez Marina. Ibid., págs. 142 y sigtes. del tom. I. Fernández y 
González (Francisco). «Estado social y político de los mudejares de Cas-
tilla» Madrid, 1866, págs. 112 y sigtes. Hinojosa. Ob. cit., pág. 28. 
[5] Simonet. Ob. cit., pág. 133. 
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Durante los siglos x al xm, con mayor carácter de 
generalidad, el Municipio leonés y castellano fué esen-
cialmente democrático. Su Gobierno radicaba en el Con-
cejo tal y como subsiste todavía en la montaña de 
León (1), o sea en la Asamblea general de vecinos con-
gregada «a son de campana tañida», o en la forma que 
estuviese prevista en las ordenanzas municipales y en el 
sitio por ellas determinado, generalmente al aire libre o 
en el pórtico de alguna iglesia (2), aunque también algu-
nas veces se dejaba a voluntad de los alcaldes (3); e inte-
grado por todos los moradores, tanto caballeros como 
pecheros (4), hombres como mujeres con casa abierta, a 
las que se concedían los derechos de vecindad (5) y, por 
[i] Vid. infra. Cap. III de la 2.a parte. 
[2] «Et siendo ó concello aiuntado por crida et por añafil segundo que 
ha de costume...» Acta de entrega del señorío de Santiago de Compostela 
al Arzobispo en 7 de agosto de 1311. (López Ferreiro. Ob. cit., tom. I, 
pág. 303). «Como Nos el concejo de Avila seyendo ajuntados en la Iglesia 
de San Juan, á campana repicada, así como es nuestro uso y nuestra cos-
tumbre». Privilegio del Concejo de Berraco. (González. Ob. cit., tom. VI, 
pág. 274). «...estando el concejo de dho lugar ayuntado en el hospital del 
dho lugar, según que lo han de uso y aviso á campana repicada». Privile-
gios del Concejo de Espinar de 1443. (Ibid., pág. 360). « . . .este día estan-
do el Concejo é sus ornes buenos del dicho lugar, llamados por campana 
tañida, según de por ellos foe é está ordenado que se llamase el dicho Con-
cejo é estando ayuntados según que han de uso i de costumbre de see 
ayuntar». Escritura otorgada en 1419 por el Concejo de Palacios de Fonte-
cna. (Anónimo. «Colección de documentos antiguos, interesantes para la 
historia de León». León, 1907, pág. 38). 
[3] «El Conceyo se faga ó mandaren los alcaldes; et non les caya en 
periurio». Art. 228 del Fuero de Salamanca. (Ed. Castro y Onís., pág. 159). 
[4] Vid. Sacristán. Ob. cit., pág. 185. 
[5] «Estos son los fijosdalgo... Leonor González, mujer que fue de 
Fernán Martínez... Estos son los vecinos... Aldonza Pérez... Mari Gon-
zález, mujer que fue de Garci Pérez Notario... Mari Pérez... Marina Es-
cogida. . . Leonor Garcia fija de Gonzalo Garcia...» Lista de los vecinos 
de Valderas, incluida en un privilegio otorgado a dicho pueblo en 1387. 
(González. Ob. cit., tom. V, págs. 395-396). «. . .y sepan como nos los 
vezinos y moradores del lugar de Fasgar estando juntos en nro Concejo é 
Ayuntamiento, en el lugar acostumbrado, ayuntados al son de campana 
tañida, según que lo abemos é tenemos de uso é costumbre de nos avuntar 
en nuestro Concejo para las cosas necesarias é cumplideras al dicho nro 
concejo estando presentes... y Catalina Rubia, marialvarez, doradía Gar-
cía, ysabel diez biudas». Carta de poder para litigar, otorgada por el Con-
cejo de Fasgar en 1536. Pergamino inéd., propiedad de D. Francisco Flórez 
de Quiñones, Magistrado de la Audiencia de Oviedo. 
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tanto, voz y voto en aquella asamblea: representación la 
más genuina del Municipio medioeval, en el que aún no 
se había llegado a la diferenciación de funciones, y, en 
cambio, se ejercía el self-government en toda su pureza. 
Esta Asamblea estaba presidida por los Alcaldes, y 
allí se trataban, al igual que se tratan hoy donde subsis-
ten como una supervivencia del antiguo Derecho, todos 
los asuntos de interés general: se dictaban las medidas 
de policía necesarias, según las costumbres de la pobla-
ción; se ordenaba la copilación de su Derecho consuetu-
dinario conservado por las ordenanzas; se nombra-
ban en los pueblos de realengo los alcaldes y demás ofi-
ciales del Concejo, y en los de señorío se formaban las 
ternas para enviárselas al señor, que era el que extendía 
los nombramientos; se hacían las posturas del vino, de 
la carne, del pan y demás artículos de primera necesi-
dad, controlados casi siempre por el Concejo (1); en fin, 
allí se discutían y acordaban todas las disposiciones 
necesarias para el buen gobierno y administración de 
la comunidad. 
Todos los componentes de esta Asamblea formaban 
una compacta unión cuando se trataba de defender sus 
intereses corporativos. Pero en su régimen interno, cons-
tituida aquella reunión por un grande número de perso-
nas y en la que se ventilaban muchas veces los más 
[i] «Ornes habitantes intra muros et extra praedite urbis semper habeant 
et teneant unum forum, et veniant in prima die quadragesima ad capitulum 
Sancta Maria; de Regula, et constituant mensuras pañis, et vini et carnis, et 
pretium laborantium, qualiter omnis civitas teneat justiciam in illo anno». 
Fuero de León de 1020. (Muñoz Romero. «Colección cit., tom. I, pág. 68); 
disposición que sigue observándose en 1266: « . . .fuero era de León, et 
costumbre guardada de cincuenta años acá, et del tiempo que orne non se 
podía acordar, que el cabildo de la iglesia de León et el concejo de este 
mismo lugar se ayuntaba cada año el primero viernes de Quaresma en la 
calostra de Sancta Maria de Regla et facian sus posturas en qual manera 
debiesen avenir todo el año en razón de las medidas del pan, et del vino, 
et del precio de las carnes, et de los pescados, et del jornal de los obreros', 
et la guarda de las vinas, et ponían comunalmente Jurados porque estas' 
posturas tienen mantenidas et guardadas». (España Sagrada. Tom. XXXV 
pág. 436). 
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opuestos intereses particulares, defendidos por los mis-
mos que la integraban, había, como no podía menos de 
ocurrir, frecuentes disputas, acaloradas discusiones. Por 
eso en los fueros extensos y en las ordenanzas munici-
pales se encuentran las pertinentes medidas de policía 
para el Concejo abierto, y con objeto de que las discusio-
nes se deslizasen pacíficamente, con el orden debido, 
las reyertas se castigaban con fuertes multas, y cuando 
en él se cometía algún delito, se penaba también esta 
agravante (1); disposiciones conservadas en el Derecho 
consuetudinario leonés, según veremos en la segunda 
parte de este trabajo. 
Esta Asamblea general de vecinos ejercía el poder le-
gislativo en lo que pudiéramos llamar Estado Municipal, 
conservando, escritas generalmente, las antiguas cos-
tumbres y creando reglas jurídicas nuevas, adaptadas a 
las modernas necesidades que se dejaban sentir en la 
municipalidad—en muchos casos sus ordenanzas se 
ocupaban de todas las necesidades públicas, incluso ta-
saban el jornal que habían de percibir los obreros (2)—, 
velando al mismo tiempo por su observancia e incluyendo, 
[i] «Qui in corare vel conceio maior firrieret aut mesaret ad altero vi-
zino, quantos addinarent al ferido non pectet coto, et quantos adinnarent 
ad illum quod ñrierit, pectén el coto X X m° a los fiadores». Fuero de Ma-
drid de 1202 (Domingo Palacio (Timoteo). «Documentos del Archivo ge-
neral de la villa de Madrid», Madrid, 1888, pág. 36). «Todo orne que ve-
zino matare de Alcalá en conceio á pregón ferido á traición sea iusticiado 
cuerno fue García et ista iustizia sea poder del conceio» Fuero de Alcalá. 
«Tod orne que matare á otro en conceio á pregón ferido: si lo pudieran 
prender muera por ello, et si non lo pudieren prender: uaya por traydor, et 
pierda quanto ouiere et derívenle las casas Todo omme que en conceio ple-
gado á pregón ferido se levantare contra otro baraiando: peche i j . mara-
vedís, et qui a otro fiziere punno en conceio, o messare, o empellare, pe-
che. X . maravedís et las liuores. Tod orne que a otro desmintiere en con-
ceio, o delant yurados, o delant los alcaides: peche, i j . maravedís, et aquel 
a quien desmintieren demostrelo al conceio. et después desmienta a aquel 
quel desmintió: primeramientre et sin calonna ninguna, et si antes lo des-
mintiere que lo demuestre a conceio. otrosí peche, i j . maravedís». Fuero 
de Brihuega (Edic. Catalina García. Madrid, 1888, págs. 131, 142 y 143). 
[2] Uña y Sarthcu (Juan). «Las asociaciones obreras en España». Ma-
drid, 1900, págs. 88 y sigtes. 
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en las mismas, cláusulas penales, que ejecutaban los fun-
cionarios del Municipio con gran rapidez. 
La asistencia a la Asamblea era obligatoria para todos 
los vecinos, y al que no concurría se le castigaba con 
una multa (1), de la cual, así como de las demás que se 
imponían, tenía una parte el Concejo, al que también en 
algunos fueros se le concedía el derecho de heredar a 
los que morían sin parientes (2). 
Presidían el Concejo los Alcaldes, que eran los jefes 
del Municipio y que, generalmente, desempeñaban tam-
bién funciones judiciales (3). Así constituida la Asam-
blea, entendía de todos los asuntos de interés local. 
Los Alcaldes desempeñaban múltiples funciones ad-
ministrativas, pues, entre otras cosas, eran los encarga-
dos de hacer los repartos de los tributos, de organizar 
las milicias y de administrar los bienes propíos del Conce-
jo, que eran inalienables (4). Al lado de ellos se encuen-
tra el merino o mayordomo, funcionario representante 
de la autoridad real o señorial. 
El Concejo se reunía todos los años, en la fecha seña-
lada de antemano en sus fueros o en la costumbre del 
lugar, para elegir sus alcaldes, jurados y demás funcio-
narios y sirvientes necesarios para el buen gobierno 
económico, político y militar del Municipio, cuyo manda-
to duraba un año, aunque podían ser reelegidos por 
[i] «...et qui precone audierit, et ad concilium non queserit, pariat 
quinqué solidos ad concilium. «Fuero de Villavicencio». (Muñoz Romero; 
Colección, cit., tom. I, pág. 174). 
[2] «Nullus homo qui in Sepulvega habitaverit, non habeat manneria; 
et si non, habuerint gentes, hereditent eum concejo, et faciant inde elemo-
sina pro sua anima». Fuero de Sepúlveda (Ibid., pág. 285). 
[3] «Judices etian habeatis quatuor, qui vulgo Alcaldes vocantur...» 
Fuero de Balbas de 1135 (González. Ob. cit. tom. VI , pág. 84). «...e otor-
gárnosles que cada un año por el dia de S. Miguel los vecinos y moradores 
del dho lugar de Colmenar puedan escoger e sacar dos homes buenos de 
entre ellos que sean alcaldes por un año, y estos dichos alcaldes que pue-
dan usar y conocer de todos los pleitos civiles y criminales que acaecieren 
en el dicho lugar . . . » Fuero de Colmenar de 1393. (Ibid., tom. V , pági-
na 419). ° 
[4] Antequera. Ob. cit., pág. 208. 
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unanimidad (1). En el acto de la elección se discutían 
libremente las cualidades de los candidatos a los oficios 
concejiles, eligiéndose a los que contaban mayor canti-
dad de sufragios (2), pues el principio electivo era la 
base de la organización municipal (3). El número de 
estos funcionarios era distinto en cada lugar (4) y ejer-
cían su cargo como mandatarios del concejo y bajo su 
inmediata y continua inspección. 
No podían ser elegidos oficiales de Concejo más que 
entre los mismos vecinos, excluyéndose a los foras-
teros (5). En un principio todos ellos eran elegibles 
para los cargos municipales, excepto para el de alcalde, 
pues eran necesarios en algunas ocasiones otros requi-
sitos, tales como el de mantener caballo apto para la 
[i] «Sequenti die dominica post festum S. Michaelis concilium ponat 
judicem et alcaldes, notarium et quae stores, sagionem et almutafaz, quoli-
bet anno per forum. Quolibet anno ideo dicimus, quia millum debet tenere 
officium concilii, sive portellum nisi per annutn, nisi totum concilium 
acclamaverit pro eo». Ley I cap. X V I , del fuero de Cuenca. «Otrosí mando 
que el dia de domingo primero después de S. Miguel, el Concejo pongan 
juez e alcaldes, é escribano, é andadores, é metan el sayón cada año por 
fuero. Et cada año decimos por esto que ninguno non debe tener portiello 
nin otro oficio ninguno del concejo si non por año, salvo plasciendo a todo 
el Concejo». Ley C L X X V del de Sepúlveda. Disposiciones parecidas con-
tienen los fueros de Baeza y Plasencia y Zorita de'los Canes. (Ed. Ureña 
Smenjaud. Tom. XLIV del Memorial histórico español. Madrid, 1911, 
pág. 175). «Tenemos por bien que aya en cada companiae. II. alcaldes é. 
II. iustizias é. II. iurados, que sean la proe de conceyo. et de las caloñas 
tome el mayordomo la tercia parte, é la tercia el quereloso é la tercia los 
alcaldes. Et alcaldes é iustizias non sean en portiello mas de medio ano; é 
si mas hy fueren, cayales en periurio. E quando metieren alcaldes de con-
ceio, metam de hermandade; é quando metieran alcaldes de conceio, metan 
de rey; é metan dos de cada conpana». Art. 338 del fuero de Salamanca. 
(Edc. Castro y Onís, ya cit., pág. 201). Vid también el art. 41, cap. V , del 
fuero de Soria. (Edic. Galo Sánchez, ya cit., pág. 19). E l Privilegio de 
Amayade 1285 (González. Ob. cit., tom. V , pág. 203) y el de Puerto 
Real de 1483. (Ibid., pág. 422). 
[2] Sacristán. Ob. cit., pág. 244. 
[3] Ibid., pág. 122. Hinojosa. «Estudios. . .» , pág. 66. 
[4] Vid ut supra, pág. 132. 
[5] « . . .Et mando que no ayades merino ni sayón si no fuere vuestro 
vezino é si fueren malos o soberbios que sean a mi justizia». Fuero de "Pre-
vino. (Colección de Fueros publicados por la R. A . de la Historia, tom. I, 
P á g- 43)-
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guerra (1). No podían optar a ninguno de ios ¿argos 
concejiles moros ni judíos (2). 
Muchas de las magistraturas que encontramos citadas 
en los documentos de la Edad Medía no existían en la 
primitiva organización municipal, sino que fueron crea-
das para subvenir nuevas necesidades de los pueblos. 
Los nombres con que se designaban eran diferentes, 
según las poblaciones, pero las más generales fueron las 
que citamos anteriormente. Igual ocurría con el número. 
Existía el Concejo no sólo en los pueblos de realengo 
y de behetría, sino también en los de señorío, pero 
mientras que en aquéllos sus alcaldes y todos sus fun-
cionarios eran nombrados por los mismos vecinos en 
la forma que apuntamos anteriormente, éstos sólo podían 
nombrar con libertad los cargos menos importantes, casi 
sólo los sirvientes de la asamblea. Este nombramiento 
—cuya forma de llevarlo a cabo ha subsistido hasta el 
siglo pasado—se extendía, bien por el señor del lugar o 
de la villa con toda libertad (3), bien de entre los incluí-
dos en una terna (4). También estos pueblos tenían que 
[ i ] «Quiqunque casam in civitate populatan non tenuerit et equum per 
annum prae cedentem, non sit judex». Fuero de Cuenca, cit. por Martínez 
Marina. («Ensayo. . .» , tom. I, pág. 178). 
[2] Hinojosa. «Estudios. . . » , pág. 66. 
[3] «Nos D . a Teresa Quixada Roxas y Quiñones Abadesa del Monas-
terio de nuestra Señora Sancta María la Real de Ottero de las Dueñas Y 
como tal Condesa de Villalva de la Loma, Señora de Villa Zin to l . . . y de 
doce vasallos en el lugar de Viñayo == E l Concejo y vecinos, justicia y re-
gimiento de dicha mi villa de Villa Zintol; Sepan que para el buen gobierno 
régimen y administración de dicha villa me toca y pertenece como tal 
Abadesa privativamente nombrar y elegir cada año por el dia de S. Bernabé 
once de Junio (según latamente consta de los Privilegios y antiguo señorío) 
alcaldes ordinarios Y de la Santa Hermandad, Alcayde Carcelero, Procura-
dor Sindyco, Rexidores y demás oficios necesarios que se acostumbran 
elegir y criar anualmente para el referido gobierno. . .» Nombramiento ex-
pedido en 1724. (Colección de documentos curiosos... cit., pág. 202). 
[4] « . . .quod concilium debet eligere septem bonos homines de conci-
lio, quos debet presentare Abbati vel cui iusserit yse de quibus faciat Abbas 
dúos alcaldes et unum iudicem et quatuor jura tos . . .» Fuero de Fornariz 
otorgado por el Abad del Monasterio de Meira en 23 de marzo de 1262. 
(Hmojosa. «Colección.. .»), pág. 172). «Otrossi tenemos por bien et man-
damos que el conceio de Santiago den cada anno el primero dia de Enero 
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clcvar al señor sus ordenanzas municipales y demás 
acuerdos de importancia tomados por la Asamblea gene-
ral de vecinos, para que aquél o sus justicias los apro-
basen si lo creían conveniente a sus intereses particu-
lares. 
En las villas y ciudades importantes, en que por el 
mayor número de su población presentaban grandes difi-
cultades la reunión del Concejo abierto y la policía del 
mismo, fué paulatinamente desapareciendo, constituyen-
do el gobierno del Municipio cierto número de vecinos, 
a la manera de los modernos Ayuntamientos (1), y refu-
giándose aquella asamblea en las montañas, donde aun 
se conserva en la actualidad. 
La creación del régimen representativo y la desapari-
ción de la Asamblea general de vecinos fueron las prin-
cipales causas de la decadencia de los Municipios; nom-
brados los cargos por el rey, en un principio con recta 
intención, las personas que integraban la administración 
municipal muy pronto vincularon sus cargos en sus 
doze ornes buenos de la uilla, et que non aia en estos doze ninguno de 
menester de fferreros, ni de Carniceros ni de Capateros ni de peligeros ni 
de concheros ni de albergueros. E destos doze ornes buenos que escoia el 
Arzobispo los dos de los que entendiere que serán meiores poraelo. et que 
los faga jurar que guarden el sennorio del Rey et sus derechos en todas 
cosas. E los del arzobispo et de la eglesia de Santiago. Et otrosí los del 
conceio; et des hy que gelos de por justicias». Sentencia dada por Alfon-
so X , en 1261. Querella II. (López Ferreiro. Ob. cit., tom. I, pág. 249). 
[1] «Porque ffallamos que es nuestro seruicio que haya en la uilla de 
Madrit hommes buenos dende que ayan poder para ver los ffechos de la 
villa e otros y para ffacer e ordenar todas las cosas quel concejo ffaria e 
ordenaría estando ayuntados, porque en los concejos vienen ornes a poner 
discordia e estorbo en las cosas que deben facer e ordenar por nuestro ser-
vicio por común de la villa e de su termino. Et por esto tenemos por bien 
de ffiar todos los ffechos del concejo destos que aqui serán dichos.. . E 
pues que estos an de tener coidado de los ffechos del concejo, daqui 
adelante non se ayunten nin fagan concejo ni ayuntamiento ningunos en 
la dicha villa nin en su término ssalvo por nuestras cartas quando estos 
doze con el Juez de ffuera con los alcaldes e alguazil que y ffueren vieren 
que cumple de los ffacer ayuntar.» Céd. de Alfonso XI . en 1346 (Do-
mingo Palacio «Documentos. . .» cit., págs. 273 y sigtes). 
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familias como una granjeria más, y en las ciudades 
importantes, donde los ingresos municipales eran mayo-
res, se llegaron a vender los oficios descaradamente; y 
como los funcionarios así designados no llevaban otra 
mira al ejercer sus cargos que resarcirse con la posible 
brevedad de los cuantiosos gastos que les había ocasio-
nado la adquisición de esta merced, faltas las corpora-
ciones locales de hombres honrados y laboriosos que 
las dirigiesen, y asfixiadas por el absolutismo centralista 
imperante, se conservaron en la ley, pero desaparecie-
ron en la realidad, excepto en los lugares pequeños, que 
conservaron en su mayoría muchas costumbres primiti-
vas, supervivencia de la antigua organización. 
II 
Los Concejos eran también propietarios, no sólo de 
montes, tierras de labor y demás bienes que aparecen 
citados en los fueros, sino también de fortalezas que 
guarnecían sus milicias (1) y cuyo alcaide estaba a las 
órdenes inmediatas del Municipio, siendo elegido en la 
misma forma y ocasión que los demás funcionarios que 
nombraba la Asamblea general de vecinos. 
Además de esto, tenían jurisdicción civil y criminal y 
cobraban tributos en todos los lugares que componían 
su alfoz, o sea el territorio cercano al Municipio y 
sobre el cual éste tenía el derecho de una especie de 
señorío (2). 
[ i] «Alfonso VIII, agradecido a los buenos oficios del concejo de Se-
govia, le hace donación, en 1166, del Castillo de Olmos». Colmeiro, Ob. 
cit., pág. 576. 
[2] «. . . fació cartam donationis, et textum ñrmitatis vocis concilio 
Ualleolitch de ibis duabus uillis, scilicet, de Ranedo et de Prado quas uobis 
pro termino... Et hoc fació, ut ab hoc die habeatis ipsas uillas pro termi-
no». Donación al Concejo de Valladolid en 115 5. Mañueco y Zorita. 
«Documentos de la Iglesia Colegial de Santa María la Mayor, de Valladolid. 
Valladolid, 1917. pág. 211». «Do et concedo eidem concilio terram de Nora 
Nora imperpetum por alfoz cum totis suis pertinencijs ita quod Concilium 
ipsum mihi et sucessoribus m e i s . . . » Privilegio del Concejo de Oviedo 
en 1231. (Vigil. «Colección.. .» cit., pág. 23). « . . .que hayan por termi-
no e por aldeas de Almansa para siempre Alpera. . . e Carcelen e Bonete 
e el heredamiento que dicen el fondón de Almagro. . . que hayan con to-
dos su términos, é con todos sus heredamientos, é con sus aguas, e con 
sus montes, é con sus pastos, é con sus entradas, é con sus salidas, é con 
todas sus pertenencias. . . » Fuero de Almansa de 1265. (González. Ob. 
cit., tom. VI , pág. 139). «. • -que haya por su termino estas aldeas que 
aquí dice L i Millan, y Latormielos anchos, y la Torre Bueno y Villaseca... 
e mandamos a los homes que agora son o serán de aquí adelante en estas 
Aldeas, que sean vecinos de allí de Morón, y que vayan al su emplaza-
miento, y non de otros ningunos». Privilegio de la Muela de Morón de 1294. 
(Ibid., pág. 181). « . . .et por ennoblescer la dicha cibdad de León, do vos 
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Las aldeas que integraban el alfoz, aunque pertene-
cientes y sujetas al señorío de su Concejo, gozaban de 
una condición privilegiada, incomparablemente mejor 
que los pueblos de señorío laical y eclesiástico, seme-
jándose mucho a las behetrías y pueblos de realengo. En 
la mayoría de los casos gozaban del mismo fuero de la 
villa, cuyo término integraban (1). Otras veces poseían 
un fuero especial, lo que las equiparaba a los pueblos 
exentos por completo de toda clase de señorío (2), pero 
por termino, et alfós de la dicha Cibdad estas aldeas llanas, que se siguen 
en que no hay fortaleza, a Villamañán, et a Villa Ibane et a Fontecha, et a 
Vülayced, et a Sant Esteban.. . los cuales dichos lugares fueron de Pedro 
Alvares de Osorio, et todos los dichos lugares con el Señorío, et rentas, 
et pechos, et derechos dellos según que lo había el dicho Pero Alvares, et 
retengo para m i . . . el señorío real de cada uno de dichos lugares.. . et 
por este mi privillegio et por el traslado del, signado de Jues, o de Alcalde, 
mando a los concejos, et Alcaldes, et Jurados, et homes buenos de los 
dhos logares, et de cada uno de ellos, que vos entreguen luego los dichos 
logares, et vos resciban por sus señores et obedescan, et cumplan vuestras 
cartas et vuestro mandado et vayan a vuestra jurisdicción cada vez que vos 
les enviaredes emplazar, o llamar, et que vos recudan, et fagan recodir 
con todos los pechos et rentas et derechos segunt que recudieron al dicho 
Pedro Alvarez, et que sean los dichos logares termino et alfós de la dicha 
Cibdad de L e ó n . . . » Risco. «Historia de León». Madrid, 1722. Ap. VIII, 
pág. 407. Vid. también el fuero de Palenzuela (Serrano. «Colección...» 
cit., pág. 20) y el de Brihuega (Ed. Catalina, pág. 121), entre otros. 
[1] «Todas las aldeas que yo el rey di al concejo de Llanes por pena e 
por señal de por coto, sean juzgados como en Llanes y mando que ningún 
vecino por caloña de un maravedí, non vaya a fuero mas en Llanes resciba 
juicio.» Fuero de Llanes de 1168. (González, ob. cit., tom. V , pág. 70). 
«De aldeis taliter ut statutum: uidelicet, quod aldee non sint sepárate a 
uilla vestra». Fuero de Madrid de 1222. (Ed. cit., pág. 68). «Otrosi mando 
que todos los vecinos moradores en Alicante, e en todos sus términos, que 
todos vivan comunmente en el fuero que han, é que todos se juzguen por 
e l . . . » Fuero de Alicante de 1257. (González, ob. cit., tom. VI, pág. 108). 
«. . . E l dicho concejo de Aguilar é villa, é aldeas, é los vecinos é morado-
r e s . . . » Privilegio de Aguilar de Campóo. « . . .Todos los aldeanos de ter-
mino de Ledesma tales fueros ayan como los de la uilla. en firmas é en 
iuras». Art. 264 del Fuero de Ledesma. (Ed. Castro y Onís, pág. 263). 
Podríamos citar también, entre otros, los de Sta. María de Gamonal de 
1369 y el de Colmenar de 1393. (González, ob. cit., tom. V , págs. 210, 
238 y 422). 
[2] Vid , el privilegio de San Miguel de Fuentespina, Casasola, San M i -
guel de Villalba, Prado, S. Nicolás de Sinovas, Sta. María de Quemada y 
Vegaduro, lugares y aldeas de la jurisdición de Aranda en 1471, y el de 
Gordonallo, del alfoz de Valderas en 1482, entre otros. (González. Ob. 
cit., tom. V , págs. 626 y 662). 
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generalmente resalta en seguida la diferente condición 
de los aldeanos (1). 
También las aldeas gozaban de personalidad para 
pactar con el Concejo de la ciudad a que pertenecían, y 
entre unos y otros, de común acuerdo, establecían sus 
ordenanzas (2). 
El gobierno de las aldeas era diferente, según los 
sitios y los fueros de que disfrutaba. Unas veces asistían 
al Concejo de la ciudad, y el régimen y administración 
eran los mismos para burgueses y aldeanos (3), y otras 
veces—lo más corriente—las aldeas tenían su Concejo y 
sus funcionarios encargados de todo lo administra-
tivo (4), y en algunos sitios, hasta en lo judicial, disfru-
taban de un régimen especial que establecía el fuero (5). 
Siempre tenían la facultad de nombrar, y en algunas oca-
[i] «Queremos que los ornes de la villa non ayan poderío de mandar 
nin de dar a ningún omme fueras al Conde o al Sennor. Los aldeanos man-
den et den quanto se quisieren et si alguno lo contrahiciere en la quenta 
non le sea dado». Fuero de Molina de Aragón. Cap. V , céd. 2 . a y 3. a. (Ed. 
Sancho Izquierdo (Miguel). Madrid, 1916). 
[2] «Conoscida cosa sea aquantos esta carta uiren como nos Concello 
de Oviedo et nos el Concello de Nora a Nora nuestros alfozeros... Cata-
mos entre nos algunas cosas que estauleciesemos que foesse a seruicio de 
dios et del Rey. et aprouecho del pobló, et las cosas que estauleciemos son 
es tas . . .» Ordenanzas de 1274 (Vigil. «Colección. . .» cit., pág. 70). 
[3] «. . .como nos el concejo de Alarcon villa e aldeas por la fiesta de 
San Miguel todos ayuntados a pregón llamados en aquel lugar según es 
uso e costumbre de nos ayuntar . . .» Escritura de donación incluida en un 
privilegio del concejo de Minaya de 1370. (González. Ob. cit., tom. V , 
pág- 344)-
[4] «Las aldeas... que yuren cadaunos en sus conceios el sabbado. . .» 
Fuero de Soria. Art. 34, cap. IV. (Ed. Sánchez, cit., pág. 17). « . . . y al 
concejo, y alcaldes y homes buenos de Espinar, aldea y término de la 
dicha ciudad. . .» Privilegio de Espinar del Alfoz de Segóvia. Año 1442 
(González. Ob. cit., tom. VI , pág. 360). 
[5] «Otro quesi: cada una collación, según que del iuez que susodicho 
es, de otro quesi su alcalde, tal que sea homme para ello, segund que del 
iuez dixiemos, que tenga su cauallo et casa poblada en la uilla del anno 
passado. Empero, si alguna collación en el domingo de suso dicho desacor-
dable fuere en el dar del iuez, el iuez et los alcaldes del anno passa-
do et los yurados escoian uno, echando suerte sobre buenos ommes de 
aquella collación donde el iuzgado deuiere seer, que sean tales según desuso 
dixiemos». Fuero de Zorita de los Canes (Ed. Ureña, pág. 177). 
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síones se les nombraba diputados que les representasen 
en los repartos de tributos (1). 
Existían en muchas regiones Concejos, bien de realen-
go, bien de señorío, compuestos de un número indeter-
minado de aldeas o lugares. Como veremos más ade-
lante (2), dentro del Concejo general cada pueblo tenía 
su administración particular y su personalidad bien 
definida en lo que respecta a sus intereses privativos. 
Para tratar de los asuntos de interés común a todos los 
pueblos que integraban el Concejo, cada uno de ellos 
enviaba sus regidores o diputados, que llamaba el 
andador por orden del procurador general (3) y en cuya 
reunión se tomaban acuerdos sobre aquellas cuestiones 
que a todos los pueblos interesaban por igual. 
Esta organización del alfoz se ha conservado en el 
derecho consuetudinario leonés hasta nuestros días. A 
estudiar su perfecta organización comunal, su régimen 
admirable, dedicamos la última parte del presente 
trabajo. 
[i] «. . .Pectura autem hoc modo debet colligi: uidelicet quod dus. Rex 
eligat dúos bonos homines de unoquoque sexmo (distrito rural) uel quarto, 
uel de collationibus...» Fuero de Madrid de 1222. (E. Palacio, cit., tom. I, 
pág. 67). 
[2] Vid. infra. 2. a parte. 
[3] «Sepan quantos esta carta de poder e procuración vieren como nos 
el concejo hombres buenos vecinos y moradores de Omaña e Paredes e 
los trasversales que es el nuestro concejo de Omaña y estando juntos fidal-
gos y labradores, seyendo como fuimos llamados por el corredor del dicho 
nuestro concejo segund que lo habernos e tenemos de costumbre de nos 
ayuntar en la puente de ambas mesures que es el dicho nuestro concejo.. . 
y estando presentes... todos nombrados cada uno de nos por los lugares 
donde somos vezinos E por todo el dicho concejo segund f'uymos elegidos 
en el concejo general de la puente de ambas mestas. ..» Poder para litigar 
otorgado por el concejo de Omaña en 1516. «...como nos concexo hi 
dalgos vecinos y buenos onbres del concejo general de Vmaña estando jun-
tos e presentes en nuestro concejo... todos vecinos e rregidores de los 
lugares del dicho concejo de Vmaña de putados para las cosas necesarias e 
cumplideras al dho concexo...» Ibid. del siglo XVII. «Documentos inédi-
tos, propiedad de D. Francisco Flórez de Quiñones», 
III 
Durante el siglo xvi, podemos afirmar que realmente 
termina la historia de las gloriosas municipalidades, 
porque también termina su existencia, conservándose 
tan sólo con algún vigor — en medio de su pequeña 
importancia, totalmente desconocida por esta misma 
razón —, en los lugares apartados, a los que el acceso 
era difícil y que gracias a esto pudieron sustraerse a los 
efectos destructores del centralismo absorbente impues-
to por los reyes de origen, educación y costumbres 
extranjeras que padeció España, creadores de aquella 
Monarquía que, para llamar con razón absoluta, patri-
monial y de derecho divino, declaró la guerra a la noble-
za, a la teocracia y al Municipio (1), matando con esto 
último una de las instituciones que más beneficios repor-
taba y más característica del país. Para ellos, que se 
valían «del lenguaje de los déspotas, los defensores de 
las antiguas libertades constituían un crimen contra 
Dios, contra el rey la causa pública» (2). 
Todas las nuevas costumbres de la época eran fatales 
a los municipios: «la idea de centralización que propaga-
ban los juristas, el nombramiento de corregidores y fun-
[ i ] Azcárate. «Discurso pronunciado en el Congreso en 5 de noviem-
bre de 1907. «Diario de Sesiones», tom. V I , pág. 2247». 
[2] Martínez Marina. «Teoría de las Cortes, cit., tomo. I, pág. LXIII». 
En la página anterior describe con justa crudeza la labor de aquellos reyes: 
«más aquellos príncipes extranjeros desde luego que vinieron a España, 
desatendiéndose de las obligaciones más sagradas, sin miramiento a las 
costumbres, a la constitución ni a las leyes del país solo trataron de disfru-
tar este patrimonio, de esquilmar sus riquezas, de prodigar los bienes y la 
sangre de los ciudadanos en guerras destructoras que nada importaban a la 
nación ni por sus motivos ni por sus consecuencias». 
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cionarios reales, la introducción del elemento aristocrá-
tico en los Municipios, causa permanente de rivalidades 
y de bandos, germen continuo de discusiones, y la ab-
sorción de la mayor parte de las atribuciones de la jun-
ta de vecinos por los Ayuntamientos» (1), creados en un 
principio con buena intención y origen después de la 
mayor de las corruptelas. 
Como en toda institución nueva, nombraban los reyes 
Ayuntamientos, en un principio guiados por un recto 
espíritu de justicia, eligiendo para ello las personas de 
más arraigo en la ciudad. Pero, más tarde, estos oficios 
fueron vinculándose en las familias poderosas, heredán-
dolos los hijos de los padres como una finca más que 
acrecentaba su patrimonio, ocupándose más del boato, 
de la representación y de los ingresos que proporciona-
ba, que de los intereses del pueblo. 
Más tarde aún, el mal fué en aumento. Ya no sólo los 
oficios concejiles estaban vinculados en una familia pode-
rosa, sino que se adjudicaban al mejor postor, tratando 
con ello de subvenir los gastos exhorbitaníes de la Coro-
na y de aquellas guerras inconcebibles que nos llenaron 
de gloria y de miseria, poniéndonos en contra del mun-
do entero. No sólo llegó a estar admitida la venta de los 
oficios concejiles, sino también la de otros muchos car-
gos, hasta el punto de concederse por algunas leyes a 
los pueblos el derecho de tantear los empleos que ha-
bían sido vendidos. 
En 9 de Mayo de 1669 se prohibió terminantemente 
la venta de los oficios concejiles, que ya constituían ver-
daderos patrimonios, mandando que en adelante, con 
ningún pretexto, «por preciso que sea ni por ninguna 
necesidad que se ofrezca, se vendan semejantes oficios 
por ningún Tribunal ni Ministro, cesando para en cuan-
to a esto cualesquíer órdenes que estén dadas en razón 
[i] Muñoz y Romero «Discurso...», cit., pág. 42. 
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del beneficio de aquéllos, aunque sea con expreso con-
sentimiento del Reino junto en Cortes, por prorrogación 
de los servicios hechos hasta oi y que hicieren en ade-
lante». 
A pesar de todo, la corrupción del régimen local que-
dó subsistente, excepto en los pequeños lugares, en que 
por la escasez de los ingresos estos gastos eran poco 
apetecibles y donde, además, la inversión de los fondos 
comunales estaba sujeta a una estrecha inspección de la 
Asamblea general de vecinos. 

CAPITULO IV 
LOS PUEBLOS AGREGADOS A UN TERMINO 
MUNICIPAL EN L A EVOLUCIÓN DEL 
RÉGIMEN L O C A L VIGENTE 
Influencia del individualismo triunfante con la Revolución francesa.— 
La discusión sobre régimen local en las Cortes de Cádiz. — El unlformismo 
y la creación de los Municipios grandes, dependientes del poder ejecutivo 
y creados por la ley. — El decreto de 1812.-La ley de 1823. — Vicisitudes 
de la reforma. 
I 
Al desenvolverse el constitucionalismo moderno, fué 
el Municipio una de las instituciones que más se trató 
de reformar, organizándolo conforme a las doctrinas 
entonces en boga (1). La Revolución francesa había 
anulado todo lo que fuera personalidad colectiva, en 
aras de un exaltado individualismo, y lógico es que el 
Municipio—persona moral por excelencia—no pudiera 
resistir la fuerte embestida de aquel movimiento que 
transformó radicalmente la organización del Estado. El 
[i] «Bajo el influjo del liberalismo abstracto e individualista, que ha 
presidido en nuestro tiempo la vida jurídica y política de los pueblos lati-
nos, la revolución, continuando la obra de la monarquía absoluta, ha deter-
minado la disolución de los Municipios, desconociendo su carácter de 
sociedades naturales y anteriores al Estado, y convirtiéndolas en meras 
agrupaciones hechas arbitrariamente desde las alturas del poder soberano 
para fines puramente administrativos». (Azcárate. «Estudios filosóficos y 
políticos». Madrid, 1877, pág. 168). 
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absolutismo de los reyes, que había anulado todas las 
libertades municipales, dejando subsistentes tan sólo 
aquéllas que no pudo destruir, por lo especial de las 
circunstancias que las rodeaban y lo arraigado de las 
viejas costumbres, fué sustituido por el absolutismo de 
las masas, y como éstas obraban merced al impulso 
individual de sus componentes, tampoco eran necesarios 
organismos representativos de la vida social autónoma, 
como era el Municipio anterior a la Monarquía patri-
monial absoluta y de derecho divino que se quería hacer 
desaparecer, sino aparatos y redes de centralización que 
uniesen esas mismas individualidades; y, debido al 
extremismo que en su modo de obrar ponen todos los 
países latinos, fueron los más prontos en asimilarse la 
obra revolucionaria de Francia, que sus ejércitos en 
continua lucha extendían con grandísima rapidez, fun-
diéndose en el mismo crisol propuesto por el uniformis-
mo francés, totalmente distinto del patrón que sirvió de 
tipo a las entidades sociales históricas y del que les 
brindaban los países de raza anglo-sajona, siempre 
acorde con las exigencias del self-government. 
Merced a estas nocivas influencias, que entonces se 
creían banderín de una regeneración tan ansiada como 
necesaria; aparecidas como el extremo opuesto del ab-
solutismo imperante, aunque en realidad no era más que 
una nueva forma del mismo, los idealistas de las Cortes 
de Cádiz quisieron reformar toda la legislación de la 
época. Falta hacía emprender labor tan ardua, después 
de los tristes reinados de los reyes absolutos, de aque-
llos reyes procedentes de dinastías extranjeras, que en 
provecho propio mataron las instituciones más genuína-
mente españolas, para dar paso a un centralismo que 
les permitía cumplir todos sus caprichos sin traba algu-
na; falta hacía también emprender la reconstitución na-
cional después de haber rechazado a los bárbaros inva-
sores franceses, que dejaron como únicas huellas de su 
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paso el incendio y la ruina, pero cuya invasión sirvió 
para demostrar la energía de la raza, aun en la época de 
su mayor decadencia; mas los legisladores de Cádiz, lle-
nos de una buena voluntad que nadie les puede negar 
con justicia, fracasaron en casi toda su obra, y sus erro-
res, en lo concerniente a la administración local, queda-
ron tan arraigados en nuestro sistema legislativo, que 
los padecemos todavía. Creyendo todo lo contrario, no 
estudiaron como debían nuestras tradiciones, en las que 
se encontraba un buen tipo de Municipio muy conforme 
con el carácter y costumbres del país (1); y siguiendo la 
pauta marcada por el individualismo triunfante, crearon 
de una manera arbitraria ciertos organismos locales 
—los Ayuntamientos—, cuyo único objeto era ayudar al 
Poder central en sus funciones administrativas. 
Pero es necesario reconocer que los reformadores, si 
fracasaron, sólo puede achacarse su equivocación a un 
exceso de candorosa buena fe, de confiado optimismo, y 
cabe pensar también que, al dictar las disposiciones le-
gales que promulgaron, pensaron que por mal resultado 
que dieran no podían empeorar la situación del Estado. 
Efectivamente, los legisladores de Cádiz quisieron re-
mediar estos males y dispusieron, en evitación de la an-
tigua venta de oficios, «que los alcaldes, regidores y pro-
curadores síndicos se nombren por elección de los pue-
blos, cesando los regidores perpetuos, cualquiera que 
sea su título» (2), lo que implica un gran adelanto en 
[i] «Aquellas gentes, ingenuas en sus entusiasmos, querían reformar la 
ley fundamental de la nación, dominados por el espíritu de la época, 
un espíritu optimista, que aún tiene entre nosotros profundas raices; 
creíanse en situación y con fuerzas suficientes para transformar en sus ba-
ses mismas la sociedad española y para crear deliberadamente, por medio 
del arte legislativo, todo el instrumento político de su nuevo Estado... 
Ante el trastorno general y ante la decadencia vergonzosa de un régimen 
materialmente deshecho, aquellos hombres conceptuábanse obligados a re-
formarlo y a tratarlo todo». (Posada (Adolfo G.). «Evolución legislativa 
del régimen local en España». Madrid, 1910, págs. 13 y 14). 
[2] Constitución de 1812, art. 310. 
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scntido descentralizado^ que no fué seguido en todas 
sus partes, como debiera, por las leyes posteriores. 
Reorganizando el régimen local, dispusieron en la 
Constitución que «para el Gobierno interior de los pue-
blos habrá Ayuntamientos compuestos del alcalde o al-
caldes, los regidores y el procurador síndico, presididos 
por el jefe político, donde lo hubiere, y, en su defecto, 
por el alcalde o el primero nombrado por éstos sí hubie-
re dos» (1), con lo que se dejaban los Municipios suje-
tos al Poder central. Por eso, al ser puesto a discusión 
este artículo, el Sr. Castillo lo impugnó acertadamente, 
diciendo «que no podía convenir en absoluto que los je-
fes políticos presidieran los Ayuntamientos, para que no 
ejercieran presión sobre los concejales, porque si las 
Cortes representaban a la nación, los cabildos represen-
taban un pueblo determinado» (2). Esta justísima objec-
ción, que no llegó a prosperar, sirvió únicamente para 
que se expresara con toda claridad, por boca del Conde 
de Toreno, el pensamiento de aquellas Cortes, ya ex-
puesto en el discurso preliminar de la ley que se discu-
tía (3): «En la nación, dijo, no hay más representación 
que la del Congreso nacional. Si fuera según se ha di-
cho, tendríamos que los Ayuntamientos, siendo una re-
presentación y existiendo consiguientemente como cuer-
pos separados, formarían una nación separada, en vez 
de constituir una sola e inseparable nación. Los Ayun-
tamientos no son más que unos agentes del Poder ejecu-
tivo para el gobierno económico de los pueblos; pero, 
como el mejor modo de plantear esta parte tan esencial 
[i] Id., art. 307. 
[2] «Diario de Sesiones de las Cortes generales y extraordinarias». 
Madrid, 1870, tom. IV, pág. 2587. 
[3] «La Comisión cree que, generalizando los Ayuntamientos en toda la 
extensión de la monarquía bajo reglas fijas y uniformes, en que sirva de 
base principal la libre elección de los pueblos, se llevará a esta saludable 
institución toda la perfección que pueda desearse. Su objeto es fomentar 
por todos los medios posibles la prosperidad nacional». 
para la felicidad de las provincias, deben reposar en el 
interés que sus mismos vecinos tienen en su prosperi-
dad, evitando todos los gérmenes posibles y fomentando 
todas las fuentes de aquéllas, se prefiere que estos agen-
tes sean escogidos por sus propios convecinos, en la per-
suasión de que desempeñarán mejor su cargo y corres-
ponderán a la confianza que los ha distinguido... Los 
Ayuntamientos son esencialmente subalternos del Poder 
ejecutivo, de manera que sólo son instrumentos de éste 
elegidos de un modo particular, por juzgarlo así con-
veniente la nación; pero al mismo tiempo, para alejar el 
que no se deslicen y propendan insensiblemente al fede-
ralismo, como es su natural tendencia, se hace necesario 
pasarles el freno del jefe político, que, nombrado inme-
diatamente por el rey, les tenga a raya y conserve la uni-
dad de acción en las medidas de gobierno» (1); palabras 
que, por su claridad, no necesitan comentario y que de-
muestran el erróneo concepto que sobre las Entidades 
locales predominaba en aquella época. 
En cuanto a los pequeños centros de población, tuvie-
ron una grande amplitud de criterio, queriendo hacer 
extensivos a todos ellos estas instituciones administra-
tivas, instrumentos del Poder ejecutivo, según la frase 
del Conde de Toreno, pronto convertida en realidad. 
Ordenaba la Constitución (2) que se pusiera Ayunta-
miento en todos los pueblos que no lo tuvieran y en los 
que fuera conveniente su existencia, pero siendo nece-
sario absolutamente que todos, por sí o con su comarca, 
contasen con 1.000 almas. A todos ellos se les señaló 
por su término correspondiente. Por Decreto Ley de 23 
de mayo de 1812 se dispuso que los pueblos de menos 
de 1.000 habitantes pudieran tener Ayuntamiento si el 
Gobierno lo concedía, previo el informe de la Diputación 
Li] «Diario de Sesiones», cit., tom. IV, pág. 2590. 
[2] Art. 308. 
- 8 4 -
provincial; y los que no lo tuviesen, «seguirán agre-
gados a los Ayuntamientos a que lo han estado hasta 
aquí, mientras que la mejora de su estado político no 
exija otra providencia, agregándose al más inmediato de 
su provincia los que se formaren nuevamente y los des-
poblados con jurisdicción» (1). 
Durante todo el siglo pasado fueron estas Cortes las 
únicas que se mostraron propicias a reconocer como 
Ayuntamientos — ya hemos visto que para ellas el Mu-
nicipio, como sociedad natural, no existía — a los pue-
blos pequeños, amplitud demostrada con toda claridad 
en sus discusiones, pues en ellas se sostuvo acertada-
mente que «el pueblo, aunque no tenga 1.000 almas» 
deberá tener Ayuntamiento...; las leyes llaman pueblo al 
que tenga 26 ó 27 familias, y el artículo 308 dice que se 
pondrán Ayuntamientos en todos los pueblos en que 
convenga que los haya, y yo quisiera saber qué razón 
puede haber de utilidad o conveniencia para no decir 
que haya Ayuntamientos en todos los pueblos, aunque 
no lleguen a 1.000 almas. Aquí la Constitución tal vez 
querrá exceptuar la reunión de unas cuantas casas que 
suele haber en los despoblados, en lo que estoy confor-
me; pero en todo lo que sea pueblo, tal cual lo llama la 
ley, debe haber Ayuntamiento» (2). Con esto se mostraba 
conforme la comisión al contestar: «se ha dicho que un 
pueblo donde haya 26 familias debe tener Ayuntamiento. 
La comisión no se opone a eso. El artículo dice que se 
pondrá Ayuntamiento en los pueblos donde no le haya 
y donde convenga. La comisión, lo que quiso prevenir 
con esto, fué el que, llegando a 1.000 almas un pueblo, 
dejase de tener Ayuntamiento» (3); palabras todas ellas 
bien explícitas y a las que, si dijeran Concejo abierto, y 
sus oficios correspondientes según la costumbre, donde 
[i] Arts. i .°y2.° 
[2] Discurso de Aner. «Diario de Sesiones», ya cit., tom IV üá* acor 
M Discurso del Sr. Arguelles. Ibid., pág. 2592. t 0 m - i V ' P a S - 2 ^ -
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dicc Ayuntamiento, nada se les podría objetar. Ellas 
hacen creer, que para los legisladores de Cádiz, el sujeto 
de la vida municipal era el pueblo, o sea, el grupo de 
familias que habitan en un espacio determinado, que 
viven en relación de vecindad, que tienen idénticas nece-
sidades y que, para satisfacerlas, forman pensada o 
impensadamente una asociación natural de bien defini-
dos caracteres, y que si quisieran reformar la organiza-
ción nacional, conforme a las tradiciones democráticas 
y a las costumbres de los pueblos, unas y otras muy 
anteriores al centralismo nefasto de los reyes absolutos. 
Pero, desgraciadamente, no fué así. Ya hemos visto que 
los Ayuntamientos, para los constitucionalistas, no eran 
más que organismos administrativos, meros delegados 
del Poder central, equivocación lamentable que no fué la 
única, como lo demuestran las palabras siguientes, cuyos 
razonamientos hicieron mella en la mayoría, por la que 
fueron aceptados: «Contrayéndose a las aldeas, para que 
esta Corporación (el Ayuntamiento) pueda cumplir lo 
que se propuso la comisión en su establecimiento, es 
preciso que tenga fondos considerables de qué disponer 
en beneficio público; porque ¿cómo podrán fundar escue-
las, cuidar de las reparaciones de los caminos, puentes, 
cárceles, montes y plantíos, etc., si no hay qué gastar? 
¿Con qué se ha de dotar un escribano, que lo menos 
necesita 200 ducados anuales y, por parte, el resto de su 
salario, prescindiendo de lo que es indispensable para 
socorrer al alcalde, que estará diariamente ocupado sin 
poder concurrir a las faenas de su labor, de que dependen 
él y su familia? ¿Con qué se han de pagar los verederos 
que circulan las órdenes constantemente desde la capi-
tal, y con qué, finalmente, se ha de propagar la industria 
en todos los ramos?... Sería preciso cargar a 250 veci-
nos, que componen el número de las 1.000 almas, la 
mayor parte pobres, una contribución superior a sus 
facultades, sólo para esto, efecto, imposibilitándolo absc»-
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lutamente para otras que son más interesantes a la 
nación» (1); afirmaciones llenas de verdad, pero todos 
aquellos inconvenientes podían subsanarse fácilmente, 
como de hecho ya lo estaban, porque los pueblos peque-
ños, regidos por su antiguo Concejo, no necesitaban 
para nada de escribano, ya que tenían bastante con el 
fiel de fechos, que desempeñaba sus funciones con gran-
dísima economía; que al alcalde no era necesario pagar-
le nada, porque ese cargo se consideraba como una 
prestación personal forzosa, perfectamente compatible 
con las ocupaciones particulares; porque las obras nece-
sarias al pueblo se realizaban por medio de la facendera 
y la conducción de órdenes por la velanda, y porque, en 
fin, los pueblos pequeños, como intentamos demostrar 
cumplidamente, tienen sobrada capacidad para adminis-
trarse por sí mismos en todo lo que les concierne de un 
modo exclusivo, cuya capacidad debe ser reconocida 
por la ley. 
Pero esto no podía pedirse a los legisladores de Cádiz, 
porque, como escribe el Sr. Posada, con su caracterís-
tica justeza, «¿quién conocía, y menos sentía, nuestra 
Edad Media?... Lo que los legisladores de Cádiz hicieron 
fué continuar la Historia de España, escribiendo unas 
páginas febriles y algo atropelladas, pero vivas y reales; 
sobre todo, escribieron para el porvenir y mirando al 
pasado, pero en su tiempo, y, como no podían menos, 
con sus ideas, proyectando hacia lo futuro una orienta-
ción que va a seguirse en medio de las más violentas 
oscilaciones. Su concepción y su desarrollo del régimen 
local es una resultancia de estos tres influjos muy visi-
bles: 1.°, la preocupación de la tradición del Municipio 
castellano en la época de su mayor esplendor; 2.°, las 
condiciones del ambiente moderno, y 3.°, las ideas ábs-
[i] Discurso del Sr. Martínez. Ibid, 
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tractas en que se genera entonces el futuro liberalismo, 
y en buena parte ya el doctrinarismo político» (1). 
Estos artículos de la Constitución de 1812 y el Decre-
to del mismo año, estas discusiones en las Cortes, con-
tienen la base de la legislación local, que con bruscas 
variantes e innumerables reformas ha llegado a nues-
tros días. El mismo ilustre escritor resume la obra de 
aquellos reformadores, clasificándola en los casos si-
guientes: «1.°, el reconocimiento común hecho de la 
existencia de los núcleos locales—entonces pueblos—, a 
que se da una expresión legal y una ordenación unifor-
me; 2.°, la formación de la provincia como una circuns-
cripción dependiente del Estado, según el criterio fran-
cés de departamento y, en otro sentido, según la orien-
tación inmediatamente anterior a la política absolutista 
niveladora; 3.°, el establecimiento de una base electiva, 
más o menos atenuada, para la constitución de las cor-
poraciones locales—Ayuntamientos y Diputaciones—, 
al aparecer los Ayuntamientos como una restauración 
del sentido democrático de los antiguos concejos, pero 
también como expresión del influjo de la época, tan do-
minada por los principios de la Revolución; 4.°, la orga-
nización del instrumento de gobierno mediante el en-
grane, nada disimulado, de todas las instituciones loca-
les en una jerarquía mecánica, según un sistema de su-
bordinación que contiene el germen de la futura estruc-
tura administrativa, centralizada, uniforme y simétrica, 
y las condiciones para el desarrollo del espíritu buro-
crático (2). 
Los Ayuntamientos constitucionales sufrieron la mis-
ma suerte que la Constitución por que fueron creados. 
Vuelto Fernando VII (3) de Francia, derogó todos los 
[i «Evolución...» ya cit., pág. 69. 
[2] Ibid. pág. 70, 
[3] «El que luego de reintegrado al trono rehabilitó el absolutismo, 
fusiló a sus vasallos y malbarató el tesoro público, gravando la deuda en 
1.700 millones, pero dejando a su muerte en el Banco de Londres 500 mi-
llones». Rodríguez Martin. Ob. cit., pág. 28. 
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Decretos promulgados por las Cortes, reponiendo por 
Real Cédula de 30 de julio de 1814 el régimen local al 
mismo estado de antes del año 8, con una modificación 
importante y provechosa para las municipalidades, que 
fué la establecida, por Decreto de 30 de noviembre de 
1815, respecto de los pueblos de señorío. Se dispuso por 
este Decreto que los oficios se nombraran por terna y 
las Audiencias eligieran de éstos los que creyeran más 
convenientes (1); siguiendo así las cosas hasta 1820, en 
que, como consecuencia de la sublevación de Riego, se 
restauró el régimen local, según las orientaciones de la 
Constitución de 1812, algo reformadas durante la legis-
latura de 1820-1823. 
La actuación del Poder central dentro de los Ayunta-
mientos, valiéndose especialmente de las atribuciones 
que a los jefes políticos concedían los acuerdos de las 
Cortes, y utilizada como un arma de gran fuerza electo-
ral, debió de ser bastante pronunciada, depresiva, y dar 
lugar a un gran número de abusos, cuando el Sr, Gon-
zález Ayende se vio obligado a presentar en la sesión de 
9 de marzo de 1821 un proyecto de ley con el que inten-
taba coartar las atribuciones que se tomaban los jefes 
políticos, pues, según decía: «en las épocas de eleccio-
nes se ven muchas veces los jefes políticos en la necesi-
dad de mandar comisionados con el auxilio de fuerza 
armada para mantener el orden y tranquilidad que sue-
le turbarse por las acaloradas disputas que se suscitan 
en los pueblos», y pedía a las Cortes «se sirvan decla-
rar por punto general que los comisionados de los jefes 
políticos deben limitar su encargo a la conservación del 
orden y tranquilidad, objeto de su comisión, sin que 
el jefe político pueda delegar su derecho de convocar y 
presidir las elecciones, por estar semejantes hechos atri-
buidos a los respectivos alcaldes de los pueblos por la 
[i] Posada de Herrera. Ob. cit., tora. I, pág. 273. 
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Constitución y las leyes» (1); abusos del Poder central 
que todavía cometían antes de que ocupase el Poder el 
Directorio militar, en todas las elecciones, los delegados 
de los gobernadores civiles, siempre al servicio del ca-
ciquismo. 
En 20 de mayo de 1822 se presentó a las Cortes un 
proyecto de ley titulado: «Instrucción para el gobierno 
económico-político de las provincias de la Península, 
Islas y posesiones adyacentes» (2), cuyo proyecto pasó 
a ser ley por Decreto de 3 de febrero de 1823, bajo el 
título de «Ley para el gobierno político de las provin-
cias», después de una larga discusión y de sufrir varias 
enmiendas. Según esta ley, las aldeas tampoco tienen 
personalidad propia. Fiel al pensar dominante de que la 
personalidad no es inherente al Municipio, sino a la del 
Ayuntamiento, no hace apenas mención de ellas, y sólo 
se refiere diciendo: «cuando muchos barrios, aldeas, 
lugares y caseríos separados a alguna distancia forman 
una sola población para tener Ayuntamiento, cuidará 
cada uno de ellos, para tomar providencias urgentes y 
para dar cuenta a los Alcaldes de cualquiera ocurrencia 
que lo exija; uno de los Capitulares que viva en los 
mismos barrios, aldeas, lugares o caseríos, y donde no 
lo hubiere se nombrará por el Ayuntamiento un celador 
en la forma convenida» (3). Como se vé, este artículo 
—uno de los adicionados al proyecto—nos demuestra 
únicamente que sus redactores desconocían en absoluto 
[i] Congreso de los Diputados. «Apuntes para el estudio del proyecto 
de ley sobre el régimen de la Administración local, presentado a las Cortes 
por el Ministro de la Gobernación en el día 7 de Junio de 1907». Madrid, 
1907, tom. I, pág. 67. 
[2] Este proyecto se componía de 281 arts., divididos en cuatro capí-
tulos, con los siguientes epígrafes: i.°, de los Ayuntamientos; 2.0, de las 
Diputaciones provinciales; 3.0, de los Alcaldes; 4.0, de los jefes políticos. 
Después de la discusión conservó los mismos capítulos, pero las enmien-
das introdujeron varias modificaciones en sus artículos y añadieron otros 
nuevos que llegaron a ser, en la ley, 291. 
[3] Art. 187. 
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la existencia jurídica de estas agrupaciones, y por eso 
al centralismo del Estado añadieron el de los Ayun-
tamientos. 
Esta ley ha dejado sentir poderosamente su inflencia 
en las leyes posteriores. En ella «los Ayuntamientos son 
una representación de los pueblos, no tanto una repre-
sentación histórica y natural como legal; el Ayuntamien-
to es, en efecto, una creación de la ley; el Poder público 
central es quien dice si existe o no agrupación, base del 
Ayuntamiento. El criterio dominante en la creación 
legal de los Ayuntamientos es un criterio de igualación 
y uniformidad. Nada casi hay en la ley que revele en el 
legislador la variedad positiva de los Municipios, condi-
ción que tendrá que tomarse en cuenta para determinar 
la estructura de las instituciones municipales (1). 
En aquella ocasión estuvo muy poco tiempo vigente 
esta ley, porque el absolutismo de Fernando VII ya no 
se contentó con derogar lo legislado, sino también los 
buenos usos y las buenas costumbres que algunos pue-
blos conservaban (2), dictando el Decreto de 18 de octu-
bre de 1824 «con el fin de que desaparezca del pueblo 
español hasta la más remota idea de que la soberanía 
resida en otro que en mi Real persona; con el justo fin 
de que mis pueblos reconozcan que jamás entraré en la 
más pequeña alteración de las leyes de la Aíonarquía»; 
palabras que dan una idea de la justa razón con que 
aquel rey legó un tan triste nombre a la posteridad. 
[i] Posada. «Evolución...», págs. ] 
M Posada de Herrera. Ob. ci^torn F p g ^ l> Pag- 373-
CAPÍTULO V 
LOS PUEBLOS AGREGADOS A UN TERMINO 
MUNICIPAL EN LA EVOLUCIÓN DEL 
RÉGIMEN LOCAL VIGENTE 
(CONTINUACIÓN) 
Leyes promulgadas y proyectos de ley presentados a las Cortes sobra 
la organización municipal desde 1835 hasta 1869. 
II 
Al terminar el absolutismo fernandino, la organiza-
ción municipal fué un verdadero campo de experimenta-
ción, donde los partidos turnantes, moderados y progre-
sistas, hicieron repetidos ensayos, pero siempre ajustán-
dose al patrón francés, a las mismas normas que sus 
antecesores. 
El 23 de julio de 1835 se promulgó un Real Decreto 
ordenando un arreglo provisional de los Ayuntamien-
tos (1), y en él volvían a suprimirse los regidores per-
petuos y se dictaban reglas sobre la organización de los 
Ayuntamientos, elecciones, facultades de los alcaldes y 
tenientes, secciones, existencia de un procurador del 
común, etc. En esta disposición legal se conservaban los 
Ayuntamientos que hubiera el día de su promulgación, 
[i] Constaba de 67 arts., divididos en 10 títulos. 
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aunque el número de sus vecinos no llegara a ciento; 
pero seguía desconocida la personalidad del Municipio, 
continuando el Ayuntamiento con el carácter de creación 
de la ley, pues en los sitios en que «la población estu-
viese dispersa y sin centro de reunión, se marcará el 
territorio correspondiente a cada Ayuntamiento, que no 
deberá exceder de cuatro leguas en cuadro, ni de una 
población de 500 vecinos, poco más o menos; en los 
pueblos o parroquias rurales donde la aspereza del 
terreno, u otras circunstancias, o la mucha extensión del 
territorio suelen interceptar o retardar la pronta comu-
nicación de alguno o algunos distritos en la localidad en 
que reside el Ayuntamiento, podrá éste nombrar un 
teniente de alcalde, para cada distrito en que se juzgue 
necesario, eligiéndole entre los vecinos y moradores del 
distrito respectivo que tengan las cualidades de la 
ley» (1); cuya disposición, aunque profundamente refor-
mada, nos recuerda la ley de 1823. A regular las facul-
tades de dichos tenientes se dedica el título Vi (2 y 3) del 
Decreto, y en ellos parece encontrarse el germen de los 
presidentes de las Juntas administrativas actuales, pues 
sus atribuciones eran muy parecidas, aunque con la 
diferencia notable de la forma de verificarse su nombra-
miento, la cual sería bastante para que sus convecinos 
recelasen de él, pues todos sabemos cómo se hacía y se 
hace en los distritos rurales esta clase de designación. 
Bajo el gobierno de los progresistas fué publicada 
en 15 de octubre de 1836 una ley restableciendo la 
de 1823, «a fin de establecer un método claro y uniforme 
en el gobierno económico-político de las provincias y 
que Diputaciones y Ayuntamientos no tengan dudas ni 
íncertidumbres acerca de la cifra respectiva de sus facul-
tades»... Estuvo muy poco tiempo vigente, pues fué dero-
í i] Art. s.° y 3] Arto. 43 a 47. 
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gada por las leyes de 8 y 27 de diciembre del mismo 
año, que pusieron nuevamente en vigor los Decretos de 
las Cortes de 10 de julio de 1812, 11 de agosto de 1813 
y otros que, sobre la formación de Ayuntamientos, se 
promulgaron aquellos años y el 1821. 
La Constitución de 1837 se ocupa brevemente del ré-
gimen local, disponiendo solamente que «para el gobier-
no interior de los pueblos habrá Ayuntamientos nom-
brados por los vecinos a quienes la ley concede este 
derecho... Una ley determinará la organización y funcio-
nes de las Diputaciones y de los Ayuntamientos» (1). 
Como justamente escribe el Sr. Posada: «no se podía 
decir menos ni cabía dar menor importancia constitucio-
nal a la organización del régimen local, tan de la cons-
titución política de suyo» (2). 
No se hizo esperar mucho el proyecto de ley prometi-
do. El 3 de febrero de 1838 fué leído por el entonces 
Ministro de la Gobernación, Marqués de Someruelos, 
uno sobre la organización de los Ayuntamientos, en el 
que se demuestran las ideas verdaderamente centralíza-
doras de aquel Gobierno, que tampoco pudo desenten-
derse del criterio uniformista (3). 
[i] Arts. 70 y 71. 
[2] «Evolución. . .», pág. 120. 
[3] «La urgencia de proceder a la renovación de estas corporaciones, 
bajo un método uniforme en todo el reino. . . En Francia, por ejemplo, 
donde la centralización se había llevado a tal extremo, que estaban des-
truidos los intereses locales, se ha creído necesario últimamente introducir 
en las municipalidades el elemento popular que les faltaba; por el contra-
rio, nosotros, donde este elemento es en el día demasiado preponderante y 
embaraza por donde quiera la necesaria acción del Gobierno, tenemos que 
dirigir la reforma hacia una centralización que recientes sucesos han hecho 
todavía más precisa, y que, sin destruir la justa intervención de los pueblos 
en los asuntos propios, contribuya a que no sea ilusoria la existencia del 
Poder supremo, dándoles fuerza suficiente para oponerse a la disolución de 
la sociedad, inevitable siempre donde falta su influencia tutelar y organiza-
dora. . . Donde no hay libertad política, es más indispensable la libertad 
municipal; y así ha sucedido entre nosotros, pues en largos siglos de go-
bierno absoluto, sus rigores y funestos efectos se han hecho sentir menos 
en aquellas provincias donde el régimen municipal había logrado conservar 
más populares formas. Pero en un gobierno constitucional... ¡No por cier-
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Los pueblos pequeños seguían, en este proyecto, suje-
tos a una gran centralización. Proponía que fueran ele-
gidos por un teniente nombrado por el alcalde (1), pero 
igual los artículos que a ellos se referían, que los demás 
del proyecto, sufrieron grandes modificaciones (2), y, 
por último, se dispuso que cuando un Ayuntamiento se 
componga de varías parroquias, feligresías o poblacio-
nes rurales, habrá un alcalde pedáneo en cada una de 
ellas, elegido por el alcalde de todo el distrito municipal 
de entre tres candidatos de la clase de elegibles nom-
brados por los vecinos electores de aquella misma parro-
quia, feligresía o población. Cuando en ella residiere un 
individuo del Ayuntamiento, será éste el alcalde pedá-
neo, y sí residieren dos o más, lo será aquel que hubie-
se obtenido mayor número de votos (3). También se re-
servaba el Gobierno el derecho de crear alcalde pedá-
neo en cualquier barrio separado de la población, veri-
ficándose su nombramiento de la manera expuesta an-
teriormente. 
Esta variación entre el proyecto y la ley nos demues-
tra la disparidad de opiniones existente entre el Gobier-
to!... No ha tratado (el Gobierno) de que las Corporaciones municipales 
caigan bajo su poder, de suerte qae pierdan toda libertad, toda independen-
cia; pero tampoco quiere que tales corporaciones puedan llegar a serle 
enemigas, a combatirle con probabilidades de vencerle, y en vez de ser sus 
útiles auxiliares, le sirvan sólo de obstáculo continuo... Organizando ese 
gobierno de modo que los pueblos señalen ellos mismos, por medio de 
una elección libre, las personas que han de conocer en el arreglo de sus 
intereses, y estableciendo que la Corona haya de elegir de entre esas mis-
mas personas los magistrados revestidos de la autoridad ejecutiva». «Apun-
tes... » cit., pub. por el Congreso, tom. I, pág. 217. 
[1] «En los pueblos y parroquias rurales, donde los obstáculos natura-
les retarden su pronta comunicación con el lugar en que reside el Ayunta-
miento, el jefe político, a propuesta del Alcalde, hecha entre los vecinos 
del distrito, nombrara un teniente que ejerza las funciones de alcalde». 
Art. 3. 
[2] Constaba el proyecto, en su primitiva redacción, de S S arts., divi-
didos en 7 títulos. Reformado, conservó los mismos títulos, pero el núme-
ro de artículos se elevo a 64. t 
[3] Art. j .« 
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no y las Cortes, antagonismo que se hizo más palpable 
con la enmienda del Sr. F. Baeza, en la que proponía: 
«Cuando un Ayuntamiento se componga de varias pa-
rroquias, feligresías o poblaciones rurales, habrá en 
cada una de ellas un alcalde pedáneo nombrado por los 
vecinos de aquella misma parroquia»; con la que se sub-
sanaba uno de los defectos mayores que integraban la 
ley en lo que respecta a los pueblos pequeños, pues 
ya se les concede una pequeña garantía: la de nombrar 
ellos mismos la autoridad que había de regirlos de un 
modo más continuo e inmediato, aunque esta represen-
tación del Poder ejecutivo sea tan insignificante en sus 
atribuciones como la del alcalde pedáneo. 
Sin acabar de discutirse es^ proyecto de ley, fué pre-
sentado, por el mismo Ministro, otro «sobre las atribu-
ciones de los Ayuntamientos» que, al dictaminarlo la 
Comisión parlamentaria, sufrió grandes reformas (1). 
El proyecto primitivo no se ocupaba en absoluto de los 
pueblos pequeños; el dictamen, sí, dedicando todo su 
título VII a reglamentar las atribuciones de los Alcaldes 
pedáneos, que eran semejantes a las del Alcalde dentro 
del Ayuntamiento, aunque siempre bajo las órdenes • 
inmediatas de éste, concediéndoles también el derecho 
de asistir a las discusiones de la Corporación munici-
pal, aunque sin voto, siempre que en ella se tratase de 
algún asunto relacionado con los intereses de su térmi-
no; interviniendo en la formación de las Ordenanzas mu-
nicipales, y siendo los únicos capacitados para ejercitar, 
con el consentimiento indispensable de sus convecinos, 
los derechos y acciones correspondientes al pueblo que 
regían y al que representaban (2), atribuyéndoles la facul-
[i] Se componía en un principio de 41 artículos, divididos en 5 títulos. 
La comisión parlamentaria los reformó tanto, que en el dictamen, al co-
menzarse su discusión, constaba de 51 artículos, clasificados en 10 títulos. 
«Apuntes...» cit., pub. por el Congreso, tom. I, págs. 263 y sigtes. 
[2] Título 7.0 «De ¡os alca/des pedáneos», en relación con el tít. 4.0 
«De los Tenientes de Alcalde». 
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tad de imponer multas hasta la cantidad taxativamente 
expresada por la ley; la de formar, auxiliados por los 
cuatro mayores contribuyentes del pueblo, los presu-
puestos que fuesen precisos para subvenir sus necesi-
dades particulares, cuyos presupuestos habían de ser 
informados por el Ayuntamiento y aprobados por el jefe 
político para que fuesen válidos; siendo también los en-
cargados de velar por el cumplimiento de las Ordenan-
zas municipales en el territorio de su jurisdicción. 
Como se ve, estos proyectos, sobre todo el último, 
tenían una importancia grandísima para la administra-
ción de los pequeños lugares y, aunque todavía con 
muchos defectos, constituían un gran paso hacia su per-
feccionamiento y en favor de la relativa independencia 
de los Ayuntamientos, que les es tan necesaria; pero no 
llegaron a ser aprobados. Del primero se discutieron 55 
artículos, y del segundo, solamente 12. 
Fueron reproducidos en la legislatura de 1839—sien-
do Ministro de la Gobernación Carramolino—con algu-
nas reformas, pero no llegaron a ser discutidos (1). El 
21 de marzo de 1840 fueron leídos otra vez en el Con-
greso, nuevamente reformados, pero subsistiendo los 
artículos que afectaban a los pueblos objeto de nuestro 
estudio, así como tampoco ninguna de las enmiendas 
que se presentaron, bien porque en esto todos los Dipu-
tados estaban conformes con la redacción del dictamen, 
o porque—podemos suponer lo más probable—desco-
nocían en absoluto la existencia social y jurídica de 
aquellas agrupaciones. 
Como en la discusión había de invertirse mucho tiem-
po, el Gobierno pidió a las Cortes una autorización que 
le permitiera promulgar dichos proyectos a manera de 
prueba. Logró que se cumplieran sus deseos, después de 
[i] «Apuntes.... cit., publicados por el Congreso. Tom. L págs. 287 
y siguientes. ° * r*» 3 ' *"? 
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iarga y enconada discusión, tanto en el Congreso como 
en el Senado (1), siendo convertidos en ley el 14 de julio 
de 1840, pero sin llegar a promulgarse por haber sido 
nombrado el Duque de la Victoria (Espartero) Regente 
provisional, merced al levantamiento que derribó el Go-
bierno de D. a María Cristina. El 13 de octubre se dictó 
un Decreto prohibiendo la ejecución de dicha ley y pro-
metiendo someterla «de nuevo a las Cortes, con las re-
formas que le son necesarias para ponerla en armonía 
con la Constitución de la Monarquía y los principios en 
ella consignados» (2). Se dio vigencia a la ley de 1840, 
con algunas ligeras modificaciones, por otro Decreto de 
30 de diciembre de 1843, y el 6 de enero de 1844 promul-
garon un Reglamento para su ejecución. 
Poco tiempo después—ya en la década moderada 
1843-1854—se leyó en el Congreso un proyecto de ley 
—antes aprobado por el Senado—que tuvo fuerza de 
ley desde el 1.° de enero de 1845, después de breve dis-
cusión. Por él se autorizaba al Gobierno para regla-
mentar la organización y fijar las atribuciones de los 
Ayuntamientos, Diputaciones, Consejos provinciales y 
Gobiernos políticos y de un Cuerpo o Consejo Supremo 
de la Administración del Estado, poniéndolo, desde lue-
go, en ejecución y facultándolo para adoptar las medidas 
necesarias, dando después cuenta a las Cortes (3). 
No tardó mucho el Gobierno en hacer uso de tan am-
plia autorización, desarrollando su pensamiento en la 
i] Pasó al Senado el 5 de junio de 1840. 
2 «Apuntes...» cit., tom. I, págs. 389 y sigtes. 
.3] Como caso típico, que demuestra la importancia que en aquella le-
gislatura se otorgaba al centralismo, hemos de citar una enmienda presen-
tada por el diputado Perpiqué al discutirse el artículo 70 de la Constitución, 
que ordenaba: «En los pueblos habrá Ayuntamientos, nombrados por los 
vecinos a quienes la ley conceda este derecho». La enmienda proponía, así, 
en redondo: «que se suprima el título XI, de la Constitución». Al comen-
zar a discutirla fué retirada por su glorioso autor. 
ley de 8 de enero de 1845 (1), por la que se restringían 
de un modo enorme las facultades de los Municipios, 
ejerciendo el Poder central una intolerable intervención 
enlas que debían ser única y exclusivamente facultades de 
los Ayuntamientos. En ella, los organismos locales son 
unos meros mandatarios del Gobierno, el cual se arro-
gaba todas las atribuciones, incluso la de suspenderlos, 
disolverlos, destituir alcalde y concejales y nombrar 
otros a su gusto—algo de lo que ocurre hoy, aunque el 
espíritu de la vigente ley no lo permita—, y violentando 
hasta lo inverosímil el régimen constitucional y los más 
elementales principios del self-government; disponía 
también que en la mayoría de los casos las sesiones del 
Ayuntamiento fueran secretas (2). 
Respecto a los pueblos pequeños se dictaron unas dis-
posiciones semejantes a las del arreglo provisional 
de 1835, sólo que empeoradas todavía (3), concediendo 
al jefe político la facultad de nombrar Alcalde pedá-
neo (4) y quitando con esto una de las pocas atribucio-
nes que conservaban estas pequeñas colectividades. 
A esta década moderada sucedió el llamado bienio 
progresista, variando inmediatamente, con este cambio 
de política, la legislación local; restableciéndose, por 
R. O. de 7 de agosto de 1854, la ley de 3 de enero de 1823 
[ i ] Constaba de 113 arts., divididos en los siguientes títulos: I. De la 
organización de los Ayuntamientos; II, del nombramiento de Alcaldes y de 
Tenientes de Alcalde; III, de la elección de los Ayuntamientos; IV, de las 
sesiones de los Ayuntamientos; V , de los Ayuntamientos actuales; VI , de 
las atribuciones de los Alcaldes y Ayuntamientos; VII, del presupuesto mu-
nicipal. 
[2] Art. 65. Los Ayuntamientos celebrarán a puerta cerrada sus sesio-
nes, excepto aquellas en que traten de los alistamientos y sorteos para el 
servicio militar. 
[3] Art. 6.° Cuando el distrito de un Ayuntamiento se componga de 
vanas parroquias, feligresías o poblaciones apartadas entre sí, se nombra-
rá un Alcalde pedáneo para cada una de ellas, excepto el caso de que en la 
misma resida alguno de los Tenientes. 
[4] Art. 11.—Los Alcaldes pedáneos serán nombrados por los jefes 
políticos, a propuesta del Alcalde del distrito, de entre los electores de la 
respectiva población, parroquia o feligresía. 
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y todos sus decretos complementarios dictados antes de 
30 de diciembre de 1843. 
Pocos meses después, el 1.° de mayo de 1855, en plena 
exaltación del individualismo, fué ordenada por Espar-
tero la desamortización general, que alcanzó también a 
los bienes propios de los pueblos, dando con esto el 
golpe de gracia a las pequeñas colectividades que toda-
vía conservaban la propiedad comunal, constituyendo 
uno de sus principales medios de vida, la base más fuer-
te para resistir el abominable centralismo preconizado 
por todos los Gobiernos. 
El 14 de diciembre de este mismo año presentó la 
Comisión del Congreso un «Proyecto de bases de la ley 
de Gobierno y Administración Provincial y munici-
pal» (1), conforme con los ideales progresistas (2). En el 
preámbulo se decía que «los Ayuntamientos son al Es-
tado lo que las familias a la sociedad». Est^s palabras 
parecen demostrar que aquellos legisladores intentaban 
reconocer a los Municipios su verdadera personalidad, 
pero quedan desprovistas de todo su valor al compa-
rarlas con lo que se disponía en él: «Los Ayuntamientos 
serán corporaciones económicas y administrativas, y no 
podrán ejercer otras funciones ni actos políticos, sino 
los que expresamente les señalen» (3), disposición que 
nos demuestra de un modo evidente que el Municipio 
seguía siendo considerado como mera creación legal, 
como un organismo cuyo objeto único era prestar ayu-
da al Poder cental en sus funciones administrativas, go-
[i] «Apuntes...» cit., tom. I, pág. 452. 
[2] «Conciliar la libertad con el orden, es el gran problema que está 
destinado a resolver la escuela liberal, y lo que nos hemos propuesto dan-
do a los Ayuntamientos y Diputaciones toda la latitud e influencia compa-
tible con sus intereses locales y los generales del país, de que el gobierno 
está exclusivamente encargado... Los que no se persuadan de que el goce 
de los derechos de ciudadano y su intervención en los negocios públicos es 
la legítima aspiración de los pueblos modernos, propenden al absolutismo». 
Preámbulo del proyecto. Ibid. tom. I, pág. 453. 
[3] Art. 14. 
— loó — 
zando tan sólo de unas pocas atribuciones delegadas, 
aunque así y todo hay que reconocerle ciertas ventajas 
sobre el régimen propuesto por los moderados en lo que 
respecta a las doctrinas centralizadoras y democráticas. 
Únicamente lo citamos para seguir el orden cronológico 
de estas notas, pues su estudio tiene para nosotros un 
interés secundario. En él no se citan para nada las al-
deas, sin duda porque sus redactores no las creyeran 
dignas de fijar en ellas su atención. 
De conformidad con esta misma tendencia, se presen-
taron a las Cortes, durante aquella legislatura, varios 
proyectos de ley, siendo el único cuya mención nos inte-
resa el leído en el Congreso por D. Patricio de la Esco-
sura, entonces Ministro de la Gobernación, el día 7 de 
mayo de 1855, titulado «Proyecto de leyes orgánicas 
para el gobierno y administración provincial y munici-
pal», en el que se intentaba reformar la Constitución (1), 
proponiendo 26 bases para redactar la ley, y al que se 
adicionaba un «Proyecto de ley municipal» y otro de ley 
Provincial. 
Sufrieron estos proyectos grandes modificaciones al 
ser dictaminados por la Comisión parlamentaria (2), 
pasando en esta última forma a ser ley aprobada por 
las Cortes Constituyentes en 24 de junio de 1856 y san-
cionada por Su Majestad en 5 de julio. En esta ley, los 
pueblos pequeños que no constituyen Municipio son 
considerados de un modo análogo a los barrios en que 
[ i ] E l preámbulo decía: «La ley municipal no puede ser otra cosa más 
que el desarrollo del sistema general administrativo en lo económico, en 
lo civil y aún en lo político, a la unidad elemental del cuerpo colectivo de 
la monarquía . . . habiéndose procurado de buena fe y cuidadosamente 
crear una administrasión desembarazada y digna para la Provincia y el Mu-
nicipio, y también robustecer liberalmente la unidad nacional, a tanta costa 
y tan gloriosamente adquirida y conservada por los españoles. . .» «Apun-
tes. ..» cit., tom. I, pág. 487.) La reforma afectaba a los arts. 74, 75 y 76. 
[2] Constaba el dictamen de 270 artículos y 4 adicionales, divididos en 
é títulos. 
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se dividen las ciudades (1), rigiéndose por un Alcalde 
pedáneo nombrado libremente por el Alcalde, a propues-
ta del Ayuntamiento, de entre los vecinos del distrito (2), 
y que ejercía sus funciones como delegado del Alcalde 
constitucional, bajo su dirección y dependencia ab-
soluta (3). 
Esta ley, que se limita a representar una tendencia 
rectificadora del régimen de centralización, según el es-
píritu anterior, de la uniformidad y subordinación jerár-
quica (4), estuvo muy poco tiempo vigente. Por un Real 
Decreto de 16 de octubre del mismo año, quedó resta-
blecida la ley de 1844, comenzando entonces una nueva 
etapa en el proceso histórico-legislativo de nuestro régi-
men local, en la que van a dejarse sentir contradictoria-
mente los influjos del doctrinarismo de la Lición Liberal 
y el moderantísmo reaccionario que prepara con su po-
lítica exclusivista la Revolución de 1868 (5), y durante 
la cual aparecieron distintos proyectos de ley, susten-
tándose en cada uno de ellos un criterio distinto, aun-
que siempre preconizando una centralización más o me-
nos extremada, según que sus redactores perteneciesen 
al partido moderado o al progresista. 
El primero que hemos de citar (6) es el de Posada de 
[i] Art. 157. Todo arrabal separado del casco de la población, así co-
mo cualquiera otra parte del Distrito separada del mismo casco, ha de 
constituir barrio, sea cual fuere su población. 
[2] Los Alcaldes de barrio serán nombrados por el Alcalde constitucio-
nal donde no hubiera más de uno, a propuesta en terna del Ayuntamiento, 
entre los vecinos electores del mismo barrio. 
[3] Art. 158. En cada barrio habrá un Alcalde del mismo que, como 
delegado del Alcalde constitucional y bajo la dependencia y dirección de 
éste, ejercitará la parte de funciones que le delegue. 
[4] Posada. «Evolución.. .» cit., pág. 201. 
[5] Ibid. pág. 203. 
[6] Anteriormente, en 7 de enero de 1859, fué presentado también por 
Posada de Herrera otro, que sólo de una manera secundaria se refiere al 
objeto de nuestro estudio. Titulábase: «Proyecto de ley de Presupuestos y 
Contabilidad municipal». Dictaminado por la Comisión en 31 de marzo, 
fué retirado por ella el i.° de octubre, reproducido por Suárez Inclán en 
29 de diciembre de 1860 y leido otra vez en 6 de abril de 1861. «Apun-
tes. . . » cit., tom. I, págs. 665 y sigtes. 
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Herrera, leído en la sesión del Congreso de 2 de noviem-
bre de 1860 (1), redactado bajo la preocupación que aún 
subsiste: formar Ayuntamientos que administren una 
población numerosa (2). No se les ocurrió entonces, 
como no se les ha ocurrido todavía a nuestros gober-
nantes, estudiar un nuevo régimen local con la variedad 
necesaria para adaptarse a las necesidades de los 
pueblos, que hubiera sido lo verdaderamente acertado, 
constituyendo, entonces como ahora, una de las bases 
más sólidas, sobre la que puede asentarse el régimen de 
una Nación perfectamente organizada (3). 
Este proyecto no fué aprobado, y siguió vigente la ley 
de 1845, hasta que se reformó profundamente, por Real 
Decreto de 21 de octubre de 1866, con una reforma que 
obedecía exclusivamente al pensamiento político del 
momento, tendiendo, sobre todo, a conservar los resor-
[ i ] Ibid., págs. 921 y sigtes. 
[2] «No es necesaria una larga práctica administrativa para conocer los 
graves inconvenientes que ofrecen esas Municipalidades microscópicas co-
mo son muchas'de las que hoy existen y que, más bien que agrupaciones 
de carácter, pueden considerarse como familias dilatadas. Sin recursos para 
cubrir sus más perentorias atenciones, sometidos ciegamente a la influencia 
del vecino más rico o más astuto o menos ignorante, que la ejerce por lo 
común en provecho propio; agobiados con la carga de un presupuesto su-
perior a sus fuerzas, imposibilitadas de rodearse, por falta de medios para 
dotarlas decorosamente, de auxiliares inteligentes que los ilustren en la 
gestión de sus negocios y en su gestión con sus delegados superiores del 
gobierno, estos Ayuntamientos no sólo son una remora constante para la 
Administración en general, sino incapaces para llenar el objeto propio de 
una asociación de su índole». Preámbulo del Dictamen. 
[3] Decía el proyecto en sus artículos 134 y 161, que pasaron en el dic-
tamen de la Comisión a ser el 140 y 168 respectivamente: 
«Los Alcaldes pedáneos serán nombrados y separados por el Goberna-
dor de la provincia. El nombramiento recaerá en cualquiera de los Conce-
jales que resida en cada población, parroquia o feligresía; y en caso de que 
no resida ninguno o haya justa causa que impida su nombramiento, pro-
pondrá el Alcalde una terna al Gobernador de entre los electores de la res-
pectiva población, parroquia o feligresía. 
Los alcaldes pedáneos pueden ser reelegidos, pero en este caso tendrán 
la facultad de aceptar o no el cargo. 
Los Alcaldes pedáneos ejercerán las funciones que les señale el Alcalde 
con arreglo a los reglamentos y disposiciones de la autoridad superior. 
Asistirán además a la sesión del Ayuntamiento, siempre que en ellas se tra-
ten asuntos de especial interés para su demarcación». 
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tes de gobierno y a acentuar la influencia de éste en la 
vida local, restaurando sin reservas la facultad ple-
na del nombramiento de Alcaldes corregidores por el 
Rey, etc., etc. (1). 
En 21 de octubre de 1866 se publicó otro Decreto-ley 
modificando la organización y atribuciones de los Ayun-
tamientos y Gobiernos de provincia. El Gobierno pro-
visional (2) puso en vigor dos leyes, una Municipal y 
otra Provincial, copia la primera, con algunas modifica-
ciones (3), de la ley de 5 de julio de 1856, y arreglada la 
segunda por las bases acordadas en las Cortes Consti-
tuyentes de 1854. 
Este Decreto, leído en el Congreso, en la sesión de 12 
de marzo de 1866, por Posada de Herrera (4), fué dicta-
minado por la Comisión el 20 de junio, y en su preám-
bulo se indica un deseo descentralizador (5) que ha de 
ir ganando terreno en la evolución legislativa del régi-
men local, pero sin llegar hasta la fecha a un completo 
desarrollo (6). 
[i] Posada. «Evolución...» cit., pág. 230. 
[2] «Aspirando a interpretar los deseos de la opinión nacional, contra-
ria a las teorías de la funesta escuela doctrinaria, generadora, con su sistema 
centralizado^ de todos los males que han sobrevenido a nuestra patria». 
Preámbulo del proyecto. 
[3] Una de las modificaciones era la de limitar a 200 el número de ve-
cinos necesarios para constituir un Ayuntamiento. Subsistían íntegros los 
artículos referentes a los pueblos que no cuenten con ese número de habi-
tantes. 
[4] «Apuntes...» cit., tom. I, págs. 1.053 y sigtes. 
[5] Dice el Preámbulo: «Los Ayuntamientos, animados con el espíritu 
de la libertad, teniendo a su cuidado grandes intereses que podrán fomen-
tar ampliamente sin temor a las limitaciones y cortapisas que entibian o 
extinguen su celo, se consagran con fe al servicio de la Administración 
local, y pronto adquirirán aquella autoridad moral que tuvieran en los pa-
sados tiempos, más precisada sin duda que la efímera y bulliciosa a que 
sólo pueden aspirar en períodos revueltos y de ningún sosiego público». 
[6] El Sr. Posada hace de la manera siguiente la crítica de estos doce 
años (1856-1868): «El Régimen local fué, sin duda, objeto de atención 
preferente por parte de los gobernantes y de las Cortes durante todo el pe-
ríodo que acaba de indicarse; va a intentarse, y en parte a realizarse, un es-
fuerzo de reconstitución del mismo; pero tampoco se tratará de una re-
constitución real, merced a una consideración sociológica e histórica 
del problema de los organismos locales, sino tan sólo de una restauración 
- 104 — 
La Constitución de 1869, publicada en la Gaceta del 
11 de junio de 1870, suministra las bases para la redac-
ción de las leyes locales, estableciendo los principios a 
que éstas habían de ajustarse (1) y reconociendo que la 
gestión de los intereses de los pueblos corresponde a 
los Ayuntamientos (2). 
Aceptada en 11 de febrero de 1873, por las Cortes, la 
renuncia de la Corona presentada por D. Amadeo, ape-
nas transcurridos dos años desde el comienzo de su rei-
nado, fué establecida como forma de Gobierno la Repú-
blica, y convocadas Cortes Constituyentes para su orga-
nización. Reunidas el 1.° de junio del mismo año las 
Cortes, nombraron una comisión parlamentaria para 
que redactase un proyecto de Constitución federal, la 
cual, después de cumplida esta primera parte de su mi-
sión, leyó el proyecto el día 17 de julio. 
De este proyecto son muy interesantes los artículos 
leídos en la sesión del 17 de septiembre del mismo año, 
legal y reglamentaria, obra de una condensación sistemática del régimen 
administrativo, viciada constantemente por estos influjos, a saber: el de la 
preocupación de las prerrogativas del gobierno y de la fuerza de los gober-
nantes, que a todo trance quieren tener en sus manos o en las de los suyos 
la dirección y el disfrute de la vida provincial y municipal, para fines elec-
torales y para disponer sin contradicción de los elementos del Poder públi-
co». («Evolución. . .» cit., pág. 204). 
[1] Art. 99. La organización y atribuciones de las Diputaciones pro-
vinciales y Ayuntamientos se regirán por sus respectivas leyes. 
Estas se ajustarán a los principios siguientes: 
1.° Gobierno y dirección de los intereses peculiares de la provincia o 
del pueblo por las respectivas corporaciones. 
2. 0 Publicidad de las secciones de unas y otras dentro de los límites 
señalados por la ley. 
3.° Publicación de los presupuestos, cuentas y acuerdos importantes de 
las mismas. 
4 f ° Intervención del Rey, y en su caso de las Cortes, para impedir que 
las Diputaciones provinciales y los Ayuntamientos se extralimiten en sus 
atribuciones en perjuicio de los intereses generales y permanentes. 
5. Determinación de sus facultades en materia de impuestos a fin de 
que los provinciales y municipales no se hallen nunca en oposición con el 
sistema tributario del Estado. 
[2] Art. 37. 
— 105 — 
proponiendo la organización de los Municipios y la p*er-
sonalidad que había de reconocérseles (1). 
Por ellos se concedía a las entidades locales una com-
pletísima autonomía, tanto administrativa y económica 
como política, reconociéndose en absoluto a los pueblos 
el derecho de regirse por sí mismos, conforme a los 
principios de un extremado self-government, y prohi-
biendo al Poder central toda ingerencia en los Muni-
cipios (2). 
No hemos de entrar aquí en las ventajas e inconve-
nientes de este proyecto, si hubiera llegado a gozar de 
fuerza legal. Baste con las ligerísimas notas apuntadas 
para dar una idea de los propósitos que, en lo que res-
pecta al régimen local, animaban a los revolucionarios 
del 69, y que quedaron sin realización por los sucesos, 
de todos conocidos, que repusieron, el 3 de enero de 1874, 
a los Borbones en el Trono de España. 
[i] «Apuntes...» cit., tom. I, pág. 1.408. 
[2] Art. 40. En la organización política de la Nación española todo 
lo individual es de pura competencia del Municipio todo lo regional es del 
Estado y todo lo nacional es de la federación. 
Art. 106. Los Municipios tienen en todo lo municipal autonomía admi-
nistrativa, económica y política. 
Los Municipios nombrarán por sufragio universal un Ayuntamiento que 
dará reglas sobre los asuntos municipales. 
Nombraran por sufragio universal sus jueces, que entenderán en las fal-
tas, en los juicios verbales y actos de conciliación. 
Art. 107. Los Alcaldes y Ayuntamientos darán cuenta de sus gastos al 
Concejo o común de vecinos en la forma que ellos mismos establezcan. 

CAPITULO VI 
LOS PUEBLOS AGREGADOS A UN TERMINO 
MUNICIPAL EN LA LEGISLACIÓN DE 1870-77 Y SUS 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
La ley de 1870. - Creación de las Juntas administrativas. - La Real Orden 
de 30 de enero de 1875. - La ley y la Constitución de 1876. 
La ley de 2 de octubre de 1877 y las disposiciones aclaratorias emana-
das del Poder central. - Las Juntas administrativas. - Su organización y sus 
facultades. - Su personalidad. - El Real Decreto de 1909. 
El Dccrcto-ley de 21 de octubre de 1868, anteriormen-
te citado, y el de 24 de noviembre del mismo año, sobre 
la formación de anteproyectos para el arreglo de los 
distritos municipales, rigieron transitoriamente hasta 
que fué publicada la ley de 20 de agosto de 1870, en la 
que hemos de dar comienzo a este trabajo, por su ana-
logía con la ley municipal promulgada en 2 de octubre 
de 1877, tantos años vigente, con la que, aparte en la 
distinta numeración de su articulado, tiene muy ligeras 
diferencias, y ninguna respecto a los pueblos objeto de 
este trabajo. 
En la ley de 1870 y en la de 1877, resalta la evolución 
del pensamiento de los legisladores, cada vez más favo-
rable a las doctrinas descentralizadoras preconizadas 
por la realidad, propicio ya, en cierto modo, a recono-
cer la personalidad de las Entidades locales, aunque, 
como siempre, negándoles muchas de las atribuciones 
que les corresponden. En el preámbulo de la primera se 
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hace, más patente que en ella, esta tendencia. Al refe-
rirse a su historia, a la organización que les correspon-
de, parece que los organismos locales van a alcanzar un 
completo desarrollo (1), pero la ley no está conforme 
con la exposición, y, menos que la ley, las posteriores 
disposiciones aclaratorias del Poder central, siempre 
desconfiado y reacio a dejarse arrebatar una poderosa 
arma política, a merced siempre, gracias a influencias 
inconfesables, de un funesto caciquismo, dueño y señor 
absoluto de los distritos rurales, y al que no conviene, 
en modo alguno, que los Municipios vuelvan a su histó-
rica pujanza, salvadora tantas veces de la Patria, como 
reconocen los redactores del proyecto. 
Ni éste ni el dictamen de la Comisión parlamentaría 
se ocupaban de los pueblos agregados a un término 
municipal — tal era la importancia que les concedía el 
legislador— lo que dio motivo a que: en la sesión del 
día 12 de marzo de 1870, el Sr. Arquiaga y otros diputa-
dos pidieran que se les añadiera un capítulo dedicado a 
«la administración de los pueblos que forman con oíros 
distritos y tienen intereses peculiares», presentando al 
efecto la oportuna enmienda adicional, compuesta de 
ocho artículos (2), que fueron después incluidos en la 
ley (3) y subsistentes en la del 77. 
Al admitir esta enmienda, se crearon las Juntas admi-
nistrativas que perduran en la actualidad. En un prin-
cipio pudo creerse que los pueblos que no constituyen 
Municipio, merced a este nuevo organismo, iban a gozar 
[i] «Fundar en bases sólidas la existencia de las corporaciones munici-
pales y provinciales; garantizar su independencia y naturales derechos y 
señalar los fines que deben cumplir y los medios necesarios de realización, 
de tal suerte que en su acción no sean un peligro para la vida política del 
Estado, ni para la libertad del individuo; es, propiamente hablando, hacer 
la segunda constitución del Estado, su constitución administrativa.» Preám-
bulo del Dictamen de la Comisión. («Apuntes...» cit., tom. I pág. K K K ) 
[2] Ibid, pág. 1.292. 
[3] Constituyendo el capítulo II del titulo III, 
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de una cierta autonomía que les volviese parte de su 
antigua independencia. Pero no fué así. El Poder central, 
siempre remiso en reconocer la personalidad que tienen 
estos pueblos, al dictar algunas disposiciones aclarato-
rias, demostró una vez más su hostilidad a las pequeñas 
colectividades y dispuso que ninguna de las facultades 
que parecía concederles la ley tuviera eficacia real, y 
quedó, por tanto, la institución sin utilidad práctica algu-
na, como nos demuestra cumplidamente la resolución 
que vamos a citar. 
Una de las provincias en que este problema—el de la 
organización de los pueblos que no constituyen Muni-
cipio — se da con mayor intensidad, es la de León, y de 
una manera especial en la parte montañosa. Entendién-
dolo así, y a causa de la falta de Reglamento que acla-
rase y ampliase la ley orgánica, su Diputación provin-
cial, deseosa de resolver, interpretando con acierto las 
normas legales, los múltiples problemas que continua-
mente se le presentaban siempre que intentaba aplicar 
los artículos referentes a las Juntas administrativas, 
elevó al Poder central una consulta preguntando: 1.°, si 
esas Juntas podían hacer uso de las atribuciones con-
cedidas a los Ayuntamientos para corregir gubernativa-
mente la infracción de sus acuerdos; 2.°, si los recursos 
de alzada que se entablasen con tal motivo habían de 
cursarse por conducto del Gobernador de la provincia 
para ante la Diputación provincial, o debían resolverse, 
como Tribunal de alzada, por el Ayuntamiento, en pri-
mer término, entablándose después el recurso de alzada 
para ante el Gobernador, oída la Comisión provincial, 
y si el Presidente de la Junta administrativa, elegido por 
sufragio directo de los vecinos, podía hacer uso de las 
atribuciones que la ley concede al Alcalde para hacer 
guardar los acuerdos de los Ayuntamientos. A estas 
preguntas, la Sección de Gobernación del Consejo de 
Estado interesó que se contestara — como así se hizo 
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por R. O. de 30 de enero de 1875—diciendo: 1.°, que las 
Juntas administrativas carecen de jurisdicción y no tie-
nen las atribuciones que la ley concede a los Ayunta-
mientos, y, cuando existe alguna infracción, las Juntas 
o cualquier vecino deben ponerlo en conocimiento de la 
Corporación municipal, única facultada para establecer 
las Ordenanzas de la policía urbana y rural, e imponer 
penas que por su infracción puedan ser necesarias, a fin 
de que el Alcalde proceda con arreglo a la ley; 2.°, que 
en tal concepto no pueden existir recursos de alzada con 
motivo del uso que hagan las Juntas de las facultades 
concedidas por la ley a los Ayuntamientos; 3.°, que el 
Ayuntamiento, por iniciativa propia o a solicitud de dos 
o más vecinos del pueblo interesado, puede inspeccionar 
la administración de los bienes peculiares de éste, y 
debe dar conocimiento a la superioridad de los defectos 
que en ella encuentre; 4.°, que el Presidente de la Junta 
administrativa lleva el nombre y representación de ésta, 
cuida que se ejecuten sus disposiciones y tiene a sus 
órdenes los dependientes necesarios, pero no puede 
publicar bandos, ni imponer multas, a no ser que para 
esto tenga delegación expresa en el concepto de alcalde 
de barrio (1). 
ti] Debido al gran interés que para nosotros tiene esta R. O., copia-
mos seguidamente los fundamentos en que la basó el Consejo de Estado: 
«Parece bien claro el contenido de estos artículos (el 85 y 86, 90 y 91 de 
la ley de 1877). Los pueblos a que se refieren que tengan bienes que les 
sean peculiares, conservarán sobre ellos su administración particular; y 
para esta administración nombran la Junta, cuyas facultades no se extien-
den a mayor radio. Se hallan, pues, en el mismo caso que cualquiera co-
lectividad que posea terrenos, aguas, pastos, montes u otros derechos, y 
nunca podrán ejercer las atribuciones propias de los Ayuntamientos, que 
alcanzan a todas las localidades, comprendidas en el término, salvo en lo 
relativo a la administración de los bienes peculiares a cada agrupación de 
vecinos comprendida en el mismo término. 
No pueden, pues, las Juntas acordar Ordenanzas municipales de policía 
urbana y rural; y si las acordaran no debían ser aprobadas por el Gober-
nador de la provincia ni aconsejarlo la Comisión Provincial, por que tal 
facultad se atribuye al Ayuntamiento por el art. 71 (hoy 76) de la ley, y 
es independiente de la administración de los bienes de la localidad. Tam-
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Bien clara y terminante es la Real Orden. Para el 
Poder central, las Juntas administrativas se hallan en la 
misma situación que cualquiera otra colectividad que 
posea alguna clase de bienes. Son algo así como el Con-
sejo de administración de una sociedad civil o mercan-
poco les será lícito imponer las penas por la infracción de las Orde-
nanzas y Reglamentos de que habla el art. 72 (hoy 77), porque esto tam-
bién corresponde a los Ayuntamientos y porque la facultad de imponer 
castigos, propia, en buenos principios, de la autoridad judicial, sólo puede 
ejercerse por la gubernativa cuanda especialmente se la atribuya la ley. No 
pueden, de consiguiente, existir recursos de alzada con tal motivo; y si las 
Juntas impusieran multas, cometerían un delito, del que deberían conocer 
los Tribunales de justicia. No tiene, por consiguiente, aplicación al caso 
el art. 133 (en la vigente 140) de la ley Municipal. 
Es natural que el Presidente de la Junta lleve su nombre y representación 
en los asuntos que le están sometidos, que cuide de que se ejecuten sus 
disposiciones y que tenga a sus órdenes los dependientes necesarios; pero, 
por más de desempeñar las funciones de Alcalde de barrio, según el último 
párrafo del art. 35 (hoy 36), no podrá dictar bandos, facultad concedida a 
los Alcaldes por el art. 107 (hoy 114) para la publicación y ejecución de 
los acuerdos de los Ayuntamientos, ni menos imponer las penas señaladas 
en el art. 72 (hoy 77), por las razones anteriormente expresadas, a no ser 
que para esto último proceda delegación expresa, según se dirá después. 
Conviene tener presente que, con arreglo a los arts. 90 y 91 (hoy 95 
y 96), el Ayuntamiento del término respectivo inspeccionará la administra-
ción particular de que se trata, bien por su iniciativa o ya a solicitud de dos 
o más vecinos del pueblo interesado, y que, tanto la administración e ins-
pección como los deberes y obligaciones de la Junta y sus vocales, se arre-
glarán a las prescripciones de la ley en todo lo que no se halle determinado 
en el capítulo de que aquellos artículos forman parte. 
Infiérese de aquí, y conviene dejar sentado, ya que de la materia se trata: 
1.° Que las facultades de los Ayuntamientos están limitadas a la ins-
pección, esto es, al examen de la administración particular; de suerte que 
si se hallasen defectos en ella, no les toca corregirlos, sino ponerlos en co-
nocimiento de la Superioridad para la resolución correspondiente. 
2 . 0 Que de tal modo se ha querido respetar la libertad de la Junta, que 
para que la inspección tenga efecto, cuando no sea por iniciativa del Ayun-
tamiento, ha de solicitarse a lo menos por dos vecinos. 
3"° Que la Administración se ha de arreglar a los preceptos de la ley; 
es decir, que, por ejemplo, la* división y aprovechamiento y disfrute de los 
bienes comunales privativos del pueblo ha de hacerse con sujección a las 
reglas del art. 70 (hoy 75) de la misma ley. 
4. 0 Que si los deberes y obligaciones de la Junta han de arreglarse a 
los referidos preceptos, no sucede lo mismo respecto de sus facultades o 
atribuciones. 
Así, ni puede crear arbitrios, ni hacer repartimientos, ni imponer la pres-
tación personal, ni ejecutar, en fin, ninguno de los actos que la ley confía 
a los Ayuntamientos o a las Juntas municipales» (Gaceta del 4 de 
marzo de 1875). 
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til, pero de mucha menos importancia, porque sus facul-
tades les están aún más limitadas; sus presidentes, al no 
disponer de ninguna clase de poder coactivo, no pueden 
obligar a sus administrados a que obedezcan los acuer-
dos de la Junta, y como esos pueblos disponen de esca-
sos medios económicos, y por ello no se pueden hacer 
repartimientos, privándoles de la facultad de imponer 
prestaciones personales, apenas si tienen utilidad prác-
tica alguna. 
En la vigente Constitución de 30 de junio de 1876 (1) 
se reproducen, con muy ligeras variantes (2), las dispo-
siciones que se incluyeron en la del 69. Según ella, en 
los pueblos habrá Alcaldes y Ayuntamientos elegidos 
por los vecinos a quienes la ley confiera este derecho 
(5); pero la ley Municipal del 77 ha modificado este 
artículo, disponiendo ciertos requisitos, que ya hemos 
citado (4), para que pueda aplicarse. La Constitución 
prometía la publicación de una ley que no se hizo espe-
rar, pues fué promulgada en 16 de diciembre del mismo 
año, declarando vigente la ley de 1870 con las reformas 
expresadas por la ley confirmadora—ninguna de ellas 
afecta a los pueblos objeto principal de nuestro estudio— 
y siendo a su vez refundida por la ley de 2 de octubre 
de 1877. Quedó vigente, según R. O. de 30 de julio de 
de 1879 (5), la ley de 1870, reformada en 1876 y publi-
cada de nuevo en 1877. 
Esta ley ha sido objeto de muchas y muy enconadas 
discusiones por tratadistas y políticos. Unos, después de 
examinarla detenidamente, reconocen que fué dictada 
con buena intención (6); otros, como el gran Costa, afir-
man que «su letra satisface casi todo el programa del 
;i] Título x . 
al El art. 84 es copia del 99 en aquella Constitución. 
3] Art. 83. 
4] Vid infra. cap. preliminar. 
Í5] Gaceta de 29 de agosto. 
r6] Valenzuela y Soler «Condición jurídica del Municipio». Madrid, 1919. 
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más exigente descentralizador, llegando poco menos 
que a las fronteras de la autonomía; pero, enfrente de 
de ella, el Ministerio de la Gobernación ha ido formando 
una jurisprudencia que pone las municipalidades a los 
pies del Gobernador civil, las entrega atadas de pies y 
manos al cacique, a cambio de los votos necesarios para 
fabricar las mayorías parlamentarias, en que unos 
pocos centenares de políticos tienen que ampararse 
para dominar al país» (1); afirman algunos, apoyando 
con toda seguridad su opinión más en las consecuen-
cias prácticas que ha tenido la ley que en la ley misma, 
que «es deplorable, es completamente inaplicable; no 
admite siquiera un análisis severo» (2); y el Sr. G. Posa-
da, serenamente, con su gran criterio, hace una justa 
crítica de nuestro régimen local que «es, dice, un régi-
men centralizado, con los caracteres propios del mismo, 
a saber: la uniformidad; la subordinación de todas las 
funciones al Poder central; la jerarquía administrativa 
con el predominio del elemento burocrático, y la falta 
de autonomía de los centros locales, supeditados al 
Poder ejecutivo» (3); defectos todos que son una conse-
cuencia lógica de los antecedentes de la ley y del régi-
men político imperante. Este centralismo, esta subordi-
nación de funciones, se da con rasgos más acentuados 
todavía dentro del Municipio mismo. 
Ya hemos hecho notar que muchos de los Ayun-
tamientos rurales y todos los montañeses no son verda-
deramente un Municipio, sino un conglomerado de 
pequeños Municipios, cada uno con personalidad propia 
bien definida, y que, a pesar de la escasez de su pobla-
ción, organizados adecuadamente, disponen de medios 
para cumplir los fines propios de toda entidad local, y 
que estas colectividades fueron desconocidas para todas 
«Oligarquía y Caciquismo». Madrid, 1902, pág. 14. 
Gómez de la Serna. Ob. cit., pág. 14. 
«Evolución...» cit., pág. 285. 
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Ias normas legales vigentes en el pasado siglo. Las leyes 
de 1870 y 1877 han sido las primeras que han intentado, 
si bien de una manera enormemente defectuosa, darles 
vida, aunque sin reconocerles más que una capacidad 
restringida, que las disposiciones aclaratorias casi han 
anulado por completo, creando para ello las Juntas 
administrativas, que tienen una pequeñísima utilidad 
práctica, a causa de sus contadas atribuciones y de la cen-
tralización local al servicio de la general del Estado, y 
ésta, a las órdenes de un caciquismo destructor de todas 
las iniciativas de los pueblos que pretendan recobrar la 
independencia que les pertenece. Todos los intentos 
descentralizadores de la ley quedan sin efecto siempre 
que lo exijan las circunstancias del partido político que 
disponga de mayoría parlamentaria o cuyos primates 
constituyan el Gobierno. Por eso hemos visto siempre 
anunciarse unas elecciones con la destitución por el 
Gobernador de la provincia—valiéndose de cualquier 
pretexto por nimio que sea—de todos los concejales que 
no pertenezcan a su partido o no estén dispuestos a pres-
tar una ayuda incondicional al candidato encasillado, 
cuyo triunfo en las urnas se impone desde el Ministerio 
de la Gobernación. 
Ya hicimos notar que, para esta ley, el Municipio es 
una entidad artificial creada por el legislador y que ha 
de cumplir sus fines bajo una estrecha subordinación al 
Estado. Es «la asociación legal de todas las personas 
que residen en un término municipal» (1) y cuyos carac-
teres esenciales son: un término territorial y una agru-
pación de personas. Es decir, dos elementos que por sí 
mismos no son característicos de los Municipios, sino 
de todos los Estados políticos (2), pero, en este caso, 
determinando las circunstancias precisas de todo térmi-
[i] Art. i.°. 
[2] Posada. «Evolución...», pág. 2É 
tio municipal: 1.°, que no baje de 2.000 el número de sus 
habitantes residentes; 2.°, que tenga o se le pueda seña-
lar un territorio proporcionado a su población; 3.°, que 
pueda sufragar los gastos municipales obligatorios con 
los recursos que las leyes autoricen; dejando subsistente 
también los términos municipales que tengan Ayun-
tamientos aún sin reunir las circunstancias anteriores (1). 
Para cumplir estos requisitos, subordinando la exis-
tencia de los Municipios a la extensión del territorio y 
al número de sus habitantes, se prescinde de las carac-
terísticas esenciales de la institución, pues como no es 
posible que todas las poblaciones, que todas las colec-
tividades, puedan reunir las circunstancias requeridas 
por la ley—promulgadas con tan buen sentido lógico 
como si quisiera exigir que una familia, para gozar la 
condición de tal, contara con un número determinado 
de individuos (serán necesarios tantos hijos, por ejem-
plo), medida absurda y que sólo en casos excepcionales 
sería cumplida—, ésta dispone que los pueblos que no 
reúnan las condiciones legales exigidas, se reúnan con 
otros formando de esta manera una agrupación de pue-
blos, que son verdaderos Municipios, para constituir 
uno solo. Así están formados un gran número de Muni-
cipios españoles: todos los que existen en las regiones 
montañosas. Menos mal que en lo posible siguen go-
zando de sus antiguas costumbres, sin hacer caso al-
guno de lo preceptuado en la ley, gracias a unos contra-
tos privados que para ellos tienen tanto valor como los 
capítulos de las antiguas Ordenanzas que tratan de su-
plir (2). 
[ i ] Art. 2.°. 
(XJ Don Manuel Foronda, escribe (Derecho consuetudinario..., 
cu., tom. I, pág. 119): que la administración del pueblo de Cué (Asturias) 
nunca ha sido objeto de la menor censura por parte de las autoridades, a 
pesar de regirse por su organización antigua, desobedeciendo la ley Muni-
cipal. Allí «ni sus elecciones son más que una fórmula externa, ni las can-
tidades que abona cada contribuyente figuran en el reparto, por más que el 
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Las disposiciones de la ley respecto a estos pueblos 
son escasísimas, y como si este defecto fuera pequeño, 
viene a aumentarlo la vaguedad de estos preceptos, con 
lo que es bastante difícil saber claramente, de un modo 
cierto, que no deje lugar a duda, cuál es la verdadera 
situación legal de los mismos dentro de aquélla. Es pro-
bable que el legislador pensara que habían de subsanar-
se estos defectos al publicar el oportuno Reglamento 
para la aplicación y esclarecimiento de la ley; pero como 
aquél todavía no se decretó, hemos de atenernos exclusi-
vamente al defectuosísimo articulado de ésta, mucho 
más oscuro después de examinados los Reales decretos 
y Reales órdenes que se han dictado con intención de 
aclararlo y que surtieron precisamente el efecto contra-
rio, ya que se hallan, en algunos puntos esenciales, en 
franca oposición con la jurisprudencia del Tribunal Su-
premo, sumiendo con esto en una mayor confusión y 
vaguedad la situación jurídica de las pequeñas colecti-
vidades. 
La ley Municipal de 1877 se ocupa de ellas en su ar-
tículo 36, y les dedica el capítulo II del título III. Según 
ella, los pueblos que, formando con otros término muni-
cipal, tengan territorio propio, aguas, pastos, montes o 
cualesquiera derechos que les sean peculiares, conser-
varán sobre ellos su administración particular (1), para 
lo cual nombrarán una Junta que se compondrá de un 
Presidente y de dos o cuatro Vocales elegidos directa-
total esté conforme, ni los acuerdos del Ayuntamiento tienen otro objeto 
que el de ajustar a las formalidades externas de la ley lo que al pueblo le 
conviene, que no es otra cosa que lo que así estima una reunión, junta o 
comunidad de vecinos, como ellos lo llaman con espíritu práctico y acierto 
nunca bastantemente elogiado; resuelven sus cuestiones íntimas y locales, 
hasta el punto de no haberse producido el más leve motivo de queja por 
parte de los administrados, ni de las autoridades». Igual ocurre en todos 
los pueblos agregados de la Montaña de León. Los que tienen Ayuntamien-
to, no; éstos padecen en todo la influencia del cacique, que actualmente 
intenta desterrar el Directorio militar. 
[i] Art. 90. 
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mente, unos y otros, por los vecinos del pueblo y entre 
ellos mismos (1). Y como puede darse el caso rarísimo 
de que el agregado no cuente más que con dos vecinos 
hábiles para el desempeño de estos cargos, siendo en-
tonces innecesaria la elección, ambos serán vocales de 
la Junta y los presidirá un concejal elegido por el Ayun-
tamiento respectivo (2). El Presidente de la Junta desem-
peñará las funciones de Alcalde de barrio, pero, al con-
trario de éstos, que pueden ser suspendidos y separados 
del cargo mediante la sola orden del Alcalde constitu-
cional (3), a aquéllos no se les puede remover más que 
por las mismas causas que a éste último y a sus Te-
nientes (4), ejerciendo, por tanto, en el pueblo agregado 
las funciones de gobierno político que, con arreglo a las 
leyes, les delegasen los Tenientes de Alcalde, conformán-
dose con las disposiciones del Alcalde y del Goberna-
dor de la provincia (5). El Ayuntamiento respectivo está 
facultado para inspeccionar, bien por iniciativa propia, 
bien mediante solicitud de dos o más vecinos del pue-
blo interesado, su administración particular, que tiene a 
su cargo la Junta (6). Los vocales que la integran care-
cen de toda clase de jurisdicción (7) y pueden ser sus-
pendidos en los mismos casos de responsabilidad seña-
lados por la ley con relación a los concejales (8). 
La Junta está facultada para valerse, si así lo cree con-
veniente, de un Secretario, siempre que lo pague de sus 
fondos, y el cual cumplirá sus deberes en la forma pres-
crita por la ley para los de Ayuntamiento (9). Art. 91. 
R. O. de 18 de junio de 1904. (Oac. del 21 id.) 




Vid. ut supra, R. O. 30 de enero 1875. 
R. O. 31 de Octubre de 1885. 
«Considerando que si bien es cierto que la ley no impone a dichos 
organismos administrativos la necesidad de nombrar Secretario, una vez 
que los nombra y paga de sus fondos, sus derechos y deberes han de ser 
similares a los Secretarios de Ayuntamiento, que son, como funcionarios, 
sus análogos inmediatos». R. O. de 22 de julio de 1906 (Gacela de 26 id.). 
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¿De qué manera han de obrar las Juntas administra-
tivas para cumplir su cometido?... La ley no concreta 
este punto. Con la habitual costumbre del legislador es-
pañol, que siempre encuentra más cómodo saltar los 
obstáculos que allanarlos, se limita a disponer: que la 
administración e inspección en ella expresada, así como 
los deberes y obligaciones de la Junta y los Vocales, han 
de arreglarse a sus prescripciones, en todo lo que no se 
halle determinado en el capítulo que les dedica (1), y no 
se hallan determinadas más que las disposiciones que 
apuntamos, porque los otros artículos que a esta mate-
ria se refieren exclusivamente (2) tratan de las formali-
dades que deben observarse para la elección de la Junta 
y requisitos que han de concurrir en los candidatos, que 
son las mismas establecidas para los cargos munici-
pales. 
Tan sólo corresponden a este organismo facultades 
puramente administrativas, como vimos anteriormente. 
Por eso no pueden imponer multas por la infracción de 
sus acuerdos (3), negándoles toda potestad coactiva y 
con ello la mayor parte de su eficacia, pues no teniendo, 
como no tienen, capacidad más que para la administra-
ción de sus intereses peculiares, las reclamaciones que se 
hicieren a la inobservancia de sus acuerdos o al incum-
plimiento de sus decisiones, compete hacerlas al Ayun-
tamiento del término donde radique la Junta (4). 
Art. 96. 
Arts. 92, 93 y 94. 
.3] «Considerando que en este capitulo de la ley (el 2.° del tít. III) 
nada se dice y determina acerca de la facultad que dichas Juntas Adminis-
trativas tengan para la inspección de multas y que el poder correctivo ha 
de definirse clara, terminante y expresamente por las disposiciones legales 
o reglamentarias, como atribución de las autoridades, para que éstas pue-
dan hacer uso de él. 
Considerando que no es a las Juntas administrativas, sino a los Ayunta-
mientos y al Alcalde por sí y como ejecutor de los acuerdos de la Corpo-
ración, a quienes faculta la ley Municipal para imponer esta clase de co-
rrecciones. . .» . R. O. de 20 de diciembre de 1919. (Gaceta de 23 id.) 
[4] R- O. de 4 de febrero de 1904. 
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¿Tienen personalidad para comparecer en juicio?... 
Según el principio consignado en la ley (1), la repre-
sentación de un Municipio corresponde a su Ayunta-
miento de un modo exclusivo (2), que es el único orga-
nismo dotado de la personalidad necesaria para promo-
ver resoluciones de interés vecinal, indistintamente si el 
resultado de las mismas favorece a todos o tan sólo 
unos pocos de los habitantes de su término; y el Alcalde 
es el Presidente de la Corporación municipal, y lleva su 
nombre en todos los asuntos (3), con excepción de los 
juicios, pues en ellos son representados por sus Procu-
radores síndicos (4) y, por tanto, a las Juntas administra-
tivas, aun reconociendo a los pueblos agregados el dere-
cho a conservar la administración de sus bienes priva-
tivos, no se les ha facultado para atribuirse cerca de los 
poderes constituidos una representación de que care-
cen (5), y no pueden litigar por faltarles la capacidad 
necesaria que corresponde a los Ayuntamientos respec-
tivos (6). 
Contra estas decisiones se alzan otras, dictadas por 
el Poder ejecutivo (7), y la jurisprudencia sentada por el 
Tribunal Supremo, sosteniendo que en ciertas ocasiones, 
siempre que se trate de defender derechos privativos de 
un mismo pueblo y en los que no tiene participación el 
[i] Art. i .°, párr. 2. 0 
[2] A los Ayuntamientos y no a los vecinos corresponde la representa-
ción en juicio de los intereses y derechos de los pueblos. Entre otras, sen-
tencias del Tribunal Supremo de 18 de diciembre de 1890 y 10 de mar-
zo de 1892. 
L3] Art. 112. 
[4] Solamente éstos representan al Ayuntamiento para su defensa en 
juicio. Art. 56, R. O. de 16 de marzo de 1883. Autos de 10 de mayo y 
5 de julio de 1889 y sentencias de 25 de noviembre de 1892. 
[5] R. O. 8 de octubre de 1889. 
[6] R. O. de 4 de febrero de 1804. Según ella, esto no les exime de 
cumplir con lo dispuesto en el art. 86 de la ley Municipal. Y si no tienen 
capacidad para litigar, ¿qué utilidad puede reportarles el cumplimiento de 
ese articulo?... 
[7] R. O. 12 de marzo de 1904 (Gaceta 17 id.), que parece ser com-
plemento de la anterior. 
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resto del Municipio, puede la Junta administrativa repre-
sentarlo en juicio, aunque ella misma alegue su imper-
sonalidad (1), necesitando, como los Ayuntamientos, 
autorización de la Diputación provincial, previo dicta-
men conforme de dos Letrados, en los pueblos menores 
de 4.000 habitantes, y exceptuándoles de este requisito 
para utilizar la acción de interdicto y para seguir los 
pleitos en que hayan sido demandados (2). 
[ i ] «Considerando que, con arreglo a los artículos i .° y 90 de la ley 
Municipal, la representación del Municipio, o sea del conjunto de todas las 
personas que residen en un término municipal, corresponde al Ayunta-
miento; pero los pueblos que dentro de él tengan territorio y bienes pecu-
liares, conservarán sobre éstos su administración particular, ejercida por una 
Junta administrativa formada según los artículos siguientes de la expresada 
ley,y, por lo tanto, que la sentencia recurrida, al reconocer la personalidad a 
la Junta administrativa de Jiménez de Jamuz, para ser demandada y conde-
nada en representación del Concejo y vecinos de dicho pueblo, sobre obli-
gaciones inherentes a bienes exclusivos del mismo, no infringe, s ino . . . se 
atempera a las citadas disposiciones legales». Sentencia de 9 de noviembre 
de 1897 (Gaceta 28 id.). «La personalidad reconocida a las Juntas admi-
nistrativas en el art. ^0 y siguientes de la ley Municipal implica el cum-
plimiento de aquélla para comparecer en juicio si son demandadas por ra-
zón de obligaciones que exclusivamente afectan a los bienes que adminis-
tran, por no existir precepto legal expreso que en semejante caso restrin-
ja su personalidad...; esta doctrina no excluye la personalidad y proceden-
cia legal de que un Ayuntamiento represente en juicio los intereses peculia-
res de determinados pueblos, cuando tales intereses por su naturaleza se 
hallen íntimamente relacionados con los generales de todo el Municipio, a 
tenor de lo dispuesto en el art. i .° de la mencionada ley, o cuando no ten-
gan otra representación más genuina; pero si sólo se trata, como acontece 
en el presente pleito, del pago de pensiones forales establecidas sobre bie-
nes concretos y especiales, de responsabilidad que única e individualmente 
afectan a los poseedores de los mismos, o lo que es igual, del cumplimien-
to de una obligación particular que no se relacione directamente con los 
intereses generales del Municipio, es cierto que no milita en este caso la 
razón que en otros ha justificado y puede justificar en lo sucesivo la perso-
nalidad del Ayuntamiento defendiendo los intereses de algunos pueblos». 
ídem de 12 de febrero de 901 (Gac 16 de marzo). « . . .allí donde existen 
Juntas administrativas de pueblos comprendidos dentro de un término mu-
nicipal, tienen personalidad para comparecer en juicio en representación del 
Concejo y vecinos del mismo pueblo, y que si corresponde esta represen-
tación a los Ayuntamientos cuando se trate de intereses que se hallen rela-
cionados íntimamente con todo el Municipio, estas entidades carecen de 
personalidad y la asume la Junta administrativa cuando el objeto del pleito, 
afectando a uno de los pueblos, no se relaciona directamente 'con los inte-
reses generales del Municipio mismo». Id. de 19 de febrero de 1902 (Ga-
ceta del 13 de junio). 
[2] Art. 86. Auto de 27 de marzo de 1890 (Gaceta de 18 y 19 de no-
viembre). , J 
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Y esta es y debe ser su verdadera situación jurídica. 
Según la ley, la administración correspondiente al 
pueblo agregado pertenece exclusivamente a su Junta 
administrativa, y el Ayuntamiento sólo puede inspeccio-
narla (1). Por eso no puede prevalecer la doctrina apun-
tada por la Sala de lo Contencioso del Tribunal Supre-
mo, en sentencia de 1.° de junio de 1894, de que no pue-
den invertir los productos de los bienes que administran, 
ni tampoco formar presupuesto, porque en el municipal, 
que forman los concejales con los vocales asociados, 
debe determinarse la aplicación de tales recursos (2). Si 
esto fuera cierto, cabría preguntar qué organismo admi-
nistrativo puede ser éste al que no se le permite ejercer 
una facultad tan imprescindible en toda administración 
como es la de formar el presupuesto correspondiente, en 
el que tengan entrada los ingresos y los gastos de la 
colectividad... Por fortuna, una disposición posterior 
estableció, aplicando lo dispuesto por la ley, que estas 
Juntas deben formar sus presupuestos y someterlos, 
como los de los Ayuntamientos, a la aprobación del 
Gobernador de la provincia (3), con lo que no hace más 
[ i] R. O. 2 de agosto de 1902 (Oaceía 12 id.). 
[2] « . . .no existe precepto alguno en la ley que autorice a las Juntas 
administrativas de los pueblos agregados para invertir por sí y en atencio-
nes puramente locales los productos de los bienes que privativamente les 
pertenezcan y cuya administración les está reservada a dichos organis-
mos. . . lejos de esto, es de todo punto indudable que no existen ni cabe 
que se formen presupuestos para los pueblos agregados, sino única y ex-
clusivamente presupuestos municipales y uno por cada Ayuntamiento, que 
ha de ser hecho por su Junta municipal, de cuya entidad forman parte indi-
viduos que representan a los citados pueblos, ya como concejales, ya como 
asociados contribuyente's... Los gastos comprendidos en los presupuestos 
deben ser cubiertos con los ingresos, recargos y arbitrios procedentes de 
bienes, derechos o capitales que por cualquier concepto pertenezcan al Mu-
nicipio. . . » (Gac. 16 de noviembre). 
[3] «...a tenor de lo dispuesto en el art. 96 de la propia ley, debe for-
mar sus presupuestos y someterlos a la aprobación del Gobernador, de 
igual forma que lo hacen los Ayuntamientos... E l Gobernador, por tanto, 
debe examinar el presupuesto de que se trata y corregir en él las extralimi-
taciones que encontrare, o prestarle su aprobación en su caso». Real Orden 
de i.° diciembre de 1902. (Gaceta del 7 id.) 
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que afirmar lo que de hecho es innegable, pero cuya 
diferencia de criterio nos demuestra una vez más el 
desacuerdo existente muchas veces entre los altos pode-
res del Estado al interpretar las leyes. 
Estas eran las disposiciones legales más salientes que 
a las Juntas administrativas de los pueblos unidos a 
otros, arbitrariamente, se referirían durante el largo 
período de vigencia de la ley de 1877. A la antigua 
independencia, al respeto a sus costumbres políticas y 
administrativas, sucedió: primero, la negación absoluta 
de su personalidad, el desconocimiento absoluto de su 
existencia como entidad jurídica; después, este defectuo-
sísimo organismo, que en la práctica no llegó a reportar 
utilidad alguna. 
Poco a poco, las disposiciones aclaratorias de la ley 
fueron convirtiendo a los Ayuntamientos en meros man-
datarios del Poder central. Para evitar esto, se dictó el 
Real Decreto de 15 de diciembre de 1909 (1), fruto de las 
ideas expuestas en el Parlamento al discutirse el pro-
yecto de Administración local de 1907, derogando todas 
las disposiciones administrativas encaminadas a inter-
pretar los preceptos de dicha ley (2) y dictando algunas 
reglas complementarias a los mismos, pero sin ocuparse 
de los pueblos agregados. El Decreto tuvo muy escasa 
eficacia, pues el Poder ejecutivo ha seguido y sigue 
dictando reglas e interviniendo en el régimen local, antes 
para convertir a los Ayuntamientos rurales en una pode-
rosa arma política, que los caciques manejan diestra-
mente, y ahora — 1924 — al parecer, para sanearlos. 
[i] «...cuyo único propósito es el desenvolvimiento del cuerpo de doc-
trina de la ley de 1877, que sólo necesita atmósfera, espacio y tiempo para 
lograrlo, libre de laasfixia que le produce la presión del Poder central, más 
atento, por desgracia, a las exigencias del momento que a las grandes aspi-
raciones de la vida nacional»... Exposición del R. D. (Gaceta de 16 de 
noviembre de 1909). 
[2] Art. i.° 
CAPÍTULO VII 
LOS PUEBLOS AGREGADOS 
A UN TÉRMINO MUNICIPAL EN LOS PROYECTOS 
D E REFORMA DE L A L E Y DE 1877 
Proyectos de reforma de la ley Municipal de 1877 desde su publicación 
hasta 1904.—El proyecto de 1905.—La enmienda Barrio y Mier.—El Intento 
legislativo de 1907.—Las enmiendas. 
La misma variedad de criterio, la misma falta de fijeza 
que se observa en el sentir y en el obrar de los gober-
nantes y en la evolución legislativa del régimen local 
hasta la promulgación de la ley de 1877, continúa des-
pués (1), constituyendo la mejor crítica que pudiera ha-
cerse, lo que resalta más crudamente sus defectos. Para 
ninguno de los partidos gobernantes era perfecta aquella 
ley Municipal, sin que constituyera ni mucho menos su 
ideal, ni tampoco el del país. Tampoco éste habría sali-
do ganando gran cosa de haberse aprobado algunos de 
los proyectos que como expresión de sus ideas, defendi-
das tibiamente, presentaron los partidos turnantes; re-
dactados, como la mayor parte de los proyectos y dis-
[i] Ya escribía el gran Costa en 1902: «¿En qué se diferencia el orga-
nismo interno y la economía del Municipio hov que lo eran en 1868? Ab-
solutamente en nada; esto no lo negará nadie. Pues desde 1868 han salido 
del Ministerio de la Gobernación siete proyectos de ley Municipal, casi tan-
tos como repúblicas platonianas, oceanías, falansterios, colonias armónicas 
y ciudades solares ha edificado la fantasía de los arbitristas políticos desde 
la antigüedad más remota hasta nuestros días». («Derecho consuetudina-
rio...» cit., tom. II, pág. 7). 
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posiciones que emanan del Poder central, para servir a 
ciertos intereses partidistas (1). Y esto ocurrió, a pesar 
de las violentas campañas de los publicistas y de las 
manifestaciones de algunos políticos cuando no forma-
ban parte del Gobierno, sosteniendo que era necesario 
reformar aquella legislación y hablando de las nuevas 
disposiciones que debían dictarse para que el país pu-
diera ser organizado debidamente y desapareciera ese 
triste estado de cosas, tanto en los políticos como en las 
masas (2); pero luego, cuando se veían en el Poder, se 
olvidaban de sus promesas, ya que les interesaba mu-
cho, para tener seguro su puesto vitalicio, conservar el 
resorte que en sus manos tenían, tan práctico para for-
mar con rapidez las mayorías parlamentarias. 
Y como los proyectos posteriores a la ley Municipal 
de 1877, según afirma el Sr. Posada, «mal o bien refle-
jan, con las preocupaciones teóricas de sus autores, no 
pocas de las necesidades sentidas en la nación y por 
sus regiones y pueblos y además señalan hasta cierto 
punto la orientación resultante de los anhelos políticos 
frente a los defectos del régimen imperante y de las soli-
citaciones de la opinión» (3), queremos nosotros, como 
un complemento necesario de los anteriores capítulos, 
dar al lector una brevísima noticia de los mismos. 
El primero a que hemos de referirnos es el presenta-
do a las Cortes por el Sr. Belmonte en la sesión de 3 de 
julio de 1879 (4), y cuyo único objeto era que el Poder le-
gislativo decretase la supresión de los Ayuntamientos 
menores de mil habitantes, pero sin dar ninguna solu-
ción nueva, creyendo, al parecer, que el problema que-
[i] Costa sostiene («Oligarquía y caciquismo» cit., pág. 8o), como 
tantos otros ilustres escritores, que para destruir el caciquismo es de gran 
necesidad la reforma de la ley Municipal. 
[2] «No tenemos colegios electorales, ni tampoco clases directoras or-
ganizadas y disciplinadas. La sola organización vigorosa que existe es el 
caciquismo». Antonio Maura. «Oligarquía y caciquismo», cit., pág. 121. 
[3] «Evolución...» cit., pág. 331. 
[4] «Apuntes...» cit., tom. II, págs. 179 y sigtes. 
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daba resuelto aumentando los pueblos agregados, para 
los que consideraba, sin duda, suficientemente perfecta 
la organización existente, fruto de reflexiones de gabi-
nete y de un desconocimiento absoluto de lo que es en 
realidad el Régimen local, pues sostenía en su preám-
bulo que las funciones municipales recaen en los 
Secretarios, en todos los pueblos pequeños (1), y que 
éstos «en su mayoría indotados, sin responsabilidad 
directa y sin condiciones de aptitud por regla general en 
los pueblos pequeños, usurpan abusiva, pero necesaria-
mente, la representación nacional» (2). Es el mismo ra-
zonamiento empleado en las Cortes de 1812, y que, si 
bien muchas veces es cierto, a nadie puede convencer, 
pues aunque los Secretarios del Ayuntamiento consti-
tuyan de hecho en los distritos rurales la Corporación 
municipal, valiéndose de armas electorales tan diestra-
mente manejadas como el reparto de los tributos muni-
cipales, organizados estos Municipios de conformidad 
con la base histórica, aunque modernizando su antigua 
organización, tales funcionarios no podrían imponerse 
a los habitantes del Municipio y pasarían a ejercer tan 
sólo las funciones que les corresponden como meros 
auxiliares que son del Concejo. Pero de ninguna mane-
ra podemos estar conformes con la gratuita afirmación 
que hacían en el proyecto, de que en los pueblos peque-
ños no se encuentran personas aptas para el desempeño 
de los cargos concejiles. Organizando sus funciones 
adecuadamente, existen esas personas, como existían 
antes, según demostraremos con toda claridad al des-
cribir las antiguas costumbres de las aldeas y su admi-
rable gobierno, según las reglas del Derecho consuetu-
dinario leonés, por hombres que no siempre sabían es-
cribir, ya que para cumplir fielmente las obligaciones 
[i] Preámbulo del proyecto. Ibid. 
[2] Preámbulo del dictamen de la Comisión del Congreso leído en 1? 
de marzo de 1880. 
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que imponen esos cargos tan sólo es necesario un 
poco de honradez y de buena voluntad. 
Fueron presentadas al dictamen numerosas enmien-
das, pero ni éstas ni aquél llegaron a discutirse. 
En 16 de diciembre de 1882 fué leído en el Senado por 
D. Venancio González, entonces Ministro de la Gober-
nación, un proyecto de Ley municipal, en el que se con-
servan íntegramente los artículos de la ley de 1877 que 
se refieren a las Juntas administrativas. Fué retirado 
por Gullón, al sucederle en aquel Ministerio, el cual pre-
sentó otro en 23 de junio de 1883, que, a su vez, fué sus-
tituido por otro más, en 5 de enero de 1884, redactado 
por D. Segismundo Moret, reproducción en gran parte 
del de 1882. 
Pocos meses después, el 27 de diciembre de 1884, se 
leyó en el Congreso, patrocinado por Romero Robledo, 
un importantísimo proyecto de ley sobre «Gobierno y Ad-
ministración local», tratando de refundir la Ley munici-
pal de 1877 y la Provincial de 1882 en una sola, pero 
con muy variadas e interesantes reformas y en un sen-
tido francamente favorable al verdadero self-govern-
ment. Este es el primer proyecto de legislación local 
que intenta crear distintas clases de Ayuntamiento (1), 
resucitando el antiguo Concejo abierto en los sitios en 
que no sólo es aplicable, sino en absoluto necesario (2), 
y conservando los Ayuntamientos en las grandes po-
blaciones. 
Fiel a este propósito, se quería en el proyecto que los 
vecinos todos intervinieran en la gestión de los intereses 
municipales, constituyendo los Municipios según el nú-
mero de sus habitantes y haciendo desaparecer, por 
tanto, las Juntas administrativas. Aquel proyecto inten-
taba crear unas asambleas en las que, en las agrupacio-
[i] Vid el Preámbulo del proyecto (Apuntes cit., tom. II, pág. 365).. 
[2] Ibid. 
— Í2t — 
íies pequeñas, que constituyen la inmensa mayoría de los 
distritos rurales españoles, formaban parte todos los 
vecinos que tenían voto, mientras que en las más nume-
rosas sólo habían de deliberar «en épocas y casos de-
terminados, confiando a comisiones permanentes, elegi-
das por ellas, las facultades necesarias para el cumpli-
miento de sus acuerdos y para la conservación, que per-
manecen y exigen diaria solicitud» (1). 
Pero como el proyecto, al convertirse en ley, reforma-
ba por completo la organización política, y con esto mu-
chos de los diputados que componían el Congreso se 
hubieran quedado sin acta, fué objeto de una enconadí-
sima discusión, presentándole numerosas enmiendas, 
hasta que por fin fueron suspendidos los debates en 14 
de abril 1885, cayendo definitivamente en el olvido al 
dísoverse aquellas Cortes en 8 de mayo de 1886. 
Este último año volvió a ser Ministro de la Goberna-
ción D. Venancio González, y en 12 de julio reprodujo 
substancialmente su proyecto de 1882, que volvió a ser 
presentado a las Cortes en 17 de enero de 1887, en 3 de 
diciembre del mismo año y en 15 de junio de 1889, sin 
que llegara a ser aprobado. 
Mientras los proyectos de ley anteriormente citados 
eran discutidos por las Cortes, el Poder central recababa 
muchas de las atribuciones que la ley confiere a las 
Corporaciones locales; queriendo evitarlo, al discutirse 
en 1891 el Mensaje a la Corona, en el que se prometía 
reformar las leyes Provincial y Municipal, hombres de 
[i] Ibid. Art. I I . En los Municipios que no tengan más de 500 habi-
tantes serán concejales todos los que reúnan las condiciones exigidas por 
la ley electoral para electores a Diputados a Cortes. 
Si el número de éstos no llegase a 100, serán concejales todos los veci-
nos^  cabeza de familia. 
En los_Municipios de más de 500 habitantes y que no excedan de 1.000, 
lo serán igualmente dichos electores, pero si su número pasara de 20, se 
dividirá la lista electoral en dos partes iguales, que turnarán por mitad cada 
bienio. 
La lista de que habla el párrafo anterior se formará por orden alfabético. 
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tan opuestas tendencias como los Sres. Pedregal y Barrio 
y Mier presentaron dos enmiendas, solicitando, entre 
otras cosas, que las reformas anunciadas se orientasen 
en sentido descentralizador (1), pero su petición cayó en 
el vacío, acaso porque con ello se beneficiaba a los 
pueblos. 
Cumpliendo lo dispuesto en la R. O. dictada por Sil-
vela, en 20 de julio de este mismo año de 1891, encomen-
dando a la Subsecretaría del Ministerio de la Goberna-
ción la reunión de los antecedentes necesarios para 
formar un proyecto de ley de Gobierno y Administra-
ción local y otro de bases para la reforma de la ley Mu-
nicipal, se formuló un informe documentado, que no 
llegó a tener estado parlamentario,por el que se creaban 
las regiones y cinco clases de Ayuntamientos: 1.°, que 
no excedan de 1.000 vecinos; 2.°, que pasen de 1.000 
y no lleguen a 12.000; 3.°, de 12.001 a 100.000; 4.°, que sin 
llegar a 100.000 constituyan capitalidad de región, y 5.°, 
que pasen de 100.000 (2); pero en las bases nada se de-
cía de los pueblos agregados, pareciendo deducirse que 
los Ayuntamientos menores de 1.000 habitantes y que 
no pudieran sufragar los gastos municipales pasarían a 
tener aquella condición. 
En el Mensaje de la Corona leído en el Congreso en 
5 de abril de 1893 se prometía reformar la Hacienda 
local, y en el dictamen de contestación se interesaba 
también la de las leyes locales. Efectivamente, durante 
aquella legislatura (1893-1894) se aprobaron por el Se-
nado las bases para la redacción de una ley orgánica de 
Administración o Régimen de las Provincias o de los 
Municipios, que había de verificarse por el Gobierno, 
utilizando la jurisprudencia administrativa y mantenien-
do los preceptos de las leyes de 1877 y 1882 cuya con-
(i) «Apuntes...» cit., tom. II, pág. 665. 
(2) Bases para reformar el tit, I, cap. I, de la ley de 1877. 
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servación aconsejase la experiencia. Fueron leídas las 
26 bases de que constaba el proyecto, en la sesión de 
26 de mayo de 1894, sin que en ellas se adivine nada 
que pueda referirse a los pueblos agregados, sin duda 
porque a sus redactores no les preocupaba este proble-
ma. No llegó a discutirse en el Congreso. 
En 9 de diciembre de 1899, siendo Dato Ministro de 
la Gobernación, se leyó en la Cámara popular un pro-
yecto de ley por el que se intentaba introducir algunas 
reformas en las leyes Municipales provinciales. Este 
proyecto no se ocupaba tampoco de los pueblos agrega-
dos, aunque Dato representaba el distrito de Murias de 
Paredes, uno de los que presentan este problema con 
más generalidad, por estar formados así todos sus 
Ayuntamientos sin ninguna excepción; pero su diputado 
apenas conocía ese distrito más que por oirlo nombrar 
alguna vez, ya que el acta se la regalaban personas in-
fluyentes y diestras en el manejo del Censo electoral. 
El 30 de octubre del mismo año, Silvela, entonces 
Presidente del Consejo de Ministros, presentó un pro-
yecto de ley sobre descentralización administrativa, con-
vencido de que había ya «en el espíritu público suficien-
te preparación para ello» (1), pero, aun así, no se men-
cionan los pueblos agregados, como si no fueran acree-
dores también a los beneficios de la descentralización. 
Este proyecto no llegó siquiera a ser dictaminado por la 
Comisión parlamentaria. 
Durante los primeros años de este siglo presentó en 
el Senado un proyecto de ley Municipal y otro de bases 
para su reforma. Fué leído el primero por González Be-
[i] «Todos reconocen la realidad de los daños que ocasiona una cen-
tralización excesiva y una suspensión constante de las otras aspiraciones y 
propuestas legítimas de provincias y Municipios por la sumisión de todas 
las iniciativas al Poder central, sujetando por igual las buenas y las malas 
a tramitaciones dilatorias, que pretendiendo evitar el daño con mayor efi-
cacia aún, imposibilitan el beneficio y ocasionan de esta suerte con toda 
seguridad la atonía y la muerte de la vida local y provincial». Preámbulo 
del proyecto. («Apuntes . . .» , cit., tom. II, pág.'
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sada, en 19 de diciembre de 1901, y el segundo, por Mo-
ret, en 2 de octubre de 1902. 
En 26 de mayo de 1902 se leyó por Maura en aquella 
Cámara un «Proyecto de ley estableciendo las bases para 
la reforma de la Administración local», que fué aproba-
do, dándose cuenta del mismo al Congreso en 13 de ju-
lio, de cuyo proyecto fué incorporada una parte al de 
1907. Emitió dictamen la Comisión designada para su 
estudio en la Cámara popular, en 28 de enero de 1904, 
introduciendo algunas modificaciones (1). 
En él se reemplazaban acertadamente las Juntas ad-
ministrativas por una Junta de vecinos constituida con 
todos los residentes electores—el antiguo Concejo—que 
presidía un Alcalde pedáneo, elegido por ellos mis-
mos, el cual era el encargado de hacer cumplir los 
acuerdos de la Junta, de la imposición de prestaciones 
personales, de fijar las multas, etc., con lo que se hubie-
ra mejorado grandemente la administración de los pue-
blos pequeños. Todo el proyecto se inspiraba en un gran 
respeto hacia las Entidades locales (2), pero no fué 
aprobado. 
Al ser puesto a discusión en el Congreso, se le pre-
sentaron algunas enmiendas, entre ellas la patrocinada 
por Requejo, pidiendo que las reuniones de las Juntas 
de vecinos y sus acuerdos se hicieran constar en un l i -
[ i ] Ejercerán esta administración especial, la Junta de vecinos consti-
tuida por todos los residentes que gocen del derecho electoral y un Alcalde 
pedáneo o su suplente, elegido al tiempo de votar los residentes en el anejo 
a los concejales del Ayuntamiento. 
E l Alcalde pedáneo convocará y presidirá la Junta de vecinos, formará 
los presupuestos, cuidará de la ejecución de los acuerdos de la Junta y del 
cumplimiento de los bandos de policía, la imposición de prestaciones per-
sonales y la fijación de multas por infracciones de los acuerdos que dicte 
en materias de su competencia. Se reunirá siempre que juzgue necesario 
convocarla el Alcalde pedáneo o lo pida la mayoría de los individuos de la 
Junta. 
[2] Los Municipios formados actualmente por más de 200 vecinos y 
menos de 2.000 residentes, se agruparán con sus limítrofes para la adminis-
tración de sus intereses, continuando encomendada la de los privativos de 
cada caso a su respectivo Ayuntamiento. 
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bro de actas extendidas en papel de oficio, que autoriza-
rían el pedáneo y otros dos vecinos, si los hubiere, que 
supiesen firmar, pudiendo ejercitar con este derecho todos 
ios demás, o sea alguna de las atribuciones del antiguo 
fiel de fechos. 
El 14 de junio de 1905 se presentó al Congreso, patro-
cinado por González Besada, un «Proyecto de ley sobre 
reforma de la Hacienda municipal» (1), y, en 3 de febrero 
de 1906, otro por el Conde de Romanones, titulado «Pro-
yecto de bases para la reforma de la ley municipal», que 
llevaba fecha de 22 de enero y que fué rapidísimamente 
dictaminado por la Comisión. 
Estos proyectos, influidos por añejas preocupaciones» 
se dirigían contra los Municipios pequeños, intentando 
resolver el problema de la organización local, dispo-
niendo que los Ayuntamientos menores de 500 habitan-
tes se incorporasen a los más próximos, procurando 
asimismo que los menores de 2.000 se agrupasen tam-
bién (2). Sin duda creían sus redactores en las ventajas 
que tiene el prurito de aumentar el número de pueblos 
agregados, y, considerando suficientemente perfecto el 
organismo que en la actualidad los rige, no creían nece-
sario reformarlo. Pero, con este modo de pensar, no 
estuvo conforme, porque no podía estarlo, un diputado 
de tanta valía y tan conocedor del problema como 
D. Matíqs Barrio y Mier, por lo que propuso en la sesión 
de 4 de febrero una nueva base, en la que se interesaban 
normas altamente beneficiosas para la organización de 
estos pueblos (3), concediendo a su Junta local una 
personalidad jurídica completa, ya que había de repre-
sentar todos los intereses y derechos de la comunidad, 
[i] «Apuntes...», cit., tom. II, pág. 819. 
[2] No se permitirá en lo sucesivo la Constitución de ningún Ayun-
tamiento con menos de 2.000 habitantes. 
[?] Enmienda que fué reproducida, ampliándola notablemente, en el 
proyecto de 1907, donde la mencionamos. 
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dejando tan sólo a los Ayuntamientos una mera acción 
inspectora. Reunidos, la Junta y vecinos, procederían de 
acuerdo en todo lo relativo a la policía rural, guardería 
de fincas, servicio de ganadería, distribución de pastos 
y aprovechamientos comunales, vías de comunicación, 
obras y mejoras locales y demás asuntos análogos que 
interesasen principalmente al pueblo. E l nombramiento 
de sus funcionarios habría de verificarse de un modo 
parecido al empleado en la época del mayor esplendor 
municipal. Pero, sin duda por estar tan bien orientada 
esta reforma, por ser tan necesaria y acaso porque 
no favorecía ningún interés de mezquina política, no 
fué tomada en consideración, ni llegó a discutirse el 
proyecto. 
E l día 7 de junio de 1907 leyó, en el Congreso de los 
Diputados, el entonces Ministro de la Gobernación, 
D. Juan de la Cierva, un «Proyecto de ley sobre régimen 
de la Administración local», redactado con fecha de 
31 de mayo del mismo año, «con resuelto designio de 
emancipar y amparar la vida local, acogiendo y estimu-
lando las espontáneas energías populares, nervio de la 
vida nacional. Muy lejos de tratarlas con recelo, de ellas 
espera el Gobierno remedio para grandes males y firme 
apoyo para los anhelos de mejora» (1), palabras que no 
eran una simple promesa, pues los redactores del pro-
yecto, llenos de un amplio espíritu de tolerancia y de 
justicia, concedían una gran libertad a todos los pueblos 
y hasta a los agregados a un término municipal, tan olvi-
dados siempre; conseguían, aunque de un modo restrin-
gido, el reconocimiento de su personalidad como socie-
dades naturales, y su vida peculiar era reglada con muy 
beneficiosas normas (2). Pocos días después, el 3 de 
[ i ] Preámbulo del proyecto «Apuntes . . .» , cit., tomo. II, pág. 1037. 
[2J Constaba de 399 artículos, divididos en dos libros: i . ° , Administra-
ción municipal; 2.a, Administración local; y aquél, a su vez, en 5 títulos: 
1.a, de los Municipios y Mancomunidades; 2 . 0 , de los organismos y auto-
ridades municipales; 3.°, de la Administración municipal y su jurisdicción; 
4. , de la Hacienda municipal, y s . ° , de los recursos y responsabilidades. 
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julio, fué dictaminado por la Comisión, alterando muy 
poco el proyecto primitivo (1), discutiéndose segui-
damente. 
Según este proyecto de ley, se añade al Municipio, al 
carácter de asociación legal de vecinos, el de sociedad na-
tural (2). Como es indudable que los Municipios pequeños 
presentan grandes inconvenientes en la práctica, se in-
tentaba formarlos con numerosa población, obligando a 
los menores de 2.000 habitantes a unirse a otros limítro-
fes hasta completar aquel número, o bien incorporarse 
a uno completo y contiguo para aquellos servicios en 
que la autoridad local tiene delegación del Poder cen-
tral, conservando en lo demás su autonomía; pero no 
podía obligarse a varios Municipios a unirse más que 
para estos efectos; aunque, una vez verificada la unión, 
cada pueblo pasaba a ser simplemente un anejo (3); dic-
tándose asimismo las oportunas reglas para que estas 
disposiciones legales fueran cumplidas en brevísimo 
plazo (4). 
El Ayuntamiento ostentaba la representación legal 
del Municipio (5), y las Juntas de vecinos, la de los pue-
blos agregados; para que no pudieran ser unos orga-
nismos inútiles, como las Juntas administrativas creadas 
por la ley de 1877, se les concedía capacidad jurídica 
de adquirir, conservar o enajenar los bienes peculia-
res del mismo anejo, y para celebrar contratos o ejerci-
tar acciones relativas a ellos si dichos acuerdos se toma-
ban por unanimidad y previa su aprobación por la Co-
misión permanente o por el Ayuntamiento (6), y también 
[i] Conservó el mismo número de artículos, libros y capítulos. Vid. 
Diario de Sesiones del Congreso: Legislatura de 1907. tom. III. Ap. 31 al 
número 41. 
>] Art. i.° 
'3] Arts. 2.°y3.° 
.4] Art. 5.0 
j ] Art. 8.° 
.6] Arts. 9.0 y 17. 
— 134 — 
administraban sus bienes particulares, con absoluta in-
dependencia de la Corporación municipal (1). Las des-
avenencias entre las Juntas de vecinos serían resueltas 
por el Ministerio de la Gobernación, previo informe del 
Gobernador de la provincia (2). 
Las Juntas de vecinos debían componerse de tres vo-
cales, no excediendo de 200 el número de residentes en 
el anejo, y, en caso contrario, de cinco, presididos por el 
Vocal que mayor número de votos hubiera obtenido y, 
entre votaciones iguales, por el de mayor edad. El Al-
calde del Ayuntamiento era el encargado de convocar 
las elecciones, que debían efectuarse conforme a lo or-
denado por la ley Electoral y en las que, además de esos 
Vocales, se nombraba un número análogo de suplentes 
(3), y para todos ellos se establecían las mismas tachas 
que para los otros cargos municipales. Las alzadas, pro-
testas o quejas sobre incidentes de la elección, serían 
resueltas por la Comisión permanente del Ayuntamiento 
respectivo, y sin ulterior recurso (4) rendirían cuentas 
de su gestión (5). 
La facultad de dictar las Ordenanzas se concedía ex-
clusivamente a los Ayuntamientos (6), que también eran 
los encargados del arreglo de los caminos vecinales y 
rurales, y de la Junta de vecinos, los caminos, callejas, 
sendas y veredas de los respectivos términos (7). 
A pesar de que esta ley significaba un gran adelanto 
sobre la vigente, aún adolecía de graves defectos, algu-
nos de los cuales se intentaron subsanar en la discusión. 
Efectivamente, aun no pudieron desprenderse nues-
tros gobernantes de la preocupación que les obliga a 
i ] Art. 31. 
>] Art. 34. 
.3] Arts. 91, 94 y 92. 
.4] Art. 93. 
.5] Art. 143. 
.6] Art. 110. 
7] Art. 112. 
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crear Municipios grandes, con sus órganos representati-
vos, que en los distritos rurales son, generalmente, cria-
dos de los caciques, a los que la mayoría de los diputa-
dos que habían de convertir el proyecto en ley debían 
el acta. Contra este intento, contra el vicio de uniformis-
mo, de tan funestos resultados prácticos, se levantó el 
insigne Azcárate, en la sesión del 5 de noviembre, soste-
niendo «qué debían establecerse en nuestra ley seis 
tipos, según que los Municipios fueran urbanos o rura-
les, grandes o pequeños, de población aglomerada o 
dispersa» (1), palabras que en parte cristalizaron en la 
enmienda Gasset pidiendo que los Municipios se divi-
dieran en dos clases: a) Municipio rural; b) Municipio 
urbano, considerándose entre los primeros aquéllos 
cuya población no exceda de 10.000 almas, o cuyo pre-
supuesto no rebase la cifra de 250.000 pesetas, y, en-
tre los segundos, todos los demás, dejando subsisten-
tes, para unos y para otros, íntegros, los artículos del 
proyecto. No fué tomada en consideración, ni lo me-
recía tampoco, porque ninguna ventaja había de re-
portar, ni son Municipios rurales lo que en ella se 
dice (2). 
Todavía revela un mayor desconocimiento del proble-
ma municipal en los distritos rurales, o acaso un deseo 
de entorpecer, velando por los intereses caciquiles, la 
evolución que representaba la siguiente enmienda pro-
puesta por Suárez Inclán: «Las referidas parroquias y 
poblaciones estarán representadas en el Ayuntamiento 
por concejales vecinos de las mismas, a no ser que sea 
inferior el número de electores de cada una, en cuyo 
caso se agruparían las parroquias y las poblaciones 
[i] Diario de Sesiones del Congreso. Legislatura 1907-1908, tom. VI, 
pág. 2.248. 
[2] Presentada el 27 de enero y discutida el 28. Ibid., tom. XII, Ap. 29 
al número 133. 
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limítrofes hasta dicho número de electores» (1), para lo 
que no hacía falta derogar la ley de 1877. 
Pero, al lado de estas muestras de ineptitud e ignoran-
cia de nuestros legisladores, encontramos otras de hom-
bres insignes que sabían lo que es el Municipio, y aun-
que no conformes con el proyecto, trataban de mejorarlo, 
de acuerdo con nuestras tradiciones locales. Tal fué el 
objeto de la enmienda patrocinada por los Sres. Barrio 
y Mier y Azcárate, presentada el 8 de julio de 1907 (2). 
Por ella se intentaba que cada uno de los pueblos uni-
dos al Municipio conservase su individualidad, teniendo 
el carácter de persona jurídica para todos los efectos 
civiles, administrativos y judiciales, con los derechos a 
ello inherentes. Se reconocía la existencia del Concejo o 
Asamblea general de vecinos, convocada por el Alcalde 
pedáneo, que habría de proceder de acuerdo con aqué-
lla en todo lo relativo a policía rural, guardería de fin-
cas, servicio de la ganadería, distribución de pastos y 
aprovechamientos, obras y mejoras locales, prestacio-
nes personales, formación de presupuestos y cuentas, 
repartos vecinales y demás asuntos análogos y de inte-
rés comunal, como el nombramiento de depositario y 
fiel de fechos y la aprobación de las cuentas y Presu-
puestos. 
La representación del pueblo debía corresponder a 
una Junta local compuesta por un Alcalde pedáneo, de 
uno a tres vocales adjuntos, según el vecindario del pue-
blo, y de un procurador del común, que desempeñaría, 
además de funciones administrativas, funciones fiscali-
zadoras, y elegida por los vecinos. A estas Juntas co-
rrespondería exclusivamente la representación del pue-
blo respectivo, ostentando judicialmente su personali-
dad, y teniendo, por tanto, capacidad jurídica para ad-
[i] Ibid., tom. XII. Ap. III al número 134. 
[2] Ibid., XII. Ap. 30 al número 131. Pedía la reforma de los arts. 2, 
9, 3i> 34, 39, 9i> 92, 93, 94, 95, «Si 122, 145, 157, 162, 184 y 268. 
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quirir, conservar, administrar y enajenar los bienes pe-
culiares de dichos pueblos, tanto muebles como inmue-
bles, celebrando a su nombre actos y contratos, y para re-
presentarlos en juicio y fuera de él, ejercitando acciones 
o defendiendo derechos relativos a los mismos, previa la 
aprobación del Concejo de vecinos y la del Ayuntamiento 
o su Comisión permanente. Esta última no sería necesa-
ria cuando fuesen opuestos los intereses propios de 
cada uno. 
Con estas reformas, los pueblos agregados a un tér-
mino municipal recobraban la mayor parte de sus anti-
guas atribuciones, pero ni la enmienda ni el proyecto 
fueron aprobados, porque a nuestros actuales gobernan-
tes les interesan las combinaciones políticas del partido 
a que pertenecen, mucho más que el bien y prosperidad 
de la Nación (1). 
[i] Por las razones expuestas en la introducción, estudiamos el Estatuto 
local de 8 de marzo de 1924 en el Apéndice. 

S E G U N D A P A R T E 
Los pueblos agregados a un término municipal 
en el Derecho consuetudinario leonés. 

CAPITULO I 
Rec opilación de las antiguas costumbres administrativas. — Las Orde. 
nanzas de las aldeas: importancia de su estudio. — Formación y promul-
gación de estos Reglamentos. 
Ya hemos visto, en las someras notas que anteceden, 
que las Cortes de Cádiz impusieron en España un régi-
men local de tipo uniforme y jerarquizado, con el que se 
redujeron a la unidad más absurda los diversos compo-
nentes locales, régimen que se fué acentuando más 
todavía en las leyes posteriores, olvidándose siempre de 
los pueblos pequeños, a los que arrebataron su persona-
lidad, destruyendo prácticamente su existencia jurídica, 
aun reuniendo, como reúnen, todas las condiciones 
esenciales que el Derecho exije para que puedan ser 
considerados como Municipios, los cuales no son en la 
ley de 1877 más que una mera creación de la ley. 
Pero estas leyes, promulgadas con un desconocimien-
to absoluto de nuestra Historia municipal, de las super-
vivencias jurídicas, siempre conservadas con cariño y 
observadas escrupulosamente; ignorando sus redactores 
que la habilidad no consiste en hacer leyes, sino en 
hacerlas de manera que satisfagan las necesidades 
sociales y se adopten a la realidad-por que el que, al 
formularlas, desconoce la realidad, no hace leyes: hace 
castillos en el aire (1)—, no han logrado infiltrar su espí-
ritu en el alma de los habitantes de estas montañas de 
[ij Senador Gómez (Julio); «Castilla en escombros». Valladolid, 1915, 
pág. 119. 
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León. Privaron a los acuerdos de la Asamblea general 
de vecinos de toda eficacia jurídica, pero nadie puede 
hacer que los campesinos crean esto/tjue ellos conside-
ran como un absurdo; les niegan el derecho de promul-
gar sus Ordenanzas, y ellos continúan rigiéndose por sus 
antiguas y venerandas costumbres, acudiendo, en defec-
to de la disposición reglamentaria, a redactar contratos 
privados, que allí tienen, generalmente, tanta eficacia 
como una escritura pública de constitución de sociedad; 
se les dice que los acuerdos que toma el pueblo, reunido 
en Asamblea, no tienen validez, que sus Alcaldes no 
tienen potestad coactiva, que son meros administradores 
de sus bienes privativos, que los únicos acuerdos ejecu-
tivos son los dimanados del Ayuntamiento y la única 
autoridad, la del Alcalde constitucional, y no lo creen; 
siguen tomando ellos mismos los acuerdos que conside-
ran necesarios, y ejecutándolos su Alcalde pedáneo, 
ayudado por los vecinos, conscientes de la importancia 
enorme que entraña para ellos el régimen de la comuni-
dad, de la asociación natural y estrechísima que consti-
tuyen, indestructible por más esfuerzos que haya efec-
tuado el Poder central, tanto del Estado como del que 
ellos ven más cerca: del Ayuntamiento. 
Para los habitantes de estos pueblecitos, los Ayunta-
mientos no tienen razón de ser. Saben que están com-
puestos por un determinado número de personas a las 
órdenes del cacique, y que sólo acatan sus mandatos, 
sin preocuparse de los intereses del Municipio, sino de 
los suyos propios; que tienen un Secretario, hábil cono-
cedor de la ley Municipal, con poderosos amigos políti-
cos, que por su influencia entre los agentes del Poder 
central hace que toda reclamación resulte inútil; que 
existe una porción de Juntas que no le favorecen, sino, 
muy al contrario, que acatan servilmente las órdenes del 
Alcalde, del Secretario y del Ayuntamiento; que han de 
votar en las elecciones generales para quien éstos or-
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denen, pues, de lo contrario, pagarán ellos solos iodos 
los consumos y demás repartos concejiles, tributos que 
no se invierten nunca en beneficiar al Municipio, sino 
en pagar al Secretario y, muchas veces, en otras cosas 
inconfesables; que si alguna vez consiguen tener una 
mayoría en el Ayuntamiento que no se preste a las exi-
gencias de los mangoneadores políticos, pronto es des-
tituida y reemplazada, basándose en el más fútil pretex-
to- Cuando uno de los pueblos agregados al término mu-
nicipal necesita construir una escuela, concurrir con el 
Estado a la construcción de los caminos vecinales; 
cuando precisan, en fin, cualquiera otra mejora impres-
cindible, tienen ellos mismos que acudir a satisfacerla, 
sin esperar nunca, porque saben que es inútil, a que el 
Ayuntamiento les ayude; y para ello necesitan acudir a 
la tradición, a sus antiguas costumbres, que es del úni-
co modo que sus necesidades pueden ser atendidas. 
Esta es, acaso, una de las causas principales de la tenaz 
supervivencia del antiguo Derecho. 
Por eso es tan importante para todo el que se interese 
por las cuestiones que atañen al régimen local, especial-
mente en los distritos rurales, el estudio de las costum-
bres comunales que aún existen contra ley y de las con-
tenidas en las antiguas Ordenanzas, fuente principal 
para el estudio de las mismas. Y, como para tener algu-
na idea de lo que fueron determinadas instituciones, es 
preciso tenerla también, siquiera en general, de la época 
en que se desenvolvieron, porque aquéllas han de ser 
una de tantas manifestaciones de la vida toda, y, en tal 
virtud, han de hallarse informadas por su espíritu carac-
terístico (1), hemos incluido en la introducción de este 
modestísimo ensayo algunas notas sobre nuestro glo-
rioso Municipio histórico, e intercalamos otras sobre al-
gunos usos medioevales, en las distintas instituciones, 
[i] Uña y Sarthou (Juan); «Las asociaciones obreras en España» 
Madrid, 1900, pág. 61. 
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que contienen las Ordenanzas de los pueblos hoy agre-
gados a un término municipal, tan semejantes, que 
salta a la vista como en aquéllos tienen éstos su pro-
cedencia. 
Ya desde muy antiguo—por D. Juan II en las Cortes 
de Ocaña de 1423—se dispuso «que todas las ciudades, 
villas y lugares de los nuestos Reynos sean gobernadas 
según las Ordenanzas y costumbres que tienen de los 
Alcaldes y Regidores y Oficiales de los tales Consejos» , 
inserta esta disposición en las leyes recopiladas (1) y 
vigente hasta las Cortes de Cádiz. Y ya mucho antes, 
podemos afirmar que desde la más remota antigüedad, 
como demuestran los primitivos documentos comunales 
que conocemos, los pueblos se regían por el usu ierras, 
por sus buenos usos y buenas costumbres, reconocidas 
en todos los fueros y privilegios, y cristalizadas también 
en antiquísimas copilaciones (2). 
Estas Ordenanzas se confeccionaban por los vecinos 
más antiguos siempre que era necesario, bien por hallar-
se rotas las anteriores, o porque algunas de sus dispo-
siciones resultasen inaplicables, debido a la continua 
evolución, al distinto modo de vivir propio de cada épo-
ca. En el pueblo es donde se encuentra una mayor can-
tidad de sentido práctico; por eso iban reformando su 
Li] Ley 7. a , tít. i .°, lib. 7. 0 de la Nueva Rec. y i . a , tít. 3.°, lib. 7. 0 de 
la Nov. Rec. 
[2] Ya sabemos que muchos fueros extensos, como el de Ledesma, 
son verdaderas Ordenanzas municipales. «Esta es Karta que fizieron los 
buenos onmes de Ledesma por salut de toda nuestra villa e de sus térmi-
nos, por los mayores e por los menores, assi barones como mugieres». 
Cap. 3. 0 (Edic. Castro y Onís, ya cit., tomo I, pág. 216). También exis-
ten antiquísimas Ordenanzas sobre policía local, como, entre otras muchas, 
la acordada en 113 3 entre los canónigos, jueces y ciudadanos de Santiago 
de Compostela (López Ferreiro, Ob. cit., tom. I, pág. 82) y la del Con-
cejo de Oviedo de 1245. «In nomine dmni. amen. Sub era 1283. Estos 
sont e los establecimientos que ficieront las Justicias de Oviedo con consello 
de los Homes bonos de la villa e con otorgamiento e todol concello pre-
gonado, y e De D . García maior Merion del R; pora servicio, y e pora 
prot del Re: hie de todol concello.» (Sangrador y Vítores, Ob. cit., 
P á g- 377)-
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organización, modificando sus Reglamentos siempre que 
era preciso. «En el lugar de San Román de la Vega a 
diez y sseis del mes de ssepttíembre de mil Settecíentos 
y Diez y sseis años, Aliándonos juntos en nro Concejo 
en la parte y sitio acosttumbrado, Noslos vezínos del 
dicho lugar assi del barrio de arriba como del barrio de 
abaxo, llamados y conítados según costumbre para ttra-
ítar y consenttir las cosas uttiles y necesarias al buen 
Gobierno y Rexímen del dicho Concexo y la mayor y 
mas ssana paríte de los que rio componen, decimos, 
que por quantto las ordenanzas porque se gobierna di-
cho Conzexo sse hallan con el ttranscurso del ttiempo 
mucha partte de ellas rotas y falttosas de capittulos de 
los que nuestros antíepasados y algunos de los pre-
senttes a dicho Conzexo habían dispuesto. Y ademas 
aliado y acordado ttener por bien aver ademas, cierttas 
círcunsttancias ottros capítulos que añadir para la mejor 
consservación y gobierno de dicho Conzexo el que sse 
agan ottras nuevas Ordenanzas con la inserción de los 
capítulos y fuerzas que sse pudieran ssacar de las rre-
ferídas ordenanzas. Y para questtas que nuebameníte 
seinttentían acer sse pongan en execucíón desde luego. 
Nombramos por aparttadores y diputtados de dho Con-
zexo a Andrés Alonso y Domingo del Toral del barrio 
de arriba, y a Franco ceníteno y íhome Pérez del barrio 
de abaxo y a thome González del dho barrio de arriba y 
procurador de la ttierra... y a Roque Rabanal Rexidores 
destte dicho Concexo a los quales y cada uno damos 
(roto) y faculttad la que por derecho se requiere y en 
ttal casso es necessaria para que juntos o cada uno de 
porssi como les pareciesse con assístencia de un notía-
río que de ello de fee a ponerlas en obra añadiendo o 
quittando capittulos, fuerzas y penas las que les pare-
ciessen sser uttiles y necessarias para el dicho Go-
bierno». 
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Otras veces los vecinos buscaban una persona culta 
que les ayudase en la copilación de sus costumbres, 
para que el reglamento no estuviera en franca oposición 
con las leyes generales. «En el lugar de villapodanvre 
a primero dia del mes de diziembre de mil seiszientos y 
cincuenta y nueve años: estando, juntos a rrepique de 
Campana en nro Conzexo y ayuntamiento Su.co en la 
parte y lugar acostumbrado Santiago González Alcalde 
y Alonso Rodríguez, y Domingo Gonzales de las heras 
Regidores, Domingo Suarez, Domingo Arias... que so-
mos todos los vezinos que del presente ay en el dho 
lugar; y asi juntos decimos, que para algunos; Y en pre-
sencia de el Dr. Rodrigo Solis nro cura que a falta de 
esno asistió a nro Ruego a dho ayunttamiento. acorda-
mos que por quanto las ordananzas,por donde el dho lu-
gar y sus vezinos se rrige, y Gobernaban para su buena 
conservazión las ttenían escripias en un libro de caxa 
el qual asi con el largo uso del tiempo como por andar 
de uno en otro vezino se rrompio y destruyo de modo 
que no se puede leer, y otro ssi por que estaba defectuo-
so de algunos capittulos y que otros se nezesittaban de 
reformación, y para el provecho y utilidad del dho lugar 
y sus vezinos. Por ttanto, que sin ser visto contravenir a 
las Leies Reales y loables costumbres y thomando para 
ello buenos Consexos de letrados de zienzia y conzien-
zia se volviese a hacer y refrendar las dhas hordenan-
zas en nro livro nuebo de Caja para el dicho efectto de 
elegir quatro de ellos; y para que mas vien y de mejor 
notizia, y mas experienzia, que con el Abogado que les 
pareciere ordenen los ofizios, Capitulos haziendolos es-
crivir en dho libro nuebo. E muy a conformidad los 
dhos Alcalde, Regidores y mas vezinos de vn acuerdo 
eligimos y nombramos para lo que dho es a franco 
González y a Juan González media villa; Pedro Diez Bar-
don, y Santiago González todos vezinos del dho lugar 
los cuales abiendo aceptado el dho nombramiento nom-
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braron para Abogado, Para díspusizión de dhas orde-
nanzas y sus Capitulaciones al dho Bachiller Rodrigo 
Solis nro cura y todos y Congregados comenzaron a 
ordenar y capitular en la manera siguiente». 
De esta forma conservaban los pueblos sus costum-
bres, modificándolas cuando así lo exigía la mudanza de 
los tiempos, pero sin alterar las disposiciones más impor-
tantes, pues las necesidades que con ellas se remediaban 
eran y son las mismas. Por eso, aunque la mayoría de 
las que hoy se conservan en las arcas del pueblo son 
de 1821, tienen el mismo valor, como expresión del 
Derecho consuetudinario, que las antiguas. Burlándose 
donosamente de las leyes generales, que les negaban 
toda personalidad, algunos pueblos, como Curueña 
en 1841, seguían redactando y observando sus Ordenan-
zas, cual sí aquéllas no existieran, reproduciendo las 
anteriores vigentes, afirmando textualmente en su 
preámbulo: «que al consiguiente de hallarse rotas, 
esmenbradas y casi totalmente inutilizadas las ordenan-
zas del nominado pueblo por las que se rigen y gobier-
nan las cosas concernientes al mismo, era preciso e 
indispensable proceder con toda brevedad a la forma-
ción de ellas mediante qe. de otro modo llegaría el caso 
de verse anuladas y corrompidas las mejores y mas 
sanas costumbres del referido pueblo». En algunas de 
las antiguas, en vez de Ordenanzas, se denominaban 
simplemente estos cuadernos «Declaración de cos-
tumbres» (1). 
Una vez redactadas las Ordenanzas por los encarga-
dos de esta labor, se presentaban a la aprobación del 
Concejo, y después a la del Corregidor: «En el lugar de 
Villapodamvre a diezinueve dias de el mes de Diziem-
[i] «Declaración de costumbres que ai en este lugar de Omañon, las 
que se declaran por quatro hombres puestos en el ayuntamiento con con-
sentimiento de todos los becinos para que parezcan dichas declaraciones en 
este proceso, en lo sucesibo». 
— 148 — 
bre de mil y seiszientos y quarenta y nuebe años; 
avíendosc juntado a rrepique de Campana en la parte y 
lugar acostumvrado los dhos regidores Alcalde y más 
Vezinos en su coneexo publico. Sin faltar ninguno para 
lo que de yuso ira declarado los quatro dhos diputados 
y su abogado hizieron leer y leyeron estos capítulos 
según van escriptas enesías onze ojas cada una de por 
si, para conferir si todas ellas son convenientes para el 
buen gobierno y conservación del dho lugar, y su rrepú-
blica; que dijeron no tienen que añadir ni quitar, ni otra 
cosa que se advirtiere y traerse para disponer y decla-
rar; los cuales dihos Alcalde regidores y mas vezinos, 
habiendo oido por estar con toda atención los dhos 
capítulos todos uno a uno nemine ducrepante dyjeron y 
rrespondieron cada uno por lo que toca, que la guarda 
y observazión de dhos Capítulos y cada uno de ellos es 
muy urgente, y prezisamente nezasarío para el buen 
gobierno regimiento y conservación de dho lugar, Desde 
aora y para siempre xamas, sin que falte cosa alguna; Y 
que desde luego se obligaban y obligaron, y se sujetaron 
a lo asi hazer, y cumplir devaxo de las penas en ellos 
contenidas, qualquíera que yncurríere en ellas sin rrepli-
ca ni excusa alguna: Y que por aora no se les ofreze, 
que quitar o añadir: y para mas firmeza y seguridad y 
validazión piden y suplican a su mrd. el señor Correxi-
dor, deste Coneexo y Jurisdizión y a otro cualquiera 
Juez que sea competente de mandar aprovar con toda 
solemnidad que se requiere estos dhos cap.os y orde-
nanza, ynterponiendo a ello para su validazión su auto-
ridad y decreto Judizial, para que valgan y hagan fé en 
Juizio y fuera de el, que prestos están de pagar los dros. 
devidos y rrecivíran mrd. con xa.» 
En la redacción de estos documentos no se observó 
método alguno, mezclándose en párrafos inmediatos las 
cuestiones más diferentes. Unas se dividen en capítulos-
otras se subdividen en artículos, y algunas sólo contie-
nen, en el margen, detallados epígrafes sin numerar. 
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Si esto es un defecto, queda subsanado con la claridad 
de sus disposiciones, inspiradas en el más profundo 
sentido práctico. 
Las más importantes y dignas de estudio son estas 
Ordenanzas, que pudiéramos llamar generales; pero 
también existían otras especiales, tales como las del 
vino, de aguas y de los mozos, que contienen curiosas 
y originales disposiciones, así como, en otro orden, las 
de las cofradías o hermandades piadosas, subsistentes 
en casi todos los pueblos. 

CAPÍTULO II 
La vecindad.—Requisitos necesarios para su adquisición.—Los "dere-
chos de vecindad".—El juramento.—Los "medios vecinos".—Derechos y 
obligaciones propios de todo "vecino".—El huerto concejil.—Los sufragios. 
Como en los pueblos de la montaña leonesa existe, 
entre los vecinos, una verdadera sociedad para realizar 
los aprovechamientos comunales, así como para subve-
nir a todas las necesidades propias de sus pobladores, 
que constituyen algo así como una enorme familia, se 
exigía, por todas las Ordenanzas, que cualquier persona 
que intentase formar parte de la comunidad reuniese las 
condiciones y requisitos que ellas enumeraban, distintos 
según que el aspirante fuese vecino del mismo pueblo 
o forastero, y el pago de un canon llamado derechos de 
vecindad. 
Prescribían las Ordenanzas de Omañón: «Yten tene-
mos de costumbre eneste lugar y al vecino que entrase 
forastero de que al rrexídor que es o fuese le abrá de 
pedir fianzas llanas, para el seguro de los pagamentos 
del pueblo, y mayordamientos y oíros oficios concexiles 
y se le reconoce ó ai notizía de que sea hombre revolto-
so, ó de mala conducta, ó perturbante á la bendita publi-
ca, que no se le de tal vecindad...»; y otras, como las de 
Avelgas, exigían hasta la prueba de un holgado vivir: 
«Para gozar de los derechos de vecino deberá exercer 
alguna profesión o industria útil con que se mantenga ó 
sembrar á lo menos dos fanegas de pan un quartal de 
legumbres y plantar a lo menos el cavimiento de un 
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quartillo de hortaliza» (1), impidiendo de este modo la 
admisión de vagos y mendigos, así como de toda clase 
de gente que tuviera malos antecedentes. La diferencia 
de estos requisitos se explica conociendo los medios de 
vida de cada pueblo. De los citados, Avelgas era de rea-
lengo; gozaba de un fuero antiquísimo, de pastos abun-
dantes y de muy extenso término, mientras que Omañón 
formaba parte del señorío de los Condes de Luna, y 
y aunque este señorío era muy semejante a las behetrías, 
gracias a su fuero y a las encarnizadas luchas y largos 
pleitos que sostuvo con sus señores, aquéllos gozaban 
de una posición mucho más desahogada y de más gran-
de independencia. Acaso fueron debidos esos requisitos 
a una reminiscencia de la antigua comunidad de aldea 
en que antiguamente vivieron aquellos pueblos (2), co-
munidad de la que el actual Derecho consuetudinario 
leonés nos presenta diversos aspectos, demostrando que 
su primitiva organización fué la gens (3). 
Cuando el aspirante reunía las condiciones exigidas 
por la costumbre, pagaba cierto canon, llamado dere-
chos de vecindad, y pasaba a gozar libremente de todos 
los derechos de vecino, quedando obligado también a 
todas las cargas propias de su nueva condición. 
Los derechos de vecindad eran distintos, según los 
pueblos, y siempre estaban taxativamente marcados en 
las Ordenanzas, y distintos también para los naturales 
[i] Cap. i.°, art. 2°. 
[2] Costa (Joaquín); «Colectivismo agrario en España». Madrid 1915, 
pág- 337-
[3] « . . .la actual comunidad de aldea es continuación de la gens pri-
mitiva; una y otra representan estados o edades distintas de un mismo sis-
tema social, y no pueden menos de parecerse entre sí, del mismo modo que 
se parece el individuo en dos edades de su vida, por extremas que estas 
sean... en España tenemos por lo menos tres tipos de comunidades, co-
rrespondientes a tres momentos de la transición del Estado pastoril al 
agrícola. El más arcaico, casi gentilicio, domina a lo largo de la cordillera 
que separa a la provincia de Asturias a la de Lugo, León v Santander, 
cuyos pueblos tienen la ganadería casi por única riqueza». (Sales y Ferré 
(Manuel) «Tratado de Sociología». Madrid, 1894, vol. II., pág. 102) 
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del pueblo y para los forasteros. En Omañón, éstos 
habían de pagar «veinte y cinco rs, en dinero, un pemil 
ó su importe, que pese diez libras y pan el necesario, y 
en quanto al yxo de vecino, es de costumbre, que haya 
de pagar quando jure de vecino media cantara de vino 
pan el necesario y un queso». En otros sitios, como en 
Salce, esta cuota la señalaban, para los forasteros, cua-
tro vecinos nombrados por el Concejo: «Otrosí.: que si 
entra un vecino forastero pagará de entrada un modera-
do refresco, lo que cuatro vecinos les señalen y el hijo 
o hijos de vecinos, no paguen nada á no ser que haya 
sido vecino o residenciado en otro pueblo que en tal 
caso pague como va dicho a los forasteros» (1), y algu-
nas Ordenanzas, como las de Robledo, disponían tam-
bién que «si no la diere luego que se pida puede el al-
calde o regidor castigarlo a costa de sus vienes y pague 
de pena no lo dando de su boluntad al doble por rre-
belde» (2). 
Una vez satisfecha esta cuota, se le obligaba «a jurar 
de vecino luego en presencia del coneexo, de desviar 
los daños y ser fiel y leal a la bendita publica» (3), y, 
desde entonces, se le consideraba dentro de la comu-
nidad. 
A las mujeres con casa abierta no se les exigían nin-
guno de estos requisitos. Eran consideradas como 
medios vecinos, y por mitad soportaban las cargas con-
cejiles, y de esta misma forma disfrutaban las venta-
jas de la vecindad y los derechos del pueblo. 
Las obligaciones a que estaban sujetos los vecinos 
eran compendiadas en los capítulos de las Ordenanzas, 
que todos debían obedecer. Algunas las señalaban tasa-
tivamente en una disposición especial: «líen ordenamos 
que los vecinos que ahora son y en adelante lo fueren, 
Salce; cap. 17. 
Cap.30. 
Omañón. 
- 154 — 
se amen los unos a los otros como Cristo Nutr. Sr. ama 
a los suyos, ítem que tengan caridad con las viudas, po-
bres, Huérfanos, Impedidos y estando en Concejo sean 
obedientes primeramente a los viejos, y a los rejidores 
del dicho lugar y sus mandatos guardando y que ningún 
vecino hable en contra del bien común pena de quatro 
rs. por cada vez» (1); preceptos debidos a la influencia 
de la Religión, y algunos de ellos, por su inutilidad, nos 
recuerdan la disposición de las Cortes de Cádiz orde-
nando que los españoles fueran buenos y benéficos. 
Los beneficios propios de la vecindad eran muy nu-
merosos e importantes; dependían también del grado de 
riqueza e independencia del pueblo a que se pertenecía. 
Entre los más importantes de los que gozaban los veci-
nos, y de los que se posesionaba inmediatamente el 
admitido, eran: el derecho a un huerto en terreno comu-
nal, a los repartos de los fondos sobrantes y a los 
funerales. 
El huerto concejil se le daba a todo vecino, según el 
consumo habitual de su casa y familia, pero sólo la 
posesión temporal; el dominio seguía perteneciendo al 
Concejo, y, para que no pudiera perderse, las Ordenan-
zas tomaban acertadas medidas. «ítem tenemos en este 
lugar, de costumbre que cada vecino o rresidente de 
puerta abierta abra de o pueda cerrar un guerto en 
campo de coneexo, a donde no impida camino rreal o 
paso de ganado, y este a de ser por tres años cerrado y 
después de este tiempo mencionado lo a de dexar abierto 
conforme lo encontró, y assimismo todos los veci-
nos o rresidentes de puerta abierta, ande tener guer-
to, aproporción del gasto, que, cada uno tenga, y darlo 
cerrado, para defensa de los ganados, pena de seis 
rs. von. al que no lo cumpliere, asi conforme ba capítu-
tulado» (2). De este modo, sin perder el Concejo su pro-
[i] Salce; cap. 3.0 
[2] Omañón; cap. 26. 
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piedad, porque la ocupación sólo se verificaba en 
precario, se conseguía que la mendicidad fuera algo 
desconocido por completo en aquella tierra, ya que cada 
vecino o medio vecino residente con casa abierta podría 
cultivar un trozo de terreno proporcional a sus necesi-
dades (1), sin tener en cuenta los demás aprovechamien-
tos comunales, como el de los pastos, que en un país 
como el citado, eminentemente ganadero, tiene una im-
portada enorme. 
Durante ciertas y determinadas épocas del año se 
hacían por los vecinos repartos temporales de terreno 
—quiñones —, bien para cultivos, rozas, bien, y esto era 
lo más general, para leñas y pastos. 
Como algunos pueblos tenían un extenso término y 
muy buenos pastos, demasiados para sus necesidades, 
arrendaban los de montes lejanos—puertos—, a los pro-
pietarios de rebaños. Otros eran ricos en maderas de 
construcción, que vendían en la forma reglamentada por 
la costumbre y que más adelante citaremos. Estas ven-
tas y arriendos ayudaban en algunos sitios a pagar las 
cargas concejiles y a los sirvientes del pueblo, y, en otros, 
hasta superaban. Este sobrante se repartía con la mayor 
equidad a todos los vecinos, sin ninguna excepción y 
«sin fraudes ni engaños», como decían las Ordenan-
zas (2). Claro está que cuando los gastos superaban a 
los ingresos también se verificaba el reparto, pero en 
sentido inverso, de un modo proporcional a la fortuna 
de cada vecino y sin que nadie pudiera eximirse de esta 
obligación. 
Al morir un vecino, el pueblo encargaba los sufragios 
por un alma: «El depositario o persona que dipute sa-
[i] Algo parecido, aunque no idéntico a esta costumbre, existía en 
otras regiones de España. Vid. Costa: «Colectivismo...» cit., págs. 250 y 
sigtes. y 299 &, y «Derecho consuetudinario...» cit., tom. I, pág. 329 y II, 
pág. 115. 
[2] Salce; cap. 5.0 
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cara cinqta. luces por una sola vez y por un oficio, y 
por cada vez° o veza que muera, lo mismo si es media 
vecina y si fuera persona célibe, e hijo de vecino que 
tenga diez años de edad se le abran de sacar treinta 
luces también por una sola vez y oficio» (1), y todos los 
vecinos tenían la obligación de asistir a su entierro. 
«It. Ordenamos y mandamos que quando alguna per-
sona del pueblo falleciere estén obligados todos a acudir 
al entierro y si alguno faltare no haciendo constar ausen-
cia o enfermedad u otra lexitima ocupación pague de 
pena cien mrs» (2 y 3). Era esta costumbre algo así como 
el tributo que rendía la comunidad al miembro desapa-
recido para siempre. 
Ninguna de estas manifestaciones del derecho consue-
tudinario subsiste en la actualidad, porque la vida de 
estas aldeas ya no es tan familiar como antes y por 
la influencia de las corrientes modernas. 
E i] Mena; cap. 19. 2 y 3] Chozas de Abajo; cap. 35. 
. CAPITULO III 
GOBIERNO DEL PUEBLO Y ADMINISTRACIÓN 
DE SUS BIENES 
I. La Asamblea general de vecinos. — Lugar y ocasiones en qtae se 
reunía. — Policía del Concejo. 
II. Los oficios concejiles. — Alcaldes y Regidores: sil número, elección 
y principales derechos y obligaciones. — Los "Escusadores". — El Deposi-
tario. — El "fiel de fechos". — Los peritos o tasadores. 
III. Sirvientes del Concejo. — Los guardas o celadores del campo: sus 
obligaciones más importantes y sus derechos. — El campanero y el prese-
ro. — Otros empleados de la comunidad. 
I 
El gobierno del pueblo estaba, en la Montaña de León, 
a cargo del Concejo o Asamblea general de vecinos, la 
institución más genuina de la Edad Media. 
Este sistema clásico de la democracia directa subsiste 
con idéntico vigor; sus acuerdos tienen extralegalmen-
te el mismo valor que en lo antiguo; y nunca la Junta 
administrativa adopta ningún acuerdo sin reunir antes 
el Concejo y consultar su opinión, pues este es el único 
organismo que, según ellos, puede dictar órdenes o to-
mar las medidas necesarias en todos los aspectos de su 
régimen interior, ya que una de las buenas condiciones 
que reúnen aquellas gentes es su desconocimiento abso-
luto de lo que dispone la ley Municipal de 1877. 
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E l Concejo está integrado por todos los vecinos del 
pueblo que asisten a él con voz y voto. Hoy pueden 
asistir también cualquiera persona, como simple espec-
tador. En cambio,las Ordenanzas antiguas lo prohibían 
terminantemente, lo mismo cuando se trataba de la 
Asamblea general que de ciertas reuniones particulares, 
pero en las que se trataban asuntos de interés común: 
la asistencia de mujeres y mozos solteros. Así, ordena-
ban que «en los Cavildos y ayuntamientos privados de 
los que son vezinos y enespecial en donde se haya de 
tratar de arriendos y Posturas Pujas, y remates de ha-
ciendas asi de obras pias como de otra calidad no con-
sientan entrar mujeres, ni mozos solteros ni muchachos 
grandes ni pequeños, que perturben el dho Cabildo... y 
que el Regidor, Alcalde o avad que metiere o consistiere 
entrar en dhos Cavildos los que no fueren tales vezinos 
capazes deellos conforme a la costumbre paguen qual-
quiera deellos tres cantaras de vino. Para el dho Cabil-
do o su despuson. Y los dhos mozos y mujeres, o sus 
padres amos y maridos: paguen la misma pena, y sean 
echados de los Cavildos multiplicando la pena siendo 
Reveldes» (1). En las Ordenanzas más modernas no sub-
siste esta costumbre, pero nadie que no haya tomado 
posesión de la vecindad puede votar los acuerdos de la 
Asamblea. 
Los vecinos del pueblo no sólo tienen el derecho de 
asistencia al Concejo y de intervención en sus discusio-
nes, sino que están obligados a ello bajo las penas se-
ñaladas en las Ordenanzas, salvo las excepciones en 
ellas consignadas, como la del pastor de alguna vecera, 
en caso de enfermedad del vecino o de sus familiares y 
también «cualquier ombre de conzexo que tuviere la mu-
jer parida sea libre de conzexo en todo salvo de la sir-
ventía que viene por nube y esto por ocho días y no 
[i] Formigones. Cap. «Que no entren mozos en los concejos». 
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más.» (1), y también el que estuviese ausente, bien fuera 
del término, bien dentro, dedicado al pastoreo o a los 
trabajos agrícolas y en sitio donde, por su distancia, no 
oyere la campana: «Mandamos que el vecino de dicho 
pueblo que saliere forastero o a cortar leña o cualquiera 
otra labor que fuera ocupado para todo el día y le co-
giese el nominado repique como al alto de la Infiesía, 
Barrera, Campo, Vallina de Valdequíllo o qualquiera 
otro camino de igual distancia a excepción de algún 
caso de mucha urgencia que en este caso no será casti-
gado, y en ^stos casos el Alde. que sea o fuera insistirá 
en repicar dos veces haciendo una pequeña intermisión 
y el vecino que en estos dos repiques que oyere no se 
presentare sin ocupar mas tiempo que el preciso para 
regresar al pueblo pagara la pena de ocho rs.» (2), y lo 
acordado obligaba al ausente como si hubiera asistido, 
pues el Concejo no dejaba de reunirse por esta causa: 
«el que no acudiese al dho. Ayuntamiento por lo menos 
dentro de media hora le pare perjuizío todo aquel que 
fuere acordado y echo enel asi en materias de Gracia 
como enotra qualquiera cosa que sea. y no pueda recla-
mar contra ello, y pague una azumbre de vino para dho 
Concejo el mismo dia» (3); aunque fueran pocos los 
concurrentes, sus acuerdos tenían validez: «mandamos 
que los Aldes. que sean o fuesen en el referido pueblo, 
aun cuando fuese uno solo tocando o llamando a con-
cejo aunque no reúna más de tres vecinos haya concejo 
y se les dan facultades para que estos ventilen lo que 
crean más conbeniente al bien común sinque merezcan 
pena ni responsabilidad alguna como los demás veci-
nos» (4); tal era la importancia de la Asamblea, y el res-
peto y consideración en que se tenían sus acuerdos. 
Sao Román de la Vega; cap. 7. 
Curueña; cap. i.°, párr. 2. 0 
Villapodambre; cap. 7.0 
Curueña; cap. 2.0 
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Se convocaba esta reunión siempre que los Regidores 
lo creyesen necesario «para juntar sus vecinos, para 
tratar cosas convenientes al régimen y buen Gobierno 
del pueblo» (1), tocando en la forma convenida la cam-
pana parroquial;pero, generalmente, el Concejo se reunía 
y reúne todos los domingos a la salida de misa, por ser 
la hora de mayor comodidad para los vecinos, no 
pudiendo ser antes de esta ocasión, a no concurrir 
alguna circustancia urgentísima que lo hiciere impres-
cindible (2). Este era el Concejo que pudiéramos llamar 
ordinario y en el que se trataban las cuestiones diarias 
de la vida comunal, tales como la prindada, etc.; mien-
tras que el extraordinario era motivado por alguna 
causa especial. También podía reunirse a petición de 
cualquier vecino, con las formalidades de siempre si se 
trataba de velar por el interés público, pero si era para 
alguna cuestión particular «se ha de dar parte a cada 
uno (de los vecinos) con alguna anticipación. Ya sea 
por el pretendiente ya sea por el Rexr. advirtiendo para 
lo que es el Conz°. o junta, que no se hará a Repique de 
campana y lo que sin este orden se ejecute sea de nin-
guno, de ningún valor ni efecto, y ademas el Rexr. o 
thent° pague veinte rs. de multa» (3). 
El sitio de la reunión era y es el mismo desde tiempo 
inmemorial: en invierno en la casa del pueblo, donde la 
hay, y, en su defecto, en la escuela, y en el verano, al aire 
libre, en el lugar señalado por la costumbre reproducida 
en las Ordenanzas: «It que el cnz° y juntas populares se 
han de hacer en el sitio acostumbrado que es en las pe-
ñicas que están en la parte de arriba de la puerta de la 
casa de Gregoria (alias la Castañera) a no ser que la 
intemperie lo impida que en tal caso se hará donde elija 
el Rxr., no siendo en el portalin de la hermita de S. Fran-
Villapodambre; cap. 7.0 
San Román de la Vega; cap. 6.* 
Mena; cap. 13. 
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cisco, pr. la indecencia e irreverencia» (1), disposición 
esta última muy general y extensiva al atrio de la Igle-
sia, por el respeto que les inspira y el miedo a cometer 
un sacrilegio en el acaloramiento de una disputa; y en 
la taberna, donde los vecinos no podrían discutir sere-
namente y el Concejo serviría de disculpa para beber: 
«y que no hagan concejos en los sagrados, ni taberna, 
sino en los sitios acostumbrados» (2). 
Reunida la Asamblea, el Regidor que la hubiera con-
vocado ponía a discusión los asuntos de interés común 
que había de resolver, descubriéndose primero, según 
costumbre inmemorial que todavía se conserva, igual 
que toda persona que hiciese uso de la palabra (3), para 
lo que tienen preferencia los vecinos más ancianos. 
Los acuerdos se tomaban por mayoría, bien por me-
dio de votación nominal, que era lo más corriente, bien 
poniéndose juntos a un lado los vecinos que voten en 
pro y en otro los que voten en contra, y estos acuerdos 
eran inmediatamente ejecutivos, según disponían no sólo 
las Ordenanzas, sino también las leyes generales (4), 
incluso cuando se imponía algún castigo. En caso de 
empate decidía el voto del Regidor (5). 
En una reunión tan numerosa, y en la que se decidían 
muchas veces asuntos de vital interés para algunos de 
los concurrentes, es lógico que habían de entablarse 
enconadas disputas, y hasta reyertas. En previsión de 
esto, dictaban las Ordenanzas numerosas disposiciones 
Id., cap. 12. 
Salce; cap. 3. 0 
«En el lugar de la Robla ques en el S° de Alba sábado primero día 
del mes de enero ano del Sor de mil e qtos e sesenta y nuebe años, estan-
do juntos los Vos del dicho °S° a son de campana tañida como lo tienen 
de uso y costumbre para las cosas tocantes al servicio de dios nro Sor y al 
vien de la República a°. (antonio?) de la Ral (o Kal o Rae) merino del 
dicho S° en presencia de todo el S° saco su caperuza y dijo Señores ya 
sabéis...» («Colección de documentos...», ya cit., pág. 144). 
W Ley promulgada por D . Juan II en 1435. Nov. R e c , ley VIII, títu-
[5] Mena; cap. 10. 
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para que nunca se turbara el buen orden del Concejo. 
Todos los que formaban parte de la Asamblea esta-
ban obligados a prestar obediencia al Regidor que la 
presidía, condenándose al que se rebelase al pago de 
una fuerte multa: «y se advierte que si algún vecino se 
altera estando en p° concejo debe obedecer a los Regi-
dores que ahora son y en adelante lo fueren, sifueren 
rebeldes mandándoles el Regidor callar y no lo haciendo 
incurran en la pena de veinte rs». Para que no fueran 
posibles las agresiones, «debaxo de la misma pena (un 
cántaro de vino) los que fuesen a dhos consursos no 
lleven armas ofensivas ni defensivas», pues de esta 
forma se evitaban luctuosos sucesos. 
También las Ordenanzas velaban por que en los Con-
cejos no se cometieran faltas contra el respeto mutuo 
que se deben todas las personas, penándose con rigor 
todo alboroto o agresión y sin que pudieran en ningún 
caso perdonarse las multas (1). «It. que quanquiera que 
se alborote en el conz0. profiriendo palabras obscenas 
o injuriosas contra el Rexr. y lo mismo de vezino a ve-
zino y del Rexdor. a vecino, incurra en la pena por la 
primera v^z de 6 rs. la segunda 10: y la tercera 20: de 
inremisible exacción» (2). Estas frases habían de ser 
declaradas tales por el mismo Concejo. «It ordenamos 
que estando los vecinos juntos en concejo como lo tie-
nen por costumbre o hagan junta ppa en dho lugar si 
algún vecino o otra alguna persona dijere alguna pala-
bra ofensiva a otros en que le empujiere a ofensa que 
por declaración de Hombres, sea declarado portal, y que 
sea digna de castigo se efectúa al que la dijiere sin per-
juicio del cargo de la señora justicia. Pagando de pena 
[i] It, declaramos que si algún vecino estando en ayuntamiento fuese 
revoltoso o descompusiese los demás o blasfemase por la primera vez abra 
de pagar dos reales y por la segunda una peseta. Sin que haya rebaxa». 
Omañón; cap. 3.0 J 
[2] Mena; cap. 11. 
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diez rs. por cada vez...» (1). Sí de las palabras se pasaba 
a los hechos, las penas eran mucho mayores: «Igual-
mente mandamos que si algún vecino estando en dho 
concejo levantara la mano o diese algún golpe o pechu-
gón a otro pagará la pena por cada vez de veinte rs.» (2); 
pero, lo mismo en Concejo que fuera de él, era dificilí-
simo que llegaran a tener aplicación estas disposiciones 
de las Ordenanzas, porque aquélla es una de las regio-
nes españolas que, afortunadamente, tienen un menor 
cociente de criminalidad. 
[ i ] Salce; cap. 12. 
[2] Curueña; cap. 3 / 
II 
En la mayor parte de la aldeas no existía ningún Al -
calde, desempeñando sus funciones un Regidor, máxima 
autoridad local que citan las Ordenanzas. En otras sí 
había uno, llamado Alcalde de penas: «primeramente 
hordenaron que en dho lugar aya un Alcalde de penas 
nonvrado por cada día primero del mes de Enero, el cual 
usara el oficio el año entero» (1), y que ejercía funciones 
inspectoras y la potestad coactiva: «y que el Alcalde sea 
cuydadoso en su oficio y en castigar los regidores ne-
gligentes y quien incurriere en las penas de estas Orde-
nanzas so pena de pagarlas dobladas» (2); pero, como 
ya dijimos, lo general es que de estas facultades goza-
rán también los Regidores. 
El Alcalde, en los pueblos en que lo había, se nom-
braba unas veces por elección: «y que también haya un 
Alcalde y que este sea a pluralidad de votos entre veci-
nos y á esse Alcalde le tome juramento su antecesor o 
en su defecto un regidor de los que acaban de hacer el 
año el mas viejo» (3). Otras, sobre todo en los sitios 
donde Alcalde y Regidor era un mismo oficio, por turno 
riguroso, que uno y otro cargo eran siempre considera-
dos como una penosa prestación personal: «ítem orde-
naron y mandaron y capitularon que qualquiera vez.° del 
dho lugar sirva el oficio de regidor y alcalde que todo 
es uno por vecera excepto que sea Juez o procurador o 
f i] Villapodambre: cap. «del nombra"»- de A l ^ - de penas». 
[2] Ibid, Cap. «Lo que ha de observar el Alcalde». 
[3] Salce; cap. 26. 
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alcalde de santa ermandad y aunque sea el dipusitario 
de penas de cámara u otro qual quiera oficio esceptua-
do de los reservados como no sea el de Juez, procura-
dor o alcalde de santa ermandad aya de servir los de-
mas oficios bajo la pena de veinte y cinco ducados la 
mitad para la lampara del santísimo y la quarta parte 
para el Juez que lo mandase ejecutar y la otra quarta 
parte para el lugar y que el casado nuevo aya de servir 
el oficio de alcalde pasado el vecino de dos años de ca-
sado nuevo aunque aya pasado tercera y quinta casa 
vaso de la misma pena aunque este la vecera la aya de 
volver a vencer con advertencia que este capítulo se a 
de oservar y guardar singl. por Juez o corregidor alguno 
desde León arriba nos lo que brantan con la protesta de 
repetir donde nos convenga contra quien huviere lugar 
y asimismo ordenaron que el hijo de viuda teniendo 
veinticinco años sirva el oficio de tal Alcalde y regidor 
bajo la dha pena siendo suficiente para serlo y teniendo 
qualquíera vecino que aya tenido otro oficio de los arri-
ba mencionados pasando la vecera de su casa la vuelva 
a buscar aunque este en tercera o sexta casa así lo 
acordaron y mandaron y determinaron» (1). 
El número de Regidores era distinto en cada pueblo; 
generalmente se nombraban dos, y cuando el lugar lo 
constituían diversos barrios, uno más por demarcación, 
pero siempre subordinando este número a los intereses 
vecinales: «Assi mismo ordenamos y mandamos que en 
dicho lugar se nombren dos Regidores según y confor-
me sea más cómodo al común del pueblo» (2). 
El nombramiento de Regidores se realizaba de muy 
diferente manera en cada lugar. La forma más general 
era por turno, como en todas las prestaciones: «y que 
el dho día se nomvren dos Regidores que an de súbze-
fi] Robledo; cap. 4° 
[2j Salce; cap. 9.* 
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der por la vezera sin que nadie se excuse, saibó los que 
por algún previlexio u otra causa lexma. sean exentos 
de dhos oficios» (1). Otras veces el Concejo elegía los 
Regidores para un semestre, y éstos nombraban sus su-
cesores para el medio año siguiente: «Lo primero que 
aia de aber dos Rexidores Uno del barrio de a Riba y 
el otro del barrio de abaxo y dos thenientes y estos qua-
tro en cada medio año en concexo público an de ser ele-
xidos y nombrados el día de San Esteban en Navidad 
asta el día de San Juan de Junio y este día se a de acer 
Nuevo Nombramiento para el otro medio año Nombran-
do los Rexidores y thenientes que salieren otros quatro 
vecinos de buen acuerdo que sean todos quatro de con-
cejo que los sirban y los que salieren elegidos por los 
Rexidores y thenientes an de acetar luego sin acer re-
nuncia pena de ducientos mrs. Y si fueran rrebeldes sea 
doble dicha pena y debaxo de ella dichos rexidores que 
se nombraren por dichos ombres acecten dicho nombra-
miento como va requerido» (2). 
El nombramiento se verificaba en la fecha señalada 
por las Ordenanzas: «Todos los años el de dom.° antes 
del de S. Miguel de Setiembre se ha de nombrar en pp.° 
conzejo Rexidores y Alcalde a cuyo cuidado este el go-
bierno político y económico del pueblo y al dia siguiente 
del expresado S. Miguel exerciendo su oficio» (3). La 
duración de este cargo era distinta, según los lugares, 
como hemos visto en las disposiciones citadas: un año, 
conforme con lo dispuesto en las leyes recopiladas (4), 
o medio, a tenor de la costumbre local. 
El nombrado había de ser mayor de edad: «el nombra-
miento de Rexr. no puede recaer en vecino que no tenga 
veinte y quatro años ni que pase de cinquenta y seis» (5). 
[i] Villapodambre; cap. «Nombramiento de Regidores». 
O] San Román de la Vega; cap. i.° 
E l Mena; cap. i.° 
4] Ley X , tít. IV, lib. 7.0 de la Nov. Rec. 
[5] Mena] cap. 10. 
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Tanto Alcaldes como Regidores, podían ser reelegi-
dos, sí ésta era su voluntad: «It, acordamos que el Rexr. 
que hubiere cumplido el año de su rext°. quisiere conti-
nuar por otro o por mas si el mayor numero de vecinos 
viniese en ello, vuelba a ejercer el oficio: mas si no qui-
siere se nombrara otro, y a ninguno que acabe de serlo 
se le podra volver a nombrar contra su voluntad, en 
quanto no pasen tres años de hueco (1) y lo mismo sea 
y se entienda con el Depositario» (2). 
Las obligaciones, tanto de los Regidores como del Al-
calde, eran muy numerosas: «Y otrosí, que haya de co-
rrer por quanto de dhos Regidores entre otras obliga-
ciones sacar las posturas de el pan, con testimonio a 
costa del dicho lugar a sus tiempos y proveer la campa-
na de la iglesia de sogon, y traer los ramos para bendi-
zir por ser asi de costumbre» (3). Y, en general, velar 
por el bien común, bajo la crecida multa de cuarenta 
reales y por la observancia de lo articulado en las Or-
denanzas, que les obligaban lo mismo que a los otros 
vecinos: «Otrosí, ordenaron; que si el dho Alcalde, Re-
gidores y guarda incurriesen en alguna pena destos ca-
pítulos quanto al rrompimiento de tierras y prados ha-
ziendo daño con sus ganados, y cortando en los montes 
y dehesas cotas; o no egecutasen cada uno lo que es de 
su cargo conforme estos capítulos, sean castigados con-
forme a ella: Y por la declaración de los testigos seste 
para su obligación de haber incurrido» (4). 
También eran los Regidores los encargados de recau-
dar los tributos y los repartimentos comunales, unas ve-
ces por sí y otras acudiendo al palo de cobranza, en la 
forma que veremos más adelante: «Los dhos Rexidores 
L1] En cuanto al tiempo es análoga esta disposición a la de la Lev IX, 
tít. IV, lib. VII de la Nov. Rec. 
[2] Mena; cap. 9.0 
h Villapodambre; cap. $.° 
[4] Ibid. cap. «que los Regidores Alcalde y Guarda no quiebren los 
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tengan obligación de cobrar todas las pagas que hubie-
re, tributos y contribuciones Reales menores que an de 
llegar a ocho mrs. que para esto puedan nombrar a los 
sirvientes del Concexo» (1); pero sin que pudiera verifi-
carse esta recaudación en Concejo, aunque concedién-
doles la atribución de mandar llamar a los vecinos con 
cierta anticipación, para que no pudieran disculparse 
con la carencia de dinero: «It que los dichos Rexidores 
para la cobranza del sservicío rreal, repartimiento de 
puentes y escotes de cualquiera suerte que sean no lla-
men a concexo sino que ellos mismos lo cobren y para 
esto manden avisar la noche antes la ora que an de acer 
y el que no acudiere a pagar pague la pena de ocho 
mrs.» (2). 
De estas cantidades recaudadas, así como de todas 
las que ingresaban en el arca del pueblo, tenían los Re-
gidores obligación de rendir cuenta detallada antes de 
cesar en el cargo: «están obligados aviendo esperado el 
dho oficio a dar quenta de todo el tiempo de su admi-
nistrazíón a los subzesores muy en forma acabando de 
hacer las cobranzas de su tpo..., bien que sea visto co-
rrer por quenta de los que de mucho Entraren, por evi-
tar fraudes que solían ofrecer» (3 y 4). 
Ocurría algunas veces, muy raras,que los vecinos se ne-
gaban a pagar las penas pecuniarias impuestas por el Al-
calde y sancionadas por el Concejo—que éstas eran res-
pecto de las cuales las Ordenanzas facultaban a los regi-
dores para ejecutarlas por si mismos, conforme veremos 
mas adelante—, y había que litigar con ellos, cuya obliga-
ción también correspondía a los Regidores. Los gastos 
que ocasionase el litigio, así como los propios del defen-
sor del pueblo y de sus acompañantes, eran debidamente 
tasados, para evitar abusos: «Itten Ordenamos que los 
_i] San Román de la Vega; cap. 2.0 
2] Ibid., cap. 9.0 
3 y 4] Villapodambre; cap. «que los Regidores den quentas». 
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rexidores deste lugar ir a pleito con algunos vecinos 
sobre algunas penas y acostumbran acer grandes gastos 
ordenamos que de aquí en adelante los rrexidores que 
fueren aunque bayan ombres con ellos no puedan gas-
tar ni gasten mas de diez y seis mrs, y queste lo que les 
costare de ssentencía y mas autos xudiciales les sean 
tomados en quenta y no mas y aquesta quantia se les 
escalfe de la primera ganancia que tuviese el dicho con-
cexo, y aunque aia perdido en el dicho coneexo de bino 
no para esto escote si no es que ssea escalfado y ssaca-
da de la primera ganancia que íubiere el dicho con-
eexo» (1). 
Otras muchas obligaciones de los regidores están se-
ñaladas taxativamente por las Ordenanzas, sin contar 
las especiales de cada capítulo, y su incumplimiento se 
penaba con fuertes multas, teniendo en cuenta el valor 
del dinero en aquella época (2): «que dichos rregidores 
[ i] San Román de Ja Vega; cap. 25. 
[2] En una curiosa estadística de las utilidades obtenidas por los veci-
nos del pueblo de Omañón, en el año de 1761, se demuestra palpablemente 
este aserto: «Primeramente Declararon qe por lo correspondiente alas ren-
tas de Casas en este pueblo no ay vtílidad alguna por nezesitar de refazio-
nes qe lo qe puedan producir... 
El quartal de tierra trigal Linar regadío de primera Calidad el año qe se 
siembra trigo o Legumbres Abas o arbejos produce quatro quartales y re-
bajado uno de su siembra quedan tres qe regulado cada quartal bien sea 
detrigo o Legumbres a quatro reales en un quinquenio ymportan doce 
reales... 
Y dho quartal quando se siembra de Linaza Condos hems produze lamis-
ma Semiente por lo qe no regulan dha semiente Cosa alguna y solo pro-
duze en Caña Veintiquatro Libras de Lino en limpio a razón de real y 
medio Cada Vna qe Componen treinta y seis reales... 
La de M . C. de dha especie quando se siembre de trigo Olegumbres 
produze tres quartales rebajando el de su simiente quedan dos su valor 
anual ocho reales... 
La de tierra quartal Zentenal Cadañero de M . C . por no aberlas de B . que 
mitifican anualmente sin descanso produze seis quartales rebajando el de 
su siembra queda en cinco, que cada quartal ados reales y medio cada uno 
importa doze reales y m . V . 
El quartal de tierra'Zentenal secano de B . C. de segundo año produce 
seis quartales que rebajado el de su siembra quedan enzinco que importan 
arazon de dos reales y medio que Componen la Cantidad dedoze reales y 
medio Vellón... r ' 
EJ prado regadío de B . C. queproduce el primer pelo en la primabera el 
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siendo omisos en acer su oficio que es cumplir lo decre-
tado en estas Ordenanzas tocante acudir a ssu tiempo a 
rregar los prados ssacar el agua de las presas andar las 
frontadas acer los caminos y puentes y limpiar las fuen-
tes y calles allanar pozas y limpiar las eras todo a ssu 
tiempo conforme yra declarado ssiendo requerido pague 
de pena cien Maravedis» (1). 
Acaso la más importante de las atribuciones que se 
les confiaba era la de imponer penas pecuniarias por la 
infracción de las Ordenanzas, hasta un límite taxativa-
mente señalado por ellas mismas, pues las importantes 
sólo podía imponerlas el Concejo: «It acordaron y deter-
minaron que dho Rexr. o su the. no puedan castigar ni 
penar a ningún vezino o forastero por cada una vez que 
delinca en maior cantidad que ocho rs. sin que quando 
los excesos o delitos fueran tales que requieran mayor 
pena o castigo esto ha de ser el que establezca la mayor 
y mas sana parte de vezinos reunidos en conzexo» (2). 
segundo en el Otoño Cada añero produze en el primer pelo Vn Carro de 
cabida de vna hemina de sembradura y en el otoño medio Carro que com-
putado el carro a razón de Cuatorce reales Ymportan Veinte y un reales 
anualmente... 
La hemina de tierra prado solo de un pelo r.° Cada añero Produze un 
carro de Yerba que su valor asciende a Catorce reales Vellón... 
Los molinos arineros que ai eneste Pueblo solo sirben para tal qual Vez 
moler al Vez 0 quele tiene algunos quartales que es mui poco y lo imbierten 
para el consumo de su Casa Cuyos Molinos aunqe quisieran arrendarlos 
no vbiera persona que les tomase, por sus cíecidas refiziones... 
La Vaca de vientre por el esquilmo de su cria... regularon valer diez y 
ocho reales de Manteca seis Libras que a reía y medio componen nuebe 
rrs. cuyas partidas Componen Veinte y siete rs... 
La Yegua que se beneficia al contrario produze un año una Muía y otro 
un Macho y descansa el tercero y regularon chica Con grande adoszientos 
reales por lo estéril de este Pueblo... 
La obeja por razón de el esquilmo de su cria quatro reales y de una libra 
de Lana vn real que Ymportan Cinco reales... 
La Cabra por razón de su Cria quatro rs. y 1 de la Leche componen Cin-
co rs... 
Vn pie de colmena por razón de su esquilmo de su miel y Zera es su 
produzto anual tres reales Vellón...» (Documentos inéditos de la colección 
Flórez de Quiñones). 
[i] Ibid., cap. 107. 
[2] Mena; cap. 2.0 
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Los fondos del pueblo estaban a su disposición, como 
superiores inmediatos del depositario, pero les estaba 
prohibido «sin consentimiento de dho concexo y vecinos 
sacar dinero adelantado de los propios del pueblo, sin 
que sea con el pleno consentimiento de el y que si algún 
regidor o vecino le aconteciere sacarlo pague de pena 
seis ducados en dinero para el Concexo y media arroba 
de aceite para la luminaria del SSm°. con mas cuatro 
misas para las benditas animas» (1), sanción la más 
crecida que se encuentra en las Ordenanzas. 
Todos los vecinos estaban obligados a obedecer y res-
petar al Alcalde y a los regidores, como jefes que eran 
de la comunidad: «y que los dichos rregidores y Alcalde 
sean acatados y respetados por los demás vezinos y su-
fragamos de dho lugar en consíderazión de sus ofizios 
so pena de una cantara de vino por cada vez que ege-
cutare el que fuere requerido por el ofendido» (2). 
Estos cargos tenían muy poco de apetecibles. Por 
eso, en muchos sitios se proveían por turno. Las venta-
jas que reportaban eran verdaderamente insignificantes 
en proporción a las múltiples funciones que se les enco-
mendaban. Sólo en algunos lugares, los menos, se les 
concedía alguna pequeña remuneración: «It que el dho 
Depositario y Rexr. por razón de su trabajo, aquel de 
su oficio y mas cargos que se le impongan en estas Or-
denanzas y est^ por que cele y vele sobre la buena cus-
todia y Reximen de toda especie de ganados, conserva-
ción de frutos y pastos y rigurosa observancia de quanto 
contiene estas ordenanzas, ganen en cada un año, y el 
pueblo les abone, la décima de quanto entre o deva en-
trar en depósito por meíad e iguales partes. Pero para 
que el Rexr. gane la medía décima ha de cumplir exac-
[i] Salce; cap. 6.° 
[2] Villapodambre; cap. «Que haya respeto con los Regidores y Al-
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tamente con su oficio y esta cantidad será calculada y 
tercero en discordia de los viejos y timoratos» (1). 
Para ejercer su oficio en caso de ausencia o enferme-
dad del Alcalde, se le nombraba por el Consejo un sus-
tituto, llamado Teniente, unas veces, y otras, él mismo 
había de designar una persona de confianza que le re-
emplazara en sus funciones cuando fuera necesario: 
«It que ha de ser indispensablemente el domingo des-
pués de Sn. Miguel ha de nombrar en el mismo conzejo 
a un convecino por thnte. que exerza el mismo oficio en 
su ausencia, enfermedad, u ocupación y en defecto de 
no lo efectuara así, el maior numero de vecinos que se 
hallen en el pueblo y a conz.0 dho dia, nombraren el 
íhente, que ha de ejercer a costa del Propietario y pagar 
la cantidad de diez y siete mrs. en cada un día, cuío 
pago pueden hacer los vecinos sin yntervención de jus-
ticia». 
También los regidores habían de nombrar sendos sus-
titutos, llamados escusadores, quienes forzosamente ha-
bían de aceptar el nombramiento: «It, que el rrexidor 
que llegue a poner escusador para sí algún dia va fuera 
de alguna jornada, lo acete dicho escusador no tenien-
do lexitima escusa pena de una peseta y si el rrexidor 
nombrare escusador para todo el año (que lo debe nom-
brar dentro de un mes), que el nombrado lo acete no te-
niendo escusa pena de veinte y dos reales aplicados a 
los gastos concexiles» (2). 
Para la custodia de los fondos comunales se designa-
ba por el Concejo un vecino llamado Depositario, que 
cumplía sus obligaciones bajo la inspección inmediata 
de los Regidores, «en cuyo poder ingresen todos los 
caudales comunes del pueblo, y este depositario ha de 
ser nombrado en público conzejo por la mayor parte 
Íi] Mena; cap. 7.
0 
2] Ibid., cap. x.°, y «Costumbres de Omañón», cap. 4. 
de vecinos. Su obligación es llevar cuenta por escrito 
del dinero que entra en su poder y lo mismo de la im-
bersíón; pero esta ha de ser con acuerdo del Regidor y 
maior número de vecinos existentes en el pueblo lleva 
la cuenta de un libro, que formará al intento, teniendo 
otro Igual el Rexor o su thente donde ítambien assentara 
con toda especificación las prendas assi de vecinos, 
como de forasteros que se hubíessen esigido cuidando 
de que todo vaia a poder del Depositario» (1). En otros 
pueblos, los menos, este funcionario, en vez de ser nom-
brado por el Concejo, lo era por los Regidores: «It or-
denamos que aia un depositario nombrado por los rexi-
dores y Jurados para que le den Cuenta de las penas de 
todos los domingos del año annsi Pesquisas como corre-
deras que ubíese en concexo. Y por lo que le fuere rre-
partido por los rrexídores o xurados que los suplentes 
lo cobren y lo entreguen al depositario para que des-
cuente de ellos según el cargo que se le Icíere debaxo 
de la pena conttenida en estas ordenanzas» (2). 
De todos los ingresos y gastos comunales en que, por 
razón de su cargo, interviniese el depositario, había éste 
de rendir cuenta detallada al Concejo: «íí el ante dcho ha 
de dar las cuentas al fin de cada año, o al conz° si-
guiente en que diga haverse conducido el dinero del 
Deposito y dhas cuentas las ha de dar en público conz0. a 
dos o tres vecinos que este dipute pa que todos oigan y 
entiendan, y si resultase con algún alcance lo ha de 
aprontar dentro de ocho días siguientes, al en que se 
hubiere fenecido la cuenta, y no lo aprontando dentro 
del dho término, corrale un ocho por ciento, que entregara 
junto con el pral, cuio pago a de hacer el Rexr. por saca 
y venta de prendas. Sin necesidad de acudir a la justi-
[i] Mena; cap. 3.0 
[2] San Román de la Vega; cap. 110. 
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cia» (1). Además del dinero, estaba a cargo del deposi-
tario la cera propiedad del Concejo, que se consumía en 
los funerales y exequias de los convecinos, y de ello 
había de llevar también cuenta detallada: «Que la llave 
de la Arca de la cera que se halla en la parroquial de 
Cabrillanes para la custodia de la cera del pueblo la ha 
de conservar el predho Depositario; y para que salga y 
se gaste con orden, se sepa quien la adeuda, quanta y 
se recobre abra de formar un libro donde se lleve por 
asiento...» (2). 
Por todos estos trabajos recibía, a título de honorarios, 
la décima parte de las cantidades «que entren o deban 
entrar en depósito a partir con el Regidor por metad e 
iguales partes». 
El Alcalde y los Regidores eran los cargos más im-
portantes del pueblo. Además de éstos, existían: el fiel 
de fechos, cuyas atribuciones eran muy numerosas y 
complejas: estaba encargado de autorizar, en funciones 
de secretario, los acuerdos del Concejo y de vigilar al 
tabernero y al panadero, así como de custodiar las pe-
sas y medidas, dando cuenta de todo ello cada ocho días: 
«It ordenamos que para poner el vino al tabernero aia 
un fiel conforme tenemos de costumbre Y sea xurado 
cada ocho días en el Concexo para saber si pone el bino 
o nó y si no acudiere a ponerlo siendo avisado pague 
ducientos mrs.» (3); y los tasadores, o sea dos peritos en-
[i] Mena; cap. 14. Parece este funcionario sucesor directo de los an-
tiguos mayordomos: «Los maiordomos de conceio den conta de las calo-
nias a los sex y a los bonos ornes del conceio quando conta les demanda-
ren». Fuero de Cáceres (Sacristán, Ob. cit., pág. 274). 
[2] Mena, cap. 19. 
_ [3] San Román de la Vega; cap. 65. También se citan estos funciona-
rios en los antiguos fueros: «Otrosi cuatro homes nobles, fieles a los cua-
les se daba mandado que oteasen en la ciudad las carnes e pescados otrosi 
todos los mantenimientos e los vinos, ca fuesen de buen bevistrage, é non 
ovieren acedía; e que oteasen las frutas, e que non consintiesen á ningún 
orne vender ningún mantenimiento salvo a precio que oviese su estima... é 
que oteasen bien los pesos e medidas» (Ariz. «Historia de las grandezas de 
la ciudad de Avila», part. II, fol. 21; cit. por Colmeiro, ob. cit., pág. 484. 
éargados de comprobar y valorar los daños causados 
en las fincas y en los frutos y de inspeccionar las casas 
en que hubiere ganado enfermo, para evitar un probable 
contagio, «quienes prestaran juramento ante el mismo 
ayuntamiento de cumplir con su oficio bien y fielmente». 
Como este cargo proporcionaba, generalmente, mucho 
trabajo y molestias considerables, las Ordenanzas fija-
ban los honorarios que habían de satisfacer aquellos que 
utilizasen su servicios, distintos para cada caso: «por 
las heredades que estén en rio preda, píedrafíta, espi-
nedo... cada uno dos reales por cada vez que salgan 
sean muchas o pocas las heredades que visiten en el res-
pectivo valle en valverde..,, de dichos sitios arriba cua-
tro reales por el registro de ganados que no lleguen a 
quarenta cabezas diex y seis mrs. no pasando de dos-
cientas treinta y cuatro mrs. y pasando dos reales; se 
entiende siendo el reconocimiento en el pueblo; pues 
siendo fuera sera doble de lo expresado. Ofreciéndose 
reconocer ganado contagiado se les dará a cada uno 
ocho reales por día y no llegando a dia con proporción 
a lo que se ocupen» (1). Además de estos peritos, en 
muchos lugares se nombraban otros dos, encargados 
de otras medidas de policía, como de reconocer las cer-
cas de las fincas (fronteras, frontadas), de inspeccionar 
en compañía del fiel de fechos las pesas y medidas 
donde esto no era una atribución señorial, etc.: los cua-
les habían de dar cuenta al Concejo de las infracciones 
de que tuvieran noticia y, como los tasadores, eran 
remunerados en sus servicios (2). 
[ij Avelgas; cap. i.°, art. 12. 
0 ] «a quienes se gratificará con veinte reales». Ibid., art. 14. 
III 
Como estos funcionarios de Concejo no eran sufien-
tes para desempeñar todos los servicios necesarios al 
pueblo, el Concejo nombraba otros, a las inmediatas 
órdenes de aquéllos, que se denominaban sirvientes 
del Concejo. Los más importantes eran los guardas o 
celadores del campo, que todavía subsisten hoy. Se 
nombraban uno o varios, según el mayor o menor nú-
mero de vecinos que componían el Concejo y la exten-
sión de su término, consignándose en todas las Orde-
nanzas con gran detenimiento y prolijidad: «Ordenamos 
y mandamos que el primer dia de Marzo de cada un año 
los Alcaldes que fuesen nombraran un guarda para el 
coto y que estos tengan la obligación de dar una vuelta 
pr. la mañana y otra por la tarde, abistando todos los 
limites de dho coto, y estos sean obligados a dan parte 
el domingo de cada semana de todos los ganados que 
hubiesen visto dentro de dhos cotos o frutos; asimismo 
tendrán obligación dhos guardas a vigilar si hubiere 
alguna sospecha que algún becino o becinos fuesen a 
segar a estos o con sus ganados pues todo esto estaran 
obligados a cumplir bajo el mas solemne juramento que 
prestaran en manos de los Alcdes. si fuese necesario y 
los que faltasen a lo prevenido pagaran de pena cuatro 
rs. pr. cada vez». 
«Ordenamos y mandamos que el dia o dias que se 
echasen los bueyes al coto tengan de hir dos guardas y 
que estos tengan la oblign. de tocar la campana al rom-
per el dia y no antes y que estos han de ir y venir cuan-
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do los ganados, observando si oíros ganados andan con 
los pastores suficientes, cuidando también de que no 
anden por los frutos, abisfando todos los valles y gana-
dos que anden por ellos haciendo a los pastores los trai-
gan a las oras prevenidas biníendo todos a un mismo 
tiempo y los que no obedecieren a lo determinado paga-
rán de pena cuatro rs.» (1). También se les encomenda-
ba todo lo concerniente a la «conservación del monte y 
frutos cotos voiales y particulares, custodia y dirección 
de veceras» (2), etc. 
En su viaje de inspección, los guardas anotaban los 
ganados que hacían daños y en qué fincas, así como 
cualquier otra contravención de las Ordenanzas, espe-
cialmente las cortas en las dehesas comunales y la in-
fracción de los acuerdos concejiles. Reunido el domin-
go el Concejo ordinario, leían estas infracciones, y a los 
culpables se les imponía la multa ya señalada para cada 
caso, bastando sólo como prueba la denuncia del guar-
da (3), pues, sí existían daños y se ignoraba el dañador, 
de ellos era responsable aquél, y el obligado a indemni-
zar al dueño de las fincas. 
Por todas estas obligaciones, y para activar su celo, 
se les abonaba, además del sueldo convenido y «aten-
diendo al mucho trabajo que por la calidad del terreno 
deben tener, la mitad de las penas de los reos foraste-
i ] Curueña; cap. 17. 
al Avelgas, cap. 6.°, art. 2 . 0 . 
[3] Es de notar la analogía de estas costumbres con las de los antiguos 
Concejos enla época del esplendor comunal: «Otrosí nombraron guardas 
mayores de la defesa é baldíos alixares de la ciudad, ca eran assaz, e que 
oteasen bien si las guardas menores otearan bien los montes e pinares de 
piñón, e montes de bellotas e yerbas» (Ariz., cit. por Colmeiro. Ob. cit., 
pag 485). «Los messegueros que los panes ovieren de guardar, si non 
mraren per conceio, nadi non les responda nin les pectst calonna... Et el 
messeguero por el ganado que tomare danno faciendo iure por I uezino et 
coia la calonna, et deba al ssennor del pan, et tome ende el diezmo. Et si 
danno se fiziere en los panes et non ge lo fizier saber al señor del pan fasta 
tercer dia, el messeguero lo pectet. Et el vinnadero, esse mismo fuero aya, 
que si non iurare per conceio, nol responda nadi». Art. 416 del fuero de 
Usagre (Edic. Ureña ya cit., pág. 145). 
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ros (si fueren aprehendidos por ellos) (1); pero si guia-
dos por un afán de lucro, denunciasen hechos inciertos, 
siendo probado, o presenciando algunos hechos delic-
tivos los ocultasen o no cumplieran con las obligaciones 
que les imponían las ordenanzas, serán responsables 
de qual q.a omisión que se les justifique y castigados 
con doble pena de la señalada a los reos» (2). 
La remuneración de sus servicios era señalada antes 
del nombramiento, por acuerdo entre el Concejo, reuni-
do a este efecto, y el aspirante, por medio de subasta 
pública, siendo elegido aquél que mayores ventajas pro-
porcionaba y menos sueldo exigía. 
De esta misma forma se verifica hoy el nombramien-
to de los guardas por las Juntas administrativas de los 
pueblos agregados montañeses. Pero sus atribuciones 
han desaparecido, pues convertirlos en guardas jurados 
resulta excesivamente caro. Para que sus denuncias ten-
gan validez entre los vecinos del pueblo, otorgan todos 
ellos unos contratos privados, obligándose a tenerlas 
por ciertas. Este compromiso tiene validez, más que por 
la fuerza de la convención escrita, por la buena fe do-
minante y por lo arraigado de las costumbres, respeta-
das tanto por los vecinos como por los extraños. 
También por subasta pública, efectuada en la misma 
forma, se nombraban el campanero y el presero. Todos 
los servicios públicos, la salida de los ganados, la re-
unión del Concejo, etc., se anunciaban en las aldeas a 
toque de campana. Esta era la obligación del campane-
ro: «que el coneexo dipute un hombre pr. qe. en todos 
los años, desde el 1.° de Abril hasta la recolección de 
frutos, toque lo que comunmente se llama arbolada y 
demás que ocurra en el pueblo y faltando a esta obliga-
ción por cada vez pague un rl.» (3). El presero sólo 
[i] Avelgas; cap. 6.°, art. 2.0. 
[2] Ibid. 
[3] Chozas de Abajo, cap. 21. 
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CAPITULO IV 
Sistemas de contabilidad. — Las piedras. — "La vara' 
El Concejo formaba sus presupuestos y anotaba sus 
gastos e ingresos, así como las cantidades que le adeu-
daban los vecinos por las penas que les habían sido 
impuestas o por otra razón cualquiera. Esta labor tan 
necesaria no podía llevarse a cabo con la debida clari-
dad, haciendo uso de los sistemas corrientes de contabi-
lidad en los tiempos aquellos de incultura predominante, 
pues, haciéndolo así, no podrían examinar los presupues-
tos y sí darse lugar a suspicacias y desconfianzas, alte-
rándose con ello la buena armonía reinante y haciendo 
imposible el funcionamiento administrativo del Concejo. 
Pero todas estas dificultades fueron resueltas por el gran 
sentido práctico de los aldeanos, creando un método de 
contabilidad original y curiosísimo, que reúne las nece-
sarias condiciones de claridad y sencillez, hasta el punto 
de que todos los vecinos, fueran o no analfabetos, podían 
examinarlo y entenderlo sin ninguna dificultad. 
Ya hemos dicho, al hablar del depositario de los fondos 
del Concejo, que muchas de sus obligaciones eran las de 
un verdadero contable; pero las Ordenanzas que en 
aquella ocasión citamos son relativamente modernas, de 
una época en que ya el papel abundaba, y era incompa-
rablemente mayor el grado de cultura, aunque sin llegar 
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al elevadísimo en que hoy se encuentra (1); por eso 
hablan de la forma en que habían de llevar los libros de 
cuentas, muy semejante al de uso corriente en las demás 
regiones y al que se practica actualmente en todas par-
tes. Por el contrario, antiguamente, cuando los ciuda-
danos dedicaban con más ardor su actividad al manejo 
de las armas que al estudio, en su mayoría eran .analfa-
betos, y mucho más en las aldeas (2) que en las ciuda-
des, conservando aquéllas su incultura, como estado 
general, durante más tiempo. Esto les obligó a usar, 
como medio de contabilidad, las piedras, y, para fijar las 
anotaciones, varas, las que, por medio de signos con-
[ i ] Hoy la montaña de León es una de las regiones donde existe menor 
número de analfabetos. Ya lo afirmó documentadamente el Sr. Azcárate en 
una estadística interesante que publicó, en el periódico La Justicia, acerca. 
de los electores de la provincia de León que saben leer y escribir, en la que 
afirma, refiriéndose a los partidos de Riaño, La Vecilla y Murías de Pare-
des, que, con relación a ioo, la proporción de los que no saben leer ni es-
cribir, teniendo en cuenta el total de electores, es la siguiente: 
La Vecilla 4,4 
Riaño 2,4 
Murías de Paredes 2,4 
Y dividiendo la provincia de León en tres regiones, resulta que en la 
montaña (La Vecilla, Murías de Paredes y Riaño) no saben leer ni escribir 
tan sólo el tres por ciento... hay trece Ayuntamientos rurales, compuestos 
de pueblos, lugares o aldeas, en los que todos los electores saben leer y 
escribir. 
El término medio de los que no saben leer ni escribir en la provincia de 
León, 16,5 por 100, es inferior al de todos los Estados del Sur de la Re-
pública Norteamericana, excepto Mississipí, y el de la montaña, 3,1 
por 100, es inferior al del Estado del Norte, Nebraska, que es el menor de 
todos, 3,5. 
El fenómeno se explica teniendo en cuenta que, contando cada provincia 
española por término medio joo escuelas públicas, la de León tiene 1.316 
y es la primera en este respecto, y que asisten a ella 58.123 alumnos, ex-
cediendo a ese número sólo la provincia de Oviedo, lo cual no es extraño, 
si se atiéndela que la población de ésta sube a 576.352, y la de León a 
350.210 habitantes». López Moran; «Derecho consuetudinario...» de Cos-
ta, ya cit., tom. II, pág. 316. En la actualidad, aún ha mejorado en cultura 
la montaña. 
[2] Antiguamente ocurría todo lo contrario de lo que expresa la nota 
anterior. En un documento en pergamino, propiedad de D . Francisco Flórez 
de Quiñones y Díaz, consta que al otorgar en 1568 los Regidores de las 
aldeas, que constituían el Concejo general de Omaña, un poder para litigar 
contra el conde de Luna, su señor, firma tan sólo «alonso García clérigo», 
por no saber hacerlo ninguno de los demás. 
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vencionales, quedaban convertidas en verdaderos cua-
dernos, y sus cifras estaban al alcance de la cultura 
general. 
Como en su mayoría desconocían las nociones más 
rudimentarias de la Aritmética, sumaban las cantidades 
usando un método análogo al recomendado por los 
modernos pedagogos para enseñanza de los niños, que 
tenía su aplicación más práctica y frecuente para verifi-
car el reparto de las contribuciones o para recaudar las 
cantidades que el Concejo necesitaba. Reunida la Asam-
blea general de vecinos, se calculaban por el Regidor y 
las personas encargadas de ayudarle el valor y producto 
de una fanega de tierra o de una extensión análoga de 
pradera con el de un número determinado de reses de 
cada especie, poseído por cada vecino, dividiendo unos 
y otros en un valor convencional análogo que era repre-
sentado por una piedra; sumadas éstas, primero se obte-
nía la riqueza poseída por cada uno de los habitantes 
del pueblo, y después, sumándolas todas, la del Concejo. 
Luego era distribuido el cupo general, de contribución o 
de reparto, a cada vecino, según las piedras que le habían 
correspondido, y de cada total se tomaba razón en la 
vara. Merced a este sistema tan rudimentario como sen-
cillo, se verificaban los repartos con una claridad admi-
rable y de un modo que hacía imposibles las ocultacio-
nes, los sobornos y las distracciones tan frecuentes en 
nuestra moderna administracción municipal, así como 
los modernos fraudes en el reparto de tributos, ya que 
el reparto aquél y sus justificantes eran hechos por los 
mismos vecinos o bajo su inmediata inspección. 
Para fijar, como ya hemos dicho, los resúmenes de 
estos repartimientos, ingresos y gastos del Concejo, y, 
más frecuentemente, las penas que éste imponía por la 
infracción de las Ordenanzas, en vez del papel, que la 
mayoría de los vecinos no sabían leer, se utilizaba una 
rama verde de sauce, larga, delgada y sin nudos, llama-
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da la vara, en cuya corteza se pudieran grabar, sin grande 
esfuerzo, ciertos signos convencionales que todos enten-
dían fácilmente y que conservaban con todo cuidado en 
los archivos del pueblo o arca de concejo. 
Vara escribir en ella se hacían, en su corte vertical, 
una o más rajas o cortaduras, según el mes a que corres-
pondiera, para después coleccionarlas por año. Los 
vecinos tienen sendos números correlativos, según el 
orden por que son llamados y votan en el Concejo, dis-
puesto de conformidad con la situación de las calles y 
número de las casas en que habitan, expresado por una 
raya en derredor de la vara. En el espacio que medía 
entre dos de estas rayas, o sea en la casilla destinada a 
cada vecino, se verifican pequeñas cortaduras, que por 
su distinta forma o posición indican cantidades dife-
rentes. Así, una cortadura en el medio significaba un 
real; al lado derecho, medio; al izquierdo, un cuartillo; 
una raya oblicua, cinco reales; Una cruz en forma de X, 
diez. El Regidor, u otro vecino designado por éste, eran 
los encargados de verificar las anotaciones, función 
denominada cortar vara, con cuyo nombre se designan 
hoy todavía las anotaciones de la pesquisa, aunque ya 
no subsiste, por innecesario, tan curioso método de con-
tabilidad (1). 
También servía la vara para anotar los empadrona-
mientos vecinales, tanto del estado noble como del llano. 
Así, en una Real Provisión del año 1703, promovida por 
los concejos de Omaña, La Lomba de Campestedo y 
Villamor de Riillo, pidiendo un nuevo empadronamiento 
del estado noble, escribían: «Digo que estas se escriban 
bajo una misma vara y en ellas hace mucho tiempo no 
se ejecutan los padrones y alistamientos de distinción de 
[i] En el museo provincial de León se conservan algunas varas. La 
inmensa mayoría de los visitantes no saben lo que significan; para muchos 
de ellos fueron varitas mágicas de las brujas; otros suponen, por los dibu-
jos, que pertenecieron a los árabes. 
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estados; con cuyo motivo se hallan intrusos en el noble 
muchos vecinos forasteros que son del general o a lo 
menos no han acreditado su nobleza según corres-
P ° n d e * 0)í P e r o sus usos más generales eran los que 
anteriormente citamos. 
tañaJde Leo? U ^ S í S f i S í f á «Costumbres jurídicas de la Mon-een. La \ ara.» «Gaceta del Notariado». Año de 1893. 

CAPITULO V 
PRESTACIONES EXIGIDAS A LOS VECINOS 
I.—Prestaciones personales.—La "facendera": obligatoriedad y excep-
ciones.—Forana de realizar los distintos trabajos comunales. 
II.—La "velanda".-- Diversos caracteres de esta prestación personal: 
la "vereda"—¿Es el antiguo "nuncio"?...—5 el "palo de cobranza", la vigi-
lancia del monte y los bagajes. 
I 
Aunque en muchos pueblos de la montaña eran muy 
numerosos los ingresos, nunca eran bastantes a cubrir 
las atenciones del Concejo, y, aunque lo fueran, los veci-
nos preferían repartirlos a emplearlos en las necesida-
des públicas que podían ser atendidas medíante su 
trabajo. Para ello, en vez de contratar ciertos servicios 
que no podían ser desempeñados por los escasos em-
pleados de que el Concejo disponía, acudían a las pres-
taciones personales, de cosas y mixtas, reglamentadas 
detenidamente por las Ordenanzas. Eran las más impor-
tantes la facendera, la velanda, la guarda de las vece-
ras, el palo de cobranza, el palo de mesón, la alimenta-
ción de los perros y el suministro de sementales. 
De todas estas prestaciones personales, obligatorias 
para todos los vecinos sin ninguna excepción, era, sin 
duda, la más importante la facendera, o sea el trabajo 
personal a que estaban obligados los vecinos para la 
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ejecución de todas las obras de utilidad pública (1), y 
que venía a llenar una de las mayores necesidades del 
Concejo (2). Ya lo decía el Rey Sabio: «apostura y noble-
[ i ] Escriche (Joaquín); «Diccionario de Legislación y Jurisprudencia». 
Madrid, 1845. 
[2] La exención de este trabajo público era una de las mas preciadas 
conquistas de los pueblos y en muy pocas ocasiones se hacía extensiva a 
todos los vecinos. Existían dos clases de prestación personal en la Edad 
Media: la facendera y la serna, pero esta última, casi únicamente en los 
pueblos de señorío, pues era una señal de servidumbre, y consistía en 
prestar los solariegos al señor su esfuerzo personal en los trabajos agríco-
las, por ejemplo los de Quintanilla de la Sierra «una serna para segar, otra 
para trillar, otra para sembrar y otra para barbechar» (Redonet y López-
Dóriga. «Historia jurídica del cultivo y de la industria ganadera en España». 
V o l . I, pág. 228), y que en tiempo de los godos, además de prestación 
personal, valía tanto como canon que se pagaba por el cultivo de las tierras 
(Ibid., pág. 438), y portante su liberación era muy solicitada y se encuen-
tra en numerosos fueros. 
En cambio, la facendera consistía en los trabajos prestados para la cons-
trucción y conservación de las obras públicas, por lo que redundaba en 
beneficio general, lo que hacía que fueran menos las excepciones y mucho 
más las extensivas a todos los vecinos. Pero también en esta forma se con-
cedía algunas veces, como en el fuero de Cas'trojeriz: «Et, varones de Cas-
tro non dent portazgo, ni montazgo, ni traman, et non habeant super se 
ñeque manneriam, ñeque fonsadera, ñeque nulla alia facendera» (Muñoz 
y Romero; «Colección...» cit.), y en el de Cuenca—ley XII, cap. X V I — : 
«Nunquam concilium Cónchense regi vel seniori sen alteri per forum vel 
de jure aliquid habet daré; liberum enim ilud fació ab omni regio jugo et 
séniores, et ab omni tributo, et offercione, et facendera...», aunque estas 
excepciones parecen referirse más directamente a la serna. Lo corriente 
era la excepción temporal, como en el fuero de Melgar de Suso del año 950: 
«Ningún orne de estas villas que casa pusiese fasta un año, non fagan facen-
dera con sus vecinos á señor», que también parece indicar la serna más 
que la facendera, pero no en el de Palenzuela que contiene la misma ex-
cepción, enumerando ambas prestaciones: «Homo de Palenciola in primo 
anno quo duxerit uxorem, non faciat sernam ñeque fazenderam aliquam» 
(Serrano L . ; «Colección diplomática de San Salvador del Moral, pág. 2$)> 
o perpetuamente a los vecinos que ejerciesen algún cargo importante, como 
en el fuero de Baeza: «Et los alcaldes qui la villa judicaverit, dum fuerint 
alcaldes sedeant excusad de facendera», y en el de Salamanca: «Et alcaldes 
é iusticias de conceio sean todos sueltos de toda facendera é de la nubda», 
y también a los que por sus condiciones especiales pudieran prestar algún 
señalado servicio al común, tales como los poseedores de armas v caballo 
para la guerra, consignado en el fuero de Sanabria: «todos los vecinos de 
Sanabna que tuvieren caballo non fagan facendera; esto entendemos de 
esta manera, et tenemos por bien que vala el caballo quince maravedis, e 
non sea sardinero, nin pase puerto». En cambio, algunas cartas forales re-
calcan la generalidad de la prestación, como uno de los privilegios insertos 
en el_ fuero de Toledo otorgado por Alfonso VIII: «Quod omnes villa; quae 
sunt in termino Toleti et aldae, sive sint mese, sive de apoteca meas, sive 
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za del reyno es, mantener los Castillos, e los muros de 
las Villas, e las otras Fortalezas e las calcadas e las 
puentes, de manera que non se derriben, nin se desfa-
gan... pero si en las Cibdades, o en las Villas han menes-
ter defacer alguna destas lauores, si han rentas aparta-
das de Común, deuen y ser primeramente despendidas. 
domini archiepiscopi Toletani, sive eclesias sancta Marée... facenderam 
faciant cum civitate Toleti sicut faciunt cives illius civitatis» (Muñoz y Ro-
mero; «Colección...» cit.) 
La Iglesia, poniendo en juego su influencia enorme, logró en la mayoría 
de los casos que los clérigos fueran eximidos de esta prestación, como en 
el fuero de Melgar de Suso, ya citado: «Todo clérigo destas mismas villas 
nulla facendera»; en el de San Cebrián de 1125: «Clerizi vero non faciat 
ulla fazendera cum vicinis suis...» (Hinojosa; «Colección...» cit., pág. 52); 
en el de Palenzuela: «Similiter clericus non faciat sernam nec ullam fazen-
deram...»; pero estas afirmaciones incluidas en los fueros, que constituían 
la excepción, el privilegio, prueban que lo contrario era la regla general. 
A pesar de lo dispuesto en la ley de Partida que más arriba citamos, esta 
colección legal también los exceptuaba en parte, así como a sus familias de 
estas y de otras prestaciones personales: «Nin otro si non deuen labrar por 
si mismos en las lauores de los Castillos, nin de los muros de las Cibdades, 
nin Villas, nin son tenudos de acarrear piedra, nin arena, nin agua, nin facer 
cal, nin en traerla, nin los deben apremiar que fagan ninguna destas cosas, 
nin guardar los caños, nin mandarlos por donde venga el agua a las Cibda-
des ó Villas, nin deben calentar los baños, nin los fornos, nin facer otros 
servicios viles, semejantes destos. E esta misma franqueza, que han ellos, 
han sus ornes, aquellos que moran con ellos en sus casas e los sirven» (Ley 
51, tít. VI, Part. I); mas sólo de los trabajos allí especificados: «Pero algu-
nas cosas ya, en que touo por bien Santa Égiesia, que non pudieran escusar 
de ayudar los Clérigos á los legos. Assi como en las puentes, que fazen 
nueuamente en los logares, do son menester, para procomunal de todos. 
E otro sí en guardar las que son fechas, como se mantengan, e se non 
pierdan. Ca en estas cosas tenudos son de ayudar a los legos, e de pagar 
cada vno dellos assi como los otros vezinos legos, que y ouiere. Esso mis-
mo deuen fazer en las Calgadas de los grandes caminos, o de las otras ca-
rreras, que son comunales: é para esto fazer, non les deuen apremiar los 
legos, mas dezirles que lo fagan, y si ellos non lo quisieren facer, han de 
mostrarlo a los Perlados, que gelo fagan fazer, e ellos son tenudos en todas 
maneras de gelo mandar complir, por que son obras buenas, é de piedad». 
(Ley LIV del mismo tít. y Part.) 
A pesar de todo, los clérigos se negaban a cumplir con estas cargas co-
munales, a cuya pretensión se opusieron siempre los legos con toda ener-
gía, «sosteniendo, según Martínez Marina («Ensayo...» cit., tom. II, pági-
° a 43)> con tesón y constancia sus derechos, a pesar de las excomuniones 
fulminadas por los Prelados, hasta que D. Enrique II publicó la siguiente 
Ley, inserta y confirmada por D. Juan I en su ordenamiento de las Cortes 
de buadalajara del año 1390: «D. Enrique nu. padre... a petición de los 
perlados é de los legos que sobre esto con ellos contendieron, mandó a los 
res d e l a s u abdiencia que estableciesen una ley, la qual fué desde en-
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E sí non complieren, o non fuesse y alguna cosa comu-
nal, estonce deuen los moradores de apuel lugar pechar 
comunalmente de apuel lugar pechar comunalmente, 
cada uno por lo que ouire, fasta que ayunten tanta quan-
tia, de que se pueda cumplir la lauor: e desto non se pue-
dan escusar Caualleros, nin Clérigos, nin biudas, nin 
huérfanos, nin ningún otro qualquier, por previllegio que 
tenga, Ca pues que la pro destas lauores pertenesce 
comunalmente a todos, guisado, e derecho, es, que cada 
tone es guardada en su abdiencia é en la nuestra, de la qual ley el tenor es 
este que se sigue... e quanto en razón de los pechos comunales, asi como 
si es pecho que se repartiere para repartimiento de muro o de calzada, ó 
de barreras ó de carreras, ó en compra de término ó en repartimiento de 
fuente o de puente, ó en costa que se faga para velar é guardar la villa é 
su termino en tiempo de menester que en estas cosas átales a fallecimiento» 
de propios de concejo para lo pagar que deben contribuir e ayudar los di-
chos clérigos, por cuanto este es procomunal de todos e obra de pedido... 
E nos el sobre dicho rey D. Joan, veyendo que la ley del dicho rey nues-
tro padre es justa e fundada en derecho confirmárnosla e aprobárnosla, e 
damos a ella nuestra real abtoritat». Asi y todo, los clérigos siguieron ne-
gándose a contribuir al sostenimiento de estas cargas comunales y, por tanto, 
al cumplimiento de esta ley, como lo demuestran las quejas de los Procu-
radores en las Cortes sucesivas, pero no pudieron conseguir su anulación, 
y por fin se incluyó en las leyes recopiladas (Ley 6. a, tít. I, lib. i.° de la 
Nov. Rec.) 
También Martínez Marina hace notar que «las iglesias y los monasterios 
extendiendo demasiado el privilegio de la Ley, pretendían que sus vasallos 
y collazos debían ser exentos de la facendera y otros pechos foreros», como 
consta en la petición XXIII de las Cortes de Madrid del año 1339, en que 
los procuradores del reino suplicaron a D. Alfonso XI: «Que los vasallos 
que las ordenes e las eglesias han en algunas de vuestras cibdades y villas, 
en las aldeas de sus alfoces que siempre usaron a pechar, e velar e facer 
todas las facenderas con las dichas cibdades, e villas en tiempo de los reyes 
onde nos venimos, e en el vuestro así por carta de avenencias han fechas 
entre si, como por uso que siempre usaron e agora non lo quieren facer; 
por que los dichos ordenes e eglesias ganaron e ganan nuevamente cartas 
de la vuestra cnancillería, callada la verdat, en que se contiene que los qui-
tades e los franqueades que non pechen nin usen a facer con las dichas cib-
dades e villas, que siempre lo usaron a pechar e facer, e por esto sennor, 
piérdese la vuestra juredición, e las cibdades e villas non pueden complir 
los vuestros pechos nin mantener las cargas e las puentes que han a facer 
e mantener, e son por ello pobres e despoblados, e poblanse los vasallos 
de las ordenes e de las eglesias.» De este modo se consiguió la obligatorie-
dad para todas estas prestaciones, lo mismo para clérigos que para legos, 
aunque sin forzar a aquéllos a verificar por sí mismos los trabajos serviles, 
que se condonaban con el pago de cierta cantidad. 
Como veremos, las Ordenanzas tampoco exceptuaban a nadie. Todos 
estaban obligados a concurrir a la facendera. 
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uno faga y aquella ayuda que pudiere» y, de conformi-
dad con esto y lo que disponían las leyes recopiladas, 
se prestaban por los vecinos todos los trabajos que 
eran necesarios al pueblo, del modo y en la forma pres-
critos por las Ordenanzas. En algunas regiones se deno-
minaban concejos a las facenderas. 
Eran obligatorias las facenderas taxativamente seña-
ladas por la costumbre, y, además, todas las que exigían 
las necesidades del pueblo: «It, Acordaron que en cada 
un año haiga tres facenderas forzosas; la primera se ha 
de hacer luego que se quite la nieve de los caminos y el 
tiempo lo permita teniendo mucho cuidado de enterren-
tarlos quando los dueños lo hagan con las heredades: 
la segunda entre fin y principio de Junio y Julio: y la 
tercera en los cuatro primeros días de Septiembre cui-
dando asimismo en fin de Septiembre o principios de 
Octubre de limpiar el camino del monte pa, bajar la 
leña, lo mismo se ejecutará pa, bajar la yerva y ademas 
habrá facendera spre, y quando que las circunstancias 
lo exijan pa, la limpieza, aseo y refección en Pontones, 
Arroyos, esparcimiento de abonos a los cotos boyales, 
etc.» (1), realizados en los días intermedios entre unas 
y otras faenas agrícolas. 
Antes de ir al trabajo, los vecinos se reunían en 
el sitio acostumbrado para el Concejo, llamados por 
un toque especial de la campana, y, para que no pu-
diera alegarse género alguno de disculpa, al rom-
per el alba, el Regidor ordenaba se diera un primer 
[i] Mena; cap. 34. Todo el que conozca la vida de los pueblos leone-
ses podrá apreciar el acierto con que obraron los recopiladores de las cos-
tumbres locales al señalar estas fechas. A fines de junio o primeros de julio 
se termina el segundo cultivo de la tierra, la bina, y dan comienzo a la 
siega del heno, para cuya recolección, por el mucho volumen de la carga, 
necesitan tener los caminos bien arreglados, así como para la de la mies 
que verifican a continuación; los cuatro primeros días de septiembre, per-
tenecen generalmente a una semana de descanso, porque, recogida ya la 
mies, aún no es tiempo de abonar las tierras, para lo que también precisa-
ban arreglar los caminos. 
- 192 — 
toque, a modo de aviso, con el objeto de que ningún ve-
cino se ausentase para la hora de empezar los trabajos. 
Algunas Ordenanzas todavía eran más previsoras, y dis-
ponían «que siendo llamados todos los Vecinos de este 
lugar para andar a las facenderas sean avisados la no-
che antes advirtiendo la ora que a de ser» (1), para ha-
cerla compatible con sus ocupaciones particulares. 
En algunos sitios era costumbre que, mientras se re-
unían todos los vecinos, los que primero llegaban fue-
ran realizando algún trabajo útil y necesario: «It las 
personas que acudan a las facenderas expresadas se 
han de reunir en el casco del pueblo y sitio llamado fer-
medel y lo primero y entre tanto se acaba de reunir la 
gente se ha de escarbar el reguero desde el pradín de 
don Joséf Flórez hasta la bajera del huerto de don 
Juan de Castro que es decir, hasta que sale el agua fue-
ra del pueblo y el que no acuda antes de salir la gente 
de dicho sitio pague un real de pena» (2). 
Además de prestar su trabajo, estaban obligados los 
vecinos a utilizar herramientas de su propiedad, pues el 
Concejo carecía de ellas: «It. Ordenamos que para ir a 
los ayuntamientos de concexo todos estén obligados a 
llebar los aparexos necesarios y el vecino que le tocare 
llebar buey o carro lo lleve so pena de cíen maravedís 
y si el carro no fuese para trabajar sea castigado y lo 
lleve otro dia» (3). Al toque de campana debían acudir 
todos, convenientemente preparados y sin quedarse en 
la calle trabajando en beneficio propio mientras se re-
unían los demás vecinos, de cuya prohibición en algu-
nos pueblos se exceptuaba a las mujeres, que podían 
«ir trabaxando asta que el dicho concexo comience a 
trabaxar y siendo avisadas cesen y acudan a lo que les 
San Román de la Vega; cap. 14. 
Mena; cap. 2. 0. 
San Román de la Vega; caps. 19 y 100. 
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fuere mandado pena de cuatro mrs. y siendo rrebeldes 
el doble» (1). 
La facendera obligaba a todos los vecinos, y a los que 
estaban exentos por algún privilegio especial de ciertos 
trabajos forzosos, se les exigía dicha concesión, obli-
gándoles a que enviasen otra persona: «Ií ordanaron 
que por el Vien público el andar a las facenderas Puen-
tes y Fuentes y Caminos y aber algunas livertades en 
este lugar y las personas que las tienen ser las más 
acendadas de él ninguno sea libre de ir o ínbiar la mu-
jer hijo o criado de diez y seis años arriba y esto a de 
ser conforme a lo declarado en esta Ordenanza que en 
los demás ayuntamientos valga cada uno su libertad» (2). 
Las demás excepciones estaban enumeradas en las Or-
denanzas, y, como las del Concejo (3), se basaban en la 
imposibilidad de concurrir a ellas sin graves trastornos, 
tal el que tuviese en su familia algún enfermo de re-
conocida gravedad y al «vecino o vecinos que les toca-
se alguna vecera como de bacas jatos u otra estaran 
exentos de hír a facendera». No siendo estas excusas 
justificadas, las otras, que se basaban en algún privile-
gio, quedaban desprovistas de todo valor en las ocasio-
nes que así lo disponían los Regidores: «It ordenamos 
se aia de acudir a los caminos cuando fuere necesario 
salvo cuando se trille, y esto siendo requerido el rrexí-
dor lo haga so pena de cien maravedís» (4). Los demás 
vecinos no podían, sin excusa justificada, faltar en nin-
gún caso. 
No era necesario que concurriesen los vecinos por sí 
mismos; bastaba que enviaran una persona hábil para 
el trabajo, a juicio del Regidor, y cuando esto no fuera 
posible, alguien que reuniera las condiciones mínimas 
[i] Ibid. 
¡2] San Román de la Vega, cap. 15. 
Í3] Vid ut supra, cap. III, I. 
[4] San Román de la Vega, cap. 89. 
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exigidas por las Ordenanzas: «ít no concurrirá a facen-
dera persona alguna que tenga menos edad de catorce 
años y la casa o vecino que la embie de menos tiempo 
pague de pena tres res. a menos que pida favor y el Re-
gidor lo conceda» (1). 
Los asistentes a la facendera trabajaban unas veces 
todos juntos y bajo la dirección del Regidor, que seme-
jaba al capataz de una brigada, y otras, repartiendo la 
obra entre todos los vecinos en trozos distintos, relacio-
nando su extensión con la facilidad del trabajo, llama-
dos quiñones y señalados por el Regidor y los dos ve-
cinos más caracterizados del pueblo entre los allí pre-
sentes. Las mujeres se empleaban en los trabajos más 
fáciles, tales como el de quitar piedra menuda o traer 
leña y retama para los puentes; por eso no llevaban he-
rramientas, o sólo una pala, y cuando el trabajo se pro-
longaba hasta muy tarde, se las despedía antes que a 
los hombres, de modo que pudieran llegar a sus casas 
antes que los ganados. Mientras duraban los trabajos, 
todos los asistentes debían obedecer al Regidor: «Y es-
tando juntos ordenamos ovedezcan a los rregidores 
aciendo lo que él Repartiere y señalare pena de cuatro 
mrs. por la primera vez y siendo rrebelde el doble» (2). 
Algunas veces existía una obra, presa, camino, etcéte-
ra, cuya ejecución interesaba a dos o más pueblos por 
igual. Entonces, las Ordenanzas contenían disposicio-
nes especiales a este respecto, aunque respetando la 
distinta vecindad de los trabajadores: «ít ordenamos que 
por quanto este lugar tiene costumbre de ir a sacar el 
agua do llaman presa sola,, que los rregidores sean obli-
gados a mandarla pregonar o siendo Requeridos la 
manden apregonar... manden abisar a los vecinos de 
san justo y no beniendo que sean castigados en las pe-
[i] Mena, cap. 17. 
[2] San Román de la Vega, cap. 39. 
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ñas contenidas en las Ordenancas que ai entre este 
lugar y el de san justo...» (1). 
Las viudas que no tubiesen familia útil, ni criados a 
quien poder enviar a la facendera, así como los sacer-
dotes y alguna familia importante a quien el Concejo 
concediese este privilegio, podían eximirse de los traba-
jos públicos mediante el pago de una cantidad propor-
cionada a su fortuna y que señalaba la Asamblea. 
La costumbre ha conservado hasta nuestros días, en 
los pueblos que no tienen otros medios de comunica-
ción que los construidos por ellos mismos y sin el auxi-
lio del respectivo Ayuntamiento, todas las costumbres 
que sobre la facendera contenían sus antiguas orde-
nanzas, y mediante ellas refeccionan los caminos de he-
rradura, construyen los vecinales, y muchas veces la 
casa escuela, pues los Ayuntamientos de la Montaña 
leonesa, generalmente, no cumplen ninguna de estas 
obligaciones. 
[i] Id., cap. 22. 
ii 
Otra prestación personal importantísima, conservada 
en el derecho consuetudinario leonés, es la velanda, por 
la que son obligados los vecinos a desempeñar ciertas 
funciones propias de los empleados del Concejo, y que 
éstos-, por su escasez, no podían cumplir. Para ello exis-
te un turno especial independiente del propio de otras 
prestaciones, y los vecinos a quien corresponden se de-
nominan velanderos. 
La mayoría de estas funciones eran designadas anti-
guamente con un nombre especial, siendo, entre todas, 
las más importantes: la vereda, la vigilancia del monte, 
el palo de cobranza y los bagajes. 
Se daba el nombre de vereda (1) a la orden escrita 
[ i ] Según Flórez de Quiñones y Díaz («La Vereda», Gaceta del Nota-
riado, 12 de agosto de 1893), esta palabra se deriva de las latinas via-eey 
do-das, esto: darevía. tomando el efecto por la causa; o de veredus-i 
(contración de oeño y rheda, caballo de posta, caballo corredor, según 
Valbuena, de donde se derivó la palabra veredarius-ii, correo, postillón, 
mensajero. 
Esta prestación puede ser muy bien una de las formas del tributo me-
dioeval, nuzo, nució, nuptio o nuntium, aunque sobre el significado de 
estas palabras no están conformes los recopiladores y comentaristas de los 
antiguos documentos. 
Muñoz y Romero, sostiene («Colección...» cit., tom. I, págs. 97 y 132) 
que Nuntium, nuncio, es lo mismo que luctuosa, siguiendo en esto la 
opinión del P.Santa Rosa. Por tanto, el nuncio consistía en la parte de bienes, 
una alhaja, una cabeza de ganado, etc., que a la muerte de alguna persona 
habían de pagar sus herederos al Rey o Señor, denominándose otras veces 
urción, mincio o minción. Esta misma significación tiene para los Doc-
tores D . Ignacio Jordán de Asso y D . Miguel de Manuel («El fuero viejo 
de Castilla». Madrid, 1.847, pág- 11, n. i . ° ) , para Marichalar y Manrique 
(«Historia de la legislación y recitaciones del Derecho civil de España. Ma-
drid, 1.872, tom. 2. °, Glosario, pág. 5 5 2), para Antequera (Ob, cit., pág. 63 8), 
para López de Ayala y Alvarez de Toledo («Contribuciones e impuestos 
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dictada por el Concejo de cada pueblo, o bien por la 
Asamblea general, y que el velandero estaba obligado 
a conducir a su destino, según la ruta señalada al mar-
gen del documento. 
Este modo de conducir las órdenes reunía las indis-
pensables condiciones de rapidez y publicidad para que 
sus resultados fuesen prácticos. 
Cuando procedía de otro pueblo, el Regidor a quien 
iba destinada tocaba a Concejo, y, una vez reunida la 
Asamblea, se leía en alta voz, o, sí era verbal, el verede-
ro daba cuenta a los vecinos de su encargo y regresaba 
a su casa, mientras el Regidor despachaba allí mismo al 
velandero de turno para que la llevase al pueblo inme-
diato, según la ruta prefijada, y el del último pueblo la 
devolvía al de origen. Por eso, la prestación personal 
en León y Castilla durante la Edad Media, Madrid, 1896, pág. 145), para 
Redonet (Ob., cit., pág. 438) y para D . Ángel de los Ríos (Ob. cit., 
pág. 17.). E l sentido de lo consignado en algunos documentos pare-
ce demostrarlo así: «De nuntio autem filio de ipso homine qui mor-
tus fuerit habeat eum quanto tempore fuerit de Sancto Facundo et si 
ad alium dominum iré voluerit tornet ipsum nuntium ad domum abbatem». 
(Fuero de Villavicencio de 1.091. (Vignau V . ) «índice de los documentos 
del Monasterio de Sahagún». Madrid, 1.874, pág. 286). «Caballeiro si in 
sua corte, aut in suo lecto morierit, aut in sua térra, si habuerit Caballum, 
ut det eum in nuntio, & et si non habuerit Caballum, & habuerit lorigan, 
det ean in nuntio, & et si non habuerit Caballum, ñeque lorigan, det in 
nuntio C. sólidos, ..., & qui in fossatum mortus fuerit, quod non donet 
nuntium...» Confirmación de los fueros de León y Carrión en 1109. 
(Risco Fy. Manuel) «Historia de la ciudad y corte de León». Madrid, 1792, 
tom. II, pág. 398). «Ego rex domnus Fernandus... dono et concedo et 
remitto modis ómnibus Deo et magistro Petro Fernandi et fatribus militie 
Sancti Iacobi omne illud nuncium, quod nobiles terre mee a militibus cape-
ret debent. qui in ipso Ordini Santi Iacobi religiones nabitum sive bellent 
eligere et suscipere; ita quod licet aliquis militum per regnum meum huius 
Ordinis habitum susceperit, non nisi eidem Ordini et magistro suo et frati-
bus universis, qui sunt et erum, nuncium de ipsis daré compellatur... Unde 
quicumque contra istud venerit, irán mean incurrat, nuncium reddat fatru-
bus in quadruplum». Privilegio de la Orden de Santiago, año de 1184 
(Hinojosa. «Colección...», cit., pág. 86). 
A pesar de todo, ilustres historiadores, como Vignau, opinan que tanto 
nució, como nupcio o nutio, deben ser corrupción de nuntio, y tienen 
una significación análoga a missus o Iegaíus. Según este escritor, Fló-
TQZ de Quiñones (art. cit.) y Vigil («Colección...» cit., pág. 553),este pecho 
era la obligación que tenía el vasallo de llevar algún recado o mensaje 
cuando se lo mandaba el señor, o de acompañarle si salía fuera; interpre-
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que indicaba no era muy penosa, ya que los trayectos 
son cortos y frecuentes los relevos. Cuando la orden era 
muy urgente, se despachaban dos veredas iguales, cir-
culándose en direcciones opuestas, con rutas distintas, 
señaladas de modo que convergieran en el sitio de ori-
gen, comunmente el de reunión del Concejo general, que 
era el que las utilizaba con más frecuencia. 
De esta forma, se ahorraban los pueblos un emplea-
do, y aquellos Concejos generales formados por muchos 
pueblos pequeños, separados unos de otros por montes 
y barrancos, cubiertos de nieve buena parte del año, ha-
cían saber sus decisiones rápidamente, pues la vereda 
era un verdadero pregón, sencillo, eficaz y económico-
Por eso ha sobrevivido a toda innovación, y sin ningu-
na variante, sin que la haya modificado el más mínimo 
tación que parece estar en un todo conforme con el cap. XXVI del fuero 
de León de 1020. «Si vero miles in Legione in solo alterius casam habuerit, 
bis in anno eat cura domini soli ad iunctam. Ita dico, ut eadem die ad do-
mum suam possit revertí, et habeat dominum qualem qunque voluerit et 
faciat de domo sua sient supra scriptum est, et ulli domino non det nun-
tium», y en el de Rivas del Sil, de 1235: «quoniam terram ista est feble et 
fragosa preterea non debet omicidium pectare... nec esquilmo nec nuncium 
in predicta ripa sili», traducido en 1656 porD. Francisco Gracián Berrugue-
te, Secretario de lenguas de Su Majestad en esta forma: «Y por que la tie-
rra es débil y fragosa no deben pechar ni pagar portazgo... ni esquilmo, 
ni peón en el dho Riua de Sil» (Pergaminos inéditos), en cuya traducción 
nos encontramos un tributo muy diferente a la luctuosa, diferencia que 
también es notoria en el de Mornariz de 1262 (Hinojosa, ob., cit.,pág. 172): 
«Deben esse liberi de alio toto foro, videlicet, de nució, de maninadigo, et 
de luctuosa», pues en otro caso no citaría más que a uno de ellos; pero, en 
la mayoría de los documentos, el sentido general del párrafo que contiene 
esta palabra no decide, con la necesaria claridad, cuál de estas dos signifi-
caciones es la verdadera: «ut non detis rauso, nec homicidio, ñeque man-
naria, nec fossataria, nec nuncio». Confirmación del fuero de León en 1081. 
(Risco, Ob. cit., cit., pág. 396). «Non requirant ibi homicidium, non Nun-
cium, non Maneria, non rausum, non Forssatarium». Fuero de Villavicen-
cio. «Caballarii de Sancta Cristina non vadan en fonsado, ñeque dentNun-
tium, ñeque Manerie...» Fuero de Santa Cristina. «Ut non dent nuncio nec 
fonsadera, nec maneria». Fuero de San Cebrián de 1125. (Hinojosa, Colec-
ción cit., pág. 52). «... non faciatis montanera, ne fossatera ne nució ne 
magnana, nisi que detis in anno XII. dies ad nostros lauores». Fuero otor-
gado en 1022 por la condesa D . a Ildonza a sus collazos, a Belliti Vitaz y a 
su mujer doña Goto. (Vignau, Ob., cit., pág. 289). 
Vignau sostiene que la tesis del P. Santa Rosa se funda en una copia ro-
manceada del foral de Braganza que traduce nuncionem por Luituosa, 
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detalle, subsiste en nuestros días. Los Ayuntamientos 
montañeses encontraron en esta costumbre un poderoso 
auxiliar, que les economiza el sueldo de un empleado, 
necesario, dada su constitución, para comunicar las ór-
denes a los anejos, y la utilizan haciendo uso de sus 
atribuciones respecto a las prestaciones personales para 
todas las múltiples aplicaciones en que reporta utilidad. 
El palo de cobranza era la obligación de recaudar 
toda clase de repartos concejiles y que debía llevar a 
cabo el velandero de turno. A causa del pequeño núme-
ro de vecinos que había en cada pueblo, era éste un 
trabajo pequeñísimo, pero, así y todo, era, de todas las 
prestaciones personales, la con menos gusto aceptada, 
sin duda por que para el aldeano español el oficio de re-
caudar tributos, obligando a sus convecinos al pago de 
lo cual no puede ser razón suficiente si se tiene en cuenta la poca fidelidad 
con que se hacían estas traducciones, sobre todo cuando se trataba de pala-
bras que habían caido en desuso y que eran desconocidas por el traductor. 
(Ob. cit., pág. 622). Efectivamente, si nos fijamos en el fuero de Rivas 
del Si l , veremos que en el texto latino se dice «debet et iré cum mandato 
domini que terram renuerit per linga et nichil nució». (Manuscrito inédito); 
en la traducción publicada por González (Ob. cit., tom. V . , pág. 148) 
«Están también obligados en mandándolo el Señor a ir per ligna et nichil 
nucfio»; y la anteriormente citada de Gracián (Perg. inéd.) «Estas tam-
bién obligados en mandándolo el señor a yr Perlinga & nichil misio (en-
mendado mifio); y vemos que este último, a pesar de haber traducido poco 
antes nuncium por peón, conforme con el sentido del fuero, ahora, faltan-
do a él, lo convierte en mitío, o sea el tributo denominado minción. 
Igual ocurre con la escritura de reconocimiento de señorío a favor de la 
casa de Omaña otorgada en 24 de agosto de 1800 ante Juan Sánchez, escri-
bano del Concejo de Somiedo por los vecinos de Gavillas, Balcarcel y Bus-
tariega (Sangrador y Vítores, Ob. cit., pág. 85 n.): «Y además de lo 
expuesto debe percibir y le corresponde, como asi lo confiesan, la mejor 
alhaja, mueble o res que se halle al fin y muerte de cada uno de dichos 
vecinos que se entienda y es por razón de Numpcio», que también es in-
dudablemente una corrupción de lenguaje, pues en la sentencia de revista 
dictada por la Real Cnancillería de Valladolid en 7 de octubre de 1695 
(archivo de la Audiencia de Oviedo) declarando que el señorío de dichos 
lugares pertenecía a D . Arias de Omaña, se dice «y de qualquiera Vecino 
que muriese, no siendo menor, o viuda, la mejor alaja mueble por razón 
de Luctuosa». 
También se sostiene que la Luctuosa se llamó nuncio, porque median-
te el pago de aquélla se anunciaba al señor la muerte de su vasallo; pero 
lo más probable es que esta palabra tan discutida tuviera las dos acepciones, 
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impuestos con destino al Estado—esa cantidad cuya 
razón de existencia ellos no conocen, porque rara vez 
les beneficia y siempre solicita su dinero en crecidas 
exacciones—, es el más odioso que puede imaginarse. 
Por esta razón, todo campesino prefiere un día entero 
de facendera, trabajando rudamente a la intemperie, a 
que le encarguen del palo de cobranza. 
Como dijimos anteriormente, en todos los pueblos 
había uno o más guardas. Pero en algunas épocas, como 
en la de cortar la leña en los primeros días de las derro-
tas condicionadas, o cuando pasaban los rebaños tras-
humantes, en los pueblos por cuyo término estaba seña-
lado el cordel, eran estos empleados insuficientes para 
cumplir su misión. Entonces se nombraban uno o más 
vigilantes del monte o veladores: «It que para el mejor 
según la costumbre del lugar en que se redactaba el documento y el cono-
cimiento que del latín y del romance tuviese el que escribía. 
Vignau y Flórez de Quiñones (art. cit.) afirman que ¿[nuncio se llamó 
más tarde mandadaria o sea la obligación que tenían los vasallos de con-
ducir las órdenes de sus señores o de los Concejos, que es lo que en el de-
recho consuetudinario leonés constituye la vereda, bajo cuya expresión la 
encontramos en algunos documentos medioevales: «Iudex et alcaldes in 
vereda regis vel in fosadera pares sint aliorum vicinorum». Fuero de Alhón-
diga de 1170 (Hinojosa, «Colección..., cit., pág. 77). «Et que non ffuero 
malo de sayonis, nin de maneria, nin anubda. Et non fagan ninguna vere-
da, mas que sean franquas dando á mi... cada anno en el dia de cincuaesma, 
de cada casa doce dineros, et los otros derechos assí cuerno los solien dar 
en tiepo de los otros Reyes que ffueron ante mi» Fuero de Treviño 
de 1254 (R. A. de la Historia «Colección de documentos»; Madrid, 1851, 
Tomo I, pág. 44). «...Nec faciant ullant veredam...» Id. de Madina de 
Pomar de 1229 (González, Ob. cit., tom. V, pág. 142). La mandadaria se 
consideraba como uno de los malos fueros, y su exención era muy solici-
tada, lográndose algunas veces, las menos, por completo: «seades francos, 
e quitos, é exentos de ir en guias, ni en mandadarias de Concejo»; Privile-
gio de Olías de 1458. (González, Ob. cit., tom. VI, pág. 391). Generalmen-
te los fueros reglamentaban la forma en que había de prestarse, como en 
el de San Cebrián de 112 5: «Et illo cavaliero vel illo pedone quid dominus 
mandadavent iré in mandadaria vadat talem viam ut possit iré et reverteré 
in una die et in illo det dominum cibum illi, et hoc non faciat nisi una vice 
in anno (Hinojosa. «Colección..., cit., pág. 522); en el de Pozuelo de Cam-
pos de 1157: «Etvoluent seniorem mittere in sua mandadaria, ut possit 
revertí in sua casa cum solé faciat mandatum et omnes per ordinem ita 
faciant» (Ibid., pág. 67); y más detalladamente en el de San Juan de Celia 
de i209:«Etsi pedonem voluerit embiar el sennor in mandaderia, non 
vadat msi fasta sua alfoz, et ei panem et vinum. Et si fuerit miles vadat 
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régimen y custodia de todo genero de frutos se pone 
todos los años y quando fuese necesario un velador que 
habrá de hacerse por velanda entre los vecinos y mora-
dores o como mas bien combenga al rexr° y común». 
También se nombraban veladores, a modo de testigos, 
cuando sospechaba el Concejo que pudiera ser necesa-
rio acudir a los tribunales de Justicia en reclamación de 
algún daño,bien en fincas particulares, bien en el común. 
Otra forma de velanda era el bagaje. No hemos de 
ocuparnos aquí del alojamiento militar, de la antigua 
angaria, conocida en todas partes y reglamentaria desde 
tan antiguo. Aunque algunas Ordenanzas lo reglamen-
taban (1), lo hacen siguiendo en todo la legislación de la 
época y sin ninguna particularidad. Pero existe otro 
género de bagaje más corriente en las aldeas, o sea la 
conducción de mendigos de un punto a otro, utilizado 
con más generalidad para llevarlos al hospital o al asilo, 
y correspondía también al velandero o velanderos de 
turno, con la obligación de entregarlos al Regidor del 
pueblo inmediato. A causa de la corrupción del idioma, 
en los pueblos de la montaña, actualmente, se denomina 
badaje, y hemos de hacer notar, en honor de aquella 
tierra, que esta es la prestación personal que se consi-
dera como menos penosa. 
fasta Carrion et fasta Burgos et fasta lerma et á Castro. Et primero pagued 
illum de pane et vino et de cevada. Et se primero nol pagaren, non vadan 
in mandaderia. Et ista mandadería non faciat, ñec pedon nec miles, nisi 
una vice in anno» (Serrano. «Collección diplomática...», cit., pág. 265). 
También establecían penas para el que no cumpliese con esta obligación, 
como en el de Villavaruz de Rioseco, de 1181: «Et si aliquid noluerit iré in 
mandadaria aut noluerit venire ad illam sernam pecter unum carnerum». 
(Hinojosa. Ob. cit., pág. 83); disposiciones todas estas sobre la mandada-
ria que tienen una excepcional analogía con la del fuero de León al hablar 
del nuncio, y que, por ello, dan gran fuerza a la tesis sostenida por Vignau, 
Flórez de Quiñones y Vijil , que debe estimarse como la más digna de ser 
seguida. 
[1] «Ite, Ordenamos que abiendo ssoldados en este;lugar nadie se ausun-
te del, ni ausenten vueyes, ni carros, ni rrocin, ni otra cabalgadura, so pena 
de cien maravedís y que a su costa se pague lo que costare cabiendo por 
velia o siéndole rrepartido por los Rexidores» (San Román de la Vega, 
cap. 102). 
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Otras muchas son las obligaciones que pueden corres-
ponder a los velanderos. Todo encargo del Concejo a 
ellos se les confiaba, y aún hoy subsisten muchas de 
ellas, entre las citadas, el palo de cobranza, aunque su 
uso es poco frecuente; los veladores y los bagajes. 
Antiguamente, los velanderos ejercían también funciones 
de fuerza pública, pero esto, como un tributo de carácter 
señorial, obligándoseles a conducir presos y custodiar 
cárceles. Las Ordenanzas guardan silencio sobre este 
punto, pero la tradición popular y algunos documentos 
prueban su existencia (1). 
los velanderos. ^ a m p e s t e d o y alamor de Riillo. En él hacían guardia 
CAPÍTULO VI 
PRESTACIONES EXIGIDAS A LOS VECINOS 
(CONTINUACIÓN) 
III.—Prestaciones de cosas y mixtas.—Los sementales: su elección y 
distintas clases.—Los perros; quiénes tenían la obligación de mantener-
los.—El palo de mesón. 
III 
Como para las necesidades del Concejo no eran bas-
tantes las prestaciones personales, los vecinos habían 
de contribuir también al bien común con sus cosas, unas 
veces utilizándolas ellos mismos, como las herramientas 
en la facendera, y otras entregándolas al Concejo duran-
te un determinado lapso de tiempo, como los sementales. 
Ya hemos dicho más veces que la montaña de León 
es un país esencialmente ganadero, por lo que tenían 
antiguamente especial cuidado de que no degenerasen 
las razas, y como el Concejo no era lo suficientemente 
rico para adquirir por compra buenos ejemplares que 
acompañasen a las veceras, en calidad de sementales, 
los buscaban entre los mismos vecinos, obligándoles a 
prestarlos en determinadas condiciones y sin derecho a 
ninguna clase de recompensa, prohibiéndose castrar los 
machos, tanto de ganado vacuno, como de lanar y ca-
brío, hasta que no hubiesen sido desechados por el 
Concejo o declarados inútiles para este servicio (1). 
La elección de los sementales correspondía en unos 
pueblos al Concejo o a una comisión de vecinos que 
éste nombraba, y, en otros, a los Regidores. Su número 
variaba mucho, subordinado a la extensión de los mon-
tes, a la abundancia de ganados y al número de vece-
ras de cada pueblo: «Ií Ordenammos y capitulamos, que 
los Rexidores que ahora son y en adelante lo fueren 
tengan obligación en cada un año de escoger nueve no-
villos en día 1.° de Mayo por los mejores que haya en 
ese lugar y los Rejidores tengan la obligación de abisar 
en PP.° concexo en los primeros días del año a los due-
ños que tengan novillos enteros, de los que cumplen 
tres años, no sean usados de caparlos pena de vein-
te rs.» (2). 
Los novillos escogidos pasaban en cierto modo a ser 
propiedad del Concejo, pues, durante el tiempo que pres-
taban sus servicios, éste era el único capacitado para 
disponer de los mismos: «escogidos los nueve que ha-
yan de ser los Repartan por suertes, seis a la Vezera de 
las Vacas de leche, y los tres restantes a la de las Va-
cas del monte y sorteados que sean, los regidores aper-
cibirán a los dueños, bajo la pena de cincuenta rs. no 
los capen hasta el día de Ntra. Sra. de Septiembre, de 
cada un año, y bajo la misma pena y con igual aplica-
ción cada uno heche su novillo a la vecera que por suer-
te le tocara y si alguno tuviere causa lexííima lo Repre-
sente al Concexo» (3). Aunque, tratándose de un novillo, 
hoy estas multas no tendrían importancia, ha de tenerse 
en cuenta que, en aquel tiempo, estos animales no valían 
más de veinticinco o treinta pesetas. 
[i] «que ninguno podrá capar añojo alguno, mientras no se verifique la 
elección de los sementales». (Avelgas, cap. 5.0, art. 8.°). 
[2] Salce, cap. 18. 
[3] Ibid. 
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Estos novillos quedaban libres de guardería en la 
vecera correspondiente, y, si sufrían algún daño o se 
extraviaban, el pastor de la vecera o el pueblo habían 
de indemnizar al dueño, abonándole su valor: «serán 
libres de todo daño estando en vecera, y si alguno se 
perdiese no llevando los pastores supte. lo pague dicho 
pastor o de no el pueblo» (1). 
El día de la elección de los sementales era esperado 
en el pueblo con gran ansiedad, pues se consideraba 
como un concurso de ganados. A la hora señalada para 
el examen de las reses, se reunían la mayor parte de los 
vecinos con los encargados de verificar la elección, los 
cuales, imparcialmente, asesorados de los hombres más 
peritos, escogían los mejores, y todos los habitantes del 
pueblo consideraban como una honra presentar el mejor 
novillo, aunque este animal proporcionaba después 
grandes cuidados para ponerlo en buenas condiciones 
de venta. Por si alguien se resistía, las Ordenanzas esta-
blecían las fuertes multas que hemos mencionado ante-
riormente. 
La limitación de la propiedad no se refería tan sólo a 
los novillos elegidos, sino que se extendía a todos los 
del pueblo. Para evitar las luchas tan frecuentes entre 
estos animales, especialmente en la época del celo, 
estaba ordenado «que los que no fuesen escogidos sus 
dueños los capen dentro de tercero día y los echen y 
guarden a la vecera de los bueyes, bajo la misma 
pena (2). 
Con muy poca diferencia, aunque con menos formali-
dades, por ser también menor su importancia, se esco-
gían los carneros y machos cabríos: «It Ordenamos que 
los Regidores que ahora son y en adelante lo fueren 
tengan la obligación de escoger los carneros y castrones 
[i] Curueña, cap. 10. 
[2] Salce, cap. 18. 
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que sean necesarios para caste harse (1) las obejas y 
cabras, y esto se ha de berifícar cada un año pena de 
veinte rs. a los Rejidores morosos y lo mismo a los 
dueños que no lo hicieren» (2) y un cerdo, el mejor del 
pueblo: «It todos los años el primero dia de Maio y a 
mas tardar el de la Cruz dos vecinos formales nombra-
dos por el Rexr. habrán de reconocer los cerdos de cria 
que haiga en el pueblo y de los cuales elijiran el de 
mejor bara y mejor calidad p a semiente, avisando al 
dueño no lo castre por. que queda elejido para estojo y 
lo habrá de conservar entero un año, a no ser que se 
desgracie por un acaso y en remuneración de este grava-
men el dueño o vecino del estojo pueda traer un res. 
bacuno que no sea novillo entero con los bueyes de la 
labor, en todo tpo» (3), remuneración justísima, pues los 
cerdos, en aquel país, sólo se les tiene vivos durante un 
año, y el elegido había de mantenerlo su dueño, antes de 
sacrificarlo, por lo menos dos. 
Esta costumbre ha desaparecido casi por completo. 
Algunos pueblos vuelven a recordar la tradición para 
satisfacer necesidades comunales que, de otro modo, no 
pueden ser remediadas, y como la facultad de dictar re-
glamentos, para todos obligatorios, les ha sido arreba-
tada por el Poder central, acuden actualmente a unos 
contratos privados, que su desconocimiento del derecho 
de obligaciones les obliga a redactar defectuosamente, 
y, como su eficacia jurídica es muy limitada, tienden 
a desaparecer, después de haber proporcionado mu-
cho trabajo a los Juzgados municipales. 
Encaminada también a favorecer el progreso de la 
ganadería, porque garantizaba en parte su seguridad, 
existía en los pueblos de la montaña la prestación mix-
ta que implicaba el mantenimiento de los perros pro-
Fecundarse. 
Salce, cap. 17. 
Mena, cap. 41. 
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píedad del Concejo. Antes de generalizarse el empleo de 
los venenos y de perfeccionarse las armas de fuego, 
abundaban extraordinariamente los animales dañinos, 
sobre todo lobos, osos y zorros, que producían con mu-
cha frecuencia grandes estragos en los rebaños. Para 
evitarlos en lo posible, los pueblos adquirían cierto nú-
mero de grandes perros ganaderos y encargaban de su 
manutención a los vecinos acomodados, concediéndoles, 
en cambio, para compensar esta prestación, cierta re-
muneración económica y algunas importantes exen-
ciones. 
El número de perros del Concejo era distinto en cada 
lugar y proporcionado al de rebaños, a la extensión del 
monte y a su configuración topográfica, pues algunos 
términos, por su estructura y por lo poblado de sus bos-
ques, son más propicios que otros para criaderos de 
toda clase de alimañas, así como los próximos al cordel 
de las merinas son con frecuencia visitados por los lo-
bos, que siempre dan escolta de los rebaños, en busca 
de las reses que, rendidas por el largo camino, quedan 
rezagadas. Siempre estaba determinado por las Orde-
nanzas respectivas: «It ordenamos que haya de haber 
en este pueblo seis mastines y entre ellos una mastina 
para la guarda de los ganados mayores y menores de 
todo el pueblo...» (1). «Devera aver a lo menos siete pe-
rros mastines y entre ellos una hembra de la propia es-
pecie...» (2). «ítem declaramos que en este lugar es cos-
tumbre... tres perros» (3). Como antes dijimos, el núme-
ro de machos era proporcionado a las necesidades de 
cada pueblo, pero es de notar que el de hembras es 
siempre el mismo en todas las Ordenanzas, pues sus re-
dactores, profundos conocedores de la realidad, sabían 
que estos animales, siempre fieles al hombre, todo lo ol-
Salce, cap. 48. 
Avelgas, cap. 5.°,art. 3. 
Omañón, cap. 25. 
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vidan, incluso el cariño del amo, en la época del celo. 
Aunque permitían que en el pueblo hubiesen más perras 
que la única que poseía el Concejo, sus dueños tenían 
obligación de vigilarlas para que los machos no aban-
donasen las veceras, luchando unos con otros: «si algu-
no tuviera perras de otra clase deberá evitar los perjui-
cios que resultasen tanto a los perros como a los gana-
dos de cuios daños será responsable y demás siendo 
reconvenido incurrirá por la primera vez en la dicha 
pena de seis reales, doble por la segunda y por la terce-
ra a disposición del ayuntamiento quien en atención a 
los muchos perjuicios que se han experimentado po-
dra mandarla matar o tomar otra providencia condu-
cente» (1). 
Estaba terminantemente prohibido maltratar a estos 
animales, tanto los del Concejo como los particulares 
(2): «Qualesquiera que ultrajare perro alguno o solicite 
[i] Avelgas, cap. 5.0, art. 3.0 
[2] Los fueros extensos contienen también numerosas disposiciones 
dedicadas a la protección de los perros. Así, dice el de Cuenca en su 
cap. XXXIV: «Ley I, qualuier que Alan, o savueso o galgo, matare ageno, 
peche cinco marevedis, si pudiera ser provado por testigos; si non, jure con 
un vecino e sea creído. Otrosí quien a podenco ajeno matare, peche diez 
mencales, si pudiera ser probado, e por testigos sea vencido; e si non jure 
solo e sea creído. Ley II, si alguno can matare que lobo mate, o que tuelga 
carne a lobo, peche quince mencales, si pudiera ser probado por testigos; 
sino jure con un vecino, e sea creído. Ley III. Si alguno caravo ageno ma-
tare, quí por albollón pudiere entrar e salir, peche cinco mencales, si pudire 
ser probado, e si non jure solo e sea creído. Por todos los canes también 
grandes como chicos non peche, si no dos mencales. Ley IV. Qualquier 
que alan, o sabueso, o galgo, o mastín de lobo, o podenco linenciare, pé-
chenlo, ansí como e sálvese de la misma manera como dicho es. Ley VI. 
Otrosí si alguno matare algún can defendiéndose de el non peche nada si 
firmarlo pudiere, si non jure el señor del can que lo mató non se defen-
diendo e tome el precio que de los canes sobre dicho es. Ley VI. Si el can 
alguno mordiere el hombre nol pudiere matar, el señor del can meta el 
dañador en poder del querelloso para facer de el lo que a el plogiere, si el 
querelloso firmar pudiere, si non, jure el señor del can con dos de cuatro 
conombrados e sea creído. Todo 1 otro daño qualquier que can ajeno ficie-
re, si quier en casa, si-quier fuera de casa, el señor del can lo peche, o 
meta el dañador en mano del querelloso ansí como dicho es, si el querre-
lloso firmar pudiere, si non jure el señor del can solo, e sea creído». Dis-
posiciones análogas contienen, entre otros,el art.° 135 del fuero de Salamanr 
ca (Edic. Castro y Onís, citada, pág. 172); 122 de Ledesma (Ibid, pág. 311); 
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riñan unos con oíros ya sea en el pueblo o en el monte 
incurrirá a la pena de seis rs. pr. cada vez (1)». 
Para elegir las personas encargadas de mantener los 
perros del Concejo, los Regidores «que ahora son y en 
adelante lo fueren tengan la obligación de poner quatro 
hombres Inteligentes y de buena conciencia y estos con 
reflexión verán y eligirán aquellas personas y caudales 
de cada uno que mejor los pueda sufrir y mantener y 
esto si se puede sera repartiéndolos a la Zimera, medio 
y bajera del lugar y las personas que dichos quatro 
hombres declaren que los pueden mantener lo azeten 
pena de sesenta rs. al que fuera omiso o revelde;> (2). 
Como en todas las prestaciones instituidas por la 
costumbre local, en la que estudiamos, el vecino sobre 
quien recaía podía eximirse alegando una causa justifi-
cada: la carencia de recursos: «Ninguno podra excur-
sarse sembrando dos cargas y media de cada oja o cin-
co entre ambas y diez reses de ganado maior sea vacu-
no o cabalgar, y aunque no siempre las dos cargas y 
media y si tenga las dichas dos cabezas, veinte obejas y 
ocho cabras sean estantes o trashumantes tampoco po-
dra escusarse» (3). 
No podía el vecino que mantenía dichos perros dispo-
ner de los mismos, ni aun en el caso en que, por sus 
luchas con los lobos o por otra causa cualquiera, se im-
posibilitara, pues si: «por algún acaso fuere necesario 
matarlo o sacarlo del pueblo, el vecino que lo tuviere no 
puede disponer de el, sin que dicho concejo lo determine 
y disponga de rematar el pellejo o perro» (4). 
los 286 y 462 del de Usagre (Edic. Ureña, cit., págs. 104 y 163); el 446 de 
Soria (Edic. Galo Sánchez, cit., pág. 172); el 217 de Alcalá de Henares 
(Ibid. pág. 311); y, con todo detalle, los títulos 722, 723, 724, 725, 726 y 
727, del de Zorita de los Canes. (Edic. Ureña, cit., págs. 319 y sigts.) 
[1] Avelgas; cap. 5. 0, art. 2 . 0 
[2] Salce; cap. 18. 
[3] Avelgas; cap. 5. 0, art. i . ° 
[4] Salce; cap. 18. 
El Concejo entregaba para mantener estos animales 
cierta cantidad, en general insuficiente, bien en dinero: 
«para ayuda de dicha mantención les haya de dar el 
pueblo, en cada un año cuarenta reales a cada uno que 
tenga mastin» (1), bien en especie: «al que mantenga 
perro mastin... si guardare la vecera de las cabras cons-
tantemente se le avonará del común media carga de pan 
y se le eximirán quatro cabras de vecera» (2). Además 
de esta pequeña remuneración, se les concedían ciertas 
ventajas y exenciones muy estimables, según el servicio 
que prestara el perro, y extensivas también, aunque de 
un modo restringido, a los dueños de otros perros, con 
tal de que se destinasen exclusivamente a la guarda de 
los ganados: «asi mismo se les permitirá un Res en el 
coto en tiempo de otoñada ademas de los cuatro que 
trabajan» (3). «El que mantenga perro mastin que guar-
de ganado en todo tiempo podra traer dos reses mas 
estén o nó domadas excepto sea novillo en vena» (4); 
sólo que para gozar de estos beneficios «no podra estar 
sin el mas que cuatro meses... no disfrutara de las expre-
sadas gracias hasta que lo tenga, no entendiéndose esto 
con aquellos cuios perros hayan comido los lobos o 
desgraciadose sin culpa» (5). Además, «estas personas 
a quienes hubiesen señalado para tenerlos los hayan de 
mantener a contento del pueblo» (6). 
La obligación de mantener y cuidar estos animales 
duraba un cierto tiempo, que oscilaba entre uno y siete 
años (7), y no podía destinarlo para ningún servicio par-
ticular. Únicamente «deveran guardar ganados en el 
pueblo en todo tiempo» (8), pues «el que debiendo man-
;i] ibid. 
>] Avelgas, cap. 5.0, art. 2. 0. 
3] Salce; cap. 18. 
"4] Avelgas; cap. 3.0, art. 5.0 
SJ Id., cap. 5.0, art. 3. 0 
6] Salce, cap. 18. 
7] Avelgas, cap. 5.°, art. 4.0 
_8J Salce, cap. 18. 
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tenerlo'no le Haga guardar ganado no disfrutara gracia 
alguna e incurrirá por primera vez en la pena de seis rs. 
doble por la segunda» (1). 
En algunos pueblos, los menos, todos los vecinos es-
taban obligados a poseer un perro: «It Ordenaron y 
mandaron que qualquiera vecino del lugar tenga perro 
como es de costumbre y el que no pudiese sustentarlo 
pague pa. el lugar lo que mandaren quatro hombres de-
sapasionados y el Alcalde ponga y lo declare con su 
juramento y esto lo concierten por año, por escusar de 
disensiones asi lo acordaron y se conformaron dhos 
vezos.» (2); pero la costumbre más estendida era la men-
cionada anteriormente. Hoy, desorganizados los pueblos 
por la moderna legislación, no subsisten esta clase de 
prestaciones, porque las Juntas administrativas no tienen 
poder bastante para imponerlas. 
Los pueblos actualmente agregados al término muni-
cipal, como son tan pequeños, no tienen posadas ni per-
sonas que se dediquen a prestar alojamiento a los vian-
dantes. Establecimientos de esta clase sólo se encuen-
tran en los escasos pueblos atravesados por alguna 
carretera; pero esta falta era y es subsanada por el 
carácter hospitalario de aquellas gentes. Tampoco exis-
ten alberguerías donde puedan pernoctar los mendigos, 
y como algunos de éstos, todos los profesionales, son 
impertinentes en alto grado, y tanto en su pelambrera 
como en su ropa suelen abundar asquerosos insectos, 
no siempre el culto a la hospitalidad, característico en el 
país, ni tampoco los sentimientos caritativos de sus ha-
bitantes, eran acicates suficientes para que de buena 
gana se les proporcionase alojamiento. Evitándolo, se 
había instituido por las costumbres administrativas el 
palo de mesón, más comunmente denominado palo de 
[i] Avelgas; cap. 5.°, art. 4.' 
[2] Robledo; cap. 30. 
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los pobres, por el que todos los vecinos con casa abier-
ta tenían obligación de alojar gratuitamente a los foras-
teros, según el turno previamente establecido (1). 
[i] También esta prestación se consideró antiguamente como uno de 
los malos fueros, sobre todo en lo referente al alojamiento militar, que no 
citamos por no mencionarlo tampoco las Ordenanzas. Por ello, todos los 
pueblos procuraban conseguir su exención, alcanzándola con carácter ge-
neral, muy pocas veces, como en el privilegio otorgado en 1261 a Sevilla: 
«Oto'rgamoles también... que ninguno de quantos anduviesen en nuestra 
casa, nin otro que sea de nuestro señorío, nin de fuera, de nuestro señorío, 
non pose en ellas, si non fuere con su plazer e con su mandado, é aquellos 
que y posaren con su placer sean tenudos de les dar estelaje por quantos 
dias en sus casas posaren, por cada orne un dinero y por cada bestia un 
dinero»; en el de Aviles y Castellar: «nenguno orne non pose en casa de 
orne de Abilies sine suo grado, et si non per suo grado pausar (et) a forcia 
pausar defendasi con sus vezinos cuanto podier... Et mando ut nullus miles 
aut nullus homo per vio non pausent in sominus eorum nisi illis consen-
tientivus». (Fernández Guerra (Aureliano); «El fuero de Aviles»; Madrid 1861, 
pág. 114. En el de Oviedo: «Et nullo homme non pose en casa de omme 
de Ovieto, sine so grado, et si ibi que sierit posar a fuerga deffiendase con . 
sus vezinos quantum potuerit». Pero en la mayoría de'los fueros—ya apa-
recen en los más antiguos—sólo encontramos exenciones especiales, con-
cedidas, con más generalidad, a los clérigos, a las mujeres—-ésta justificadí-
sima—y a los que reunían ciertas condiciones, como los caballeros: «Todo 
clérigo destas mismas Villas... non posen en sus casas, ningún orne a su 
pesar... muger que envibdare fasta un año non pose posadero en su casa a 
su pesar». «Fuero de Melgar de Suso». «Idirco onnino aufero vobis cleri-
cus supredicte sedis, nuncium... pausatarias, envitas tan exparte regis, quam 
Episcopalia». Fuero de Astorga. (Muñoz y Romero; «Colección...»; pági-
na 522). «Deincepts in domo de milite vel de clerico, vel de vidua nullus 
posator, ibi hospitet». Fuero de Pozuelo de Campos de 1157; (Hinojosa; 
«Colección...» cit., pág. 65). En el de Sahagún de 1221: «Qui ovier caba-
llo o egua, escudo e lanza non de fumalga, ne pose nengun en sua casa». 
Algunos_ fueros especificaban la manera de pedir y conceder alojamiento, 
muy parecida a la prescrita por las Ordenanzas que estudiamos, como el 
de Toro de 1283: «Otrosí, vos do et otorgo que non pose ningún en casa 
de vuestro vecino, clérigo nin lego, nin de vuestra vecina, sin mandado de 
los alcaldes, et por los jurados habrán cada uno posadas»; en el de Bri-
huega: «Tod omme que posada oviere menester demándela al iuez désela 
alli o derecho es. et qui la amparare al iuez peche ij . maravedis, et el iuez 
no de posada en casa de caualleros, ni de clérigos, ni de bibdas». (Edic. Ca-
talina, yacit., pág. 159), mencionándose también el turno ya establecido, 
como en el cit. de Pozuelo de Campos: «sed in alias domos hospitet usque 
tercium diem et in alias domos per ordinem vadad de loco ad locum». 
En todas las leyes posteriores se menciona esta prestación, pero relacio-
nada casi exclusivamente con el alojamiento de militares y personas que 
desempeñaban algún cargo importante. Las exenciones llegaron a ser muy 
numerosas en las leyes recopiladas y decretos complementarios, gravando 
de un modo considerable a las clases humildes, entre las que sólo estaban 
exentos: los recién casados, durante los cuatro primeros años de su matri-
monio (ley 7, tít. II, lib. X de la Nov. Rec) ; los que tuviesen seis hijos 
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Este servicio obligaba a todos los vecinos del pueblo, 
a excepción de las mujeres con casa abierta y los sacer-
dotes. También estaban libres del mismo una o dos de 
las principales familias del pueblo, pero sin que esta 
exención implicase privilegio alguno. Podía ocurrir que 
pernoctase en la aldea alguna persona importante por 
su cargo, y, en este caso, esas familias, exentas del palo 
de mesón, eran las que habían de proporcionarle ade-
cuado alojamiento. De este modo, el Concejo se libraba 
de gastos que podían ser de alguna consideración. 
Se daba a esta prestación el nombre de palo de mesón 
o palo de los pobres por que, al solicitar el mendigo alo-
jamiento al Regidor, éste lo conducía primero a casa 
del vecino que últimamente prestó albergue, el cual en-
tregaba al pordiosero una vara terminada en una cruz, 
con lo que el vecino inmediato estaba obligado a reco-
gerlo durante la noche. 
En algunos pueblos, los menos, este servicio público 
se subastaba: «It Ordenamos que los Regidores que 
ahora son y en adelante lo fueren tengan el cargo y obli-
gación de rematar el cargo de recoger los pobres u otro 
Jenero de caminantes, teniendo cuidado de saber los 
que se acojen si son gente de buen vivir» (1). 
varor.es vivos, aunque llegase a faltar alguno de ellos. (Céds. de n de fe-
brero de 1623 y 27 agos. de 1782; leyes 7 y 8, tít. II, lib. 10 de la Nov. 
Rec) ; todas las viudas (R. O . de 23 de marzo de 1733), etc. 
También estaban exentos todos los nobles (R.O.de 22 de mayo de 1733); 
los eclesiásticos (ley 3. a, tít. IX, lib. I, de la Nov. Rec) , y los que ejercían 
determinados oficios, como los criadores de yeguas (Cédula de 8 septiem-
bre de 1779); los que se empleaban en la fabricación de salitre y pólvora 
(Céds. de 19 de agosto de 1766 y 16 de enero de 1791), y los residentes en 
Almadén (Dec de 21 de julio de 1792), o los que ejercían algunos empleos 
públicos, como los empleados en la administración y resguardo de rentas 
reales, los Tribunales, Ministros y dependientes de la recaudación de las 
tres Gracias de Cruzada, Subsidio y Escusado (Dec. de 19 octubre de 1743); 
los empleados en la Real servidumbre cerca de la Persona de S. M . (R. O . 
de 16 de enero de 1804); l ° s empleados de Correos, en lo que respecta 
a las casas de administración (Ley 7, cap. i . ° , arts. 8 y 9, tít. XIII, lib. 3. 0 , 
de la Nov. Rec) ; y los que estuviesen acogidos al fuero militar o de mari-
na (Leyes 2, 12 y 14 del tít. 4.° y 8.°, tit. 7. 0 de la Nov. Rec ) , y todos los 
que sirviesen en el ejército o en la armada (R. Ü. 16 enero 1804), etc. 
[ i j Salce; cap. 10. 
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Este contrato del palo de mesón se usaba en muy. po-
cos pueblos, por oponerse a ello los sentimientos hospi-
talarios a que antes hemos aludido, y también por lo 
poco dados que eran los pequeños Concejos a subastar 
sus servicios, prefiriendo siempre acudir a las presta-
ciones, fueran personales o de cosas. Oponíase tam-
bién a ello, en lo que al palo de los pobres se refiere, la 
caridad, otro sentimiento desarrolladísimo en la monta-
ña, donde, si en un pueblo existe un mendigo, es sufi-
cientemente socorrido por sus convecinos, cuidándole 
por velanda en caso de enfermedad. 
Subsiste hoy el palo de mesón en la misma forma que 
en épocas anteriores. 
CAPÍTULO VII 
M E D I D A S D E P O L I C Í A 
I. Prevención y extinción de incendios. — Revisión anual de hornos y 
"piérgolas". — ¡Las hogueras. — Disposiciones sobre la conducción del 
fuego por las calles. — Seguridad pública: el rebato. — Conservación de 
los edificios. 
II. Salud pública.—Limpieza de las calles, caminos y fuentes.— Medidas 
encaminadas a evitar las enfermedades contagiosas entre los ganados. 
I 
Las ordenanzas por que se regían los pueblos, hoy 
agregados a un término municipal — desde marzo de 
1924, entidades locales mayores —, contienen todas las 
medidas de policía administrativa que pueden ser nece-
sarias para la buena marcha de la pequeña colectivi-
dad (1), entre las que citaremos, como más importantes, 
las referentes a la prevención y extinción de incendios, 
seguridad pública, sanidad, construcción, conservación 
y limpieza de las fuentes, caminos, etc. 
Antiguamente, casi todos los edificios montañeses 
estaban cubiertos de paja, siendo muy pocos, casi nada 
más que la iglesia y algún edificio señorial, los que 
tenían teja o pizarra. Si a esto se une que todas las casas 
[i] En esto, como en tantas otras cosas, las Ordenanzas son el reflejo 
riel de las costumbres medioevales, contenidas en los antiguos fueros y 
ordenamientos. Vid. Martínez Marina. «Ensayo...», cit., tom. I, pág. 327, 
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tienen su pajar, lleno de paja y heno; los desvanes, con 
alguna cantidad de leña y las maderas déla cocina, muy 
secas, por el calor que despide el hogar,puede suponerse 
muy bien el grandísimo peligro que tienen de incendiarse, 
y estos siniestros, siempre terribles, lo son mucho más 
en los distritos rurales, por esas especiales condiciones 
de sus viviendas y por la carencia de elementos para 
impedir su propagación. Las Ordenanzas procuraban 
evitar el peligro, reglamentando con exquisito .cuidado 
todo lo referente a los hornos, piérgolas u hogueras, así 
como a la conducción delfuego,para encenderlas cocinas, 
en aquella época y en aquel país en que eran descono-
cidos los fósforos. 
En las casas montañesas, el horno está adosado a la 
cocina, con la boca abierta en una de las paredes de 
ésta. Para guisar y calentarse, se enciende el fuego 
encima de una gran piedra, y, recogiendo el humo y las 
partículas encendidas de la leña, existe una gran cam-
pana denominada la piérgola. La mayor parte de las 
cocinas no tienen chimenea; por eso sus paredes y su 
techo brillan como si estuviesen tapizadas con charol, y, 
velando por la seguridad del pueblo, estaba dispuesto 
«que para precaver y evitar en parte las causas princi-
pales de que provienen los incendios y por consecuencia 
muchas de las quemas de poblaciones, acordaron: Que 
el Rexídor acompañado de los hombres que elija a de 
reconocer a lo menos una vez en el año con exactitud y 
esmero todas las piérgolas del pueblo y las que encon-
trare mal acondicionadas con algún defecto por el que 
pueda sobrevenir el incendio, prevendrá al dueño o 
morador de una pena crecida a la gravedad de la misma, 
no atíze ni amase antes de componer la piérgola y horno 
y el que contraviniere a qualquiera destas dos cosas, 
ademas de incurrir y exigirle la pena con que ha sido 
conminado sufrirá sin remisión la ruina total del horno 
o piérgola o de uno y otro sin que en asunto de tanta 
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importancia hayga la menor indulgencia ni conmise-
ración» (1). Ofrece esta cláusula la particularidad, única 
en las Ordenanzas, de no marcar taxativamente la pena 
que había de imponerse a quienes, por un funesto des-
cuido, podían causar la destrucción del pueblo y la ruina 
de sus habitantes, sin duda para extender más la coac-
ción, ya que los inspectores, por su propio interés, 
habían de ser inexorables. 
El Regidor era responsable de todo retraso en la ins-
pección: «y si el Regidor no lo hiciere incurra en la pena 
de media cantara de vino» (2); había de verificarse, 
por lo menos, dos veces al año: «que el rexistro y reco-
nocimiento citados en el anterior articulo se han de 
hacer dos veces al año: la una se hará en el mes de Junio 
y la otra en el de Diziembre» (3), o sea a la entrada y a 
la salida del invierno; y también podían acordarse otros, 
en cualquiera tiempo y ocasión, siempre que por algún 
vecino fuera solicitado del Concejo: «Y ademas en qual-
quíera tpo. que un vecino pida contra convencino reco-
nocimiento de ornos o piergola pr. sospecha recelo u 
otra causa, que contribuya a evitar el incendio, el Rexi-
dor la ejecutara con prontitud, y con el mismo orden y 
penas impuestas en los dos rexistros generales vajo las 
penas de quatro duc.» (4). Todos los vecinos estaban, 
además, obligados a poseer ciertos utensilios a propósito 
para la extinción del incendio y el salvamento de perso-
nas y efectos: «cuidando dho rexr. y dos vecinos, a los 
tpos. del expresado reconocimiento hayga en cada casa 
una linterna o farol y unas escaladas cuíos muebles han 
de ser propios de la misma casa y qualquiera que no 
tenga estos muebles o alguno de ellos, pagara una pena 
de veinte rs.» (5), extensiva «al rexídor que fuese omiso 
o indolente en qualq.a de los rexistros referidos» (6). 
[ij Mena; art. 28. 
[2] Robledo; cap. 13. 
[3] Mena; cap. 29. 
[4 y >] Ibid. 
[6] Ibid. 
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Se prohibía terminantemente, por las razones apunta-
das, «encender el forno ni se amase después que se pon-
ga el sol asta que el gallo canta sobre la mañana (1). It 
Ordenamos y capitulamos que ningún vecino sea osado 
de hamasar de noche ni enciendan el orno después des-
de que escorezca hasta otro día después de haber ama-
necido por ebitar el mucho daño y perjuicio que eso 
puede resultar. Pena de sesenta rs. Y los treinta serán 
para el que lo declare». (2); estableciéndose un medio 
especialísimo de prueba para estz caso: «quales quiera 
vecino o persona capaz sea creido con su juramento sin 
otra prueba y los regidores que sean hayan de hacer el 
pago y entregar a cada parte la pena establecida según 
y como queda dicho» (3). 
Cuando, al verificar el Regidor y sus acompañantes 
estas visitas de inspección, encontraban el horno o la 
piérgola en un estado defectuoso, hacían a su dueño el 
mencionado apercibimiento, concediéndole un corto pla-
zo para refeccionarlo, prohibiéndole durante ese tiempo 
encender fuego, tanto bajo la piérgola como en el horno. 
Una vez transcurrido el plazo, volvían a ser revisados, y 
si reunían las necesarias condiciones de seguridad, po-
día, desde entonces, utilizarlos su dueño. 
Las Ordenanzas más antiguas fueron redactadas 
en una época en que se desconocían las cerillas, y en 
todas las casas aldeanas se conservaba el fuego siempre 
encendido, cubriéndolo con ceniza durante la noche. 
A pesar de estos cuidados, algunas veces se apagaba, y 
entonces la dueña de la casa iba a la de una vecina a 
buscar unas brasas, trayéndolas en una madreña o en 
un cacharro viejo. Esta costumbre encerraba un gran-
dísimo peligro, y por ello se tomaban las debidas pre-
cauciones: «Itt. Ordenamos la lumbre se de a rrecado y 
Íi] Robledo; cap. 13. 2] Salce; cap. 35. 
[3] Ibid. 
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sea a persona de catorce años y que no se llebe en tizón 
ni cacho si no en una olla y como dicho es a buen reca-
do so pena de un real el que lo lleba y el que lo dá dos 
rreales y si lo diere algún niño sea libre y creida la 
mayor persona de casa por su juramento» (1). «Otros si 
hordenaron que ninguna Persona Sague Lumbre des-
cuvierta por las calles, de noche ni de dia. Salvo si fuere 
vela o candil por los peligros de yncendios que suelen 
subzeder so pena de treszientos mrs. Por cada vez apli-
cados a disposizión del Conzexo y pueda ser acusado 
por qualquiera del Lugar; y si el que sacare lumbre 
dexuvierta fuere menor de catorce años pague la dha 
pena el vezíno o vezina de cuya casa lo saque ynrremi-
siblemente, y el rregidor, que no la castigare la dha pena 
la pague doblada» (2). 
Las Ordenanzas más modernas, redactadas ya en ple-
na generalización de las cerillas, no contienen estas dis-
posiciones, por haber desaparecido las costumbres que 
las ocasionaron. 
En la víspera de algunas festividades, los mozos acos-
tumbran a encender grandes hogueras en la plaza mayor 
del pueblo. En previsión de un incendio probable, se 
mandaba por las Ordenanzas que «no se agan fogueras 
junto a ninguna casa, ni junto a bardas de paredes, ni 
junto a paleras, so pena de un real y el daño» (3). 
Originado un incendio, todos los vecinos, tan pronto 
«como oigan el toque de campana anunciativo a fuego 
estén obligados a acudir con sus herramientas pa. cor-
tarle» (4), poniéndose a las órdenes del Regidor, bajo cuya 
dirección se efectuaban los trabajos de extinción y sal-
vamento. 
También cuidaba el Concejo, proporcionalmente a los 
medios de que disponía, de la seguridad pública con dis-
[i] San Román de la Vega, art. So 
[2] Formigones. 
h] San Román de la Vega, art. 81. 
[4] Chozas de Abajo, cap. 21, 
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posiciones de carácter verdaderamente patriarcal, de 
protección a la familia, base del Estado, y de los escán-
dalos que pudieran ocurrir en alguna casa particular 
era el dueño el único responsable: «ningún vecino o avi-
tante podra admitir en la casa advertidamente gente de 
mala conducta ni encubrir o patrocinar a los criados o 
hijos de familia contra la voluntad de sus padres o supe-
riores pena de cuatro ducados... todo sin perjuicio de 
las providencias que las respectivas autoridades tengan 
a vien otorgar. Asimismo en cuia casa se ejecute al-guna 
diversión permitida será el dueño o morador responsa-
ble por los excesos que se cometan» (1). 
Para el caso de que alguna cuadrilla de malhecho-
res o gente maleante invadiese el pueblo, estaba dis-
puesto «como es regular tocar si las circunstancias lo 
permiten dho toque de rebato quando ocurriere algún 
asalto ya de malhechores, o ya de gente sospechosa 
todos los vecinos estantes concurren inmediatamente al 
sitio destinado pr. Concexo, que lo es la Plazuela frente 
a la Ig.° con las armas que puedan haver, para defender 
al insultado y aprehender a los perturbadores de la paz... 
y si por omisión faltase alguno a esta obra útil al común 
y que exige la caridad pague la pena de quatro rs» (2). 
Tan compacta era la asociación comunal, que no olvida-
ban los asociados sus deberes ni aún cuando era necesa-
rio exponer la vida (3), lo mismo contra otros hombres 
que atentasen en contra su seguridad, que contra las ali-
mañas que atacaban sus ganados: «Otros si ordenaron 
[ i ] Avelgas; cap. i . ° , art. 10. 
[2J Chozas de Abajo; cap. 21. 
f j ] Recuerda esta disposición las potentes municipalidades de la Edad 
Media, cuando todos los burgueses eran uno solo para defender sus dere-
chos tanto por la astucia como por la fuerza, hasta que consiguieron derro-
tar al feudalismo en las ciudades. Ya dimos algunas de las atribuciones que 
para defenderse les concedían los fueros, anteriormente, al tratar del palo 
de mesón. Muchas de ellas eran análogas a las siguientes del fuero de Saha-
gun. «bt si algún orne por fuerza quisier posar en casa de algún vezino de 
bant hagunt, el morador de la casa échelos fuera con los otros vezinos 
et si non quisiersalir et y fuer ferido o aontado, súfralo e non aia calonna 
ninguna». Puyol y Alonso. Ob. cit., pág. 116 
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que en quaíquiera tiempo y ocasión que se ofrezca haya 
montería y correr lovos y otros animales nozibos y echar-
los de los términos de dho lugar, pidiéndolo quaíquiera 
persona: los dhos Regidores estén obligados axuntar el 
conzexo arrepiqve de campana, para dho efecto; y que 
cuando menos una persona de cada familia concurra; y 
estando impedido el vezino; el hijo o criado Bayan a 
correr los dhos términos, y echar los lobos y otros ani-
males dañinos de ellos so pena que el vezino que faltare 
estando el dho dia en el Lugar Pague de Pena una can-
tara de vino Para los demás: y el vezino que fuere Remi-
so y no cumpliere coneste capítulo pague la pena Dobla-
da por cada vez: Y el alcalde lo ejecute so la misma 
pena» (1). 
También pueden considerarse como referentes a la se-
guridad pública las medidas encaminadas a velar por 
la conservación de los edificios: «Todo vecino o residen-
te estará obligado a evitar la ruina o peligro que ame-
ze cualquiera parte de la casa posesión suia o arrenda-
da, ya sea el peligro esterior o interior... bajo la multa 
de ocho reales» (2). 
Los términos de algunos pueblos son extraordinaria-
mente fragosos, y, por ello, el hacer rodar una piedra po-
día causar daños de consideración, y hasta desgracias 
personales; las Ordenanzas trataban de evitarlo, dispo-
niendo que «en la propia pena y responsabilidad (3) in-
currirá el que eche piedras a rodar en qualesquíer para-
je del término» (4). 
No hemos de ocuparnos aquí de las medidas de poli-
cía de las propiedades particulares y del Concejo, que 
tendrán más adecuado encaje en otros capítulos. Única-
mente hemos de referirnos a las multas con que se pe-
[i] Villapodambre, cap. «de la montería». 
U] Avelgas; cap. i.°, art. 6.°. 
h] Veinte y cuatro reales y los daños. 
L4J Avelgas; cap. i . ° , art. 6.°. 
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naban los daños en toda clase de edificios y cercas de 
las fincas: «El que deshaga o estrope techo de cualquie-
ra edificio o chozo de pastores, quite el cierro de cuales-
quiera heredad o consienta que su ganado lo haga in-
currirá en la pena de veinte y quatro rs. quedando obli-
gado a reponer los daños» (1). 
Para vigilar debidamente los huertos, se ordenaba: 
«En los fuertos unidos unos con otros ninguna persona 
podra entrar de noche aunque sea el propio dueño bajo 
la pena de quatro rs.» (2). De este modo, era mucho más 
fácil que los dueños de la finca pudiesen perseguir al 
que hurtase la fruta y castigarle si se le alcanzaba, pues 
en la montaña, región donde existe la más acrisolada 
honradez, los delitos contra la propiedad no tienen per-
dón. 
[i y 2] Ibid; arts. 9 y II. 
II 
Contenían las Ordenanzas numerosas disposiciones, 
destinadas a velar por la salud pública, más numerosas 
aún en la que respecta a los ganados, principal riqueza 
del país, y a la limpieza y conservación de las calles y 
fuentes del Concejo, disponiendo «que ningún vecino o 
avítante sea osado de echar inmundicias en las calles o 
arroyos del centro del pueblo o en otros quales q.a para-
jes que pueda perjudicar a la salubridad de él (1). Como 
igualmente tendrá obligación de conservar la calle con-
tigua a su posesión limpia y despojada de todo embara-
zo como son piedras yelos, etc., ya sea propia o arren-
dada dicha posesión. Lo mismo se entenderá con el paso 
franco que deben tener los arroios y arbañales que pa-
sen por junto a ella» (2); y además, durante el invierno, 
habían de quitar la nieve, abrir huelga (3) por el trozo 
de calle correspondiente, teniéndola siempre expedita, 
exceptuándose tan sólo los días de vendabal o torva. 
[i] También en esto, como en tantas otras cosas, las ordenanzas nos 
recuerdan los documentos medioevales: «Qui gectar de sua casa é las ca-
lles pecte V. solidos al maiorino, e tollal» (quítelo de allí). Fuero de Avi-
les. «Sj vassura echar de sua casa en las calellas, peche V sueldos al me-
rjno et tuellalo ende». Fuero de Oviedo; Fernández Guerra «el fuero de 
Aviles», cit., pág. 127. «Tod omme que echare can morto, ó porco mor-
to, ó moro, ó bestia morta, ó tal cosa que fidionda sea en la calle ó en la 
villa, pectet un moraveti, medio al Conzeio, medio a los vecinos de certa. 
Et y tal cosa qui fidionda sea echare, ehela X . estadales arredrado de la 
carcaua o de la casa mas arredrada del raualde; si non pectec el coto sicut 
dictum est. Qui lechon, o perrezno, o gato morto ó aue echare en la calle, 
pectet V. solidos a la uecindat...» Fuero de Usagre (Edic. Ureña. ya cit., 
pág. 149), etc. J 
[2I Avelgas; cap. i.°, art. 4.0. 
L3J Huelga, por huella. 
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La obligación de cuidar y limpiar las calles se hacía 
extensiva en los caminos a los dueños de las fincas lin-
dantes, para que no resultasen infructuosos los trabajos 
de la facendera: «Para atender a la mejor custodia y 
conservación de los caminos todo vecino llevador de 
qualesquiera posesión estara obligado a evitar los per-
juicios que en ella se causen por el veneficio de ella, 
como quitar las piedras que de ella caigan, recoger las 
aguas por los sitios acostumbrados y tenerles el paso 
franco» (1); disposición generalísima, pero que se espe-
cializaba cuando era necesaria: «Asimismo será de car-
go del Regidor bajo la pena de quatro rs. al dueño o 
llevador del molino de la Cueva tenga spre. usual y co-
rriente el pontón que media entre la puente terrones y 
portica de Piedra en la Llama; lo mismo el paso de los 
carros en el dho sitio y presa que se haya en el pontón 
y pr. la que se conduce el agua pa. dicho molino» (2). 
Como ya dijimos al tratar de la facendera, la repara-
ción de los caminos y puentes quedaba a cargo del pue-
blo, pero en algunos casos correspondía exclusivamente 
a determinados vecinos: «el pontón que se necesita por 
cima del prado de Dn. Antonio canseco, camino del Vi -
llar, corresponde a los que riegan alli y volbiendo al que 
está junto el antunico (?) de gabríel Frnz. corresponde y 
lo debe de acer el dueño de dicho prado que asi lo decla-
ramos, por la antigüedad que nonocemos; y dexemos el 
de ferrin que queda para el servicio de los mulines» (3). 
Los vecinos tenían la obligación de limpiar la parte 
de era comunal que utilizaran para la trilla, evitando de 
este modo que se estropeara: «It ordenamos se alan de 
limpiar las eras aleadas dentro de ocho dias por los ve-
cinos so pena de un rreal y el que fuera rrebelde sea 
doble» (4). 
[i] Avelgas; cap. i.°, art. 3.0. 
[2] Mena; cap. 18. 
[3] Omañon; cap. 29. 
[4] San Román de la Vega; cap. 82. 
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Mucho mayor era el cuidado y vigilancia con que las 
Ordenanzas velaban por que las fuentes públicas estuvie-
sen siempre limpias, bajo la responsabilidad del Regi-
dor: «otrosi ordenaron que los dhos. Regidores tengan 
cuidado y corra por su quenta el hacer limpiar y mon-
dar, la fuente del lugar por Vezera, y en tiempo de ve-
rano Cada ocho días y en el ynvierno cuando fuera ne-
zesario, y que ninguna persona lave lanas, ni verdura 
ni otra Cosa, ni de el Brocal adentro se saque hagua 
para regar guertos; para que la dha se conserve limpia 
y no se le comunique basura, ni otras inmundicias orde-
naron que desde la dha tierra asta el camino real de la 
fontanilla que va para Canales, en todo el arroyo ningu-
na mujer ni moza ni otra persona laue colada, paños, ni 
Pellejos ni lino, ni lana noarne (?) ni lo eche arremojo so 
pena de treszíentos mrs. por cada vez que se incurriere 
en estos capítulos o que el Regidor los disimulare lle-
gando a su notizia en cualquiera manera aplicadas la 
mitad para la fabrica de la Iglesia Y la otra mitad para 
el dho Concejo... y que los dhos Regidores hagan que el 
arroyo de la fuente este limpio y haciendo una Puente 
para pasar de un Varrío a otro so pena de una cantara 
de vino» (1), disposición general en todos los pueblos (2), 
con las variantes necesarias a la distinta condición de 
las fuentes, procurando que no se alterase la pureza 
de las aguas con filtraciones extrañas donde eso podía 
ocurrir: «It. será cargo del Rexidor cuidar que las dos 
fuentes del pueblo, de donde veven el agua sus morado-
res estén spr. corrientes y limpias cuidando veva el 
[i] Formigones; cap. «Que selimpie lafuentte». 
[2] Y en los antiguos fueros «toda mulier que lauare en la fonte de 
Osagre, de los Moiones que pusieren alcaldes et maiordomos adentro, pee 
jet... Et si non apartaren alcaldes et maiordomos, sit illis in periurio»; ar-
ticulo 255 del fuero de Usagre. Edic. Ureña, pág. 25. «Toda fuente de 
congeio aya en derredor. IX. pasadas, por o pudan entrar é sallir a beuer 
las aguas. Mugier njnguna non sea osada de lavar a V. passadas de la fuen-
722 a i u e l l a 1 u e lo fiziere peche V ss»; arts. 266 y 268 del fuero de Soria. 
(.fcaic. Sánchez, pág. 96), etc. 
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ganado en ellas y también el que se lave en el espacio 
de seis varas de donde se coge el agua, y que qualqa. que 
contravenga a de pagar la primera vez seis rs. por la 
segunda 12 y asi subcesivamente, y en la fuente de abajo 
que está junto al prado de la casa de la Cueva, cuidara 
su dueño, bajo la pena expresada, que cuando se riegue 
o heche el agua no se vaya esta a la fuente, desviandola 
dentro del mismo prado, como hadan los causantes de 
la actual poseedor, y escarvando y limpiando los regue-
ros del redor de la misma fuente. La misma pena se 
ejecutará al Dueño o Llevador de la hera que se halla 
contigua a la fuente de arra. si de regarla se introdujere 
el agua en la fuente» (1). 
Nada más que estas disposiciones, referentes a la 
limpieza de las fuentes y de las calles, contienen las 
Ordenanzas en lo que respecta a la sanidad del vecin-
dario. Bien es verdad que en aquella época las leyes 
generales del Estado tampoco contenían muchas más. 
En cambio, se vigilaba estrechamente para que no se 
extendiera entre el ganado ninguna enfermedad conta-
giosa, y, previniendo el contagio cuando aquélla había 
aparecido, se tomaban distintas medidas. 
Todo vecino que adquiriese en otro pueblo, o en el 
mercado, cualquier clase de ganado, estaba obligado a 
dar aviso al Regidor, para que fuese debidamente exami-
nado por peritos respecto a sus condiciones sanitarias: 
«It. ordenamos que cuales quiera vecino o persona que 
trajere ganado de afuera hantes de introducirlo con el 
de el Pueblo haya de avisar a un Rejidor para que este 
ponga hombres inteligentes, y visto por ellos si tuvieren 
contagio no se permita en el término del pueblo pena de 
cuarenta rs. lo mismo el que lo trajese que los Rejidores 
que no lo zelasen» (2). A pesar de estas precauciones, 
podía aparecer la enfermedad, bien por la reunión de los 
[i] Mena, cap. 17. 
[2] Cap. 32. 
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ganados con los de otros pueblos colindantes, o por otra 
causa, y entonces se prevenía el contagio disponiendo: 
«Que si algún vecino de este lugar tuviere algún ganado 
de cualquier condición que sea con algún mal contaxioso 
esté el tal vecino obligado a manifestarlo en concexo 
para que les señalen campo donde pueda andar sin 
hacer agravio a los demás vecinos (1) y del que así no 
lo iciere Pague cien Maravedís Y si fuere requerido 
aparte* el tal ganado u otro cual quier animal que sea y 
no lo queriendo hacer pague ducientos maravedís y el 
daño si lo hubiere Y que lo aparte luego» (2). Si la res 
enferma moría, su dueño había de enterrarla inmedia-
tamente: «ninguno podrá dexar, ni echar res alguna que 
aía muerto de buena o mala muerte en lo que ocupa el 
casco de la villa en que adelante se expresará. Las de 
mala muerte se enterraran precisamente bajo la pena de 
once reales y responsabilidad de los daños» (3). Gene-
ralmente, estas últimas había que quemarlas a larga 
distancia del pueblo, y enterrar las cenizas donde nunca 
fuesen a pastar los ganados, efectuando estas operacio-
nes en presencia de dos vecinos nombrados al efecto: 
«y si muriere de enfermedad malígana, o que se tema 
prudencialmente algún daño en los habitantes, se queme 
públicamente no apartándose del sitio dos hombres 
hasta que no se haya consumido para evitar que alguna 
persona por simplicidad o con malicia se llebe alguna 
[ i ] Parecidas disposiciones se encuentran en muchos fueros. Podremos 
citar, entre otros, el de Molina: «Bestia sarnosa non pasca en la defesa: e si 
fuere hi fallada peche sesenta sueldos»; y el tít. CCLIII del de Sepúlveda: 
«Otrosí, quaruos testigos testigoaren bestia sarnosa en las defesas de 
Sepúlbega, o en el yermo de los adarves adentro, ó en el pinar o en la sie-
rra, peche su dueño un maravedí y el guardador otro maravedí». (Martínez 
Marina. «Ensayo...» cit., tom. I, pág. 327, & 2). «Tod omme que bestia 
sarnosa echare a la defesa con las otras bestias, peche, i . maravedí, et el 
que las guarda otro: si no lo dixere, sil fuere prouado si no salues con. ij. 
bezinos». Fuero de Brihuega. (Edc. Catalina, ya cit., pág. 180). 
m San Román de la Vega, art. 91. 
L3J Avelgas, art. i .°, cap. 7. 0 . 
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porción de ella, y resulte algún inconveniente a la salud 
y si alguno fuese osado a resistirse con los dos que 
vigilan sea castigado con quatro rs. ven». 
CAPÍTULO VIII 
M E D I D A S D E P O L I C Í A 
( C O N T I N U A C I Ó N ) 
III. Policía comercial. — La tabernas derechos y obligaciones del taber-
nero. — Revisión del vino y regulación de las ganancias. — La carnicería.— 
La herrería.—Disposiciones reglamentarias referentes a pesas y medidas. 
III 
En la mayor parte de Jas aldeas montañesas no exis-
te más establecimiento comercial que la taberna, pero en 
las contadas que tienen una población de cerca de cien 
vecinos hay también un mesonero y un panadero. Di-
chos establecimientos estaban antiguamente controlados 
por el Concejo, y las Ordenanzas contienen numerosas 
disposiciones sobre los mismos, llegando a promulgar 
muchos pueblos otras especiales dedicadas exclusiva-
mente a reglamentar la adquisición y venta del vino, las 
ganancias y la policía, tanto del tabernero como de los 
vendedores ambulantes (1). 
[i] Esto no es propio únicamente del Derecho consuetudinario leonés. 
Existe en muchas regiones, especialmente en lo referente a la taberna, como 
hacen notar los autores del «Derecho consuetudinario...», ya cit., especial-
mente al tratar de Burgos, Soria, Logroño, Zamora y Oviedo. Ello no es 
de extrañar, pues ya los antiguos fueros y Ordenanzas de estas poblaciones 
y la mayoría de los fueros extensos regulaban detenidamente la venta del 
vino: «et non ingravient illud vinum quod vendierit, nisi quando precone de 
palatio audierit et si fraudaverint mesurara vini, donet solidos quinqué», 
t-uero de Villavicencio. (Muñoz Romero. «Colección...» cit., tom. I, pági-
na i? 2)- «Los tauerneros que sos uendedores del uino que tauerna touieren, 
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El tabernero, considerado muchas veces como un.ofi-
cial del Concejo, estaba, como todos los empleados del 
pueblo, bajo las órdenes inmediatas del Regidor: «It or-
denamos que haya tabernero en este lugar y ese sea el 
mas cómodo en portes o como el pueblo lo tenga a bien 
y que cnando llegase el dicho tabernero y haya de po-
nerse el vino avisara este a uno de los dos Regidores 
para que este repique al concejo y allí el postor le tome 
juramento, lo que cumplan unos y otros bajo la pena de 
veinte rs. al que fuese omiso» (1), disposición también 
extensiva al carnicero y al panadero en los lugares en 
que dichos establecimientos existían: «ítem ordenamos 
que pasado el dia de Santo Andrés de cada un año y no 
antes traigan los oficios de la taberna carnicería y del 
fiel para que se ponga el vino a la puxa asta el dia si-
guiente de año nuevo y que aquel día se rremate la per-
sona o personas que mas dieren y no antes ni después 
y este rremate sea antes qne el sol Se ponga Y puesto 
dicho sol o tañida el avemaria no se admita ninguna 
puxa que sea valida» (2); repitiéndose esta subasta siem-
uenda al coto de conceio et si alguno aquesto quebrantare, peche I maraue-
di. Tod aquel que uino aguado uendiere, peche un marauedi si pudiere ser 
prouado et si no, que se salue con dos uezinos. De cabo si el tauernero 
non finchiere la dinarada peche un marauedi, et si negare saluese, por su 
cabega. El medidor que el pulgar metiere en la medida, peche I. marauedi. 
El tauernero o el uendedor que por aqueste coto uino no quisiere uender, 
auiendolo en su casa, peche dos marauedis, et sobre todo esto sea prego-
nado que fasta el anno conplido non tenga tauerna, et si non, que peche al 
almotacén lo que el por bien touiere». Tít. 824 del fuero de Zorita de los 
Canes. (Edic. Ureña, pág. 190). Vid. también el fuero de Madrid de 1202, 
(Edic. citada, tom. I., pág. 41), y el art. 124 del fuero de Usagre. (Edición 
trena, pág. 47). «Otrossi estaulecemos que non compren ujno de León 
aalla. et trágalo et viendalo por mandado de los vigarios. et qui contra esto 
passar ayala pena pustremera sobre dicha. Otrosi establecemos que nen-
guno non uienda uino si lo ante non mostrar a los Vigarios e por so man-
dado, e si depoes que lo ensiñar aguar el uino, o lo cambiar que lo non dia 
tan bono como lo de la muestra britenle el odre e peche primera, e por la 
segonda non faga el mester por un anno, e si el mester ficier non hava la 
mlla, nen el Alfoz por un anno». Ordenanzas de Oviedo de 1274. (Vigil. 
«Colección...» cit., pág. 64). 
[1] Salce; cap. 11. 2] San Román de la Vega; cap. 59. 
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pre que algún vecino lo pidiera al Concejo: «ítem orde-
naron que en qualquier tiempo que aia puxas asi en la 
taberna como en la obligación y mas oficios de Concexo 
sean admitidas en concexo público Y para ello la perso-
na que icíere la puxa o puxas de quenta a los Rexidores 
para que xunte dicho Concexo» (1). 
Nombrado tabernero del pueblo aquél que proponía 
al Concejo traer el vino en mejores condiciones econó-
micas y de calidad, quedaba sujeto a la inspección del 
fiel de fechos y al cumplimiento de las numerosas obli-
gaciones que le imponían las Ordenanzas. La primera 
que había de cumplir, en seguida de adjudicarle este co-
mercio, era: «se le aia de tomar quenta y juramento 
quando se le rremata la taberna en público Concexo por 
uno de los rrexidores de que ara bien su oficio Y que no 
tomara mas ganancia de la que le fuere señalada» (2); y 
la de tener siempre dispuesto para la venta vino de bue-
na calidad, aunque del género corriente, dando noticia 
al fiel del lugar donde fué adquirido y del precio de com-
pra: «ítem Ordenamos que el dho fiel tome juramento al 
tabernero de adonde trae el vino y de que lugar y a como 
y si fuere Vueno dele su ganancia para que lo venda y 
no siendo tal que no se le ponga» (3). Podía ocurrir que 
el tabernero no estuviese conforme con el dictamen del 
fiel de fechos: «en tal caso el tabernero acuda al rrexi-
dor para que lo vea y si el rrexídor se conformara y se 
lo pusiere lo pueda Vender Vasandole el precio Y quan-
do no toque la campana para que se xunte el Concexo 
y lo bean y se le diere licencia para que lo benda lo 
pueda Vender» (4). Pero si el fiel o el Regidor permitían 
la venta de un vino malo: «si alguno se agrabiare que no 
es para Vender dho vino pague el tal fiel o el rrexidor 
[i] Id., cap. 125. 
[2] Id., cap. 58. 
[31 Id., caps. 60 y 66. 
UJ Id., cap. 6o. 
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ducientos mrs. por la primera vez y siendo rrebelde el 
doble por aberlo puesto» (1), quedando, de este modo, 
garantizados los derechos del tabernero contra posibles 
abusos de los encargados de vigilarle, y los del pueblo, 
contra los descuidos y parcialidades de sus funcionarios, 
que, no siendo en este caso, siempre habían de ser obe-
decidos por el tabernero, no poniendo el vino a la venta 
sin permiso del fiel: «ítem ordenamos que el tabernero 
esté obligado avisar al fiel que le ponga el vino todas 
las veces que lo tragere, Y si lo Vende sin permiso por 
la primera vez pague ducientos mrs. Y si fuere rrebelde 
el doble» (2). 
Estas disposiciones eran aplicadas a todo tratante en 
vinos que llegase al pueblo: «Primeramente ordenaron y 
mandaron y determinaron que los tratantes y taberne-
ros deste qq.° Que al presente son y en adelante lo fue-
ren de cualalquier parte asi de Castilla, como de la Ve-
ga, y de toda la térra de Campos, Como de el Bierzo y 
su distrito aian de Jurar a los postores de cada uno de 
sus lugares que para dho fin están nombrados como les 
costase el vino que traxeren de donde, y de casa de 
quien, para que por bísta de esto se les de la ganancia 
aReglada con tal que sea de Calidad y lo den de por 
paso; para que por este medio no falte el abasto, en cita-
do concejo y no puedan las x. a s (3) perjudicarles ni mo-
lestarles en cosa alguna con tal que no excedan de la 
postura que los dhos postores les dieren... Y determina-
ron que los trajineros que trataxen en bino de oy en 
adelante, asi los q e aora son como los que por tiempo 
fueren sean obligados, ante todas las cosas a Registrar 
su bino al fiel postor nombrado cada uno en su rrespec-
tivo lugar, y Registrado que sea al jurarlo al precio que 
costó para que por este medio se les modere la ganan-
i] Id., cap. 66. 
2] Id., cap. 62. 
.3] Justicias. 
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cia, como también el que antes que descarguen dho bino 
de las Caballerías o carro en que lo trajeren de darlo a 
ver, primero al fiel que fuere nombrado en cada un lu-
gar, Y dho fiel la tenga de ponerlo conforme biere spre-
ziendo el juramento de dicho detrajino del precio a que 
le costó y le sale Y deban dhos trajineros tenerlo tres 
días en su casa la metad de dho bino, Y si dentro de 
los tres días lo diere yncurra en la pena de quatro Can-
taras de vino la metad para el delacíor y la otra metad 
para el concejo y de ellos se saque la tercera parte para 
el lugar de donde se acusare la Referida pena la que 
efectuada que sea en el lugar haia de ser del mismo 
vino, de manera que el conzejo tenga su drho. y no le 
pueda perder dentro de año y día, y se entiende entre 
con el mismo año, y menos de la dicha pena no pueda 
ser ejecutada» (1). 
Las utilidades de los que comerciaban con el vino, 
igual del pueblo que los forasteros, se hallaban taxati-
vamente señaladas en algunas Ordenanzas: «se les den 
las ganancias siguientes: Primeramente ordenaron y 
acordaron que en toda la tierra del páramo asta la lagu-
na de negrillos cortando derecho al Río de orbigo se les 
de a los trajineros que fuesen a buscarlo prezediendo 
primero como ba dho Juramento del precio a como cos-
tó a Real y medio de ganancia en cada cantara» (2), et-
cétera, siguiendo enumerándolas de esta manera para 
todas las regiones productoras. 
Bajo ningún pretexto podía el tabernero realizar las 
ventas obteniendo una utilidad mayor de la señalada, 
bajo la pena que acordase el Concejo: «ítem Ordenaron 
que sí con los rrexidores el tabernero no anduviere bien 
Siendo rrequerido alguno de ellos Vaia un ombre acer 
averiguación de a que precio trae el bino y aliando no 
[ i ] Ordenanzas de vino del Concejo de Villamor de Rallo de 1747. Caps. i.° y 2. 0 . ' ' 
[2] Id., cap. 4. 0 
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ser verdad el precio que dixo aber tenido sea castigado 
Y también en el gasto que iciere la persona que fuere a 
la aberiguación. Y no aliando el tabernero culpa Que 
no pague nada y ssi le aliaren en contrarío Verdad pa-
gue como dicho es el gasto que sse ycíere y la pena que 
le fuere echada en dho concexo Y esto por los requeri-
mientos que an echo a los rrexidores Y en esto se guar-
de todo secreto no descubriendo la persona que rrequí-
rio so pena de ducíentos Maravedís Y aliándose que el 
tabernero a xurado a obedecer, con engaño del concexo 
No ssirva mas al lugar de oficio» (1). 
Indudablemente, con el objeto de que el tabernero no 
pudiera engañar a los consumidores y al fiel, enseñan-
do a éste una clase de vino y expendiendo otra distinta 
de peor calidad, se disponía «que el tabernero no benda 
a una ssacon de, dos Vinos ssino que en acabando Vno 
Venda el otro ssi lo tuviere y aliándose que aun mismo 
tiempo a Vendido de dos Vinos pague de pena ducieníos 
mrs.»; y corno esto era difícilísimo de probar, se esta-
blecía «que para este efecto ssea creída la persona que 
lo Viere por ssu juramento» (2). 
El Concejo tenía derecho a comprar el vino, en la ta-
berna del pueblo, a crédito y siendo en todos los casos 
favorecido en la medida: «ítem ordenamos que el taber-
nero esté obligado a fiar al concexo el bino Nueve días 
y si este Ressistiexe a no querersselo dar en tal casso 
que vaia un Rexidor y lo tome y el tabernero por el des-
acato pague ducíentos mrs. y si fuere rebelde treszientos 
mrs. Y ansi vaian procediendo hasta que obedezca. ítem 
ordenamos que el tabernero en quien fueren Rematadas 
las tabernas deste lugar el bino que gastare el concexo 
lo aia de vender y venda por la medida maior y cobrar 
por la medida maior» (3); y además de esto, «aian de 
San Román de la Vega, cap. 106. 
San Román de !a Vega, cap. 63. 
Id., caps. 59 y 125. 
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abonar y abonen uno y otro tabernero del barrio de arri-
ba y barrio de abaxo seis cantaras de vino del que uvie-
re de ganancia en las posturas que sse yciere de dicho 
tabernero» (1), así como «este obligado a dar corral al 
concexo para el ganado que Viniere Prendado de fuera 
conforme lo tenemos de costumbre Y del que se prenda-
re del lugar de noche y esto a de ser de día y noche y 
no mas Y Passado este tiempo Requiera a los rrexido-
res que lo saquen y que pongan cobro en ella y con esto 
el tabernero quede libre y esto lo agan so pena de 
cien mrs.» (2). 
En compensación de todas estas obligaciones, se le 
concedía el privilegio exclusivo de vender vino al por 
menor en el pueblo, pues si bien es cierto que los foras-
teros también podían expenderlo, aquél tenía derecho a 
una parte de las ganancias de éstos: «ítem ordenamos 
que acontece muchas veces de ir traxineros con Bino a 
este lugar, que lo puedan vender acantarado (3) sin que 
pague Alcabala conforme lo tenemos de costumbre Y ssi 
vendiere alguno por menudo (4) pague de alcabala al 
tabernero de diez uno y el tabernero esté obligado a dar 
la media cantara por donde sse mide el vino sso pena 
de cien mrs.» (5). 
Los pueblos más pequeños no tenían carnicería, y, 
por tanto, sus ordenanzas no se ocupan de ella. Los 
mayores, sí, y también estaba detenidamente reglamen-
tada, aunque con menos prolijidad que la taberna, si 
bien muchas de las obligaciones del dueño de aquélla 
son análogas al de ésta: «ítem ordenamos que el oficio 
de la carnicería Se aia de rrematar conforme va ordena-
do en estas Ordenanzas Y que la persona en quien sse 
;«] ibid. 
2] San Román de la Vega, cap. 64. 
3J Por cántaros, al por mavor. 
4J A l por menor. 
.5] San Román de la Vega, cap. 68. 
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rrematare de las ñangas a contento de los rrexidores y 
esto dentro de los Nueve dias Pena de cien mrs» (1). 
Se dictaban reglas especiales, un tanto confusas para 
nosotros, sobre las existencias de la carnicería y medio 
de realizarlas: «ítem, sse aia de rrematar y rremate la 
carnecería a usso y costumbre de este lugar que es que 
dexe el sábado para el Domingo Vna vez un quarto 
delantero y otra uno trassero sso pena de cien mrs. y ssi 
el domingo ssobrare alguna carne de esta que dexa para 
el lugar los Rexidores la rrepartan entre los vecinos y 
no mas y ssi le quedasse mas Sea por ssu quenta y no 
del dho concexo Y assi ordenamos aia de dar los menu-
dos el ssabado en el Lugar conforme aia costumbre a 
los vecinos de el y las tripas las de escamadas y limpias 
Y por la pena diez y ochena. Atento a los menudos no 
sse paga ssissa y la pena de este lugar ssiempre fué 
diez y ochena y esto lo cumpla todo sso pena de cien 
mrs. y ssi fuese rrebelde el doble, y si se hallare que 
algún vecino a ido el sábado a pedir menudos y el dicho 
obligado sse los negare Y sse aliare los dio a otro de 
fuera del Lugar de ssecreto, el tal que lo ssupiere ssea 
creído por ssu xuramento cualquiera ombre de concexo, 
y desío aia pesquissa Y ssi sse aliare los dio pague de 
pena cien Maravedís» (2). 
También se especificaban las únicas clases de carnes 
que podían vender: «ítem, ordenamos que el tal obligado 
procure ssiempre de matar Vuenas carnes y no venda 
Machorra (3) por carnero ni cabra por castrón (4) sso 
pena de ducientos mrs. por cada Vez primera y después 
el doble y que no venda Vecerro por capar sso pena de 
Ducientos mrs. y ssi la Justicia le castigare Sea por su 
quenta Y no de los rrexidores ni concexo» (5), inhibién-
[i] Id., cap. 69. 
[2] Id., cap. 71. 
[3] Oveja. 
[4] Macho cabrío. 
[s] San Román de la Vega, cap. 70. 
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dose de este modo el pueblo de la responsabilidad en 
que pudiera incurrir por infracción de las leyes genera-
les. Se le obligaba también a «que ssi algún vecino deste 
Lugar sse aliare tener algún buei o vaca eridos Y lo 
quisiere passar avisse el Viertes o el ssabado al obligado 
a no matar So pena de cien mrs que el tal obligado 
vaia a matar al buei o baca y apessarlo Y a dessecarlo 
Y por ssu trabaxo Le de el tal Dueño -del rres quatro 
rreales por sser assí la costumbre deste Lugar» (1). 
Estas costumbres, referentes a la carnicería y la taber-
na, han desaparecido casi por completo, conservándose 
las relacionadas con la última en algunos, contadísimos, 
pueblos. Subsisten, en cambio, todas las referentes a las 
relaciones del herrero con el pueblo. 
En todos los lugares hay una herrería, en la que 
construyen y reparan únicamente las herramientas y 
aperos de labranza y los clavos y arquillos de las 
madreñas, calzado común en toda la región. En vez de 
pagar al herrero cada uno de los trabajos que se le 
encarguen, es más conveniente ajustarlo, pagándole los 
vecinos una iguala, o sea cierta cantidad anual en dinero 
o en especie, estableciéndose por medio de un contrato 
tácito la clase de trabajos que pueden encomendársele, 
pero no la cantidad, pues ésta se entiende que ha de ser 
toda la necesaria al vecino o a la familia que con 
él viva. 
También de esta manera se abonan los honorarios a 
los médicos y a los maestros, en los contados sitios en 
que no los hay oficiales, manteniendo a estos últimos 
por turno riguroso los padres de los niños que asisten 
a la escuela. 
Además, contenían las Ordenanzas numerosas dispo-
siciones referentes a las pesas y a las medidas que 
[i] San Román de la Vega, cap. 63. 
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habían de utilizarse en el pueblo (1), y en defensa de 
cuyo derecho sostuvieron largos y numerosos pleitos con 
los señores, cuando éstos quisieron ser los únicos que 
pudieran ferinas y potarlas (2). 
Los Concejos poseían medidas, a las que habían de 
ajustarse todas las que existieran en el pueblo: «ítem 
ordenamos que este lugar tiene un peso con ciertas 
pessas Se entregue al obligado potador una vez y no 
[ i] En esto, como en tantas otras cosas, se nota la supervivencia del 
anticuo Derecho. La mayoría de los fueros contenían numerosas disposi-
ciones en cuanto a este extremo, no sólo referentes a la ciudad o villa que 
lo disfrutaba, sino también para su alfoz, según expresamente por alguno* 
se dispone: «Si quis mesurara pañis, et vini minoraverit, quinqué solidos 
persolvat maiorino Regis. Quiqumque civariam suam ad mercatum detu-
lerit, et maquilas regia furatus fuerit, reddat eas in duplo. Omnis morator 
civitatis vendat civariam suam in domo sua per rectam mensuram sine 
calumnia». Caps. X X X I , X X X I I y XXXIII del fuero de León de 1020. 
(Muñoz Romero. «Colección...» cit., tom. I, págs. 68 y 69. «Qui medida 
falsa, toviere pecte V solidos». Fuero de Viilavicencio. (Ibid. pág. 182). 
«Home que sua sicera vendir. et falsa medida teñir, é lo poder saber con-
cilio, el maiorino prenda (lo, el) III de los bonos omnes; e vaia a casa de 
aquel, e feran las mesuras a las que directas sunt per concellio, et si falsas 
exirent, britalas el maiorino et prenda V solidos de aquel sobre quen falsas 
las trobaran». Fuero de Aviles. Análoga disposición contiene el de Oviedo. 
(Fernández Guerra, obra cit., pág. 127). «Si alcaldes emines, vel mensu-
ras, sive varas conferiré voluerit, convocent bonos homines de unaquaque 
collatione, et ipsos cum Rectore et Maiorino acipiant illas: et que fuerit 
falsa pectet V solidos, Maiorinus non habeat poder nisi supar illa que fuerit 
falsa: et ipsa die qua illas receperit, conferant illas. Fuero de Benavente, 
dado a Parga. (Ibid.) «Tod omme de briuega o de su termino que no 
touire medida derecha, o pesa derecha, peche, i , marauevi la meytad al 
conceio, et la meytad a los alcaldes». Fuero de Brihuega. (Edic. Catalina, 
pág. 180). «Todo orne de foras qui mercare in Alcalá o in so termino e 
non toviere medidas derechas, peche I. moravedi; e si disiere que vezino 
ge lo dio la medida e el vezino essiere manifiesto, ele lo peche; e si non 
fore manifiesto, iure por su. caveza e qeche el otro, el de foras». Art. 209 
del fuero de Alcalá de Henares. (Edic. Sánchez, pág. 310). «Todo omme 
aquien la ochaua o la medida, menor de la de conceyo axaren, peche. II. 
marauedis. Enas aldeas, tales ochavas ayan como ena uilla, e tal medida 
de uino; e si no, peche. V . morauedis». Títs. 151 y 155 del fuero de 
Salamanca. (Edic. Castro y Onís, va cit., pág. 133 y 134). Análogas dispo-
siciones contienen los títs. 97 y 98 del fuero de Ledesma. (Ibid. pág. 234). 
También se ocupaban de las pesas y medidas, entre otros muchos que 
pudiéramos citar, los fueros de Madrid de 1202. (Palacio. «Documentos...» 
cit., tom. I, pág. 40), y el de Molina de Aragón, cap. X X V I , céds. 8 y 15. 
(Edic. Sancho Izquierdo, cit.) 
[2] Entre otros, el muy curioso del Concejo general de Omaña, contra 
el Conde de Luna, su señor. (Documentos inéditos de D. Francisco Fiórez 
de Qjiiñones). 
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mas y lo dexe tal como sse la an entregado Y esto lo 
cumpla sso pena de Cien maravedís Y ssi ubiere daño 
en dicho pesso o pessas lo pague dicho obligado» (1). 
Para que no pudiesen utilizarse medidas falsas, el fiel 
tenía obligación de examinarlas de tiempo en tiempo, 
y las que no eran necesarias para el uso ordinario en 
la taberna quedaban bajo la custodia de este empleado 
del Concejo (2): «ítem ordenamos que las medidas fuera 
de las que ssean necessarias para medir el bino que le 
ponen las otras la lleve y estén en poder del fiel de 
manera que fuera de la media cantara, media quartilla 
y quartillo que estas estén en poder del tabernero siem-
pre y las otras las lleve el fiel como dicho es sso pena 
de cien maravedís» (3). 
[i] San Román de la Vega, cap. 74. 
[2] Desempeñaba las funciones del antiguo almotacén: «El almotazan 
sea sobre las medidas de la zibera, et del vino, del olio, de la sal, et sobre 
las pesas, et las libras, et sobre los carniceros, et tenderos, et los taberne-
ros, et las panaderas, los pescadores, et los montaneros, et los olleros, 
et sobre los tejeros, los adrelleros, los azaconeros, et los leñaderos, et los 
^vendedores, et los sangradores Et este faga jura en concejo que tenga 
fieldad en aquellas cosas que la carta mandare, o el concejo acotare». 
r i , I , c a p n l 6 d e l f u e r o d e C u e n c a - (Cit. por Redonet, Ob. cit., pág. 382). 
L3J San Román de la Vega, cap, 67. 

CAPITULO IX 
Pastoreo de los ganados. — Las "veceras": sus distintas clases. — Modo 
de formarlas. — Obligaciones de ios "veceros". 
Ya hemos visío anteriormente con cuánto detenimien-
to se ocupaban de los ganados las antiguas Ordenanzas, 
cuidando de escoger buenos sementales y de evitar la 
propagación de las enfermedades contagiosas que pu-
dieran diezmarlos. Como esta es la principal riqueza de 
la mayoría de los pueblos, el ingreso único con que los 
montañeses han de subvenir sus necesidades, es lógico 
que en sus costumbres y en su Derecho consuetudinario 
ocupe un lugar preponderante todo lo que se relacione 
con la ganadería. 
También hicimos notar que en la montaña no existen 
grandes propietarios, ni fincas extensas, que basten ellas 
solas para el sostenimiento de una familia. Igual ocurre 
con los ganados. Salvo los dueños de rebaños trashu-
mantes, en general integrados únicamente por ganado 
lanar, raro es el montañés que posee gran número de 
cabezas. Es lo corriente que todos los vecinos — nadie 
es tan pobre que no sea dueño de alguna — posean un 
número de reses, que oscilan entre cinco y quince; una 
veintena de las llamadas de ganado menudo — ovejas y 
cabras —, un caballo pequeño y una pareja de cerdos, 
que, entre todos, les proporcionan un no muy holgado 
vivir, pero lo suficiente para que no sufran grandes pri-
vaciones. Y como, en estas condiciones, les resultaría 
muy penosa su guardería, teniendo que dedicar a esto 
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cada vecino una persona, reúnen todos los ganados del 
pueblo, separándolos por clases y formando grandes re-
baños, llamados veceras, al cuidado de uno o más pas-
tores, nombrados por turno riguroso, teniendo en cuenta 
la riqueza pecuaria de cada propietario, denominados 
veceros. 
En cada pueblo existe una vecera de vacas de leche, 
otra del ganado que no trabaja y vacas estériles, manías, 
llamado de la braña; otra de novillos de año, moseos; 
varias del ganado lanar y cabrío, y, en algunos sitios, 
otra para los caballos y otra para los cerdos: «para me-
jor alivio del vien común y conservación de los ganados 
habrá las vezeras siguientes = de bueies o ganado de 
labranza, de vacas de leche, de vacas del monte, de año-
jos, terneros, de yeguas, de cabras, de cabritos, de cor-
deros y de cerdos» (1), prescribiéndose de un modo ab-
soluto que «todo el ganado que salga fuera de casa este 
sujeto a vecera» (2), y aunque se permitía a cada vecino 
pastorear particularmente sus ganados, «ninguno podra 
traer un ganado aparte y otro a vecera siendo de una 
misma especie» (3),y mucho menos «se permitirá en tiem-
po alguno andar ganados sin pastor pena de quatro 
reales sea poco o mucho» (4), pues «si se hallare en la 
calle sin pastor en cualquiera manera el dueño de ello 
pague de pena media cantara de vino para el concejo, 
y el daño si le Vbiere echo» (5). 
Las más importantes de todas estas veceras son las 
del ganado vacuno, y por ello eran las que, antiguamen-
te, estaban reglamentadas por las Ordenanzas con 
mayor prolijidad, rigiéndose cada una por sus reglas 
especiales. La de los bueyes dura poco tiempo, y, por 
ello, apenas se menciona. Las otras habían de constítuir-
;i] Avelgas, cap. 5.0, art. 5.° 
2] Ibid. 
;3] Id., art. 13. 
A] Ibid. 
$] Formigones. Cap. «De los ganados que no entraren en la vezera». 
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se, bien en una fecha prefijada, bien cuando io acordaba 
el Concejo, durando hasta que el tiempo les obliga a 
recoger los ganados en la cuadra: «ít. que se forme 
vecera de baca todos los años pr. la primavera luego que 
el tpo. lo permita y el Rxr. y vecinos lo determinen la 
que habrá de subsistir hasta que la nieve lo impida» (1). 
La vecera de las vacas de leche siempre pernocta en el 
pueblo, y se reúne a la hora y en el lugar ya determina-
do, avisando el pastor de turno a los vecinos, para 
reunirías: «Ordenamos y mandamos que las veceras en 
dho pueblo se han de reunir junto a la fuente de abajo, 
y el que le tocara guardarlas tenga la obligación de dar 
tres golpes a la campana al romper el sol pa. dar lugar 
a que se junten la mayor parte y el pastor que contra-
viniere a lo mandado pagara pr. cada vez, cuatro rs. y 
en la misma pena incurrirá el que las metiere en el 
pueblo antes de ponerse el sol» (2). El rebaño más nume-
roso, constituido por ganados sin cría y aun sin aptitud 
para el trabajo; la vecera de las vacas manías, y la de 
los jatos moseos, pernocta en el monte, en un corral 
debidamente arreglado todos los años, y al cuidado de 
los veceros, que duermen en una choza denominada la 
braña: «Ordenamos y mandamos que el día quince de 
Abril enea un año, sehan de apartar las bacas manías, 
si el tiempo lo permite para dicha braña y que handen 
las veceras separadas que han de salir del corral al 
salir el sol y no las han de encerrar hasta poner la 
sombra del pico Llosal pena de ocho rs. El que no cum-
pliere lo espresado y que dicha vecera no ha de Bajar 
al Pueblo hasta el dia de San Martín a excepción que 
bajen cada quince dias a tomar la sal» (3). La inclusión 
del ganado en estas veceras implicaba, en cierto modo, 
una limitación de dominio, pues ya no podían separarla Mena, cap. 40. 
Curueña, cap. 5. 0 
Curueña, cap. 7. 0 
- 2 4 4 -
de aquéllas, excepto «si algún vecino necesitase alguna 
res en otra vecera para trabajar, lo baje solo los dias 
que lo necesite para dicha labor y luego que lo des-
ocupe lo volverá a la misma y el que no cumpliere lo 
ordenado pagará en pena cuatro rs. por cada vez» (1). 
También existe vecera de terneros — jatos tenrales — 
regida por disposiciones que le son propias, ya que con 
ellos es necesario un mayor cuidado y vigilancia: «ítem 
ordenamos que haya vecera de jatos tenrrales y que se 
lebante cuando el pueblo lo tenga por conveniente y sea 
determinado por cuatro hombres y que los jatos que 
no sean útiles para handar con la vecera no los guarden 
y haya de ser visto por dos hombres que de lo contrario 
los guarden aunque no vayan a ella pena de cuatro rs. 
por cada bez y el omiso pena doble y lo mismo a el que 
contraviniere en ello, y esta vecera se mantenga en pie 
hasta que rigurosamente la niebe los impida» (2). 
La guardería de la vecera de los cerdos es obligato-
ria para todo aquel que posea alguno de estos animales, 
a no ser que los tenga siempre encerrados en su casa: 
«It. ordenamos que haya becera de cerdos y esta se le-
bante luego que el tiempo lo permita o a lo menos el 
1.° dia de Mayo y que esta se mantenga en pie hasta el dia 
de San Martin de cada año... y los hayan de llevar a 
donde puedan guarecerse y en tiempo de rastrojo los 
lleben a ellos lebantado que sea el último carro de pan 
y los deban de traer cuando baya el sol o la sombra a 
las casas del terruelo, y el Pastor esté obligado a dar 
cuenta de ellos y pagar si alguno se perdiese siendo 
culpa del pastor y juntamente los daños que esta becera 
cause en todo género de frutos, y que cualesquiera ve-
cino o persona que los tenga los eche a la becera Pena 
de dos rs. y el que los tenga y no los eche a ella guarde 
de esta becera pena de cuatro rs. y esto también se haya 
[i] Ibid. 
[2] Salce, cap. 15. 
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de executar si se encontraren, a no ser que los tenga 
enZerrados en Casa Y los cerdos de cría que nacieren y 
lo mismo los que se traigan de afuera no se guarden 
hasta que por dos hombres, sea Vista la vtilidad o ynuti-
lidad de ellos» (1). 
Cada vecera tenía señalado en las Ordenanzas el 
monte que había de pastar, y una cabana para su refu-
gio nocturno las que pernoctaban fuera del pueblo: «en 
el monte para vacas havra las majadas siguientes, la 
primera sera en el ogiego cuio corral y chozo deveran 
estar corrientes, otra sera al sitio acostumbrado de pro-
vacas cuios límites de majada en caso de no dormir en el 
corral son dos arroíos inmediatos, el teso que mira á 
llama de Alvaro y el calear de por cima el chozo, mu-
dándolas al Aguellin que podra verificarse según consta 
de compromiso cuando entre el ganado merino en el 
puerto de Salce, sera sudormida lo que ocupa el llano 
de majada vieja...», etc. (2). 
Para facilitar la custodia del ganado, se ordenaba an-
tes que una res de cada casa, por lo menos, llevase cen-
cerra, aumentándose este húmero a proporción de cabe-
zas de ganado: «ítem tenemos de costumbre en este lu-
gar de que el primer dia de mayo el que tubiere tres ba-
cas ade poner una cencerra a cada una de ellas, como 
también si ubiese alguna golosa que no se pueda sose-
gar en la vecera, el dueño, sea obligado a ponerle una 
vuena cencerra y una torca, y si con todo esto no se so-
xeta, se le saque de dicha vecera» (3). «Los alcaldes cada 
uno respective tengan obligación de poner dos hombres 
que la revisen si están o no de paso y si no lo hacen 
dhos Alcaldes paguen la misma pena, cuya revisa a de 
hacerse cuantas veces vajen las vacas al pueblo» (4). 
[i] Id., cap. 16. 
[2] Avelgas, cap. 5. 0, art. 25. 
L3J Costumbres de Omañón. 
Uj Curueña, cap. 8.°. 
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Como antes indicamos, la guardería de estos rebaños 
se efectuaba por los dueños de los ganados, mediante 
un turno riguroso parecido al de la velanda, previamen-
te establecido, así como el número de pastores y condi-
ciones que éstos habían de reunir, distinto para cada ve-
cera: «...y guardar por cada dos jatos un pastor y que 
hayan de ser por cada un dia dos beceros y suficientes 
por lo menos mayores de catorce años y capaces de xu-
ramento» (1). «El vecino o morador que tenga una baca 
guarde la vecera un camino si y dos nó. El que tenga 
dos bacas guarde la vecera un fenido si y otro nó: mas 
el que tenga tres bacas hasta seis inclusive, guárdela 
vecera todos los fenidos y de seis hasta doce inclusive 
guarde todos los fenidos dos veces; y desde doce hasta 
diez y ocho, guarde (y aun de allí arriba) tres dias to-
dos los caminos» (2); pero esta manera de establecer el 
turno era distinta en cada lugar: «de Bueyes se guarda-
ra de cada dos una vecera o con un pastor, lo mismo de 
las bacas de leche, del monte y de los cabritos=de las ca-
bras y corderos de cuatro, de las Yeguas, añojos, terne-
ros y marranos de cada uno una vecera... las crias le-
chaces cabalgares no se guardaran hasta marzo próxi-
mo al año en que nazcan y los cabritos se principiaran 
a guardar como las madres el veinte y nueve de sep-
tiembre» (3). 
Contadas cabezas de ganado se exceptuaban de la 
guardería y éstas las enumeraban cuidadosamente en la 
Ordenanza: «se advierte que el caballo de silla del Párro-
co, un caballo Padre, los toros electos para la cubrición 
de las vacas, y un verrón, como también las dos reses 
que se le concedan al que tiene perro mastín son livres 
de becera = son también livres los machos padres ca-
brios nombrados para tales con tres cabras cada uno» (4); 
Salce, cap. 15. 
Mena, cap. 45. 
Avelgas, cap. 5. 0, art. 
Ibid. 
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excepciones todas inspiradas en un grande espíritu de 
justicia. 
Procurando evitar que nadie pudiera mandar de pas-
tor con las veceras a niños o personas poco cuidadosas, 
se disponía: «para que las veceras de ganado maior y 
menor anden con toda custodia y se conserven mejor los 
frutos nombrará el alcalde que fuese dos homvres para 
que formen lista que se hará notoria el primero de maio 
en la que expresaran quienes pueden guardar dichas 
veceras y si alguno contraviniere esta disposición en-
viando vecero no electo pagará por cada vez quatro rs. 
y los daños que ocurran: en el caso de que el no electo 
vaia con asenso y convenio de los demás veceros recae-
rá sobre todos la responsabilidad» (1). 
Cuidadosamente estaban enumeradas las obligacio-
nes de los pastores o veceros, así como su responsabili-
dad. Había de apacentar los ganados en los sitios fija-
dos en la Ordenanza, y cuidar de ellos, con absoluta pro-
hibición de maltratarlos (2), pues era el responsable de 
todos los daños, a no ser que diese el nombre del daña-
dor: «ítem, ordenamos que por sser costumbre eneste 
lugar... que entre tanto guarde el baquero de las bacas 
los ganados maiores y menores y sucediendo algún daño 
eneste tiempo el baquero sea creído por su juramento 
quien lo izo el dho daño que este obligado el baquero a 
pagarlo...» (3). También era responsable de la desapari-
[i] Avelgas, art. 12, cap. 5. 0 
[2] También en esto son las Ordenanzas que estudiamos una sucesión 
de las costumbres consignadas en los fueros. Baste citar, respecto a las obli-
gaciones de los pastores, el de Usagre, el de Zorita de los Canes, títs. 755 
y sigts.; el de Brihuega, etc. (Edics. cits.) y, sobre los daños causados a los 
ganados, el de Nájera y el de Cuenca (leyes 16, 17, 18, 19 y 20 del cap. 23). 
13J San Román de la Vega, cap. 41. Tiene gran semejanza esta cos-
tumbre, así como las siguientes, con el art. 376, cap. X L del fuero de So-
na (Edic. Sánchez, pág. 145): «Sj boarizo ó vezadero de congeio recibiere 
el ganado ó la bestia sana y después la diere muerta ó ferida a su sennor, 
sea tenjdo de gela pechar; más si dixiere quel acaheció por su desauentura 
o por su muerte natural y non por ferida njn por otra cosa que el le fiziere, 
o dixiere que bestia ó ganado dotro alguno ge lo fizo, yuré segund la 
quantia que ualiere la bestia ó ganado muerto oferido y sea creydo; y ei 
sennor de la bestia ó del ganado que firio o mato el suyo». 
Ó 
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ción de cualquiera de las reses que integraban la vece-
ra: «It. que el vecero de bacas: precedido el requerimien-
to de la falta de alguna res o reses tenga la obligación 
de buscarlas y entregarlas sin lesión vivas, o con lesión, 
o muertas y en los dos casos últimos o en el que ni aun 
las presente muertas, las habrá de entregar al dueño por 
la regulación que hagan dos hombres y tercero en dis-
cordia que tuvieren conocimiento de las Reses» (1), pues 
todos los ganados «haian de volver al pueblo sanos, usua-
les, y corrientes, según se lo hubieren entregado por la 
mañana; porque si por si acaso se llegare a desgraciar 
alguno por recibir golpe de palo; ó piedra; o por haberlo 
mordido o comido el lobo habrá de pagar dho vecero al 
dueño... Pero esto no tendrá lugar si el menos valor 
proviniese de enfermedad natural, o de caso fortuito y 
raro contingente» (2). 
Todas estas costumbres subsisten hoy. Para darles 
validez, se reúnen todos los años los vecinos en Conce-
jo, y allí otorgan un contrato privado, de difícil califica-
ción jurídica, que contiene la mayor parte de las dispo-
siciones antiguamente consignadas en las Ordenanzas. 
La muerte de alguna res vacuna es una desgracia de 
gran consideración entre estos pequeños propietarios, 
sobre todo si ocurre durante el verano, en cuya época 
no puede conservarse la carne. Y sucede esto con mucha 
frecuencia en algunos pueblos en que, por lo accidenta-
do de su término, se despeñan con facilidad. Para que 
la pérdida tuviera menos importancia, disponían los an-
tiguos reglamentos: «It. ordenamos que si algún vecino 
desde primero de mayo hasta San Miguel se le desgra-
ciase alguna res o tubiere alguna enfermedad que no 
siendo dañosa al sustento del hombre aunque coma su 
carne, teniendo presente que el señor nos manda tenga-
mos caridad con nrs. semexantes que tal res se mate y 
[i] Mena, cap. 42. 
[2] Mena, cap. 37. 
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se reparta entre los vecinos a precio y medio del valor 
que tenga en los abastos y con la condición que este 
reparto se haga por cuatro hombres nombrados por el 
Concexo, y si alguno no quisiese tomar la carne cono-
ciendo que tiene facultades (1) se le obliga a ello por que 
es un contrato mutuo y como se suele decir oy por tí y 
mañana por mí, además que entre muchos a poco se 
toca y se hace una buena obra» (2); cuya costumbre des-
apareció con las Ordenanzas que la refrendaron. 
[i] Bienes. 
[2] Chozas de Abajo, cap. 33. También en Aliste (Zamora) existía an-
tiguamente esta costumbre. (Vid. Méndez Plaza (Santiago). «Costumbres 
comunales de Aliste». Madrid, 1900, pág. 29.) 

CAPITULO X 
I. Propiedad comunal. — Los cotos y las "dehesas": su aprovecha-
miento. - Los quiñones. — Las "faceras". 
11. Propiedad particular. - Las derrotas. — Las "frontadas". 
I 
Como verdaderas supervivencias del antiguo Dere-
cho (1), las Ordenanzas se muestran muy cuidadosas en 
proteger tanto la propiedad pública como la privada, 
pero especialmente aquélla, que también era la más inte-
resante para la comunidad. Por eso todas las Ordenan-
zas contienen numerosas limitaciones de la propiedad 
particular, y en los casos en que se hacían repartos 
(quiñones), como el huerto a que tenía derecho cada 
[ i] Todos los fueros contenían interesantes disposiciones encaminadas 
a la defensa de la propiedad comunal: «Si alguno fuere fallado taiando ma-
dera o faciendo lenna o leuando la fasta fuera del término, peche. V . men-
cales y pierda la ferramienta et la madera o la lenna. Et si traxiere carreta, 
peche. V . mrs. y pierda la ferra mjenta y la madera o la lenna que tra-
xiese». Fuero de Soria, art. 4. 0 , cap. i .° . (Edic. Castro, pág. 8). «Si omne 
estranno que non sea uezino labrare en los exidos, pierda los bueyes ó las 
bestias con que labrare, quantas uegadas y ffuere fallado; et el here-
damiento finque pora el congeio sembrado o por sembrar qual quiere 
que fuere», (lbid, art. 2. 0, cap. i .°) «Si alguno bueyes o betias o otros ga-
nados metiere a pascer en el termino, saluo si fuere de pasada, peche el 
montazgo». (Ibid. art. 6). «Todo orne que exido entrase o carretera de 
conceio: dexe la heredad a conceio: et peche L X . sóidos, a los alcaldes, et 
el querelloso aya el tercio». Fuero de Brihuega. (Edc. Catalina, pag. 156). 
«Todomme que entrase exido de conceio o defesa, o cerrare carreras de 
conceio tan de villas quan de aldeas, pectet X . morauetis. . . et esto aprie-
ten alcaides et mayordomos, si non sint periurarti, et ellos lo pectén a 
concilio.. .» Fuero de Usagre. (Edic. Ureña, pág. 35). «Decabo tod aquel 
que en exido o en cal de conceio, tan bien de la uilla como -del aldea labra-
se peche aques mismo conceio L X , menkales, et desenpare el heredaminto 
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vecino, ya vimos anteriormente el cuidado con que pro-
curaban que el poseedor del mismo no llegase a adquirir 
el dominio, así como también que ningún propietario 
aumentase su propiedad uniendo a sus fincas parte del 
terreno común. Para evitarlo, las Ordenanzas disponían 
que todos los años «se reformen los mojones de los 
exidos Y términos comunes del dho lugar, y para dho 
efecto llamen los dhos Regidores a Concejo y en el 
nomvraran quatro hombres entendidos desapasionados 
y de buena noticia los quales irán desanimando los dhos 
mojones si están fijos Y en las partes antiguas o si están 
mudados en perjuicio de el vien común y lo declararan 
volviéndolos a sus puestos asistiendo los demás Vezínos 
a dhas Reformaciones, para que no pretendan ignoran-
cía; Y qualesquiera persona que maliziosamente hubiere 
mudado los dhos mojones Vsurpando los egidos Comu-
nes. Por la primera vez Pague de pena Vna cantara de 
vino y desocupe la ocupación y si fuera rrebelde la 
segunda vez y de allí arriva pague de pena tres Cantaras 
de vino y se de noticia a la xusticia hordinaria Para que 
ponga el rremedio nezesario; y si no huviere echo por 
su Persona la dha ocupazión y lo ubiere adquirido por 
Mora o por herencia con buena fé Por la primera vez no 
pague Pena alguna y cumpla con desocupar y rrestítuir 
en dho exido, y si de allí arriva fuere Revelde pague la 
pena de que arriba queda echa mención. Y por lo que 
libre et quito. Tod aquel que rayz de conceio vendiere, peche tanta e tal 
rayz doblada aes mismo conceio Et qui la comprare pierda el precio que 
diere por ella, et desenpare la heredat, segund que ya dicho es. Ninguno, 
non puede dar la heredat de conceio, ni uender, ni enpennar, ni cobrar, ni 
saluar». Fuero de Zorita de los Canes, Tít. 133. (Edic. Ureña, pág. 97V 
«51. E . Otrosí, Defendemos que nenguno non sea osado de tomar ere-
damientos nen salidas de Concello que foros dados nen de lo poblar, nen 
de lo arrar, nende lo cobrir, e quien lo fecier entregúelo con altanto de lo 
so e peche sesenta sueldos de los Prietos». Ordenanzas de Oviedo de 1274. 
(Sangrador. Ob. cit., pág. 387). En cambio, los ganados del pueblo podían 
pastar estas propiedades libremente: «Et ganado de los homes de Abilies paiss-
cant per toht logar: et taillint (corten leña) per montes, asi como al tempo 
del Reí dompno Alfonso». Fuero de Aviles. (Edic. Fernández Guerra, 
pág. 151). Igual disposición contiene el fuero de Oviedo. (Ibid). 
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dhos quatro hombres declaren y hizieran se ha de estar 
y pasar, y vaste para que el intruso haya de reformar 
los dhos mojones al rrepique de la Campana so pena 
que cualquiera persona que se rresistiere a lo suso dho 
o desmintiere o amenazare o ynjuriare los dhos quatro 
hombres, ni a los demás que se aliaren a dhos amojo-
namientos o les Inquietare pague luego el mismo dia de 
Pena tres Cantaras de vino para el Conzejo y vezinos y 
el dia siguiente buelban a rreformar los dhos mojones y 
el rregidor de notizia al Sr. Corregidor, y es declaración 
Que los dhos quatro hombres han de Jurar primero ante 
el alcalde de que harán bien y fielmente su oficio so pena 
que los Regidores que no cumplieren con este Capitulo 
Y dejaren algún terreno Común por amojonar y no lo 
hicieren restituyr ni castigaren a los delincuentes en las 
penas aqui contenidas las paguen dobladas y por Remi-
sos sean acusados ante la x a. (1) hordinaria» (2). 
Este celo extremado en defensa de la propiedad co-
munal resalta en las disposiciones relativas a la policía 
de los montes: «el que se acredite dio fuego a un monte 
sea responsable de los daños y pagará veinte y quatro 
rs.» (3); protegiendo cuidadosamente el arbolado: «en la 
propia pena el que menee o arranque qualesq.3 genero 
de plantas estén en heredades particulares o exidos. Ar-
voles frutales como manzanos cerezos, etc., en ningún 
paraje se podran cortar vajo la pena de doce reales por 
cada pie» (4); procurando aumentar los plantíos, dispo-
niendo: «que todo vecino tenga obligación de plantar a 
lo menos tres plantas de álamo o de otra cualesq.3 es-
[i] Justicia. » 
[2] Formigones, cap. «Reformar los mojones de los egidos y tér-
minos». 
[}] Avelgas, cap. i .° art. 9. Las Ordenanzas generales del Reino pro-
mulgadas por Alfonso X . contenían una terrible sanción para esta clase de 
incendiarios: «Manda el rey que non pongan fuego por quemar los montes. 
e al que lo fallaren faciendo, quel echen dentro, e si nol podieren aver, 
quel tomen lo que oviere». 
[4] Avelgas, art. 4. 0 , cap. 2 . 0 . 
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pecie en heredad propia o exidos, no causando perjui-
cios, y se le reserva en el último caso la propiedad de 
tales plantas, sin perjuicio de la del terreno, esto se en-
tiende se han de plantar en cada un año» (1). 
Los pueblos eran dueños de cierta extensión de terre-
nos y de fincas que constituían, unos y otros, sus bienes 
propios y comunes, definidos tan exactamente en las 
Partidas (2). 
Una buena parte de estos terrenos—la de peor cali-
dad—era de libre aprovechamiento para todos los veci-
nos; el resto constituía los cotos, cuyo uso estaba tan 
cuidadosamente reglamentado por las ordenanzas, igual 
el que se destinaba al arbolado, dehesas, que los pastos, 
cotos propiamente dichos. 
Todos los reglamentos locales especificaban con la 
mayor claridad la fecha de los acotamientos respectivos: 
«es coto Boial el monte de Bui de Raqueros el que se 
cotara el quine de abril, y permanecerá hasta San Mi-
guel de Septiembre. Es coto Boial el de Valle de Fue-
llos cuyos mojones son los siguientes... se cotara el quin-
ce de mayo y permanecerá hasta San Andrés», etc., (3); 
y, para que algunos produjesen más cantidad de hierba, 
se ordenaba «que los regidores estén obligados a man-
dar enjidar (4) los campos a mediado de Febrero y si 
fuere fiesta otro dia después y esto lo agan pena de 
cien mrs.» (5). 
Cada uno de estos cotos se pastaba por la especie de 
ganado que las Ordenanzas les destinaba, en la época 
ya prefijada o cuando lo acordaba la Asamblea general 
de vecinos y por un cierto número de cabezas en el de 
mejores pastos, la quariza, dedicado únicamente al ga-
Id., art. adicional. 
Leyes 9 y 10, tít. XXVIII, part. 3.*. 
Avelgas, arts. i.° y 3.0, cap. 3.0 
Arreglar las presas de riego. 
San Román de la Vega, cap. 17. 
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nado de labor y a los terneros: «ítem ordenamos que 
desde la Zaeza de la Vega al Vin... que sea coto rebeta-
do para los vueyes o bacas que trabajaren Diariamente 
y que solo el dicho coto no puedan hir Bueyes ni Bacas 
a pastar sino fuere tan solamente los que trabajaren de 
ordinario ni Coyrales (?) ni otro ningún ganado, sino 
solo los tenrrales (1) a la fuente de la Bragana y no de 
alli arriba pena de dos rs. por cada vez; y el Vuey o 
Vaca o cuales quiera otro género de ganado mayor 
pagara de pena por cada cabeza y vez cuatro rs... Y 
qualesquiera Vecera de ganado maior pasando de diez 
cabezas aRiba pague de pena diez y ocho rs. cada cabe-
za y cada vez y de noche cuatro rs. y el ganado que fue-
se maliciosamente ha dicho coto pague cada cabeza cua-
tro rs. de dia y ocho de noche... y de cada fato (2) de ga-
nado menudo que entrare en el coto pague de pena diez 
y ocho rs. por cada vez» (3). También existían algunas 
excepciones: «el que mantenga perro mastin que guarde 
ganado en todo tiempo podra traer dos reses mas este 
o no domadas escepto sea novillo en vena. E l Sr. Cura 
párroco ademas podra traer la caballeria de silla; asi-
mismo se permite por cada ogar desde el ocho de sep-
tiembre en adelante entrar en el Valle de fuellos una res 
para vender o matar y no de otra forma, ni verificando 
uno u otro antes de San Andrés pagará diez reales. 
También se permiten entrar en el expresado Valle de 
fuellos los toros que cumplen de servir estando ya capa-
dos; como asimismo un caballo padre registrado y nom-
brado para tal, el que podra entrar en primero de agos-
to: por ningún pretexto se permitirá mas ganado que 






Salce, cap. 34. 
Avelgas, art. 5.°, cap. 3.0 «La deffesa de conceyo sempre sea 
deffesa en uierno en uerano, e otro ganado non entre hy, sí non aquel que 
- 2 5 6 -
Todos los vecinos tenían derecho a los aprovecha-
mientos de su término, en el que les era permitido extraer 
la leña y madera que necesitaran, excepto en ciertos 
trozos de terreno, perfectamente deslindados en las 
Ordenanzas, en los que se prohibía cortar y extraer 
cualquiera clase de plantas: «ítem ordenaron que nin-
guna persona pueda cortar ni rozar el monte de pierno 
no otro alguno sin ordden del Concejo desde el rozo de 
San Martin y de la Peña del gato y el piornal de las 
Muruecas y el que cortare en dichos sitios según van 
declarados pague una cantara de vino por cada vez» (1), 
especificando, para otras, la clase de plantas de aprove-
chamiento libre: «ítem declararon y ordenaron por 
devesas reveladas y Cotas una de roble al sitio que 
llaman Travacen y otra de Vidul dollaman Fasgarejo y 
otra de lo mismo dollaman las fuentes y otra también de 
la misma especie que llaman los Tegos, cuyas devesas 
no van deslindadas por ser bien notorios sus límites, y 
tiene de pena cada uno que entrase a cortar en ellas y 
en cada uno tres cantaras de vino por cada vez y menos 
los que habituase el Conzejo, a excepzión que cortare 
piorno o urz» (2). 
Algunas ordenanzas establecían penas distintas para 
cada dehesa: «Ordenamos y mandamos que qualquiera 
vecino que cortare leña desde el camino de la abajo, 
cortando por el canto de tablados hasta el cillerin pagara 
de pena por cada pie de gordo doce rs. y de llatas qua-
tro rs. por cada brazado, por poda o seto, por cada carro 
uenur mauer a la vila. E si alguno quesier tener en la uila cabras o ouejas 
non tenga mas de. XX. c. MI. uacas de leche con sus fiyos; e si mas tóme-
te, peche, X. sóidos; si negare, iure que mas non touo, e non peche. Caua-
los, mulos, muías, asnos, asnas, e l i l i vacas de lehe, e los bues de las 
eglesias de las obras anden por u quisieren por toda e la deffesa». Fuero de 
Salamanca, títs. 72 y 73. (Edic. Castro y Onís, pág. 108). 
[1] Fasgar, fol. 22. 
[2] Ibid. 
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doce rs Ordenamos y mandamos que qualquier veci-
no o persona dentro de los limites de la devesa de la 
tierra del Monte pagará de pena cada pie veinte rs. y por 
cada carro sino se pudiese verificar los pies cien rs.» (1), 
disponiendo también para que estas prescripciones no 
pudieran ser burladas: «Prevenimos asimismo que nin-
gún becino o persona podra entrar en dicha debesa con 
rrozadera, acha o cualquiera arma cortante, bajo la pena 
de cuatro rs.» (2), y para que no pudieran cortarla en 
terreno acotado y disculparse después diciendo que 
procedía de otro sitio: «Ninguno podrá cortar leña que 
haia de vajar por monte coto bajo la pena de doce rs. y 
para que se pueda verificar sin incurrir en ello señalara 
el Conzejo término limitado» (3). 
Estas prohibiciones no eran inflexibles, permitiéndose 
las cortas mediante la licencia del Concejo en los casos, 
en los sitios y en la época prefijados, y cuando la 
extracción era importante, previo el pago de un valor 
prudencial: «Pero se permite que cuando algún vecino 
domase algún buey o baca para arar y trabajar el primer 
dia pueda cortar una treita (4) y traerla con el tal rres 
del dho término de Valzezin Y no de otra parte sin pena. 
Y también se permite que de las matas y debesas del 
Socuello: Vallina Rodrigue Cualquiera Vezino a tiempo 
nezesario puedan cortar y sacar Verdugos para el carro, 
extranguaderas (5), Varillas, Pértigos (6) para maxar 
Pan (7), Valeos (8) y forganeros (9) sin que incurran en 
dhas penas: Y que si algún vezino del dho lugar edifi-
Curueña, cap. 21. 
Ibid. 
Avelgas, cap. 2 . 0 
Mentón de leña. 
_SJ Vastagos que se colocan entre la lanza de la carreta y uno de los 
lados de la misma. 
[6] Vastago final del látigo trillador. 
L7] Trillar por medio del látigo trillador (manal). 
[8] Escobas formadas con ramaje de árboles. 
19 j Palo largo utilizado para avivar el fuego en el horno. 
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casc en el casa nueba le haya de dar el dho Concejo ias 
vigas y cabrios que fueren necesarios estando las pare-
des echas Por la declarazión de dos hombres pagando-
las el tal vezino por su dinero o dándolas de grazia el 
Lugar por que asi comviene a la población de él; Y para 
que en qualquiera forma que el dho Conzejo diere lizen-
zia para cortar y sacar madera de los dhos términos asi 
al Vezino como al forastero, la aya de cortar y sacar a 
la primera sazón de corta y en otra manera la pierda y 
no pueda entrar a cortar so las dichas penas. Y señalan 
por cortas de madera para obras toda la luna del mes 
de Henero y la luna del mes de Mayo: y la luna del mes 
de Septiembre; y que qualquiera persona, que haya de 
concurrir a dichas dehesas por madera aya de dar pri-
mero haviso a dhos Regidores y en otra manera paguen 
la pena de dho Capítulo y pierdan la madera; Y que la 
dha madera se. corte por lo menos a tres dedos de alta 
del Suelo y no más para que la rayz buelba a producir 
como se alia por esperienzias: Y que en cualquiera 
manera que hayan de entrar a cortar en los shos Mon-
tes; y dehesas señaladas no las destronquen, ni desipen 
de modo que perezcan» (1). Otras Ordenanzas marcaban 
taxativamente el precio de la madera: «el que necesite 
madera para la construcción de alguna obra conseguido 
el permiso del Concejo pagara por cada pie p.a viga en 
la mata del rey y mata cubejo seis rs. en los demás sitios 
(excepto entre Colladas) dos reales y medio, y dos por 
los cabrios: entre Colladas seis quartos por los cabrios 
y quatro por los postes y se advierte que en la mata del 
rey no se podran cortar sino vigas y estas con grave 
necesidad» (2); y siempre, para que estas autorizaciones 
de cortar madera en los montes comunales no se convir-
tiesen en algún negocio que enriqueciera algún vecino 
poco escrupuloso, se disponía: «Nadie podra dar gracio-
[i] Hormigones; cap. «Declarazión de Montes v Debesas». 
OJ Avelgas, art. 6.°, cap. 5.0 
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samente ni vender madera que haia sacado de los montes 
cotos ya sea fabricada o por fabricar a ningún forastero 
por el perjuicio que de semejante trafico se pueda seguir 
a dhos montes bajo la pena de doce reales» (1), así como 
también se prohibía terminantemente la entrada del 
ganado cabrío en estos cotos. 
Además de los acotamientos establecidos y deslinda-
dos con carácter permanente por las Ordenanzas, exis-
tían otros temporales cuando el Concejo así lo disponía: 
«En cualesquiera monte que el Concejo disponga se oli-
ve no podra entrar ganado vacuno ni cabrio en tres 
años ni en tiempo alguno quando brotan pena de veinte 
y quatro reales por cada res», pues «el Concejo podrá 
acotar en qualesquiera sitio que les parezca conducente 
para el efecto el que se guardara como tal por límites 
que señalen y con las penas abajo expresadas» (2). 
En uno de estos trozos de monte nunca se realizaban 
cortas, así como tampoco se permitía podar los árboles, 
para que no sirviera esto de pretexto a la extracción 
de maderas. 
Los pueblos de montaña poseen generalmente un tér-
mino muy extenso, y de la parte no acotada extraen leña 
necesaria para el consumo. En cambio, las zonas po-
bladas de monte tallar son escasas y muy necesarias 
para recoger en el otoño el ramaje que se dedica a 
mantener las ovejas y las cabras, llamado foyacos. Es-
tos trozos de monte tallar se reparten equitativamente 
todos los años por los Regidores en Concejo, formando 
tantos guiñones o trozos de terreno (3) como vecinos, 
teniendo en cuenta las necesidades de cada uno. De esta 
manera se evitaban las disputas, y, en cambio, todos re-
tí] Avelgas, arts. 3.0 y 12, cap. 3.0 
[2] Ibid.; cap. 2°, art. 11. 
[3] Esta forma de realizar los repartos comunales era general en la ma-
yor parte de España. Vid. Costa: «Colectivismo agrario...» cit., págs. 376 
y.S'gs., y también López Moran: «Derecho consuetudinario...» cit., tom. II, 
P a §- 293> y Unamuno, Ibid., pág. 51. 
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cogían el ramaje necesario para el alimento de sus ga-
nados. 
Muy cuidadosos eran los pueblos en la conservación 
de los términos, y, para evitar cuestiones judiciales entre 
los comarcanos, se ordenaba «que todos los años por el 
mes de Enero se junten los vecinos de los pueblos con-
rrayanos, a visitar y reconocer con la mayor exactitud 
las murias y divisiones de los términos para evitar toda 
cuestión y los vecinos usaran de Prudencia, no causan-
do alborotos» (1). 
Todos los años, en algunos pueblos, se nombraba un 
vecino encargado, además de los guardas, de la vigilan-
cia de los cotos: «ítem ordenaron y capitularon ser cos-
tumbre en este dho lugar que el vecino que le tocare sea 
Cotero... y dará quenta en el Concejo el domingo si-
guiente de los ganados que ubiere encontrado en los da-
ños bajo juramento y el que no lo hiziere pague de mul-
ta dos rs. para el Concejo» (2). 
Es muy frecuente también en esta región la existencia 
de ciertas zonas en las lindes de pueblos comarcanos, 
llamadas faceras y cuyo aprovechamiento pertenece a 
ambos, según las reglas fijadas por la costumbre, distin-
tas en cada lugar, pero siempre muy parecidas a la 
existente en Asturias (3). 
[ i ] Chozas de Abajo; cap. 39. Muy parecida es esta disposición a la 
contenida en la ley 30 del cap. II del fuero de Cuenca: «Otrossi: mando 
que si concejos de aldeas, varajaren sobre términos que el juez et los alcal-
des vayan a veer los términos de cada parte, é determínenlo segund de los 
mojones que fueren puestos. Et el concejo que ellos vieren que termino 
dentro del otro, peche diez maravedis, et dexe el termino que tiene enco-
bado con el fruto et la labor». 
[2] Fasgar, fol. 24. 
[3] La facería es la mancomunidad de aprovechamientos determina-
dos entre pueblos comarcanos; es una extensión de los lazos de fraternidad 
a lugares distintos por la situación que respectivamente ocupan, acaso pro-
cedentes de un mismo tronco. La palabra facería, usada con la misma 
significación en Navarra, se empleaba en el Fuero Viejo de Castilla (ley 14. 
tit. III, lib. V) para expresar que «sid dos viellas que son faceras, e an ter-
mino en uno deben partirlo a piertiga medida». En Asturias la facería no 
es tanto como tener indivisos los términos, sino derecho recíproco a deter-
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En algunos casos, la facera consiste en que dos pue-
blos tienen un término único. Entonces ambos Concejos 
establecen, de común acuerdo, las zonas de aprovecha-
miento exclusivo de cada uno, así como aquéllas apro-
vechables por todos los vecinos en común. 
A pesar de las modificaciones introducidas en estas 
costumbres por la moderna legislación, se conservan en 
su mayoría con toda integridad, porque de otro modo 
sería imposible la vida en las aldeas, especialmente en 
las montañesas. 
minados aprovechamientos, de pastos especialmente, en los terrenos que 
respectivamente pertenecen a los faceros. (Pedregal. «Derecho municipal 
en Asturias», incluido en «Derecho consuetudinario...» ya cit., pág. 116). 
En León existen ambas clases de facerías o faceras, siendo la más común 
la análoga a la asturiana, y la afirmación del Sr. Pedregal de que ambos 
pueblos descienden de un tronco común resalta en algunos sitios con toda 
claridad, como en los de Curueña y La Urz, procedentes del desaparecido 
de San Miguel, que a su vez procedía de un antiguo castro, cuyas ruinas 
están cercanas a las de aquél. 
II 
Es la derrota una alternativa entre campo acotado y 
campo abierto, entre disfrute individual y disfrute colec-
tivo del suelo; un condominio en el que cada fundo ru-
ral sustenta sobre sí dos propiedades simultáneas, de 
categoría idéntica: una individual y otra concejil (1). No 
hemos nosotros de estudiar su origen, sus vicisitudes 
históricas, ni tampoco comentar las ventajas y los de-
fectos de esta costumbre aún subsistente en nuestro de-
recho consuetudinario, trabajo realizado con la máxima 
brillantez por ilustres escritores (2). Sólo hemos de co-
piar aquí unas brevísimas notas entresacadas de las Or-
denanzas, ya que contenían una de las varias limitacio-
nes de la propiedad, allí establecidas en provecho co-
mún, y como base para el estudio de los artículos refe-
rentes a las cercas de las fincas. 
La mayoría de los predios rústicos carecía de cerca 
y sólo se consideraban de propiedad particular, durante 
la época de primavera, los prados, y, hasta la recolección 
de la cosecha, las tierras, considerándose unos y otros, 
después, como de propiedad comunal, y por ello no se 
permitía que sus dueños los aprovechasen exclusiva-
mente: «It. que ninguno pueda introducir, ni llevar a la 
pradera que se haya por arriba del pueblo, con inclu-
sión de la del monte en tiempo de acarrea y apaña, mas 
ganado ni bueyes a su prado que los que lleven los ca-
[i] Costa. «Colectivismo...», págs. 505 y 508. 
[2] Costa. Ibid., págs., 502 y sigts. Altamira (Rafael); «Historia de la 
propiedad comunal»; Madrid, 1890, pág. 305. López Moran; ob. cit., to-
mo II, pág. 311. Redonet y López Dóriga; ob. cit., pág. 209, etc. 
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rros, y levantado el último montón de yerva de la here-
dad queda su pasto a beneficio del común: y el que deje 
sus bueyes irse a los otros prados, ya tengan yerva le-
vantada o pr. levantar pague de pena un real, y en la del 
monte levantado que sea el último montón, puedan en-
trar todos los ganados a gozar su pasto: no asi en la de 
mas abajo, pues esta se ha de guardar y conservar para 
los bueyes de labor, que se hecharan en ella, cuando el 
Rxr. y vecinos determinen. It. que el mismo método y 
orden... se ha de observar en la que está pr. abajo llama-
da de la Vega: pero esta levantado el primer pelo se 
habrá de regar y guardar su otoño para los bueyes, el 
que no entraran a pastar antes del dia quatro, ni des-
pués del dia ocho de Septiembre y se conservara guar-
dada y acotada para el ganado del pueblo hasta el dia 
de San Miguel, a no ser que el Rxr. y vecinos determi-
nen el que se derrote antes, y para el ganado forastero 
se tendrá acotada hasta el diez de octubre: Y qualq.a otro 
ganado que entre en ella, ya sea del pueblo ya forastero, 
el Rsr. tendrá cuidado penarles: y si fuese omiso... sea 
castigado y penado por el vecino mas antiguo con la 
pena que determine el maior número. It. se han de guar-
dar también para los bueyes de la labor la rastrojeras 
pero no entraran en ella hasta que no se hubiese levan-
tado el último manojo» (1). «Asimismo ordenamos que 
dichas obejas no entren en ninguno de los vagos del 
lugar hasta pasados doce dias después de acarreado el 
último carro de pan y hacarretado este avisaran los Re-
gidores al Pueblo para que entren ochos dias primero 
el ganado de la Labranza, y los cuatro restantes las 
vacas de leche, pero ningún otro genero de ganado de 
vecinos ni particulares pena de cuatro rs. cada cabeza 
de ganado mayor y de ganado menudo diez rs. por cada 
vecera, fato o Piojar y lo mismo al vecino o Regidor que 
las oculten» (2). t i] Mena, caps. 24, 25 y 26. 2] Salce, cap. 9.*. 
- 2 6 4 -
Por eso se obligaba a los dueños de las fincas acota-
das a que las cerrasen, pues sino quedaban sujetas al 
aprovechamiento comunal (1): «Ordenamos que desde 
el primero de Marzo hasta el fin de el sse ayan de acer 
las frontadas que ai en este tiempo en término deste lugar 
de ssan Román y las que fueren de valladar (2) de valla-
dar y las de ssebe (3) de ssebe y estas an de sser de alto 
de vara y media y la que no estuviere echa como dicho es 
pague de pena cuatro mrs. por la primera vez y de allí arri-
ba el doble» (4). «It. que los dueños o llevadores de las he-
redades que confinan con el termino de la llama y ojo 
de la fuente el año de cargadas an de tener su cierro 
bien reparado sin portillo y el que sea omiso y no tenga 
la pared levantada una bara del suelo, además de ser 
castigado por el Rxr. habiendo precedido aviso, no tenga 
derecho a percibir estimo (5): lo mismo se observara en 
[i] Con disposiciones análogas a las contenidas en los fueros: «Qual-
quier que mies o vinnas o huerto o otra heredat, ouiere en ffrontera de 
exido de pueblo, quier en la uilla o en las aldeas, ciérrela de valladar que 
haya tres palmos de ancho y .v. de alto, ode foma o de tapia que aya dos 
palmos de ancho y .v. en alto, o de seto que aya .v. palmos en alto; si assi 
non la touiere cerrada, non acorrale ganado njn aia pecho por ella, quier 
sea labrada, quier non. Sj alguno cerradura agena derrompiere, qualquier 
que ssea de las cosas sobredichas, peche .V. ss. por pena y rrefaga a la 
cerradura». Fuero de Soria, tits. 224 y 225. (Edic. Sánchez; págs. 82 y 83). 
«Todo prado a ffuero assi deue seer moionado: A cabo de IX. passadas. 
V . céspedes unos super otros. Et si el prado fuere cabo defesa de conceio, 
o cerca de exido, o cerca carrera tan de uilla quam de aldea, enciérrelo de 
V . Palmos en alto et L L L . en ancho et los alcaceres (sembrados de cebada 
para forraje) etlos otros de las fronteras similiter. Otroquesi, tod aquel 
que huerto o vinna o mies en frontera de alguna defesa, o de exido ouiere, 
et nol fiziere seto o paret o valladar si non la cerrase aderredor non tome 
por ella calonna, ni peche. Et aquel que seto oualladar, o paret fiziere de 
tanta alteza debe ser fecha, que ningún ganado non pueda pasar á la lauor. 
Tod aquel que su frontera segund que de suso dicho es, siquiere sea fron-
tera laurada, siquiere non, peche I marauedi, et el danno doblado si la ce-
rradura no] fiziere, et por ella a los otros danno fiziere ó viniere. E l sennor 
de' ganado non peche ninguna cosa». Fuero de Usagre, títs. 254, 102 y 103. 
(tdic. ureña, págs. 95 y 88). Disposiciones análogas contienen el fuero 
de Zonta de los Canes, tít. 108, y el tít. 103 del romanceado de Cuenca. 
2J Muro construido con tierra y piedra. 
Seto vivo. 
San Román de la Vega, cap. 18. 
Tasación de daños. 
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todas las heredades del monte, con la diferencia que en 
estas el cierre sera de cinco cuartas» (1). 
Otras Ordenanzas especifican detalladamente las fin-
cas cuyos linderos habían de cerrarse para formar una 
especie de coto redondo: «Ordenamos y mandamos que 
las fronteras de la oja (2) de arriba que dan principio en 
el canto de Collada y siguen por encima de la Villa, al 
Cepedo Carrizal y de alli cortando a la presa del prado 
de Doña Teresa Florez de Quiñones vecina de Cóvillos 
del vierzo, hasta saltar dicha presa que siga hasta lo 
último de las tierras se darán cerradas bajo la pena de 
ocho reales si en el término de cinco dias no las diese 
cerradas en devida forma» (3), 
Esta obligación de cerrar las fincas ha desaparecido 
hoy en el Derecho consuetudinario leonés, excepto en 
muy contados lugares; no así las de las derrotas, que 
subsisten, porque constituyen una verdadera necesidad, 
ya que de este modo es mucho más cómodo para los 
vecinos el aprovechamiento de algunos valles que, al ser 
éstos pastados por las veceras, a todos reporta una mis-
ma utilidad. 
También contienen las Ordenanzas algunas disposi-
ciones referentes a la servidumbres de paso en estos 
valles: «It Ordenamos y capitulamos que no se pase por 
los prados sin segar, con bueyes ni carro ni caballería 
durante estén los prados cotos, ni en particular durante 
el acarreto siega de la yerba no se pase por marallos ni 
dhos prados por segar sin licencia de sus dueños excep-
tuando que los bueyes con la mosca no los puedan suxe-
tar y el que lo contrario hiciere pague la pena de cuatro 
rs. por cada cabeza y lo mismo el que fuere contra este 
capítulo» (4). 
[i] Mena, cap. | i . 
0 ] Barbecho. 
C?l Curueña,cap. 27. 
[4] Salce, cap. 26. 

CAPÍTULO XI 
Dafios en la propiedad: sn avalúo. — Las penas señaladas pava loa 
Infractores de las Ordenanzasi su imposición y exacción. — La "pesquisa" 
y la "prindada". 
Ya hemos visto, en el curso de este trabajo, que todos 
los capítulos de las Ordenanzas contienen su corres-
pondiente cláusula penal. En su cumplimiento eran los 
Concejos inflexibles, así como en la imposición de las 
indemnizaciones correspondientes a los daños causados 
por los vecinos o por sus ganados. 
En efecto, cuando existía un daño, «ya sea en el fruto, 
ya en la heredad, y el dueño lo quisiere reclamar abran 
de ocurrir al rexidor y este nombrara dos hombres y 
tercero en discordia para que bajo del fuero de su con-
ciencia y a su leal saber y entender reconozcan el daño 
y aquello que regulen será satisfecho a la parte damnifi-
cada por el dañador ya sea dueño del ganado que lo 
causo o bien por razón de vecera» (1); porque, como 
dijimos en su lugar, el pastor de la vecera era respon-
sable de los daños que sufriesen o que causasen los 
ganados encomendados a su custodia; pues para eso se 
disponía también «que qualquiera res de qualquiera 
especie que sea, siendo goloso o maligno que no quiera 
hacer unión con los demás ganados, acordándolo el 
Conzejo salga de vezera y ande por quenta de su Amo 
en el pasto que se le destinare y si fuere a hacer daño 
pague de Pena una azumbre de vino por cada vez» (2). 
[i] Mena, cap. 30. 
[2] Fasgar, fol. 17. 
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La indemnización de los daños era distinta, según la 
clase de éstos, previa la denuncia del guarda a los due-
ños de las fincas—pues, de lo contrario, él era el único 
responsable,—y de éstos al Regidor: «Y que aliándose 
cotos los dhos montes, y debesas y pazidos los dichos 
cotos y que haya daños en los senvrados y prados por 
su descuydo y negligencia (del guarda) no diere daña-
dores, pague la pena de estos capitulos; Y estimos de-
rechos daños a su propia Costa; y que el mismo dia que 
viere y aliare los ganados en los frutos de vezino o fo-
rastero, y fuesen estimables los daños que Vbiren echo 
los aga saver a los dueños de los tales pastos, para que 
el mismo dia el Regidor a su pedimento nomvre estima-
dores que no sean interesados, que vengan a tasar el 
valor de dichos Daños: Y por su trabaxo se les de me-
dia azumbre de vino, que a de pagar el dañador Luego; 
y si dichos hombres no hallaren daño estimable, Pague 
dho vino el que pidió la tasación por malicioso; y que 
si los dichos daños Vbieren sido de Al nazer que no 
este encañado o granido o yerba creciente se haga la 
tasación o el estimo á dinero; y estando el pan granado, 
y la yerba Y de los dhos an de estar echas las declara-
ciones y dadas las sentencias asta el dia de S. Miguel 
de Septiembre del mismo año, Y el día de S. Martino 
han de estar echas todas las Delixencias; Y pasado dho 
dia y plazo, no se puedan hazer ni pedir dhos estimos y 
pierda el derecho en pena de su descuydo, por que hasí 
ha sido costumvre y Comviene» (1). 
Generalmente, los dueños de las fincas en que habían 
ocurrido los daños no pedían ninguna indemnización; 
conformándose con el castigo pecuniario impuesto por 
la cláusula penal correspondiente de las Ordenanzas. 
Los daños más frecuentes—casi los únicos -eran los 
que causaban los ganados, que estaban sujetos, a una 
[i] Formigones, Cap. «De los Tasadores de los daños en los frutos». 
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penalidad perfectamente delimitada (1), aunque, claro 
está, dejando a salvó el derecho del damnificado para 
exigir la indemnización: «ítem ordenamos que si se aliare 
buyes o vacas en los cotos, Guarizas y Pesquisados y 
los sacare el pastor o el Dueño dándola en Pesquisa 
pague veinte mrs. y sacándolos de panes o prados pa-
gue un real por cada vez y cabeza. ítem que si se aliaren 
o handuvieren maliziosamente, todo Jenero de Ganado 
mayor con el consentimiento del Pastor o Dueño paguen 
dos rs. por vez y cabeza y doble si hubiere Reincidencia 
y los daños que causen en tierras y prados y si el pas-
tor o dueño no quisiera remediarlo paguen cuatro rs. 
pr. cabeza... si se aliaren en el coto de Lugar Potro o 
tenrral, Pollino, Cabritos y corderos Sacándolos el Due-
ño pague cada uno de dicho Jenero por cada bez cuatro 
mrs. y si fuere de diez cabezas arriba todas de un due-
ño paguen m.° rs. cada cabeza y si los dichos Cabritos, 
Corderos, Potros, Jatos y Pollinos, entraren en Panes o 
Prados paguen la pena impuesta y ademas los daños 
que hicieren, y si algún vecino o residente de dicho Lu-
gar llevare a mano alguna caballería, u otra cualesquie-
ra cabeza de Ganado mayor al coto contra la voluntad 
del lugar Pague aunque sea a eredad suia de pena por 
[ i] También lo estaba en los fueros extensos: «Del danno que faz 
el ganado =s Oueyas que entraren en uinas uendimiadas, quienes hy tomar 
prenda un carnero de los mayores que hy andaren, e non respondan por 
el: ese en miesses ayenas entrare, peyche por cabesca senas medias ocha-
uas. E de qual pan fizieren danno de tal den el peycho. Alia de hoc. Bues 
o uacas o cauallos o yeguas o muías, omulos que en senbradas ayenas o en 
lauores ayenos entrare, cada cabesca pechen sennas fanegas; e asno ó asna 
sena medias fanegas. E se entrare en vinnnas o en ortos, peche dos. ss. e. 
IIII. dineros. E de qual semiente fizieren danno, de tal den el asmo. Alia 
de hoc. Porcos que entraren en uinas o en orttos o en lauores hu daño 
tagan, peche cada cabesga VI. d. e ánsares que danno fecieren, cada cabes-
qa peche .III. dineros; e por añade .III. meyayas; e por galina .III. meayas. 
h de todos estos dannos, se de nueche fueren fechos, den dubrado el 
sesmo*. Fuero de Zamora. (Edic. Castro y Onís, pág. 41). «Si ganado en-
trare en huerto et fiziere danno de dia peche el danno. et. I. mr. et por de 
noui el danno duplado. et. ij. maravedís». Fuero de Brihuega. (Edic. Ca-
talina y García, pág. 164). 
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cada vez que lo hiciere cuatro rs. y ademas el Daño y si 
los llevasen de noche a los cotos de dicho Lugar paguen 
ocho rs. por cada vez y cabeza y Daños» (1); dictándose 
también reglas para su prescripción: «Las penas sobre 
infracciones de esta Ordenanza, a saber por daño en los 
montes cotos, veceras no guardadas, quemar chozos de 
pastores, abrir o derrotar la posesión de otro y la de 
omisión de los celadores de campo y monte son de año 
y dia; y de consiguiente en cualesq.3 tiempo castigable: 
las demás han de ser precisamente dentro de la semana 
castigada y los Regidores cobraran las tales penas den-
tro de cada quince dias y no verificándose podran exi-
gir el pago a los morosos» (2). 
Estos castigos se imponían por el Concejo en su re-
unión semanal, a lo que se llamaba sacar pesquisa y 
cortar vara. En efecto, reunida la Asamblea, el guarda 
daba cuenta de las infracciones de que tenía noticia, o 
sea la pesquisa, y el Regidor apuntaba, antiguamente en 
la forma que antes dijimos al tratar de la contabilidad, 
y hoy en un cuaderno, las penas correspondientes, deli-
berándose en el acto sobre cualquiera reclamación: 
«ítem ordenamos que los Regidores saquen pesquisa 
todos los domingos en el pp.° concexo» (3), «y la guarda 
que vaya por Vezera nombrando los Vezinos y decla-
rando las culpas de cada, y el dho Rex/ señalándolos 
en el sitio que se acostumbra... Y que si maliciosamente 
algún dia de domingo los dichos Rexidores no thomaren 
la dha pesquisa, y la guarda no la llegare á dar antes de 
puesto el sol. Pague de pena cada uno por cada vez tres 
Cantaras de vino por el dho Conzejo y vecinos Y que 
en caso necesario Y pidiéndolo la guarda se pueda 
también hazer el Jueves de la semana, para poner algún 
remedio en algunas cosas» (4). 
[i 
[a. 
Salce, cap. 7.0 
Avelgas, cap. 6.°, art. i.° 
Salce, cap. 3.0 
Formigones. Cap. «Del modo y quando sea de dar la pesquisa». 
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Además de esta pesquisa, que se verificaba todos los 
domingos, existían otras en ciertas épocas del año y 
para determinados asuntos: «ítem Ordemamos y man-
damos que por todo el mes de Enero de cada un año se 
saque pesquisa por loe Regidores y Alcalde de este lugar 
y tomen juramento a todas las personas que sean capa-
ces si por el Discurso de todo el año hanterior declaren 
si han visto cortar o sacar madera o leña de Dichos 
montes o Debesas y dichas personas asi hijos de familia 
como ciados de serveio sus padre o amos los compelan 
a decir verdad de lo que se les pregunte y de la calidad 
que es la madera o leña y asi lo cumplirán unos y oíros 
bajo la pena de cuatro rs.» (1). 
Sólo la Asamblea general de vecinos podía imponer 
las penas señaladas en la Ordenanza: «Que no se pue-
dan castigar las penas destos capítulos mas que en la 
ocasión que se causaren Y de una vez y estando el Con-
zejo junto a rrepique de Campana para dho efecto: Y en 
otra manera las paguen dobladas (los Regidores) Pidién-
dolo qualquíera vezino» (2). Impuesta la pena, podía el 
interesado pedir al Concejo rebaja y exención de la 
misma, que la Asamblea podía conceder, excepto si era 
de las aplicadas al Alcalde o a los Regidores: «Otro sí 
ordenaron que qualquíera vezino V otra persona que 
subzediere Yncurrir en las dhas penas destas Ordenan-
zas; los dhos Regidores y homvres por ellos nomvrados 
no les puedan bajar ni alterar en ningún caso Salvo que 
el Culpado pida gracia y merced al dho Concejo confe-
sando la culpa Y en tal caso no se pueda disponer más 
que en la mitad de la pena, que hubiera Yncurrido, Por 
que asi conviene al buen gobierno y Conservazión del 
dho Conzejo, y que el que huviere culpado pida por su 
persona al dho Conzejo la tal Gracia y mrd. Y enotra 
[ i] Salce, cap. 25. 
ven J°r^Íg0 o"/ C a p - t < Q - u e n o s e P u e d a n castigar las penas sino Vna ' " , v e D el Lonz . Junto». 
- S e -
manera no se haga ni pueda hacer: Y salvo que pueda 
pedir el marido por su mujer y el amo por su Criado, y 
el Padre de familia por su hijo estando en su dominio, 
y no otro alguno; y que la dhicha grazia y mrd. no se 
pueda hazer sino es en pu.c0 Concejo y Con el consen-
timiento de todos: y que el regidor que en otra manera 
la hiziere y rrelevare al culpado e defendiere a su favor, 
Pague otra tanta pena, y no valga lo que hiziere, y 
execute el alcalde, pidiéndolo otro qualquiera vezino; y 
que en qualquiera manera que el dho Alcalde o rregido-
res incurrieran en las penas destas hordenanzas y sus 
capítulos Ronpiendo los Cotos, cortando O en otra 
qualquiera manera que sea, Paguen las penas dobladas 
sin grazia ni rremedio de ella ni aunque la pidan» (1). 
Cualquiera vecino podía acusar a otro de alguna fal-
ta, pero estaba obligado a demostrar la veracidad de su 
aserto, pues si alguno «acusare a otro alguna pena en 
que no haya Incurrrido, el acusador pagúela doblada y 
de alli adelante no sea creydo en dar otras penas, y 
aunque en este caso pida grazia y merced no le sea 
hecha» (2). 
Una vez impuesta por el Concejo la pena establecida 
por las Ordenanzas, y denegada la merced se hacía efec-
tiva aquélla con grande brevedad: «Mandamos que los 
alcaldes que fuesen hagan efectivas las penas dentro del 
término de ocho dias so pena de cuatro rs» (3). En ge-
neral, se tomaba una copia de la vara, o del cuaderno 
en que se anotaban estos castigos, encomendando su 
recaudación al velandero de turno: «ítem Ordenamos 
que la persona a quien se nombre pague sin contradí-
ción alguna y haciendo resistencia acompañada de al-
guna acción o Palabra mala sea castigado con la pena 
de tres rs., y si la persona diputada para el recobro de 
[i] Id., cap. «Que no se puedan alterar las penas sin pedir mrd.» 
[2] Id. 
L3] Curueña, cap. 4. 0. 
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dhas penas qualesquiera que fuese se le ultrajase de pa-
labra u obra pague la pena de dos rs» (1); pues en este 
velandero recaudador delegaba el Alcalde parte de su 
autoridad. 
Pero lo más importante de esta parte del Derecho 
consuetudinario leonés era que, cuando el castigado se 
negaba a pagar la multa, los Regidores la hacían efec-
tiva por medio de la prindada, palabra que hoy confun-
den aquellos pueblos con la pesquisa. Esta forma de 
ejecutar las multas o las indemnizaciones de los daños 
era distinta, según se tratase de multas por daños de los 
ganados o por otra infracción de las Ordenanzas o cos-
tumbres del lugar. 
Era y es muy corriente que parte del ganado de una 
vecera se apartase de las demás reses, se atajase, y fue-
ra a pastar en terrenos particulares o en término de 
oíros pueblos. En estos casos, el guarda lo conducía al 
pueblo, encerrándole en el corral que al efecto, y como 
dijimos anteriormente, había de tener el tabernero siem-
pre dispuesto, quedando en prenda hasta que por su 
dueño fuesen satisfechos la pena y, en su caso, los da-
ños: «sí la guarda del lugar trajese algún ganado de fue-
ra del lugar prendado en los panes o en los cotos, la aia 
de entregar y entregue a los rexidores para que ellos la 
entreguen a los sirvientes y los sirvientes pongan cobro 
en el tal ganado y si algún vecino prendare como dicho 
es, esté obligado a cobrar su daño y la pena manifiesta 
en Concexo y que el tal vecino lleve la mitad de la pena 
del ganado que es de fuera del lugar» (2). Si el ganado 
[ i ] Chozas de Abajo, cap. 5. 0. 
(2J San Román de la Vega, cap. 54. También estas disposicijnes tienen 
su precedente en los fueros: «Todo aquel que ganado fallare en mies sin 
pastor, adugalo a corral, et fágalo luego pregonar; et si el señor lo quisie-
re refaga el daño, et haya su ganado. Si pora ventura el pregón dado non 
quisiere el ganado alguno sea encerrado hasta tercer dia. ht pasado el tercer 
día apaciente el ganado de fuera fasta que el señor del ganado venga et 
qaando viniere, peche el daño, et cobre su ganado». Fuero de Cuenca. (Re-
aonet, ob. cit., pág. 361). «Los montaneros y los deheseros, también de 
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era forastero, qualquier vecino podía enviárselo a su 
dueño, quedando él responsable de la multa: «los veci-
nos que fiasen prendas forasteras, tienen obligación de 
pagar al rexidor dentro de quince dias siguientes al 
Conz.° en que se estableciesen dichas penas su Importe, 
y no lo haciendo se les apremie sin el descuento de los 
cuatro reales» (1). 
Todas las demás multas e indemnizaciones se ejecuta-
ban por el Alcalde o los Regidores si los condenados 
no verificaban el pago a su debido tiempo: «y si la parte 
damnificante no satisfaciese siendo vecino o morador 
del pueblo el rexidor sin mas intervención de x.a (2) hará 
el pago no excediendo de quinientos reales por saca y 
venta de prendas... y el Rxr. pr. su trabaxo de hacer el 
pago cobre también del dueño seis rs.» (3); a cuya opera-
ción de sacar prendas que asegurasen la deuda nadie 
podía oponer la menor resistencia: «los dhos alcaldes o 
rrexidores hubieren de sacar prendas a cualquiera del 
Lugar, les den las puertas haviertas, y las casas y apo-
sentos francos o les entreguen las prendas a satisfacion 
de dichos rexidores: Con quienes avn con justa causa 
ninguno sea descompuesto ni mal hablado. So pena que 
el que fuere contra esta Ordenanza asi hombre como 
mujer, hijo o criado Pague de pena una cantara de vino 
para el dho qx.° (4) y Vecinos y se saquen prendas por 
la ujlk también de las aldeas, peyndren por su montago y a aquel que 
fallaren taiando o cortando o faziendo otra cosa qualquier de las sobredi-
chas por que calonna haya de pechar, bestia o ferramjenta o otra cosa 
qualquier que traxiere, salvo que nol dispoien en carne...» Fuero de Soria, 
art. 38. (Edic. Sánchez, pág. 18). «Andador o merino o rechor que fur 
prindar, prinde con dos vecinos del barrio o de la colación hu mora aquel 
que van prindar; e elos uezinos lieuen ela prinda ata que ayan derecho». 
Fuero de Zamora. (Edic. Castro y Onís, tom. I, pág. 37). «Ninguna casa 
de Palenzuela sea objeto de prendada pero préndanle su ganado hasta que 
pague lo que debe». Fuero de Palenzuela. (Edic. Muñoz Romero, pág. 275). 
1] Mena, cap. 5.0. 
2] Justicia. 
3] Mena, cap. 30. 
4] Concejo. 
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todo» (1), con lo que nunca podían burlarse las disposi-
ciones reglamentarías. 
La manera de obtener la prenda, así como su venta, 
se encuentra en los capítulos de las Ordenanzas, espe-
cificado con gran claridad: «ítem que a ningún vez.° de 
arraigo en el Pueblo se le exija prende aliándose y Abo-
nando el Ymporte de la pena en que haia Yncurrido, o se 
le Ymponga: mas sino hiciesse dicho abono, y allanam. to 
el Rexr.o suthen.tecon dos vecinos bayan a su casa y pue-
dan sacarle una prenda muerta sea la que fuere sin Yn-
currir en delito y dha prenda se custodie en poder del De-
positario, que no entregara a q.n se le hubiese sacado Yn-
terin no haga allanamiento de satisfacer su Importe den-
tro de tres semanas, y si dentro de este termino no pa-
gase, con aviso del Rex. r Sea de Cargo del Rex.r volver 
a Sacar la expresada prenda, u otra p. a el primer qx.° 
que se celebre en el que sin mas dilación, solemnidad ni 
requisito se subastara por el rex/ o thent.e devolviendo 
el sobrante al dueño con descuento de cuatro r.s mas p r 
no haver cumplido lo ofrecido» (2). 
En estas disposiciones es donde resalta más clara-
mente la máxima autoridad del Concejo y la enorme 
fuerza coactiva de sus acuerdos. Cuando imponía un 
castigo, él mismo acordaba su pronta exacción, que se 
verificaba de un modo tan rápido como económico, sin 
que se ocasionaran nuevos gastos, ni fueran posibles los 
litigios. 
Hoy, claro está, que ha desaparecido por completo esta 
costumbre, en absoluto incompatible con la legislación 
vigente. No así la anterior, pues en todos los pueblos de 
la montaña se reúne a la salida de misa, los domingos, 
el Concejo para cortar vara, verificando esta operación 
de la misma forma que antiguamente, pero sin que sus 
[i] Formigones. Cap. «Que se den las casas francas para la saca de 
prendas. 
U] Mena, cap. 4.0. 
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acuerdos tengan la validez que entonces, pues los trámi-
tes necesarios para hacer efectiva una multa son largos 
y enojosos. Generalmente, los vecinos no dan lugar a 
procedimiento alguno, pues, aun durante la vigencia de 
la ley de 1877, acataban los acuerdos del Concejo—que 
legalmente carecían de todo valor-y satisfacían volun-
tariamente las multas que les fueran señaladas al cortar 
vara. 
CAPITULO XII 
Otras costumbres contenidas en las Ordenanzas locales.—Riegos.—Fies-
tas.—Arriendos comunales.—Fundación de Capellanías.—Algunas costum-
bres de los mozos: el Alcalde, la entrada de mozo, el "filandero", los "cor-
tejos", las "nateras", el "piso" y la despedida. 
Todavía contienen las Ordenanzas muchas disposi-
ciones curiosas e interesantes, como la referente al tocado 
de las mujeres casadas para diferenciarlas de las solte-
ras: «y que las casadas nuebas dentro de quinze dias 
como se velaren pongan toca. Porque asi es de costum-
bre. So pena de media cantara de vino» (1). Las citadas 
en los capítulos precedentes son las más importantes 
para demostrar la plena capacidad que tienen estas 
aldeas de regirse por si mismas, con un mayor acierto de 
como se rigen los Ayuntamientos actuales; pero, como 
fin de este trabajo hemos de dar otras ligeras noticias 
del Derecho consuetudinario leonés, tales como las refe-
rentes a los riegos, tanto de terrenos públicos como 
privados; a la observancia de las fiestas, a las servi-
dumbres, a los repiques de campana, a los molinos, a 
los arriendos comunales, a las fundaciones de Capella-
nías por el Concejo y a las costumbres de los mozos, 
que también disponían de sus Ordenanzas particulares. 
Las disposiciones reglamentarias respecto a los riegos 
eran distintas para las fincas comunales que para las 
privadas. Respecto a las primeras, se consideraba la 
construcción y refacción de los acueductos como obli-
[i] Formigon-s, cap. «Que i*s casadts Pongin tere»». 
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gatoria, de un modo análogo a la facendera: «ítem Or-
denaron que por el mes de Henero o Febrero de cada 
año los dichos rregidores tengan cuidado de hacer sacar 
las aguas para regar los términos comunes habriendo y 
limpiando las presas y para dicho efecto, baya de cada 
casa una persona que pueda trabajar... so pena que el 
que faltare paque de pena dos azumbres de vino para 
los demás vecinos» (1). 
También en muchos pueblos existía una presa o cauce, 
propiedad del Concejo, destinada tanto al riego de los 
egidos como de fincas particulares, y cuyo uso y apro-
vechamiento estaba reglamentado de una manera espe-
cial: «ordenamos y mandamos que los alcaldes que 
fueran o fuesen en el nominado pueblo, tengan la obli-
gación de llamar a Concejo el primer día de febrero en 
cada un año con el fin de rreformar la presa, y repartir-
la por los valles, si el tiempo lo permitiere para cuyo 
objeto llamaran todos los vecinos viudas o residentes y 
ademas dichos alcaldes llamaran al concejo todos los 
viernes de cuaresma para ir al camino a reformar la 
presa si fuere preciso y el que no compareciese para 
dicho fin pagara la pena de cuatro rs. La mencionada 
presa andará por los cuatro valles repartida según cos-
tumbre hasta el dia de S. Juan y de allí en adelante se 
repartirán las linares en esta forma—los lunes y martes 
para las linares del fueyo=los miércoles y jueves para 
la guerta del mayorazgo=los viernes y sábados los var-
vechos y la rubia y los domingos se destinara para los 
guertos de la verdura. También prevenimos que ningún 
vecino o cualquiera otra persona sea osada de quitar el 
agua a otra estando regando su linar siempre que el 
dueño este sobre ella u otra persona y ningún vecino o 
persona pueda regar dos veces su linar ynterin no la 
[i] Id,, cap. «Sacas de agua para regar los termos». 
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regasen todos y asi succsibamcníe y el que lo hiciere 
pagara la pena de cuatro rs. por cada vez» (1). 
Estas disposiciones se hacían extensivas también a 
los cauces de dominio privado, ocupándose las Orde* 
nanzas tanto de su refacción: «Toda presa en la que se 
rieguen media docena de prados arriva sean propios o 
arrendados deveran los dueños o llevadores rehacerlas 
o limpiarlas antes del primero de nov. de cada un año 
vajo la pena de dos reales y queda a cargo de los dos 
últimos llevadores de cada presa el visitarlas y acusarlas 
dicha pena, no pudiendo ser mujer ni mozo soltero» (2); 
como del uso y aprovechamiento de las aguas: «en cual-
quiera arroio o presas que no hay agua suficiente para 
regar todos los prados de su comprehensión, sea en el 
casco de la villa o cualesq3. otro parage no se permitirá 
regar en otra forma que por turno riguroso arreglán-
dose este con proporción a la pradera y sus circunstan-
cias, por semanas, medias semanas, según la abundan-
cia o escased de agua lo permita arreglándose el turno 
de forma que no se podra regar en las fiestas de precep-
to Jueves y Viernes Santo y tampoco por ningún pretex-
to se podra quitar el agua pasada la hora que se asig-
nara abajo para partir castigándose al que contravenga 
en cualesq3. manera a la observancia de este artículo en 
dos reales por cada vez» (3). 
Como en la montaña de León todos los habitantes 
eran profundamente religiosos, esta costumbre de regar 
los días festivos era general: «Ordenamos y mandamos 
que en vísperas de los dias festivos, en todos los valles 
del pueblo se reparta el agua al ponerse el sol o pasar 
de los riscos mas encombrados que se avisten en cada 
valle y el que no llegare ha dicho hora a la repartición 
pierda el derecho al agua y el que se verificase quitarla 
[i] Curueña, cap. 22. 
[2] ,vAvelgas, cap. 4.0, art. 11. 
UJ^Avelgas, cap. 4.0, art. 13. 
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a otro hasta el lunes por día abil pagara la pena de 
diez rs. pr. cada vez» (1). 
Todos los pueblos honran con gran pompa la fiesta 
del patrono, mandando celebrar en su honor solemnes 
cultos por cuenta del Concejo y engalanando las calles 
y casas en lo posible. Tanto en estos días como en los 
de devoción especial, los vecinos tenían la obligación de 
asistir a los cultos y procesiones, castigándose con 
multas cualquiera falta de asistencia: «ítem ordenamos 
que por quanto nuestros antepasados tomaron devoción 
con algunas fiestas que ai entre año y hicieron boto de 
guardarlas disponemos sse guarden y sse diga la missa 
por el pueblo la cual emos de pagar los vezínos deste 
lugar y pa. que no aia descuido en esto el cura Vicario 
o capellán ssea abissado el dia antes pena de cien mrs. y 
asimismo manden llamar a todos los vecinos para que 
se alien pressentes a la misa y processiones debaxo de 
la pena que en cada una de ellas ssera sseñalada y las 
fiestas que tiene este lugar que guardar por boto sson 
las siguientes Santo Thoribio que es a diez y sseis de 
abril este dia tiene obligación este lugar de ir al omilla-
dero en processíón que esta en termino del lugar de San 
Justo y esto subcediendo en tiempo que sse pueda acer 
y ssi no sse dilatara para otro dia la dicha processíón, 
y los regidores manden cotar y el que no fuere y ssalie-
re con la Cruz y mas las Sinias de la Yglesia Parrochial 
deste lugar pague de pena ocho mrs. y el queno volviere 
acompañándola de halla para acá pague otros ocho 
mrs. y el que faltare todo el día quatro quartos a 
quatro de diciembre tiene este lugar voto de guardar la 
fiesta de Santa Barbara y el que no sse hallare en missa 
y processíón pague de pena diez y sseis mrs. y esto se 
entienda la cabeza maior siendo maíor de catorce 
a ñ o s Y ssi alguno trabajare en estos dias o en otros 
[i] Curueña, cap. 23. 
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que el dicho lugar fuere en processión pague de pena 
ducieníos mrs. la metad para lumbre del Santissimo 
Sacramento y la otra metad para dho coneexo y de esto 
haya pesquisa y juramento» (1). 
En otros pueblos era, además, costumbre «que dho 
alcalde y regidores estén obligados a asistir con la in-
signia o vara de justicia el primer dia de cada un ano a 
misa encaminándose primero a casa del señor cura a 
quien acompañaran a la Ig.a y volverán después de con-
cluida la función hasta desarle en su casa como es cos-
tumbre» (2), la cual todavía se conserva en muchos si-
tios, aunque claro está que no llevan la vara de la justi-
cia, de que carecen. 
No es este sólo el único dato demostrativo de la reli-
giosidad de los antiguos Concejos. Algunos de ellos lle-
garon a fundar Capellanías, al objeto de aumentar el 
culto en la parroquia, poniéndose, al efecto de consti-
tuir la dotación, de acuerdo con algunos de los vecinos 
más acomodados, reservando el patronato activo al que 
contribuía con mayor cantidad de bienes, y el pasivo 
para los descendientes de los vecinos del pueblo que 
fuesen habitantes del mismo y reuniesen determinadas 
condiciones, expresadas con toda claridad en las cláu-
sulas de la fundación: «En el Lugar de Lago del Conz.0 
de Babia de suso a diez dias del mes de Agosto del año 
de mili y seiszieníos y setenta y quatro años ante mi es-
cribano y testigos parecieron presentes Juan de la Cues-
ta, rexidor de dho Lugar, Diego de Cuenllas... todos 
vez.ÜS y moradores deldho Lugar Estando juntos en su 
Conzejo Comolo tiene de Costumbre de se Ayuntar a 
tratar y conferir las Cosas Vtiles y probechosas al bien 
común de dho Lugar y dijeron que por cuanto todo hom-
bre es obligado a servir a su Dios... fundan Constituyen 
[i] San Román de la Vaga, caps, 11 y 12. 
L2J Chozas de Abajo, caps, n y 12. " 
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de presente Vna Capellanía y patronato de legos En la 
hermita del Glorioso Santo Antonio sita en dicho Lugar 
para que en el altar mayor de ella se digan perpetua-
mente y para siempre xamas unamisa del Sábado cada 
semana... y para la congrua de dha Cpp.a y sus tentó del 
Capellán de ella desde aora para siempre xamas Renun-
cian y traspasan los vienes siguientes:... Y hade ser pa-
trono Dello solo E insolidun Diego de Cuenllas otor-
gante que azeto esta escriptura y después de sus días el 
suzesor en su casa y mayorazgo al qual desde luego 
agragan y zeden Eincorporan este dicho patronazgo al 
qual a de nombrar y elexir y presentar Capellán todas 
las Veces que Vacare este en todo tiempo y mes del año 
a los hijos de Vezino del dho Lugar... que sean clérigos 
por lo menor de primera tonsura abiles y de buenas 
costumbres...» Y, tratando de evitar que la autoridad 
eclesiástica quisiese inmiscuirse en el patronato de la 
Capellanía, dispusieron en la fundación: «...y si acaso 
Su Santidad o su perlado eclesiástico se entrometiere 
(que no se espera) apresentar dicha Capillanía sin espe-
rar la presentación del dicho patrono y antes que por el 
transcurso del quadrimestre se le debuebe el derecho por 
el mismo Casso desazen ladicha Capillanía desde aora 
para entonces Y quieren se conviertan los frutos de ella 
y rentas enalimentar Estudiantes pobres del Lugar na-
turales de el que fueren nombrados por el Patrono...» (1). 
Las campanas no enan generalmente propiedad de la 
parroquia, sino del pueblo, y desempeñaban un papel de 
suma importancia en la vida comunal, ya que por me-
dio de toques especiales se avisaba a los vecinos para 
reunirse en Concejo, para ir a las facenderas, para en-
viar el ganado a los pastos acotados, con el objeto de 
que todos los vecinos los disfrutasen por igual: «Orde-
namos que cuando sse rrompieren los cotos tres dias a 
[i] Escritura de fundación de la Capellanía de San Antonio de Padua, 
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rreo estén obligados todos los vecinos a esperar sse ha-
ga sseña con la campana para meter el ganado en los 
dichos cotos sso pena de cuatro maravedis por cada ca-
beza que fues^ e antes» (1); así como en otras diversas 
ocasiones: «Ordenamos que de Santa Cruz de maio a 
Santa Cruz de sseptiembre sse tañan las campanas a la 
alborada y desde este dia ande por velia (2) y el que no 
tocare a la alborada pague quatro cuartos y ssi tronare 
acuda a tañer dentro de media hora y esto lo cumpla 
sso pena de dos reales» (3); «luego que fallezca alguno 
no se levanten las campanas para que todos tengan no-
ticia de haber fallecido algún habitante» (4); «pero fuera 
del tiempo requerido en estas ordenanzas ninguna per-
ssona taña las campanas ssino que ssea a concejo o aia 
apellido sso pena de un real y que sse haga pesquissa 
y esta pena ssea la mitad para la lumbre del Smo. Sa-
cramento» (5). 
En algunos pueblos existían gran número de fincas, 
cuyos dueños no las cultivaban. En estos casos era muy 
corriente que las arrendase el Concejo, distribuyéndolas 
después entre los vecinos y encargándose él mismo de 
cobrar el precio del arrendamiento y enviárselo al arren-
dador, verificando la recaudación en la misma forma 
que los otros repartos concejiles: «En la casa principal 
de Campo, Concejo de Castropol a treinta dias del mes 
de abril del año mil setecientos nobenta y nueve ante mi 
escrivano y testigos Don Diego Antonio Barcelar Teixei-
ro y Ulloa apoderado general del conde de San Román... 
digo: que siendo concerniente a su administración los que 
se hayan sitos en la jurisdición de San Lorenzo de Omañon 
en el reyno de León los arrendaba y daban arrendamien-
to por espacio de cinco años... al concejo y vecinos del 
San Román de la Vega, cap. 34. 
Vecera, turno. 
San Román de la Vega, cap. 83. 
Chozas de Abajo, cap. 21. 
San P.omán de la Vega, cap. 85. 
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lugar de Omañon... por razón de lo cual an de dar al 
expresado señor conde... por cada día de san Martin 
once de Noviembre ocho cargas, tres anegas y dos Cele-
mines, y medio de centeno fresco y seco de dar y tomar: 
una arroba de Lino espadado, y seco de toda buena 
suerte, y calidad en cada uno de etos cinco años puesto 
uno, y otro juntamente con los cuatro ducados de 
Yantar» (1). 
También son curiosas en extremo las costumbres de 
los mozos. Antiguamente constaban recopiladas en 
Ordenanzas especiales, cuyos capítulos tenían, si no de 
derecho, sí de hecho, tanta fuerza como las del Concejo, 
y se cumplían con toda exactitud. Todavía hoy se con-
servan en muchos pueblos las mismas costumbres en 
toda su integridad, si bien ya en ninguno, que tengamos 
noticia, existe en vigor ninguna clase de Ordenanza. 
Estas Ordenanzas se redactaban en un libro especial, 
que obraba en poder del Alcalde de mozos, y se refor-
maban cuando la mayoría lo conceptuaba necesario (2), 
y para que ningún mozo pudiera excusarse de cumplir 
sus clausulas, se firmaban por todos ellos, y, aparte de 
la coacción material que tan aficionados son a imponer, 
todo aquel que las infringiera debía pagar la multa que 
en cada una se especificaba, y si se negara a ello: «por 
la primera vez pagará dos cuartillos de bino y en caso 
de alguna resistencia se procederá y se le cojera una 
prenda que en juicio prudente equivalga o cubra la can-
tidad que adeuda y si no concede a ello o se opone 
resueltam.te, entonces se le borrará del libro como miem-
bro muerto que habiendo renunciado a todo lo que se 
manda, ordena y previene por unánime y conforme vo-
luntad de toda la reunión, esta o el Superior que la re-
presenta debe inmediatam.te espulsarsele y separarle de 
TiJ Documento existente en el arca de!pueblo de Omañon. 
L2J «•••Iniciadas en el año 1830, reformadas en el año 1851... este libro 
comprado por los mozos de Rioseco de Tapia que costó cinco r.» v.=» 
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la comunidad por haber perdido todos los derechos, 
fueros, preeminencias y utilidades que todo otro mozo 
que cumpla con todo lo que se ordena y previene puede 
y tiene derecho a recibir y aceptar. Pues todo lo que res-
ta a deber el que tan mal se produzca y conduzca una 
vez desechado y despedido del gremio de todos los 
demás en caso de renunciar a todos los demás artículos 
y disposiciones, lo pagará la comunidad con los fondos 
que tiene por acuerdo y convenio de todos los mozos» (1). 
A l igual que para ser considerado como vecino se 
necesitaba reunir ciertos requisitos, también son necesa-
rios algunos para entrar de mozo. Reunidos todos los 
antiguos, bajo la presidencia de su Alcalde, acuerdan 
admitir en la comunidad a varios rapaces, todos de diez 
y ocho años próximamente, a sus rondas y festejos, 
previo el pago de cierta cantidad proporcionada a la 
posición económica de la familia del aspirante — lo más 
general un cuartillo de aguardiente—, y hacerles la 
advertencia de que desde aquel momento tienen obliga-
ción de guardar el más riguroso secreto sobre lo que 
suceda entre la juventud masculina. Una vez pagada la 
cantidad que se les ordena, y hecha la promesa, los 
rapaces pasan a ser mozos y quedan autorizados para 
asistir a los filanderos y a los bailes, .cortejar las 
mozas, sacar las nateras y cobrar el piso: cosas que, 
de rapaces, no se les permitía en modo alguno. 
Para Alcalde se designaba uno de los mozos de más 
edad, entre los que todavía asistieran a los bailes, verifi-
cando esta designación por medio de votación que había 
de permanecer secreta entre los mozos: «Todo Mozo que 
rompiere o descubriese el secreto del nombramiento que 
en cada año se verifica, esto es publicando fuera de la 
mocedad los que han sido nombrados pagará de pena 
una azumbre de bino de Toro» (2). 
[i] Ordenanzas de los mozos de Rioseco de Tapia, art. u . 
lAl Id., art. 12. r 
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El Alcalde es el jefe de los mozos, y todos tienen obli-
gación de obedecerle: «Los mozos que estando juntos 
en reunión mandase a cualquiera de ellos alguna cosa 
el superior y se resistiese sin causa lesitirna y grave 
pagará un cuartillo de bino» (1); y sus principales obli-
gaciones consisten en imponer las multas prescritas por 
las Ordenanzas o, en su defecto, por la costumbre, 
y guardar el dinero de la mocedad y la llave de la casa 
del baile, en los pueblos en que ésta existe. 
Cuando es necesario tomar algún acuerdo, el Alcalde 
reúne a los mozos, bien personalmente o bien tocando 
la campana de los mozos, que se conserva en algunos 
pueblos, utilizando para ello un toque especial, y debien-
do observar en estas reuniones todos los mozos el mayor 
orden y compostura: «Estando todos los mozos juntos, 
aquel mozo que no se halle como es debido, pagará dos 
cuartillos de bino» (2). 
Como estos pueblos de montaña son tan pequeños, 
los mozos van con mucha frecuencia de unos a otros en 
busca de baile, que siempre les preparan las mozas, 
debiendo reunirse todos al terminar la fiesta, en evita-
ción de posibles disputas y, en caso necesario, para 
defenderse mutuamente: «El que yendo a un pueblo 
forastero en unión con los demás al tiempo de marchar 
para casa no acuda con todos los de la reunión pagará 
un cuartillo de aguardiente» (3); y, con el mismo objeto, 
los del pueblo que están de ronda, tampoco pueden 
ausentarse sin el oportuno permiso: «El mozo que yendo 
de ronda se quede sin permiso del Superior mas cercano 
pagará tres cuartillos de bino» (4). 
Durante el invierno, mozos y mozas se reúnen por las 
noches en casa de alguna de estas últimas, cuya reunión 
Ibid, art. 7.* 
Ibid, art. 5.° 
Ibid, art. 4.0 
Idid, art. 6.° 
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se denomina filandero, al que asisten con frecuencia los 
mozos de los pueblos inmediatos, y que suele terminar, 
sábados y domingos, con baile. Todos los filanderos se 
disuelven en Carnaval, en Antruejo, y el último día 
tienen una cena, en la que guisan y proporcionan las 
mozas los comestibles, por escote, y los mozos el vino, 
de la misma manera. Desde este momento se considera 
terminado el invierno, y ya no existen más reuniones 
nocturnas, excepto los bailes, hasta el otoño próximo. 
Poco hemos de decir de los noviazgos, corte/os, mate-
ria por demás conocida. Sólo hemos de mencionar una 
variedad de esta materia, especial del país. Mozas y 
mozos pueden tener varios novios, cortejar indistinta-
mente en los bailes y romerías con unos o con otros, o 
sea con el primero que les pidiera compromiso, sin que 
esté mal visto, ni sea ocasión de disgustos generalmente, 
con tal que los novios o novias de uno mismo habiten 
en diferentes pueblos. Puede ocurrir que en alguna oca-
sión se reúnan en un baile dos cortejos de la misma 
moza, uno residente en el pueblo y otro forastero. En 
este caso, es el último el preferido, siempre que avise al 
primero de su intención. 
Tanto mozos como mozas son extremadamente obse-
quiosos con los forasteros, en cuyo honor organizan 
bailes aquéllas y convidan éstos, cuando vienen a los fi-
landeros, sin que ninguno de los del pueblo que esté 
presente pueda excusarse: «Todo mozo que se halle en 
el filandero y vengan los mozos forasteros y se ausente 
sin permiso al tiempo de corresponder con los mozos 
forasteros, pagará la mitad del escote y tres cuartillos 
de bino» (1). Además, los mozos forasteros están autori-
zados para cortejar a cualquiera moza, aunque tenga 
novio, con sólo avisar a éste; y, sí es moza, los mozos 
consideran como una obligación cortejarla aquella 
noche. 
[il Ibid, ut. 3.0 
- 2 8 8 -
Como aquellos pueblos son eminentemente ganade-
ros, existe con gran abundancia la leche y la manteca. 
Durante el verano, para que no se estropee aquélla, la 
colocan en unas ollas, nateras, a la ventana o en cual-
quiera otro paraje fresco. Los mozos, casi todas las no-
ches, se apoderan de alguna, sin que sean bastante a 
evitarlo las mayores precauciones. Precisamente cuan-
do saben que se guardan con más cuidado es cuando 
emplean todo su ingenio hasta que logran sustraerlas, 
pues ello se considera como cuestión de honor. Pero 
siempre tienen gran cuidado en no romper las ollas, 
que, ya vacías, colocan cerca de la fuente para que su 
dueña las recoja, y nunca se ha dado el caso de que, aun 
violentando puertas para entrar en una despensa, se 
hayan apoderado más que de nateras y quesos, única 
sustración permitida. Si alguien se apropiara de alguna 
otra cosa, los mozos serían los primeros en castigarle, 
lo mismo que a aquél que se apoderase de la natera 
durante el día. 
Todos los mozos vigilan cuidadosamente a las mozas 
cuando éstas tienen un cortejo forastero, y al averiguar 
la existencia de alguno deben comunicarlo a los demás: 
«Cualquiera mozo que sepa que anda algún mozo foras-
tero pretendiendo en el pueblo y no diese aviso luego al 
punto, pagará tres cuartillos de bino» (1). Mientras el 
noviazgo es de mero pasatiempo, nada dicen; pero cuan-
do se formaliza, el novio ha de pagarles el piso, canti-
dad que ellos mismos fijan, teniendo en cuenta la posi-
ción económica de la familia de la novia y la resisten-
cia del novio a pagarlo. Si éste se niega en absoluto, 
además de exponerse a recibir una buena paliza, verá 
amenizada su boda con una cencerrada formidable. 
Cuando el que se casa reside en el pueblo, ha de pagar 
la despedida, un convite a su voluntad, pero sin que 
pueda exígírsele nada por la fuerza. 
[i] Ibid, art. 10. 
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El día de la boda, las mozas engalanan las calles con 
sus pañuelos, que colocan los mozos, prendidos de unas 
cuerdas, de uno al otro lado de la calle, banderas, por 
donde ha de pasar el cortejo nupcial, y dos mozas acom-
pañan a los novios desde la, iglesia a su casa, cantán-
doles coplas alusivas al matrimonio y a los padrinos, 
acompañando el cántico con los panderos (1) o pandere-
tas, según la región, y a las que padrino y madrina han 
de regalar alguna cantidad, que aquéllas entregan al 
Alcalde de mozos para que la ingrese en el fondo co-
mún. Luego, por la noche, en casa de la novia, que es 
donde se celebran las nupcias, invitan a todos los mozos 
a una merienda. 
Tienen los mozos gran cuidado en averiguar cuándo 
ha sido concertada una boda, y la víspera de correrse 
los proclamos echan el rastro — porción de paja exten-. 
dida por el suelo—desde la casa de la novia y del novio 
hasta la iglesia. Si los novios cometieron alguna falta o 
existen sospechas de que la cometieran, echan dos ras-
tros, uno de paja sucia para el culpable y otro de paja 
limpia para el que creen inocente. 
En muchos pueblos, la víspera del día de Reyes, las 
mozas engalanan un sillón con sus pañuelos y mantele-
tas, y los mozos, con ramos de acebo, un carro. Al día si-
guiente, al salir de misa, conducen los mozos en el 
sillón al Párroco, hasta su casa, y éste, a su llegada, debe 
convidarlos y entregarles cierta cantidad en metálico. 
También a la salida de misas on conducidos en el carro, 
hasta sus casas, el Regidor y los vecinos más acomoda-
dos, los que entregan las correspondientes propinas. 
Todas estas cantidades quedan en poder del Alcalde 
de mozos, el cual las emplea, si es necesario, en refac-
cionar la casa del baile, único gasto común de la moce-
dad. El sobrante, previo un acuerdo general, se invierte 
[ij Pandereta cuadrada y sin sonaja. 
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en convites, béboras, que sirven de disculpa para una 
noche de alegre baile. 
Existen otras muchas costumbres comunales, y algu-
nas verdaderamente interesantes para el estudio de mu-
chos puntos de Derecho civil, que significan, como las 
citadas en el curso de <¿stz trabajo, verdaderas supervi-
vencias jurídicas. Pero, con las anteriormente citadas, 
creemos demostrada plenamente la absoluta capacidad 
que tienen los pueblos agregados a un término muni-
cipal — hoy Entidades locales menores — para regirse 
por sí mismos, y la inutilidad de los Ayuntamientos en 
la montaña leonesa, donde no son más que unos orga-
nismos de verdadero lujo, pero innecesarios, y sólo 
beneficiosos, generalmente, a la capitalidad del término 
municipal. 
F I N 
A P É N D I C E 
LOS PUEBLOS AGREGADOS A UN TERMINO MUNICIPAL 
EN EL DECRETO-LEY DE 8 DE MARZO DE 1924. 

CAPÍTULO I 
I. El golpe de Estado de 13 de septiembre de 1923. — El R. D. de 30 de 
octubre.—Los Delegados gubernativos. 
II. El Decreto-Ley de 8 de marzo de 1924.—Su espíritu. — Agrupaciones 
forzosas de Municipios.—El régimen de Carta.—El Concejo abierto.— Ina» 
mobllidad de los cargos concejiles.—El referendum.—Régimen de tutela.— 
Recursos contra los acuerdos municipales. 
I 
Como consecuencia del golpe de Estado que originó 
el manifiesto lanzado al país en 13 de septiembre de 
1923, por el entonces Capitán general de Cataluña, don 
Miguel Primo de Rivera, el Rey, por Decreto del 15 del 
mismo mes (1), encargó al Marqués de Estella la forma-
ción del Gobierno que había de sustituir al liberal, pre-
sidido por el Sr. García Prieto, que entonces era expul-
sado del Poder, Gobierno que, aunque el Decreto no lo 
dijera, había de ser exclusivamente militar. 
En efecto;.por R. D. del mismo mes (2), no creyéndose 
los militares, autores del golpe de Estado, «capacitados 
para el desempeño concreto de las carteras ministeria-
les», y siendo su «propósito constituir un breve parénte-
sis en la marcha constitucional de España» y el «de res-
tablecer el imperio de la Constitución» (3), se creó un 
Directorio militar, compuesto por el Sr. Primo de Rive-
W 
Ibid. 
W) Preámbulo de! Retí Dcxrete 
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ra, como Presidente con poderes «para la firma de los 
Decretos que convengan a la salud pública, los que ten-
drán fuerza de ley, ínterin en su día no sean modifica-
dos por leyes aprobadas por las Cortes del Reino» (1); 
y, como Vocales, un General de brigada o asimilado por 
cada una de las regiones de la Península y un Contral-
mirante de la Armada» (2); suprimiéndose, por la misma 
disposición legal, los cargos de Ministros y Subsecreta-
rios, excepto, respecto a estos últimos, los de Guerra y 
Marina; disolviéndose el Congreso y la parte electiva 
del Senado (3); suspendiendo indefinidamente las garan-
tías constitucionales, confirmándose el estado de guerra 
declarado por los Capitanes generales y ordenando el 
cese de los Gobarnadores civiles, que fueron sustituidos 
por los respectivos Gobernadores militares, o, en su de-
fecto, por el Jefe militar más caracterizado con residen-
cia en la capital de la provincia (4). 
Desde el primer momento "de su actuación como Jefe 
del Gobierno, hizo públicos sus deseos el Presidente del 
Directorio militar de sanear la Administración pública, 
concediendo grandes facilidades, según sus manifesta-
ciones oficiosas, para denunciar cualquiera hecho delic-
tivo, aunque fuera por medio del anónimo. Amparándo-
se en estas manifestaciones, se produjo tan gran canti-
dad de denuncias, que hubo de rectificarse este criterio 
tan amplio por otro más restringido, requiriéndose ofi-
cialmente que todas las denuncias fueran firmadas, 
recordándose por los Capitanes generales, en sus ban-
dos, la responsabilidad que implica el delito de denun-
cia falsa e imponiéndose además fuertes multas a los 
denunciantes temerarios. 
[i] Art. i.°deid. 
ti] Art. 2.° 
u] Circ. de 15 de septiembre de 1923 (Gac. del 16). 
[4] R. D". de 15 ds setiembre 4» 1925. (Gac. ¿& 17). 
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Fruto de este deseo de purificar la administración mu-
nicipal fué el Decreto de 30 del mismo mes y año (1), por 
el que se destituyeron todos los Ayuntamientos de Espa-
ña, sustituyendo los Concejales de elección popular por 
los Vocales asociados del mismo Ayuntamiento, intervi-
niendo en el acto de la sustitución la autoridad militar 
y nombrándose Alcalde, por votación secreta, de entre 
los mismos Vocales que ostentaran título profesional, 
ejercieran industria técnica o privilegiada, y, en su de-
fecto, los mayores contribuyentes (2), «legal sustitu-
ción hasta que imperen nuevas leyes » (3), con el 
objeto «de ver sustituidos en las Corporaciones munici-
pales a los hombres, a la vez, semilla y fruto de la polí-
tica partidista y caciquil que con poca eficacia y escrú-
pulo venían entorpeciendo la vida administrativa de los 
pueblos» (4). 
En efecto; el día 1.° de octubre, fecha de la publica-
ción del Decreto, fueron sustituidos los Concejales de 
elección popular por los Vocales asociados, pero, si bien 
es cierto que aquellos en la mayor parte de los distritos 
rurales eran fruto de las banderías políticas y, en gene-
ral, estaban al servicio de mezquinos intereses — como 
hemos hecho notar en el curso de esta obra—, tenían 
sobre éstos la ventaja inmensa de haber sido designa-
dos por el pueblo, aunque, en muchos casos, las eleccio-
nes hubieran sido una ficción. En cambio, los Vocales 
asociados en muy pocos Municipios rurales habían 
sido sorteados conforme ordenaba la ley, sino que eran 
nombrados directamente entre los vecinos más propicios 
a obedecer las órdenes de aquel que ya disponía del 
Ayuntamiento, o de entre los afiliados al bando político 
predominante, por todo lo cual, la sustitución no podía 
Íi] Gac. de i.° de octubre. 
2J A«. i.° 
j ] Euwáuéa éx. metí—? del D«#r««. 
UJ Ibid, 
tener efecto práctico alguno, como efectivamente su-
cedió. 
Al objeto de vigilar la administración municipal y de 
exigir responsabilidades por los anteriores desaciertos, 
se crearon, en Decreto de 20 de octubre de 1923, los 
Delegados gubernativos, nombrándose para estos car-
gos un Jefe o Capitán del Ejército por cada partido judi-
cial (1), con el principal objeto de «intervenir sin presión 
ni merma de sus prestigios ni facultades el funciona-
miento de las Corporaciones municipales» (2) y facul-
tándoles tan ampliamente, que esta intervención queda-
ba a su arbitrio (3); atendiendo los Delegados, preferen-
temente, a que los Ayuntamientos cumplieran las leyes 
y disposiciones todas que les afectan; vigilando su 
actuación en los asuntos de su exclusiva competencia y 
muy especialmente en lo determinado por los arís.72 y 73 
de la ley Municipal; suspendiendo en los casos previstos 
por los 169 y 170 de la misma, si el Alcalde no lo hubie-
ra hecho, los acuerdos de la Corporación municipal, e 
imponiendo la higiene y salubridad en los términos mu-
nicipales, con arreglo a prescripciones concretas; po-
niendo especial cuidado en que los presupuestos muni-
cipales se confeccionen, discutan y aprueben en los pla-
zos que la ley Municipal establece y cuidando que se 
consignen los gastos obligatorios antes y con absoluta 
preferencia a los voluntarios, examinando en todo mo-
mento la contabilidad del Municipio, para exigir el cum-
plimiento de los preceptos en vigor sobre la Ordenación 
de Pagos; velando por que se rindan las cuentas muni-
cipales sin excusa alguna, dentro de los plazos estable-
cidos, y por que se publiquen los estados trimestrales de 
recaudación e inversión de fondos, pudiendo presidir las 
sesiones de los Ayuntamientos en que se trate de repar-
Arts. 66 y 68. 
Art. i.° y R. O. C. de 6, 10 y 20 de diciembre de 1923. 
Art. j . ° 
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timientos generales, amonestar a los Alcaldes y aun 
imponer las correcciones determinadas por los artícu-
los 183 y 184 de la ley Municipal, en casos muy justifi-
cados, dando siempre cuenta al Gobernador civil, para 
su ulterior resolución (1). 
Estos Delegados—sobre cuyas atribuciones y actua-
ción se dictaron numerosas disposiciones que no creemos 
necesario citar, por ser ajenas a nuestro objeto—, ade-
más del sueldo, devengaban cien pesetas mensuales a 
prorratear entre todos los pueblos del distrito, en con-
cepto de gastos de material, personal de oficinas y fran-
queo, aparte de gozar de franquicia postal, y el pueblo 
cabeza de partido había de proporcionarles casa en 
buenas condiciones de habitabilidad y, amueblados de-
corosamente, su despacho y un antedespacho, ambas 
habitaciones con luz, calefacción y teléfono en los pue-
blos en que exista, debiendo de proporcionarle también 
los Ayuntamientos, de entre el personal de sus oficinas, 
los escribientes y demás auxiliares que le fueren nece-
sarios (2). 
El nombramiento de los Delegados significó una tran-
sitoria, pero constante y estrecha vigilancia e interven-
ción en las facultades propias de las Corporaciones 
locales por parte del Poder central, en la que el país 
cifró grandes esperanzas. Hemos de abstenernos en 
absoluto de opinar sobre su actuación porque lo recien-
te de la misma y las circunstancias extraordinarias por 
que el país atraviesa impiden actualmente emitir un jui-
cio histórico en las debidas condiciones de imparciali-
dad y veracidad. 
Pronto se convenció el Directorio militar de que el 
R. D. de 1.° de octubre de 1923 no había tenido efectos 
prácticos estimables en los distritos rurales, y en los pri-
[i] Ibid. 
03 R. O. de 9 de diciembre de ¡923, reglas ?,*, 4.", 5.*, 6.* y 7.* 
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meros días de enero de 1924 circuló órdenes secretas 
a los Delegados gubernativos para que destituyesen los 
Ayuntamientos constituidos por los Vocales asociados, 
salvo las excepciones que encontrasen muy justificadas, 
nombrando en su lugar a las personas que creyesen más 
capacitadas para el desempeño de estos cargos, prefi-
riendo siempre a las que poseyesen una carrera o fueran 
mayores contribuyentes: órdenes que se cumplieron con 
extremada rapidez, quedando, por tanto, desde entonces 
constituidas las Corporaciones municipales con miem-
bros nombrados directamente por el Poder ejecutivo. 
II 
Dentro de esc sistema transitorio de la gobernación 
del Estado, fué publicado el Decreto-Ley de 8 de marzo 
de 1924 (1), sobre régimen y administración local. No 
hemos de ocuparnos aquí de los problemas y dudas a 
que da lugar su vigencia dentro del orden jurídico, en 
relación con las leyes fundamentales del Estado, ni rela-
cionar los artículos 18 de la Constitución de la Monar-
quía española con el 5 del Código civil, ni por ello 
hemos tampoco de ocuparnos aquí de sí la Ley Munici-
pal de 2 de octubre de 1877 está derogada de Derecho, 
puesto que hoy (2) es evidente que lo está de hecho; 
así que tan sólo hemos de anotar ligerísimamente las 
disposiciones que contiene el Estatuto municipal en lo 
referente a los pueblos agregados a un término munici-
pal, denominados actualmente Entidades locales meno-
res, previas unas ligeras notas sobre las más impor-
tantes modificaciones introducidas en nuestra Régimen 
local. 
El expresado Decreto-Ley de 8 de marzo de 1924, so-
bre administración y organización municipal, consta de 
dos libros (3), dividido el primero en seis títulos (4), y en 
[i] R. O. de io de diciembre de 1923. 
[2] 1.° de agosto de 1924. 
Cs] Ij Organización y Administración de las Entidades municipales; 
II, De la Hacienda municipal. 
[i] I, Entidades municipales; II, Términos municipales; III, De la po-
blación y de su empadronamiento; IV, Organización municipal; V, De la 
Adrninktración municipal, VI, Régimen jurídico de hs Entidad» muni-
«upaiee. 
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sicte el segundo (1), y ambos en varios capítulos, com-
poniendo un total de quinientos ochenta y cinco artículos, 
algunos de gran extensión y prolijidad, más una dispo-
sición final y veintiocho disposiciones transitorias. Sig-
nifica evidentemente un paso gigante hacia el mejo-
ramiento de nuestra legislación municipal, si bien toda-
vía no constituye la norma definitiva, sobre todo en lo 
que respecta a los pueblos agregados, de los que se 
ocupa con un descuido lamentable—todavía menos dis-
culpable en sus Reglamentos—, aunque justo es recono-
cer que ha mejorado mucho su situación jurídica, com-
parada con la que tenían en la ley de 2 de octubre 
de 1877 y sus numerosas disposiciones complementarias 
y aclaratorias. 
Los buenos deseos que animaron a sus redactores 
quedan palpablemente demostrados con la lectura de su 
preámbulo, en el que se manifiesta con toda claridad, 
reconociendo las necesidades del país, que es necesario 
«oxigenar la vida municipal dando a las Corporaciones 
locales aquella dignidad, aquellos medios y aquel alto 
rango que les había arrebatado una concepción centra-
lista que imponía, bajo la etiqueta falaz de providente 
tutela, una tiranía feroz y agiotista», afirmando concre-
tamente, de acuerdo con la doctrina tan reiteradamente 
sustentada en el curso de esta obra, que «el Municipio, 
en efecto, no es hijo de el legislador: es un hecho social 
de convivencia, anterior al Estado y anterior también, y 
además superior, a la ley. Esta ha de limitarse, por tanto, 
a reconocerlo y ampararlo en función adjetiva». 
Fruto de tan buena doctrina es su definición de Muni-
cipio. Ya no es, como anteriormente, la asociación legal 
t1-' TT'T ? f Í S P r e s u P u e s tos municipales; II, De los ingresos munici-
pales; III, Del Patrimonio municipal; IV, De las exacciones municipales; 
V, Del crédito municipal; VI, De la recaudación, distribución, defrauda-
ción y prescripción de los ingresos municipales; VII, De la contabilidad y 
cueatis municipales. 
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de todas las personas que residen en un término muni-
cipal, sino la «asociación natural, reconocida por la ley, 
de personas y bienes, determinada por necesarias rela-
ciones de vecindad, dentro del término a que alcanza la 
jurísdición de un Ayuntamiento» (1), desapareciendo 
con ello el mayor defecto que contenía la absurda defi-
nición de la ley anterior, que subordinaba el efecto ac-
cidental a la causa (2). 
A pesar de ello, como los Municipios muy pequeños no 
tienen medios para cumplir con todos sus fines, se dispo-
ne acertadamente que para los servicios que no sean de 
la exclusiva competencia municipal, y en los que las 
autoridades locales actúen por delegación del Gobierno 
o de la administración del Estado, los Municipios limí-
trofes que cuenten con menos de dos mil habitantes, po-
drán ser agregados según las conveniencias administra-
tivas o gubernativas, recayendo la delegación del Poder 
central, para todo el territorio de los Municipios agru-
pados, en la Alcaldía del que tenga el censo más popu-
loso, conservando los Alcaldes respectivos sus faculta-
des privativas en materia de competencia municipal y 
las delegadas que no se hayan transferido a la agrupa-
ción (3). Esta será obligatoria al solo efecto de que ten-
gan un solo Secretario cuando en alguna de las Corpo-
raciones agrupadas importe el haber legal de aquél más 
del veinte por ciento del presupuesto anual de gastos (4) 
y para establecer y sostener los servicios municipales 
médico-farmacéuticos y Profesora en partos, para la 
asistencia de familias pobres, cuando no cuenten por sí 
solas con recursos suficientes a cubrir estas atencio-
nes, salvo el caso de que se haya constituido Mancomu-
nidad municipal (5); estableciéndose con estas disposi-
Art. i.° 
Vid. üt supra, págs. 17 y 18. 
Art. 12. 
Art. 226. 
[5j Art. 14 del Reglamento de 2 de julio del 1924. (Gac. del j). 
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ciones una distinción, tan plausible como importante, 
entre lo que son funciones propias de los Municipios y 
las que competen al Poder ejecutivo (1), pues, respecto a 
estas últimas, no sólo cabe la agrupación forzosa, sino 
que debía ser mucho mayor que la establecida por el 
Decreto, ya que de este modo, al necesitarse menor nú-
mero de funcionarios, resultaría la administración mu-
nicipal mucho más económica, reportándose las consi-
guientes ventajas a los vecinos. 
' La descentralización absoluta, compatible con la uni-
dad del Estado, es la norma principal del Decreto-Ley, 
hasta el punto de otorgar a cada Municipio el derecho 
de dictarse su propia norma de funcionamiento, fijando 
por sí mismo las bases fundamentales de su nueva cons-
titución, que no podrán alterar lo dispuesto en la ley 
respecto a la forma de designar los Concejales, atribu-
ciones de la competencia propia de los Ayuntamientos, 
funciones delegadas del Poder central,y relaciones tribu-
tarias con las demás circunscripciones territoriales y con 
el Estado, ni tampoco podrán producir con dichas bases 
merma en la solvencia del Municipio en perjuicio de sus 
acreedores (2). Esta disposición legal habría de repor-
tar poca utilidad a los Municipios compuestos exclusi-
vamente por agregados, pero como, según quedó demos-
trado oportunamente, en el Derecho consuetudinario 
leonés existen beneficiosas normas, distintas de los 
moldes fijados en el Estatuto, aquellas normas consue-
tudinarias pueden tener la debida vigencia, porque el De-
creto es un fervoroso defensor de nuestra gloriosa tra-
[i] «El Gobierno es respetuoso con la realidad municipal, cualquiera 
que sea su forma e intensidad. Por ello no intenta suprimir Municipios, no 
exige mínimo de población para que se constituyan otros nuevos. Pero la 
misma realidad dice que muchos carecen de recursos, hasta el punto de 
absorberlos casi todos el sueldo de su Secretario... Sólo un remedio cabe 
ante esta dificultad: la agrupación forzosa de Municipios, sea para ahorrarles 
gastos inútiles, dándoles un solo Secretario, sea para coordinar y mejorar 
el servicio de funciones delegadas». Exposición de motivos del Decreto. 
[a] Art. 142. 
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dición municipal y dispone en su art. 143 que esas tra-
diciones locales podrán subsistir con tal que el Munici-
pio haga constar, en sesión de Ayuntamiento pleno y 
por mayoría de dos terceras partes de Concejales, las 
especialidades propias de las costumbres locales, ha-
ciendo público el acuerdo durante treinta días, para que 
los habitantes en el término puedan hacer observacio-
nes; elevando uno y otras a la aprobación del Ministerio 
de la Gobernación, el cual deberá aprobarlas, salvo 
cuando no esté probado suficientemente su carácter tra-
dicional, cuando su aplicación pueda ocasionar grave 
perjuicio al interés o al orden público o cuando sean in-
conciliables con otras leyes del Reino. 
La disposición legal, tal como está redactada, induce 
a alguna confusión, puesto que no se puede afirmar con-
cretamente que los Municipios que conserven tradicio-
nes locales bien definidas — como son todos los leone-
ses — y cuyas costumbres contengan normas distin-
tas a las fijadas en la ley, sobre competencia propia 
de los Ayuntamientos, en contraposición con la que tra-
dicionalmente ostentaban las Entidades locales me-
nores, deban someterlas al Ministerio de la Goberna-
ción, rigiéndose el Municipio exclusivamente por el 
Derecho consuetudinario y relegándose el Estatuto a la 
función propia de Derecho supletorio. La resolución de 
estas dudas tiene gran importancia, sobre todo para los 
Municipios compuestos por agregados, en los que, con-
forme demostramos, existen potentes y beneficiosas tra-
diciones, por lo que creíamos serían objeto de preferen-
te atención para los redactores del Reglamento; pero no 
fué así. El Reglamento de 9 de julio de 1924 (1), en el 
único artículo (2), que dedica al régimen de Carta, no 
hace más que ampliar lo dispuesto en el Decreto, pero 
[i] Gac. del 12. 2] El 57. 
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sin aclararlo en lo más mínimo, extendiendo dicho régi-
men al orden económico, para que pueda modificarse el 
orden de prelación que el Estatuto establece sobre las 
exacciones municipales, o alterar el sistema de cobran-
za de estas exacciones, previa demostración de la ne-
cesidad que exista para tales modificaciones e informe 
favorable del Ministerio de Hacienda. 
De todas maneras: pueda aplicarse independientemen-
te el artículo 143, o haya de interpretarse en relación con 
el 142, es evidente que el régimen de Carta, introducido 
por el Estatuto, puede prestar grandes beneficios en los 
Municipios constituidos por numerosos agregados, fijan-
do en las bases normas fijas que regulen las diferentes 
atribuciones de las Juntas vecinales en relación con las 
del Ayuntamiento, pues ello no aparece en el Estatuto, 
como veremos después, deslindado con la debida fijeza, 
y mucho menos en los Reglamentos, cuyos redactores no 
han creído conveniente fijar su atención en cuestiones 
tan importantes, y que sólo interesan a los distritos rura-
les, demostrando que, desgraciadamente, continúa la in-
comprensión anterior, el desconocimiento de lo que son 
pueblos agregados y de que por ellos están constituidos 
numerosos Municipios españoles. 
Dentro de este régimen de Carta, se crean por el Esta-
tuto dos sistemas especiales de Administración munici-
pal: el de Gobierno por Comisión y el de Gobierno por 
Gerente, únicamente aplicables a los Municipios mayo-
res de 50.000 habitantes o cuyo presupuesto de gastos 
exceda de 50 pesetas por habitante, sistemas que única-
mente podrán acordarse a petición de la vigésima parte 
de los electores del Municipio respectivo y mediante el 
referendum; constituyendo en el primer caso el Ayunta-
miento una Comisión compuesta por el Alcalde y un 
número de Concejales que no ha de bajar de cuatro, ni 
exceder de diez (1); y en el segundo asumirá los poderes 
[i] Art. 144. 
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municipales en la gestión de negocios de interés comu-
nal el Alcalde Gerente designado libremente por aquél, 
pero la Corporación, en este caso, tendrá un Alcalde 
Presidente al solo efecto de dirigir las sesiones munici-
pales (1), debiendo de existir en ambos casos la corres-
pondiente carta constitucional (2), y reservándose a los 
electores el derecho de iniciativa o propuesta de acuer-
dos, el de protesta o impugnación de los mismos y el de 
referendum, pudiendo promover la remoción de los Con-
sejeros y del Gerente, solicitando nueva elección; todo 
ello en la forma, proporción de electores, plazos y garan-
tías que fije la carta constitucional (3). 
Otra de las más importantes innovaciones contenidas 
por el Decreto que estudiamos, es la creación del Con-
cejo abierto, que en España tiene una historia tan glo-
riosa como brillante, «instaurando la forma más plena 
de la democracia pura... que regirá en más del 50 por 100 
de los Municipios existentes, o sea en todos los que no 
excedan de 1.000 habitantes (4). Existirá el Concejo 
abierto en todos los Municipios menores de 1.000 habi-
tantes, siendo Concejales todos los electores en los que 
cuentan con menos de 500 habitantes, y, en los de más 
de 500 y menos de 1.000, cada tres añps, la mitad de los 
electores no incapacitados para el cargo de Concejal (5), 
pudiendo serlo, en ambos casos, aun aquellos que no 
sepan leer ni escribir (6). 
El Concejo abierto podrá tener una grandísima efica-
cia y producir muy beneficiosos resultados en los Muni-
cipios integrados por un solo centro de población — que 
indudablemente son, de entre los rurales, los que cono-
cen más de cerca los redactores del Decreto—, pero muy 
Art. 145. 
Art. 146. 
Art. 148, párr. 2 . 0 
Preámbulo del Decreto. 
Art. 42. 
oj Ar t 84, núm. 2. 0 
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escasa, si no llegan a ser altamente perjudiciales, en ios 
constituidos por una agrupación de aldeas, cada una 
con su personalidad propia y, como vimos, perfecta-
mente definida. En esos Municipios presenta dicha insti-
tución graves inconvenientes, cuya enumeración sería 
prolija y enojosa, pero de los que hemos de mencionar 
alguno, aunque sea muy ligeramente. 
Como ya hemos afirmado concretamente repetidas 
veces, en muchos de los Municipios rurales, a los que 
el régimen de Concejo abierto será aplicable, están com-
puestos por agregados que tienen unos intereses priva-
tivos muy distintos de los del resto del Municipio, y, en 
algunas ocasiones, esos distintos intereses son verdade-
ramente incompatibles, hasta el punto de originar con 
mucha frecuencia enconadas colisiones jurídicas. Por 
eso, en ellos, las disensiones que habrán de existir den-
tro de la Asamblea al discutirse cualquiera cuestión en 
que intervengan como interesados ios vecinos de esos 
pueblos, dará forzosamente lugar a disputas que los 
dividirán enbandos,y queacasohagan, en ciertas ocasio-
nes, necesaria la intervención de la fuerza pública, puesto 
que difícilmente será bastante la autoridad del Alcalde 
para imponer el orden. 
Aparte de esto, se tropezará en esta clase de Munici-
pios con otra gran dificultad. El lugar de la reunión de 
la Asamblea ha de ser el de la capitalidad del Municipio, 
y por ello es imposible que en los días de sesión obliga-
toria puedan trasladarse todos los electores al punto de 
reunión del Concejo, a lo que no siempre estarán dis-
puestos, aunque se les impongan las multas correspon-
dientes (1); mucho más, teniendo en cuenta que las 
reuniones cuatrimestrales ordinarias han de tener lugar 
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reuniones pueden celebrarse en los días festivos (1), por 
lo que en la mayoría de las ocasiones no se podrán 
celebrar las sesiones en la primera convocatoria, y los 
acuerdos serán tomados con la asistencia de un pequeño 
número de vecinos (2), generalmente con los de la capi-
talidad del Municipio. Y esto no será debido a falta de 
voluntad de los Concejales, sino a la especial configu-
ración del país y al desconocimiento que tiene el legisla-
dor español de la especialísima configuración de los 
Municipios montañeses, de la variedad geográfica de la 
Nación, puesto que no puede obligarse a todos los varo-
nes mayores de veintitrés años, residentes en un pueblo, 
a trasladarse a otro, muchas veces lejano, durante varios 
días consecutivos, abandonando sus habituales ocupa-
ciones. En cambio, a las reuniones de la Asamblea 
vecinal del agregado, la experiencia enseña que no 
faltan nunca. 
Esta incomprensión del problema se demuestra tam-
bién palpablemente ai señalar el número de Concejales 
que han de componer el Ayuntamiento en los Municipios 
mayores de 1.000 habitantes (3). Están designados en 
una admirable proporción numérica, pero en los Muni-
cipios formados por agregados hubiera sido mucho 
mejor que ese número de Concejales fuera igual al de 
anejos y que tuvieran obligación de asistir a las Asam-
bleas de la Entidad local menor, para que, de este modo, 
pudieran llevar a las sesiones del Ayuntamiento impre-
siones directas y recientes al pueblo que representaban. 
Es digno de toda clase de alabanzas el Estatuto por 
haber prohibido terminantemente (4) las suspensiones y 
[ i] Art. 140. 
| 2 | lbid. 
[J] Art. 45. 
L4J ->i bien esta prohibición, en la práctica, no se ha cumplido exacta-
mente. Podemos citar, entre otros casos, la destitución por el Poder ejecu-
tivo del Ayuntamiento en pleno de Valdesamario, ya dentro de la vigencia 
del Estatuto. 
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destituciones gubernativas. Ya lo anuncia en su preám-
bulo al reconocer que «la fuente de toda soberanía 
municipal radica en el pueblo», añadiendo que «en lo 
sucesivo no habrá Concejales gubernativos; para eso, 
cada titular tendrá un suplente, hijo, como él, de la 
elección. Los Concejales sólo dejarán de serlo por pro-
videncia judicial, y la simple suspensión no podrá acor-
darla el Juez municipal, ni siquiera el de primera instan-
cia: siempre se precisará auto de la Audiencia provin-
cial» (1); prescribiéndose de un modo terminante que por 
ningún motivo podrán acordarse gubernativamente, con 
carácter interino o definitivo, nombramientos, suspen-
siones o destituciones de cargos concejiles, pues sólo 
los Tribunales, por razón de delincuencia, podrán desti-
tuir a los poseedores de dichos cargos y decretar la 
suspensión de los procesados; pero las vacantes serán 
cubiertas por los respectivos suplentes, y, si éstos falta-
ren, se convocará a nueva elección (2); ordenándose 
también que los sumarios contra Concejales no pueden 
ser incoados por Jueces municipales, aunque actúen 
interinamente como Jueces de instrucción, y, como máxi-
ma garantía, se establece que el procesamiento de Alcal-
de, Tenientes de Alcalde y Concejales, por delitos rela-
tivos al ejercicio de sus cargos, ha de ser acordado por 
las Audiencias provinciales respectivas (3). 
Esta prohibición de acordar suspensiones y destitu-
ciones — arma la más poderosa de que disponía el 
antiguo caciquismo — se hace extensiva a los Alcaldes. 
En este punto introduce el Estatuto plausibles variantes, 
resolviendo el problema de su nombramiento, objeto de 
tantas disposiciones legales, con un criterio francamente 
autonomista, digno de las mayores alabanzas, distin-
guiendo su doble función de representante del Gobierno 
Preámbulo del Decreto. 
Art. 90. 
Art. 92. 
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y de director de la Administración municipal, incum-
biéndole en este segundo aspecto presidir el Ayunta-
miento y la Comisión municipal permanente y ejecutar 
sus acuerdos (1), siendo elegido por el Ayuntamiento de 
entre los Concejales o electores con capacidad para ser 
Concejales (2) y no pudiendo ser destituido más que por 
acuerdo de dos terceras partes del número legal de 
Concejales o por medio de referendum (3). 
Pero como desempeñan también funciones delegadas 
del Poder ejecutivo, respecto a estas últimas podrá el 
Gobierno, mediante acuerdo tomado en Consejo de 
Ministros, dictado en forma de R. O. publicada en la 
Gaceta (4), retirárselas todas en absoluto o solamente 
algunas, cuando por quejas de particulares o informes 
oficiales, o por desobediencia reiterada al cumplimiento 
de órdenes superiores en materia extraña a la privativa 
competencia municipal, comprobase concretamente su 
culpa o ineptitud en el desempeño de la Delegación que 
por ministerio de la ley se les confía (5), previo expe-
diente formado por los gobernadores civiles, con audien-
cia del interesado (6) y sin menoscabo de las atribucio-
nes que le corresponden como jefe de la administración 
municipal (7); nombrándose para que le sustituya a un 
Delegado, cuyo nombramiento recaerá de ordinario en 
un concejal y sólo excepcionalmente en otra persona, 
que ha de ser vecino o, en su defecto, funcionario pú-
blico (8). 




A pesar de lo terminante del precepto, y dentro de su vigencia, han 
sido destituidos algunos Alcaldes, como el de ¿imanes, por las autoridades 
delegadas del Poder central. 
14] Art. 277, párr. 2." O Art. 276. *} Art. 277. 
fíñ Art. 27», féix. i . * 
BkM4.pérr.»* 
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municipales, que les concede facultad para que si esti-
man atentatoria a su régimen autonómico alguna dispo-
sición del Gobierno o de autoridades subordinadas o 
delegadas, aunque se hayan dictado en el ejercicio de 
facultades discreccionales y no lesionen derechos con-
cretos de la que reclamen, puedan pedir su nulidad, 
interponiendo recurso de abuso de poder por los trámi-
tes del Contencioso-administraíivo, ante la Sala corres-
pondiente del Tribunal Supremo (1); facultad que, si bien 
ha de utilizarse en contadas ocasiones, es evidente que 
constituye un poderoso freno para detener muchos de 
los abusos que con tan lamentable frecuencia comete el 
Poder central. 
Pero como la administración municipal puede, en algu-
nos casos, ser tan deficiente que resulte perjudicial para 
los vecinos, dentro de este régimen autonómico se crea 
un organismo capaz para gestionar los intereses del 
Municipio. Este es el régimen de tutela, reglamentado 
por el Estatuto con gran detenimiento (2), al objeto de 
que no pueda, en caso alguno, convertirse en arma polí-
tica, y disponiendo que, una vez rehabilitada la Hacien-
da municipal, se procederá inmediatamente a contituir, 
por elección, nuevo Ayuntamiento, y por elección deben 
nombrarse también los Vocales de la Junta de tutela, 
excepto el representante de los acreedores del Ayunta-
miento, que podrá ser designado por éstos y concurrir 
a las sesiones con voz y voto. 
Siguiendo su pauta innovadora, se crea por el Estatu-
to el referendum (3), que será forzoso para ciertos acuer-
dos municipales (4), y voluntario, a petición expresa de 
las tres cuartas partes del número legal de Concejales o 
de la vigésima de electores (5), siendo necesario, para 
Art. 290. 
Capítulo IV del tít. VI 
Cap. V. , Tít. V. 
Art. 220. 
Art. 219. 
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que la propuesta sometida a decisión popular quede 
aprobada, el voto favorable de la mayoría de los votan-
tes, que nunca podrá ser inferior a la tercera parte del 
total de electores inscritos en el Municipio; pero, si esta 
tercera parte no concurriera, podrá tomar el acuerdo la 
Corporación municipal, por mayoría de cuatro quintos 
del número legal de sus miembros (1), y si los electores 
desechasen el acuerdo, no podrá proponerse otro sobre 
la misma materia hasta que transcurran tres años, a no 
ser que la mayoría de los electores solicitasen expresa-
mente la adopción, en cuyo caso se entenderá aprobada 
sin más trámites (2). 
Introduce el Estatuto otras muchas innovaciones en 
nuestra legislación municipal, que no hemos de exami-
nar, ya que ello sería ajeno al objeto del presente tra-
bajo, el cual solamente se refiere a los pueblos agregados 
a un término municipal, si bien hemos considerado ne-
cesarias las anteriores notas, siguiendo el método segui-
do en la monografía y porque muchas de ellas se rela-
cionan estrechamente con el problema que estudiamos. 
Solamente hemos de mencionar ligeramente los recur-
sos procedentes contra las decisiones municipales com-
prendidos en el libro I del Estatuto, puesto que los com-
prendidos en el libro II se refieren exclusivamente al 
orden económico, dejando para más adelante los que de 
un modo exclusivo se refieren a las decisiones de las 
Juntas vecinales, que, al ser éstas el objeto principal del 
presente apéndice, requieren una mayor detención. 
Esos recursos son los siguientes: 
1.° El de nulidad por infracción de ley, ante la Sala 
de lo civil de la Audiencia Territorial dentro del plazo 
de quince días naturales, contra los acuerdos de los 
Ayuntamientos que se refieran a elecciones, actas cre-
denciales, admisión de Concejales, capacidades, cxcu-
i] Árt. 3*5. 
,»] Art. ja5, 
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sas, incompatibilidades, renuncias, vacantes y, en gene-
ral, constitución y régimen de las Corporaciones (1). 
2.° Contra los restantes acuerdos de los Ayuntamien-
tos, Comisiones municipales permanentes y Alcaldes no 
comprendidos especialmente en otros artículos de la 
propia ley, se da el recurso Contencioso-administrativo 
ante el Tribunal provincial—cuya constitución se modi-
fica acertadamente — cuando el acuerdo recurrido haya 
causado lesión en los derechos administrativos del recla-
mante, o se hayan infringido disposiciones administrati-
vas con fuerza legal cuya observancia pida cualquier 
vecino o Corporación, aunque no hayan sido agravia-
dos individualmente en sus derechos; sin segunda ins-
tancia ante el Tribunal Supremo, si la cuantía es inferior 
a tres mil pesetas (2). 
3.° Contra las multas y sanciones penales impuestas 
por las autoridades municipales, recurso de alzada ante 
los Jueces de instrucción del respectivo partido, que re-
solverán en única instancia por los trámites de apela-
ción en juicio de faltas (3). 
4.° Recurso ejercitando la acción civil con efectos 
suspensivos dentro del término de treinta días, ante los 
Tribunales ordinarios, contra los acuerdos municipales 
que lesionen un derecho de carácter civil (4); y 
5.° Recurso para exigir la responsabilidad civil del 
Alcalde, Concejales y autoridades o funcionarios muni-
cipales (5). 
Los motivos de tan radical transformación de los re-
cursos procedentes contra los acuerdos municipales se 
fijan claramente en el preámbulo del Estatuto: «En un 
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pueden ser revocados por la autoridad gubernativa, que 
resulta así superior a los Ayuntamientos, y a éstos se 
les convierte en simple rueda del engranaje administra-
tivo del Estado. En un régimen autonomista, por el con-
trario, las autoridades gubernativas deben carecer de la 
menor facultad respecto a la vida municipal: consiguien-
temente, los acuerdos de los Ayuntamientos sólo podrán 
ser impugnados ante el Poder judicial, supremo definidor 
del derecho, conculcado en todos los órdenes». 
Todas estas modificaciones son dignas de las mayo-
res alabanzas, porque procuran alejar de las resolucio-
nes que hayan de recaer en los recursos expresados 
toda clase de influencia política, de modo que no tenga 
validez aquel poder tan grande, pues era la que verdade-
ramente los resolvía, no como ocurrirá en lo sucesivo, 
que todos ellos se confían a las autoridades judiciales, 
quienes es justo reconocer que en España son las más 
capacitadas, como continuamente lo están demostrando, 
para administrar justicia rectamente. Pero, así y todo, en 
el orden práctico, estas innovaciones no dejan de tener 
algunos muy graves inconvenientes, pues la misma gra-
tuidad del procedimiento (1) que a primera vista debe 
encomiarse, porque implica un gran deseo de conceder 
facilidades para que no existan arbitrariedades en los 
acuerdos municipales, prácticamente no ha de cumplir 
su altruista finalidad, no sólo porque habrán de produ-
cirse gran cantidad de recursos absolutamente temera-
rios, sino porque debemos reconocer que gran parte de 
los males que aquejan a la justicia española son debi-
dos, no a la ineptitud ni a la inmoralidad de los juzga-
dores, sino al cúmulo y a la variedad de asuntos que se 
les encomiendan y que tienen que resolver dentro de 
breves plazos, sin que se les conceda el tiempo necesa-
rio para estudiarlos con el detenimiento que requieren, 
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Si a estos asuntos propios de la administración de justi-
cia, añadimos que el trabajo de algunos Juzgados de 
enorme demarcación territorial — este de Murías de Pa-
redes consta de 162 pueblos — se agrega el correspon-
diente a los numerosísimos recursos de la clase que 
estudiamos, que a no dudar han de entablarse, ese tra-
bajo llegará a ser tan abrumador, que nunca podrá des-
pacharse dentro de los plazos legales, a menos que el 
Juzgado confíe sus resoluciones a los oficiales de la 
Secretaría, que no pueden en su mayor parte ofrecer 
las garantías de ciencia y moralidad necesarias al des-
empeño de tan delicada misión, como es la de resolver 
las complejas cuestiones que han de presentarse, así 
como para estudiar las múltiples modalidades del Dere-
cho municipal. A esto debemos de añadir la poca activi-
dad que, por su carácter gratuito, a dichos recursos im-
primirán los auxiliares de los Tribunales. A pesar de 
estos inconvenientes y de algunos otros, que no es esta 
obra el lugar adecuado para exponer, forzosamente 
debe reconocerse que implican un adelanto grande para 
que se administre recta justicia en el orden municipal, 
hasta ahora tan descuidado y en el que se cometían las 
mayores arbitrariedades, sin que las protestas tuvieran 
eficacia alguna. 
Como puede apreciarse por las ligerísimas notas que 
anteceden, el Estatuto municipal está redactado con 
arreglo a las normas preconizadas por los modernos 
tratadistas de Derecho administrativo, que todos se pro-
nuncian en favor de la concesión de un amplío régimen 
autonómico, del reconocimiento en toda su integridad 
de la personalidad municipal, normas seguidas por los 
países legislativamente más adelantados del mundo. 
Ello no impide que adolezca de graves defectos, entre 
los que no es el menor su gran extensión, su detallismo, 
su prolijidad, que harán que en los distritos rurales no 
Uega« a ser conocida como debiera, pues no reúne las 
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necesarias condiciones de adaptación a la cultura media 
de las masas, sobre todo en los distritos rurales, lo que 
puede dar motivo a que la administración municipal 
recaiga nuevamente en manos de los Secretarios, que se 
constituirán en arbitros de los Municipios. 
Así y todo, significa un gran adelanto legislativo den-
tro de nuestra historia jurídica, y es de desear que no 
sea pronto anulado, como lo fué la ley de 2 de octubre 
de 1877, por numerosos Reales decretos y Reales órde-
nes, que conviertan a los Ayuntamientos en meros jugue-
tes del Poder central, siguiendo la antijurídica costumbre 
de derogar las leyes fundamentales por meras disposi-
ciones del Poder ejecutivo. 
Como no podía menos de ocurrir, una vez promulga-
do el Estatuto municipal, las atribuciones de los Delega-
dos gubernativos han sido profundamente modificadas, 
ordenándoseles que respeten escrupulosamente la auto-
nomía municipal, absteniéndose de presidir sus sesiones 
y de intervenir en su funcionamiento; pudiendo única-
mente inspeccionar la gestión administrativa de las 
Corporaciones municipales y proponer a los goberna-
dores civiles las determinaciones y sanciones que crean 
pertinentes, y debiendo amparar y fomentar los intere-
ses sanitarios, higiénicos, materiales y culturales de los 
pueblos, así como mantener el orden público, dentro 
siempre de lo que disponen las leyes del Reino y de 
acuerdo con las instrucciones que reciban del respectivo 
gobernador civil (1). 
[i] X. O. i% «trio de 1934. 

CAPÍTULO II 
Régimen y organización de la* Entidades locales menores. — La Asam-
blea general de vecino». — Las Juntas vecinales i sn capacidad. — La 
Hacienda de la Entidad. — Recursos contra los acuerdos de las Entidades 
locales menores. — Atribuciones de las Juntas vecinales i crítica. — Los 
Reglamentos para la aplicación del Estatuto municipal. 
Si en su doctrina y líneas generales es el Estatuto, 
como antes dijimos, digno de encomio, también lo es en 
las disposiciones que dedica a los pueblos agregados a 
un término municipal, por ser la primera disposición 
legal española que, desde las Cortes de Cádiz, les reco-
noce su plena capacidad jurídica, si bien es forzoso 
reconocer que, a pesar de todo, se ocupa de ellos con un 
descuido lamentable, aunque no tan grande como el que 
se demuestra en los Reglamentos publicados hasta la 
fecha, cuyos redactores, acaso por desconocimiento de 
problema tan importante, les han prestado muy poca 
más atención que nuestros gobernantes del siglo pasa-
do, que sólo legislaban para las grandes ciudades en 
que vivían, sin preocuparse en lo más mínimo de los 
distritos rurales, ni de sus normas consuetudinarias, 
verdaderamente justas y eficaces, creyendo, sin duda, 
que se deben hacer los pueblos para las leyes y no las 
leyes para los pueblos. 
El Estatuto denomina, a los pueblos agregados a un 
término municipal, Entidades locales menores, y ya 
anuncia en su exposición de motivos que «no sólo 
tienen carácter comunal los Municipios propiamente 
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diclios: lo tienen también las Entidades menores o frac-
ciones de Municipio Por todo ello, el nuevo Estatuto 
admite la personalidad municipal allí donde la natura-
leza la engendra, sin establecer requisitos de mero arti-
ficio, que nunca han tenido posible cumplimiento; y 
admite también la de los anejos, parroquias y demás 
grupos menores de población, que tanto abundan en 
algunas regiones españolas», definiendo los pueblos 
agregados al decir que «bajo la denominación de Enti-
dades locales menores se comprenden los anejos, parro-
quias, lugares, aldeas, caseríos y poblados que dentro 
de un Municipio, y constituyendo núcleo separado de 
edificaciones, forman conjunto de personas y bienes, con 
derechos e intereses peculiares y colectivos diferencia-
bles de los generales del Municipio» (1), los cuales serán 
representados por una Junta vecinal (2), que tendrá 
capacidad plena, conforme a la ley, para adquirir, reivin-
dicar, conservar o enajenar bienes de todas clases, 
celebrar contratos, establecer obras y servicios públicos, 
obligarse y ejercitar acciones civiles, criminales, admi-
nistrativas o Contencioso-administrativas, en nombre de 
la respectiva Entidad local menor (3); derogándose, en 
cuanto a sus bienes, todas las leyes desamortizadoras (4). 
Todas las entidades locales menores cuya población 
no exceda de 1.000 habitantes se gobernarán por un 
régimen igual al del Concejo abierto, integrado por 
todos los electores de ambos sexos que residan en el 
territorio de la Entidad, reuniéndose en Asamblea, cuan-
do menos, dos veces cada año y, además, siempre que lo 
acuerde la Junta vecinal o lo pida una quinta parte de 
los electores (5); y las en que exceda de 1.000 el número 
de sus habitantes, y especialmente las que formen barria-
i ] Art. 2.° 
2j Art. 5." 
,3] Art. 4.° 
Art. j . ° 
Art. io$. i 
das y anexos urbanos, agregados a grandes poblacio-
nes, podrán regir sus intereses privativos por medio de 
una Junta vecinal, compuesta de tantos Vocales como 
Concejales le corresponderían en el caso de constituir 
Municipio, actuando en la forma establecida para el 
Ayuntamiento pleno y designando una Comisión per-
manente (1). 
Las Entidades locales menores primeramente citadas 
serán regidas y representadas — prescribe el Decreto 
nuevamente — por una Junta compuesta del Presidente 
y dos Vocales adjuntos, que se llamará vecinal cuando 
se trate de anejo, poblado o caserío, y parroquial cuan-
do se trate de parroquia que geográficamente forme 
conjunto de casas separadas del Municipio (2), dispo-
niendo acertadamente que el procedimiento a seguir 
para la elección deberá ser el tradicional y, en su defec-
to, el determinado por la ley (3). 
Serán aplicables a estas Juntas vecinales y a sus Pre-
sidentes las disposiciones que contiene el Estatuto sobre 
organización de los Ayuntamientos en todo aquello no 
previsto especialmente y que no se oponga a lo que es-
tablezca el uso, la costumbre o la tradición local (4), 
quedando dentro de las atribuciones de los Ayuntamien-
tos el determinar, dentro de la norma genérica que el 
Estatuto establece, la organización y funciones de las 
Juntas (5), preconizándose con estas y otras disposicio-
nes, que más adelante citaremos, la centralización den-
tro del Municipio. 
Será función de la Asamblea vecinal, además de la 
elección de la Junta, aprobar los presupuestos y cuentas 
y fijar las bases a que ha de ajustarse el aprovechamien-
to de los bienes comunales, cuando los haya (6), y la 
Ij Art. 109. 
>] Art. 106. 
sí Art. 107. 
a Art. 108. Art. 109. ta Art. 190. 
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Junta tendrá personalidad, en nombre de ía respectiva 
Entidad, para aprobar Ordenanzas, interponer acciones 
judiciales de todo género, promover procedimientos 
administrativos y económico-administrativos, conservar 
el patrimonio municipal, persiguiendo a los detentado-
res o usurpadores del mismo, y cuidar de la policía de 
los caminos rurales y vecinales, fuentes, ríos y montes, 
con arreglo a lo que dispongan las leyes (1), y su Presi-
dente tendrá a su cargo la convocatoria y presidencia 
de las Juntas y Asambleas plenas, dirigiendo sus delibe-
raciones, con voto de calidad en caso de empate, y ejecu-
tando sus acuerdos, si no hubiere causa legítima para 
suspenderlos. Además, regirán la administración de la 
Entidad local con arreglo a su presupuesto y a los acuer-
dos de las Juntas, y, en su caso, del vecindario, y rendi-
rán anualmente cuenta documentada de su gestión. 
Como representantes del Alcalde-Presidente del Ayunta-
miento, coadyuvarán al mantenimiento del orden públi-
co en el término de la Entidad, pudiendo imponer multas 
de cinco pesetas (2). 
Constituye el patrimonio de las Entidades locales me-
nores el conjunto de bienes derechos y acciones que les 
pertenezcan a ellas, o al común de sus vecinos, o a los 
establecimientos que de ellas dependan, y sus presupues-
tos se acomodarán, en lo posible, a lo dispuesto por la 
ley respecto a los Ayuntamientos (3); su Hacienda se 
formará con los siguientes recursos que les pertenezcan 
privativamente: 
1.° Rentas, productos, intereses o cupones de bienes, 
títulos, inscripciones, créditos y demás derechos inte-
grantes del patrimonio de la Entidad o de los estableci-
mientos que dependan de la misma, salvo, en cuanto a 
estos últimos, los derechos de patronato u otros aná-
logos. 
i ] Art. 191. 
al Art. 198. 
3] Art. 505. 
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2.° E l rendimiento de aprovechamientos de bienes 
comunales que, cuando proceda, sean enajenados o 
distribuidos a título oneroso entre los vecinos. 
3.° Las subvenciones o auxilios que se obtengan 
para obras o servicios públicos en la Entidad local me-
nor, con cargo a los presupuestos del Estado, la Provin-
cia o las Mancomunidades municipales. 
4.° E l rendimiento líquido de los servicios municipa-
lizados. 
5.° Los recargos hasta el diez por ciento, como má-
ximo, sobre los arbitrios municipales y cuotas de repar-
timiento que satisfagan los vecinos y hacendados de la 
Entidad local, cuando su imposición sea acordada por 
las dos terceras partes de sus vecinos. 
6.° Mediante la misma aprobación podrán establecer 
un arbitrio uniforme sobre los productos de la tierra 
obtenidos en el término, o cualesquiera otras exaccio-
nes de las autorizadas en la ley, mientras no sean acor-
dadas por el Ayuntamiento para todo el vecindario; y 
7.° Igualmente podrán establecer la prestación per-
sonal durante cinco días anuales a todos los varones 
mayores de 18 años y menores de 50, residentes en la 
Entidad, exceptuándose los imposibilitados físicamente, 
los reclusos en establecimientos penitenciarios, las auto-
ridades civiles, los sacerdotes del culto católico (1), los 
maestros de instrucción primaria y los militares y mari-
nos mientras permanezcan en filas, pudiendo redimirse 
la prestación por los no exceptuados, al tipo corriente 
del jornal de un bracero de la localidad en la estación 
del año en que la prestación se exija; y la resistencia 
será castigada con una multa igual a la mitad del impor-
te por que fuera redimible la prestación misma (2). 
[i] Con la publicación ha terminado la lucha secular entre los clérigos 
y los pueblos respecto a la facendera y ya aquéllos no podrán seguir en 
sus quejas y recursos para que éstos fueran obligados a concurrir a ella o 
redimiría como los demás vecinos. Vid. utsupra, pág. 188, nota 2 . a . 
[2] Art. 309, en relación con los 308, núms. i .° , 2. 0 , 3. 0 y 4 . 0 y 524. 
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Indudablemente, lo que el legislador quiso, al estable-
cer el precepto legal últimamente trancríto, es que el 
residente que se negase a concurrir con su prestación, 
abonase, además del importe del jornal por el que aqué-
lla es redimible, una mitad más como pena; pero, dado 
el modo infeliz en que está redactado el precepto legal, 
queda en una situación muy inferior aquél que se preste 
voluntariamente al cumplimiento de esa obligación co-
munal, del que se niegue a ello y haya de obligársele 
por medio de la coacción, aplicándole la penalidad esta-
blecida en la ley, ya que aquél satisfará una cantidad 
superior en una mitad a la que puede exigirse a éste. 
Desde luego, reconocemos que esta es una interpreta-
ción absurda; pero indudablemente es la que mejor con-
cuerda con la letra del artículo, tal como está redactado, 
aunque no con su espíritu. 
Ya hemos dicho que los presupuestos de las Entida-
des locales menores deben ser aprobados por la Asam-
blea general de vecinos, y los del Ayuntamiento por la 
misma Corporación. En los Municipios que tengan una 
o varias Entidades locales, se exige un nuevo requisito: 
Deberán ser aprobados por el Ayuntamiento pleno, en 
sesión a que habrá de concurrir un representante de cada 
una de dichas Entidades menores. De ordinario, tendrá 
esta representación el Presidente de la respectiva Junta 
vecinal, y, en defecto de él, cualquiera de los dos Voca-
les que la constituyan. Para fijar el quorum se agregará 
al número de Concejales que cuente el Ayuntamiento el 
de representantes de todas las Juntas vecinales, los 
cuales tendrán, tan sólo con relación a la discusión, 
votación y aprobación del presupuesto, los mismos de-
rechos y deberes que cualquier Concejal (1); disposición 
acertadísima, ya que de este modo llegará a la Corpo-
ración municipal la opinión de los anejos que compo-
[i] Art. 306. 
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nen el Municipio, y acaso se eviten muchas de las anti-
guas arbitrariedades, impidiendo que se empleen exclu-
sivamente en beneficio de la capitalidad del término mu-
nicipal grandes cantidades del presupuesto, mientras 
quedaban olvidados en absoluto los agregados que, sin 
embargo, tenían que soportar iguales o mayores cargas, 
sin percibir ninguno de los beneficios. 
Contra los acuerdos de las Entidades locales meno-
res se darán los siguientes recursos: 
1.° Si recaen sobre constitución de sus Juntas, el de 
nulidad por infracción de ley, ante el Juez de Primera 
Instancia del Partido, contra cuyo fallo cabe apelación 
ante la Sala de lo civil de la Audiencia Territorial, de-
biendo resolver el Juez dicho recurso en el plazo de un 
mes por los trámites de la apelación en juicio de faltas, 
y la Audiencia, en el de dos. 
2.° Si recaen sobre asuntos de la competencia pri-
vativa de las Entidades locales, el Contencioso-admínis-
trativo en única instancia. 
3.° Si consisten en multas y sanciones penales, el 
judicial, también por el procedimiento de la apelación en 
el juicio de faltas. 
4.° Si recaen sobre asuntos extraños a su competen-
cia privativa, tiene su Presidente obligación de suspen-
derlos (1) bajo su responsabilidad, comunicándolo inme-
diatamente al Gobernador civil, el cual puede recabar 
de la Junta o de la Asamblea la suspensión del acuerdo 
cuando el Presidente no la hubiere decretado por sí; 
pero, si uno y otra desoyeran el requerimiento guberna-
tivo, podrá remitir los antecedentes al Tribunal provin-
[ i] Dada la forma en que está redactado el precepto, no resulta muy 
claro si esta suspensión debe ser acordada por el Presidente de la Junta o 
por el Alcalde Constitucional. Nosotros nos inclinamos a la primera solu-
ción, dada la diferenciación de funciones que se aprecia en el Estatuto en-
tre las Juntas vecinales y los Ayuntamientos, y porque el Alcalde es lógico 
suponer que en la mayor parte de los casos desconocerá esos acuerdos, ya 
que nadie tiene obligación de comunicárselos. 
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cíal de lo Contencíoso-admínístratívo, para que en el 
plazo máximo de quince días, que deberá reducirse si 
la urgencia fuere extremada, determine si hubo o no 
extralimitación y, en su consecuencia, mantenga o sus-
penda el acuerdo, afirmando o denegando la competen-
cia municipal. El Gobierno, aun en contra de la resolu-
ción de los Tribunales, podrá acordar, con carácter ex-
traordinario, la suspensión de los acuerdos adoptados, 
excediéndose en sus atribuciones, por medio del Real 
Decreto que se publicará en la Gaceta y del que debe 
darse cuenta a las Cortes; y 
5.° Si recaen sobre materia civil, lesionando dere-
chos de esta naturaleza, los procedentes según la legis-
lación vigente. 
Para toda esta clase de recursos son aplicables las 
disposiciones del Estatuto al regular los procedentes 
contra los acuerdos de los Ayuntamientos (1). 
Las cuestiones o desavenencias que se susciten entre 
las Juntas vecinales de un mismo Municipio serán re-
sueltas por acuerdo del Ayuntamiento, que ultimará la 
vía gubernativa. Las que se susciten entre una Junta 
vecinal y el Ayuntamiento del Municipio a que pertenez-
ca, o entre Juntas vecinales de distintos Municipios que 
pertenezcan a una misma provincia, serán resueltas por 
el Tribunal provincial de lo Contencioso-admínistratívo, 
y, sí pertenecen a distintas provincias, por la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo. Sí 
dichas desavenencias versaren sobre eficacia, interpre-
tación o cumplimiento de cualesquiera pactos estipula-
dos entre las Entidades respectivas, o sobre propieda-
des o derechos de los patrimonios civiles, corresponde-
rá su tramitación y resolución a los Tribunales ordina-
rios (2). 
[i] Art. 265. 
[3] Art. 267. 
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A los Ayuntamientos corresponde la inspección sobre 
la administración privativa de las Entidades locales 
menores, que verificarán los Alcaldes, previo acuerdo de 
aquéllos. Nada dice el Estatuto de qué atribuciones 
coactivas gozará el Alcalde sobre las Entidades locales 
menores que hayan infringido la ley. 
Estas son las disposiciones que el Estatuto contiene 
respecto a las Entidades locales menores, y en ellas se 
aprecia su respeto hacia esos organismos; pero a simple 
vista pueden notarse en su articulado grandes deficien-
cias, que hemos de citar ligeramente, porque pueden dar 
lugar a confusiones y a que se les arrebaten, por medio 
de disposiciones emanadas del Poder ejecutivo, gran 
número de las facultades, que el Estatuto parece conce-
derles, por los Ayuntamientos, que forzosamente han 
de reconocer que este es el primer paso para su des-
aparición en las regiones en que forzosamente han de 
constituirse mediante una agrupación de pueblos, agre-
gados unos a otros más o menos arbitrariamente. 
Las Juntas vecinales tienen capacidad para enajenar 
bienes pertenecientes a la Entidad que representan; pero 
el Estatuto no contiene regla alguna especial respecto a 
los requisitos necesarios para que pueda llevarse a cabo 
esta enajenación. Es lógico suponer, por analogía (1), 
que estos acuerdos deberán ser tomados por la Asam-
blea general de vecinos, sin que sean necesarias otras 
formalidades; pero el Decreto no lo dice. Prescribe que 
las Juntas vecinales podrán enajenar, y como es incon-
cebible que, estando tan restringida esta facultad para 
los Ayuntamientos, no lo esté para las Juntas, parece 
ser que éstas necesitarán, por lo menos, el consenti-
miento del Concejo, pero sin que esto pueda" afirmarse 
de una manera rotunda, sino únicamente como la inter-
pretación más lógica posible de la disposición legal. 
[i] Arts. 220 y 157. 
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Y al estudiar este punto nos encontramos con una 
disposición, digna de todo encomio, que recuerda las 
disposiciones de las antiguas Ordenanzas de los pue-
blos agregados, y por la que se reglamenta el huerto 
concejil. No serán reputadas —dice—como enajenación 
ni gravamen, ni sometidas a requisito alguno, las con-
cesiones de parcelas de terreno del patrimonio muni-
cipal a favor de vecinos braceros, cuando el disfrute a 
éstos otorgado haya de durar menos de diez años, pero 
han de ser acordados por el Ayuntamiento pleno, o en 
aplicación que haga la Comisión municipal permanente 
de las reglas establecidas al efecto por aquél. Los con-
cesionarios que obtengan permiso para plantaciones 
se harán dueños de los árboles que cultivan, y durante 
los cinco primeros años podrán acotar las parcelas plan-
tadas, a fin de preservarlas de los ganados; pero, si 
dicha ocupación perjudica los aprovechamientos comu-
nales, las concesiones quedarán en suspenso por virtud 
de reclamación de los vecinos, hasta que sobre ella 
recaiga acuerdo del Ayuntamiento pleno (1). 
Como las Juntas vecinales pueden enajenar, deben 
tener facultad también para hacer las concesiones que 
se expresan en el párrafo precedente, pues quien puede 
lo más, es indudable que puede lo menos; pero, por el 
poco cuidado y atención que prestaron los redactores 
del Decreto a los pueblos agregados, no puede esto 
afirmarse de un modo terminante, puesto que ninguna 
disposición legal lo determina. 
El Estatuto ha resuelto la antigua duda, objeto de 
tantas disposiciones del Poder ejecutivo y de tan incon-
gruente jurisprudencia (2), de si las Juntas vecinales 
tienen capacidad para comparecer en juicio, afirmándolo 
terminantemente; pero no nos dice qué requisitos les 
Ti] Art. 160. 
[2J Vid ut supra, págs. 119 y sigs. 
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son necesarios para el ejercicio de esta facultad. Para 
interponer cualquier ciase de acciones, los Ayuntamien-
tos deberán acordarlo en sesión plenaria y previo el 
dictamen de uno o dos Letrados, según la importancia 
del asunto (1). Por el mismo razonamiento anteriormente 
indicado, parece ser que a este acuerdo de la Junta 
vecinal deberá preceder otro de la Asamblea, o por lo 
menos el dictamen de los Letrados, ya que no van a 
quedar en una situación más privilegiada que los Ayun-
tamientos, pero es lo cierto que ninguna disposición 
requiere esas formalidades para las Juntas vecinales. 
Las Juntas vecinales tienen obligación de cuidar de la 
policía de los caminos rurales y vecinales, fuentes, ríos 
y montes, con arreglo a lo que dispongan las leyes. 
Pero, frente a estas afirmaciones del precepto legal, nos 
encontramos otras disposiciones del Estatuto que no se 
compaginan con ellas demasiado bien. 
En efecto; los Ayuntamientos tienen a su cargo la 
policía rural, la guardería y vigilancia de cosechas, 
ganados y heredades (2); todas las obras de urbaniza-
ción y saneamiento del suelo y del subsuelo de los res-
pectivos términos municipales; las de abastecimiento 
de aguas, alcantarillado y tratamiento de aguas residua-
les que tengan por objeto dotar de estos servicios a los 
núcleos de población enclavados en los términos muni-
cipales correspondientes, o mejorar las condiciones de 
aquellos servicios, aunque las obras para ello precisas 
se realizan, en parte, fuera de las citadas zonas de 
terreno (3); la policía sanitaria de vías públicas, cuadras, 
establos, mataderos, mercados, centros de reunión, lava-
deros y cementerios (4), teniendo obligación de cuidar 
muy estrechamente de la conservación y arreglo de la 
vía pública, de la policía urbana y rural y de seguridad, 
[i] Art. 156. 
[2] Art 150, núm. 14. 
[jj Art. 180. 
U] Art. 201, apart.b. 
- 3 2 S -
de la administración, custodia y conservación de las 
fincas, bienes y derechos del pueblo; de la prevención 
contra el riesgo de incendios, de la repoblación forestal 
de los montes comunales y de la higiene pecuaria (1). 
En estas disposiciones se encuentra un dualismo de 
atribuciones que no puede menos de dar lugar a frecuen-
tes colisiones jurídicas, porque, dentro del término de la 
Entidad local menor, ¿quién es el obligado a cuidar de 
la policía urbana y rural? ¿La Junta? ¿El Ayuntamiento? 
Los acuerdos de este último obligan a todo el término 
municipal, incluso a los agregados, pero en éstos existe 
un organismo encargado de tomar esas mismas medi-
das. Indudablemente, deben ser todas ellas atribuciones 
de este último; pero, según está redactada la disposición 
legal, no puede afirmarse nada en concreto, aunque de 
los artículos dedicados a los recursos contra los acuer-
dos de las Entidades locales menores se deduce que 
nuestra opinión es la que tiene más probabilidades de 
ser la cierta y que, por lo tanto, lo referente a policía 
urbana y rural, dentro de el anejo, compete a su Junta 
vecinal, pues, si estas últimas no tuvieran esa competen-
cia, ¿para qué los numerosos recursos existentes? 
Además, hay que tener en cuenta que en los Ayunta-
mientos formados por anejos, aquéllos, generalmente, 
no poseen más bienes que la Casa Consistorial. Todos 
los demás pertenecen privativamente a los agregados, 
pues hasta la misma capitalidad del Municipio consti-
tuye la correspondente Entidad local menor. Por ello es 
mucho más importante y beneficioso que esas atribucio-
nes las posea la Junta vecinal, no el Ayuntamiento, que 
en esos sitios es una Entidad completamente artificial. 
Esa misma indeterminación, esa misma vaguedad, 
existe respecto a la promulgación de las Ordenanzas. 
Las Juntas vecinales tienen la importantísima facultad 
[ij Art. 216. 
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de aprobarlas, según dispone de modo terminante el 
artículo 191 del Estatuto, que en ninguno de sus restan-
tes preceptos vuelve a ocuparse de esto. En cambio, se 
determinan cuidadosamente los requisitos y efectos de 
las municipalidades. 
Al Ayuntamiento compete — preceptúa — la discusión 
y aprobación de las Ordenanzas municipales y Regla-
mentos (1), los que, una vez aprobados en sesión plena-
ria, entrarán desde luego en vigor, sin perjuicio de las 
reclamaciones judiciales que en cualquier tiempo podrán 
interponerse contra los acuerdos que las apliquen, si 
con ello se lesionan derechos de particulares u otras 
Corporaciones (2), sin que puedan exceder las multas 
que en ellas se fijen de la escala preestablecida (3), 
debiendo enviar una copia de aquéllas al Gobernador 
civil, el cual puede advertir a la Corporación municipal 
las infracciones legales o extralimitaciones que conten-
gan, y, si el Ayuntamiento insistiese en mantener su 
texto primitivo, el Gobernador podrá trasladarlo al 
Fiscal de lo Contencioso-administrativo, al solo efecto 
de que interponga demanda ante el Tribunal provincial, 
que resolverá sobre la legalidad o ilegalidad de las 
Ordenanzas, en los extremos de su articulado que hayan 
producido la advertencia (4). Pero nada nos dice el 
Decreto sobre las Ordenanzas de las Entidades locales 
menores, y aunque nosotros, interpretando el precepto 
legal por analogía, creamos que las disposiciones últi-
mamente transcritas les son aplicables, no podemos 
afirmarlo en absoluto. 
Es evidente que las Juntas vecinales tienen la facultad 
de aprobar Ordenanzas y que de esta misma facultad 
gozan los Ayuntamientos. Dada la especial y diferente 
[i] Art. 155, núm. 7. 
[2] Art. 166. 
[3] Art. 167. 
[4] Ar t . 168. 
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configuración geográfica de muchos de estos últimos, 
tienen sendas necesidades diferentes, y por ello sus Or-
denanzas pueden ser muy distintas — sobre todo en lo 
que respecta a la policía rural — unas de otras y de las 
del Ayuntamiento; y es más, puede ocurrir que exista un 
agregado en que las Ordenanzas municipales sean 
inaplicables. Suponiendo que tenga unas Ordenanzas el 
Ayuntamiento, y otras, absolutamente distintas, la Enti-
dad local menor, el vecino de esta última, ¿a cuáles debe 
obediencia?... Es una pregunta a la que en el actual mo-
mento legislativo no se puede contestar, debido a la con-
fusión existente en -el texto legal, puesto que, según el 
mismo, los Ayuntamientos tienen facultad de promulgar 
Ordenanzas para el término municipal, y las Juntas veci-
nas para el de la Entidad, todas ellas con obligatoriedad, 
según la ley, pero en la práctica puede ocurrir que re-
sulte absolutamente imposible el simultáneo cumplimien-
to de ambas por el vecino a quien obliguen. 
Todavía queda indeterminado un punto muy impor-
tante. Las Juntas vecinales tienen las facultades que 
hemos citado 'y la de aprobar Ordenanzas. Es evidente 
que no puede existir autoridad que no tenga poder 
coactivo suficiente para obligar al cumplimiento de sus 
decisiones, y estaría desprovisto de toda eficacia el Re-
glamento que no contuviera la cláusula correspondiente 
expresando la penalidad en que han de incurrir sus 
contraventores. Ahora bien; las Juntas vecinales ¿tienen 
facultad coactiva?... ¿Pueden imponer sanciones pena-
les?... El apartado C del artículo 265, concede recurso 
contra los acuerdos de las Entidades locales menores 
cuando consistan en la aplicación de multas y sancio-
nes penales, lo que implica que tienen poder coactivo, 
pero en ninguno de los restantes artículos del Estatuto 
hemos encontrado disposición alguna que conceda esta 
facultad. 
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E l párrafo segundo del artículo 198 dispone que los 
Presidentes de las Juntas, «como representantes del Al-
calde del Ayuntamiento, coadyuvarán al mantenimiento 
del orden público en el territorio de la Entidad, pudien-
do imponer multas de cinco pesetas»; es decir, que esos 
Presidentes tienen facultades coactivas delegadas del 
Alcalde-Presidente, pero no tienen poder coactivo algu-
no por sí mismos como tales Presidentes, conclusión 
clara que resulta de las palabras «como representantes 
del Alcalde del Ayuntamiento». 
Igual ocurre con las facultades que estos Presidentes 
tienen como Jefes de la Entidad local menor. Tienen la 
obligación de ejecutar los acuerdos de la Junta y de la 
Asamblea general de vecinos, pero ¿en qué forma?... 
Si no tienen facultad para castigar a los desobedientes 
a esos acuerdos, ¿cómo los harán cumplir?... 
Reconocemos que es absurda la existencia de un orga-
nismo que tiene ciertas y determinadas atribuciones y 
carece del poder necesario para hacer cumplir las deci-
siones tomadas dentro de esas atribuciones; pero, dado 
el olvido que de la concesión de esas facultades existe 
en el Estatuto, es seguro, mientras que aquél no se 
subsane, que no la tienen, y, por tanto, no tiene tam-
poco utilidad práctica la existencia del recurso contra 
esas multas y sanciones penales, que no se pueden im-
poner, se conceden, y que también estarán desprovistas 
de toda finalidad práctica las Ordenanzas si no se pue-
den incluir en ellas las correspondientes cláusulas pe-
nales. 
Algo de esta lamentable confusión ocurre también 
dentro del régimen económico, pues, tal como aparece 
redactado el Estatuto, el vecino de una Entidad local 
menor se hallará sujeto, no sólo a los tributos propios 
de la Entidad, sino también a los municipales, por lo 
que si existe algún Municipio compuesto de varios pue-
blos, de los que unos sean Entidades locales menores y 
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oíros no — la capitalidad, por ejemplo —, los vecinos de 
aquéllas quedarán en una situación muy inferior a la 
de ésta. Por ello resulta que sí, en los Municipios com-
puestos por un sólo núcleo de población, la prestación 
personal no podrá exceder de quince días, en los cons-
tituidos por una agrupación de pueblos, esta prestación 
podrá ser de veinte días, quince impuestos por el Ayun-
tamiento y cinco por la Junta vecinal. 
Las notas que anteceden demuestran palpablemente 
que el legislador ha querido mostrarse respetuoso con 
los pueblos agregados a un término municipal, pero que, 
a pesar de su buena intención, no ha encontrado la fór-
mula jurídica concreía y clara que permita el buen régi-
men de las Entidades locales menores y su existencia 
independiente dentro del Ayunfamienío; esto, aparte de 
que concede a estos últimos, dentro de las normas gené-
ricas que el Decreto establece, poder variar la organi-
zación de aquéllas, con lo que en cierto modo se preco-
niza el antiguo sisfema de ceníralización denfro del Mu-
nicipio mismo. 
Nosotros creímos que todas estas deficiencias del 
Estaíuto se salvarían cumplidamente en los Reglamen-
tos, pero no fué así. Aquél disponía que por el Ministerio 
de la Gobernación se dícíarían reglas para el reconoci-
miento y consíííucíón de las Entidades locales menores, 
ya que los anejos exísíeníes al publicarse el Esíaíuío 
íenían desde luego el carácíer de Eníídades locales 
menores (1) y se anunciaba que en el íérmíno de un 
mes se dícíarían los Reglamentos e instrucciones precisos 
para la aplicación del Decreto. Posíeriormeníe, por Real 
orden de 12 de abril de 1924 (2), se prorrogó dicho plazo 
hasía el 1.° de julio, y, íranscurrido éste, se han dictado 
cuatro Reglamentos sin que se haya terminado aún 
esa labor. 
[i] 8.a disposición transitoria. 
[2] Gzc. del 13. 
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En la exposición de motivos del primeio de los pro 
mulgados (1) se decía que los Reglamentos serían los 
siguientes: 
1.° El de población y territorio municipales. 
2.° El de organización y funcionamiento de los 
Ayuntamientos. 
3.° El de obras, servicios y bienes municipales. 
4.° El sanitario. 
5.° El de procedimiento. 
6.° El de exacciones; y 
7.° El de empleados municipales. 
Actualmente se hallan publicados los siguientes: El de 
población y términos municipales; el de contratación de 
las obras y servicios a cargo de las Entidades munici-
pales (2); el de organización y régimen de los Ayun-
tamientos (3), y el de obras, servicios y bienes muni-
cipales (4), únicos que, entre los anunciados, pueden 
interesarnos para desarrollar el tema objeto de la pre-
sente obra, pues sus mismos títulos indican que debieran 
contener en su articulado numerosas disposiciones refe-
rentes a las Entidades locales menores, subsanando las 
deficiencias contenidas por el Estatuto y que anterior-
mente hicimos notar. Pero no ha sido así. Las disposi-
ciones que contienen solamente interesan de un modo 
secundario a los pequeños núcleos de población. 
En el Reglamento sobre población y términos munici-
pales se dictan numerosas reglas para la constitución 
de nuevas Entidades locales menores. Pero como la 
inmensa mayoría de ellas se hallan constituidas desde 
tiempo inmemorial, y nunca dejaron de estarlo, aunque 
algunas leyes absurdas les negaran la existencia, se 
dispone que éstas tendrán plena personalidad como 
tales Entidades locales menores, sin necesidad de peti-
i j De 2 de julio de 1924 (Gac. del 3). 
2J De 2 de julio de 1924 (Gac. del 4). 
3] De 10 de julio de 1924 (Gac. del 12). 
[4] De 14 de julio de 1924 (Gac, del 16). 
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ción por los interesados, ni de reconocimiento por las 
Corporaciones municipales, teniendo obligación los 
Ayuntamientos de comunicar a los Gobernadores el 
nombre y condiciones de las que tengan existencia legal 
en sus respectivos términos, que habrán de ajustarse al 
régimen establecido para las mismas en el Estatuto 
municipal (1), y ninguna podrá pertenecerá jurisdicciones 
distintas de un mismo orden (2). 
Para constituir una nueva Entidad local menor será 
necesaria petición por medio de referendum o por escrito 
de la mayoría de sus vecinos, que se dirigirá al Ayunta-
miento correspondiente, pudiendo firmar, por los que no 
sepan, otros a su ruego; debiendo exponerse al público, 
durante diez días consecutivos, en las puertas de la Casa 
Consistorial, del Juzgado municipal y de las Iglesias 
parroquiales o anejas comprendidas dentro del núcleo (3)-
El Ayuntamiento adoptará acuerdo por mayoría abso-
luta de votos, siendo obligatorio el reconocimiento de la 
Entidad local menor: 1.°, cuando el núcleo que haya de 
constituirse en la Entidad sea una parroquia rural, si 
formulan la petición la mayoría de los vecinos; 2°, cuan-
do se solicite reconocimiento de los Concejos abiertos, 
con carácter tradicional; 3.°, cuando la petición se refie-
ra a un antiguo Municipio anexionado a otros que, 
además, forme un conjunto de personas y bienes, con 
derechos e intereses peculiares y colectivos, diferencia-
bles de los generales del Municipio. Contra el acuerdo 
del Ayuntamiento se dará únicamente recurso ante el 
Tribunal de lo Contencioso-adminístrativo (4). 
Una vez constituida la Entidad local menor, se esta-
blecerán los límites a que alcanza su jurisdicción y la 
separación patrimonial correspondiente, determinándose 
[i] Art. 4 . " 
2j Art. 6.° 
3J Art. i.° 
.4] Art. 2. 0, en relación con el 2 del Estatuto. 
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esas condiciones a propuesta de la Junta respectiva, por 
acuerdo del Ayuntamiento, que deberá recaer en el plazo 
de treinta días y contra el que se dará recurso ante el 
Tribunal provincial de lo Contencioso - administrati-
vo (1). La Junta vecinal que le corresponda será desig-
nada por el Gobernador civil de la provincia entre los 
vecinos más capaces y solventes, en tanto no esté ulti-
mado el Censo electoral y no sea posible, por ello, la 
celebración de elecciones (2). 
Las Juntas vecinales (3) podrán solicitar del Ayunta-
miento su conversión en Municipios o su segregación a 
otro, petición que el Ayuntamiento de que dependan, 
únicamente podrá negar por defecto en el procedimien-
to, si las Entidades solicitantes cuentan, cuando menos, 
dos años de existencia legal al formular su petición (4), 
a no ser que hubieran sido constituidas en el plazo de 
seis meses de la publicación del Reglamento (5), debien-
do considerarse, tanto estos expedientes como los ante-
riores, de carácter preferente para su tramitación y 
resolución (6) 
Dada la especial configuración de las Entidades loca-
les menores, no hemos de ocuparnos de las formalida-
des que han de observar para la contratación de sus 
obras y servicios, puesto que muy pocas veces les serán 
necesarios, y si alguna vez lo fueran, acudirían para ello 
a su Derecho consuetudinario, mucho más asequible a 
la inteligencia de sus habitantes que las numerosas 
reglas que se dictan en el Reglamento correspondiente 
para las contratas de los Ayuntamientos. Del Reglamento 
de 3 de Julio de 1924 se deduce que les son aplicables 
las disposiciones que sobre el particular se han dictado 
i j Art. 5. 0 
2] R. O. de 2 de agosto de 1924 (Gac. del 3). 
;$1 Ibid. 
4] Art. 18 del cit. Reglamento. 
.SJ Segunda disposición transitoria. 
6J R. O. de 2 de agosto de 1924. 
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respecto a los Ayuntamientos, con la sola variación de 
que la subasta se verificará en la Casa Consistorial, 
bajo la presidencia del que lo sea de la Junta vecinal o 
del Vocal en quien delegue, con asistencia de otro 
miembro de la Junta (1). 
Nada dice el Reglamento sobre organización y funcio-
namiento de los Ayuntamientos, sobre el de las Juntas 
vecinales, dejando en pie todas nuestras dudas sobre las 
atribuciones de éstas y, especialmente, sobre la promul-
gación de Ordenanzas, puesto que sólo se ocupa de las 
que afectan al funcionamiento y régimen de los Ayunta-
mientos (2); ni tampoco el relativo a las obras, servicios 
y bienes municipales, que siempre se refiere al Ayunta-
miento y no a las Juntas vecinales. 
Estas deficiencias de la novísima legislación local, en 
lo que se refiere a los pueblos agregados, tienen forzo-
samente que producir numerosas disposiciones por 
parte del Poder ejecutivo y, probablemente, la misma 
incongruente interpretación del texto legal de que fué 
objeto la ley de 2 de octubre de 1877. En los altos cen-
tros de la gobernación del Estado español se desconoce, 
generalmente, este problema de los pueblos agregados 
a un término municipal, y, por lo tanto, casi siempre que 
se resuelve un conflicto jurídico de esta naturaleza, se 
les resta atribuciones en favor del Ayuntamiento. 
Es de desear que hayan cambiado las cosas, que las 
disposiciones del Poder central se inspiren en un cono-
cimiento más exacto de la realidad y que empiecen los 
funcionarios a convencerse de que en estas regiones de 
montaña tienen mucha más importancia, para la vida 
comunal, las Entidades locales menores que los Ayun-
tamientos. Si con este trabajo hemos contribuido a que 
se conozca y vulgarice el problema de los pueblos agre-
[i] Art. 5.0. 
W Art. 47. 
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gados y a que en las futuras disposiciones legales se les 
mire con más respeto, y siempre como personas jurídicas 
absolutamente independientes de los Ayuntamientos y 
que tienen una mayor utilidad práctica, creeremos bien 
empleado nuestro esfuerzo. 
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ERRATAS 
Se han deslizado varias en el curso de la obra- algu-
na tan importante como la contenida en la línea 18 de 
la página 122—pero esperamos que la cultura y el buen 
criterio del lector las habrán salvado inmediatamente y 
sin que le sea necesaria fe de erratas, que la experien-
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